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EL PROBLEMA DE LA TRANSICIÓN 
JURÍDICA DESDE LA CAÍDA DE ROMA 
A LA EDAD MEDIA: 
MARGARITA FUENTESECA DEGENEFFE 
Prof. Titular de Derecho Romano 
Universidad de Vigo 
SUMARIO: 1.- Un planteamiento previo y dilemático: 
¿cataclismo de la romanidad o continuidad romano-germánica? 
2.- La nueva sociedad eclesiástica y feudal europea 
3.- El Derecho en la transición a la Edad Media 
4.- El problema del Estado feudal germánico 
1.- UN PLANTEAMIENTO PREVIO Y DILEMÁTICO: 
¿CATACLISMO DE LA ROMANIDAD O CONTINUIDAD 
ROMANO-GERMÁNICA? 
Durante mucho tiempo se mantuvo la idea del hundimiento catastrófico de la cul-
tura romana como consecuencia de las llamadas invasiones bárbaras. En obras de figu-
ras ilustres de Roma, como la «Guerra de las Galias» de César o la titulada 
«Germania» de Tácito, los pueblos germanos venían calificados como barbarí, bárba-
ros, y a ellos la historiografía moderna atribuyó la destrucción de la cultura romana 1. 
Esta concepción catastrofista de las invasiones germánicas se manifestó ya en los 
humanistas del Renacimiento, que al descubrir el arte y los escritos y toda la gran-
deza de la Roma antigua, afirmaron la superioridad de la cultura romana en compa-
Vid. DOPSCH, A., Wirtschaftfliche und soziale Grundlagen der europiiischen 
Kulturentwicklung aus der Zeit Caesar bis auf Karl den Grof3en 2a ed. Wien, Seidel und Sohn, 2 vols. 1923 
y 1924. (Trad. esp. Fundamentos económicos y sociales de la cultura europea, Fondo de cultura, Méjico, 
1951; DAWSON, The making of Europe. An introduction to the history of European unity, London, 1935; 
PIRENNE, H., Mahomet et Charlemagne Brüssel, 1936. 
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ración con el bajo nivel cultural de los invasores germanos que ocuparon los territo-
rios del imperium romanum 2. 
Y esta visión de los humanistas fue reavivada en el siglo XVIII por la Ilustración 
francesa. Así Montesquieu demostró su interés por Roma en su obra 
«Consideraciones sobre las causas de la grandeza de los romanos y de su decaden-
cia» (1734), y Voltaire en la «Filosofía de la Historia» muestra su admiración por los 
romanos y por los griegos. La cultura greco-romana fue, según estos autores y varios 
más, arruinada por los bárbaros. Hay que advertir que esta teoría del cataclismo de 
las invasiones bárbaras fue formulada en los países latinos, Italia, Francia y España 
donde perduró. En Francia, el historiador Guizot aceptó las ideas de Montesquieu y 
de Voltaire 3. 
En Alemania se desarrolló, en cambio, una teoría contraria, como resultado de 
investigaciones sobre la economía y la sociedad primitiva de los germanos, según las 
cuales la libertad y la igualdad practicada en la vida de estos pueblos daría lugar a un 
gobierno propio y característico de las comunidades germánicas. Estas ideas elabo-
radas en una larga cadena de estudios, sirvieron para mejorar la tesis de la incultura 
de los germanos y llegaron a construir una concepción de la sociedad y del Estado 
germánicos fundada en la teoría sociológico-colectivista, que considera que la pro-
piedad colectiva de la tierra se halla en las primeras fases de la historia, junto con la 
libertad y la igualdad de los colonizadores, mucho antes que la propiedad privada 4. 
2 Vid. JOACHIMSEN, Geschichtsauffassung und Geschichtsaufschreibung in Deutschland 
unter dem Ein.flu/3 des Humanismus, en Beitriige zur Kulturgeschichte des Mittelalters und der 
Renaissance a cargo de Walter Goetz. Sobre la atribución de la destrucción violenta del mundo romano a 
los germanos en general, o a los «godos>> en opinión de los humanistas, cfr. op. cit. vol. VI, pp. 76 ss. 
3 Montesquieu y Voltaire se mantien~n en el punto de vista germanófobo de los humanistas 
(Vid. DOPSCH, op. cit. trad. Fundamentos ... cit. p. 21). Vid. MONTESQUIEU, Considerations sur le 
causes de la grandeur des Romains et leur décadence (1734); Id. L'Esprit des lois (1748); GUIZOT se 
situó en la línea de germanofobia al realizar una nueva edición de la obra del abate MABLY, Essays sur 
l'histoire de France, punto de referencia preferido de Montesquieu. Sobre éste y Voltaire vid. MEINEC-
KE, F., El historicismo y su génesis, Fondo de cultura, México, pp. 71-157. ARON, RAYMOND, califica 
a Montesquieu como sociólogo, en Les Etapes de la pensé sociologique (Cfr. trad. esp. ed. Siglo XX, 
Buenos Aires, 1970, pp. 36-89); ALTHUSER, L., Montesquieu: la política y la historia Barcelona, Ariel, 
1974,p. 34 
( ... antes de referirse a la práctica de las ciencias experimentales la ley pertenecía al mundo de la 
religión, de la moral y de la política. Su sentido estaba impregnado de exigencias emanadas de las rela-
ciones humanas ... La ley era como un mandamiento). 
4 Frente a la teoría del cataclismo, básicamente de origen latino, se f01jó en Alemania otra 
concepción totalmente opuesta, por iniciativa de un funcionario de la Administración pública, que se 
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Los estudios de las agrupaciones sociales en la historia primitiva de los diversos 
pueblos descubrieron procesos paralelos según estudiosos como Sumner Maine s, y, 
sobre todo, el americano Margan 6, el cual considera que todos los pueblos han reco-
rrido caminos análogos en su evolución. Esta metodología sociológica contribuyó a 
relegar la teoría catastrofista de la destrucción de la cultura romana, que culpaba de 
la catástrofe a las invasiones de los germanos 7. La idea de una ruptura cultural fue 
superada por la tesis de la continuidad entre los últimos tiempos del imperio romano 
y los primeros siglos medievales. Puede admitirse hoy que la transición no se pre-
senta como una dramática disyuntiva entre la ruptura y la continuidad sino como una 
compenetración entre la romanidad y el germanismo, que fue transformando el impe-
convirtió en el fundador de la historia de la economía alemana: JUSTUS MÚSER, de Osnabrück. Moser 
partió de la idea de investigar en Westfalia, su tierra de origen, las instituciones agrarias primitivas, que él 
consideraba como las más primitivas, y rechazando las informaciones de César, que se referían a un esta-
do de guerra. La propiedad individual de Westfalia (Einzelhofe) constituiría la forma primitiva de coloni-
zación. Las tesis de Moser fueron adoptadas por los investigadores del Derecho alemán. Así 
HÜLLMANN, (K.D.) establece la teoría del régimen sefiorial, de agricultores sedentarios, con grandes 
haciendas en donde el duefio es legislador y juez de sus vasallos que le prestan servicios de carácter eco-
nómico y militar Geschichte des Ursprungs der Stánde in Deutschl vol. l. pp. 13 ss.). También la teoría 
de la «marca» de Moser fue adoptada por EICHHORN, en su obra Deutsche Staats- und Rechtsgechichte 
(1808). Esta investigación germánica respecto al suelo e instituciones relacionadas con éste como las mar-
cas, en definitiva, la historia agraria, hizo que las instituciones públicas y el Estado, aparecieran como 
emanación del régimen del suelo. 
5 Ancient Law (1861) es una de las primeras obras de SUNMER MAINE, que en 1871 publi-
có Village Communities in the East and West. La difusión de estas ideas en Francia fue realizada por 
LAVELEYE en Revue des deux Mondes (1872), vol. l. pp. 100-135. y vol. 11 pp. 505 ss bajo el título Les 
formes primitives de la propieté. En 1875 publicó Sumner Maine sus Lectures on the early history of 
Institutions, en la que v~elve al tema de la comunidad de la aldea (village co utilizando la obra de MAU-
RER, publicada en 1854: Einleitung zur Geschichte der Markt-Hof-Doif- und Stadtveifassung und der 
ojfentfichen Gewalt. 
6 MORGAN, en su obra The ancient society (1877) intenta una explicación sociológica váli-
da para toda la historia de la humanidad porque en todas las· partes del mundo se habría desarrollado un 
proceso evolutivo análogo. Las investigaciones de Margan sobre la organización familiar primitiva y el 
matriarcado fueron utilizadas por ENGELS, F., Der Ursprung der Familie der Privateigentums und des 
Staates. Im Anschlu/3 an Lewis H. Morgan 's Forschungen, Zürich 1884. 
7 El resultado más influyente de toda esta investigación fue logrado por GIERKE, 0., con su 
obra Das deutsche Genossenschaftsrecht, cuyo vol I apareció en 1868, cuando estaba en auge el movimien-
to asociativo en la vida germánica, que para Gierke es la base de toda la estructura social y política. Gierke 
introduce en su teoría societaria la distinción entre las asociaciones de tipo económico y las de tipo político. 
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yeron un tejido eclesiástico con funciones religiosas y administrativas que se exten-
dió por el solar del antiguo imperium. A pesar de la uniformidad de esta red institu-
cional eclesiástica, la Iglesia, en cada reino, desarrolló algunas peculiaridades pro-
pias. Así, la Iglesia franca, con .mayor supeditación de ·los obispos al rey y mayor 
independencia respecto al Papado, se convirtió en un foco de poder y cultura cristia-
na que impulsó el imperio de Carlomagno 13. 
Por otra parte, como ya hemos dicho, el poder eclesiástico tuvo un aliado en el 
feudalismo, gracias al cual se instauró la organización militar en los reinos germáni-
cos debido a los vínculos de vasallaje y a la peculiar economía agraria heredada del 
Bajo Imperio romano, del que subsistían figuras como el precarium y el patrocinium 
de los grandes señores territoriales, que incluso fundaron monasterios propios. La 
antigua clientela romana aparece todavía subsistente en el feudo (vassos). 
Precisamente la naturaleza del feudo se ha considerado como mezcla de factores 
romanos, germánicos y eclesiásticos. 
Esta sociedad medieval europea que hemos descrito significa un alejamiento 
enorme de la sociedad greco-romana antigua. La idea de la ciudad política greco-
romana desapareció bajo el sistema feudal, si bien reaparecerá en los últimos siglos 
medievales en las ciudades italianas. 
3.- EL DERECHO EN LA TRANSICIÓN A LA EDAD MEDIA 
La tendencia codificadora del Bajo Imperio tuvo una importante manifestación en 
el Codex Theodosianus, compilado por obra del emperador Teodosio II, que regía la 
parte oriental del imperium, promulgado en Oriente ·el año 438 y enviado a 
Occidente, entró en vigor en ambas partes del Imperio el 1 de enero del 439 d. C. I4 
Recopila las leges generales a partir de Constantino ordenadas en libros y títulos, 
como se había hecho en dos compilaciones privadas de constitutiones imperiales que 
se denominan Codex Gregorianus y Codex Hermogenianus. Habrá de transcurrir casi 
un siglo hasta que Justiniano, emperador asentado en la pars orientis del imperium 
(Constantinopla) llevase a cabo entre los años 530-534 la gran Compilación de 
Derecho romano, compuesta de cuatro partes ( Institutiones, Digestum, Codex y 
Novellae leges) que en la Edad Media sería denominado Corpus /uris Civilis. 
Justiniano pretendía, desde Oriente, recuperar los territorios occidentales del impe-
13 Vid. sobre el Papado ULLMANN, W., Principios de gobierno y política en la Edad Media 
Rev. Occidental, Madrid, 1971, pp. 33-91; vid. asimismo ULLMANN, W., Historia del pensamiento polí-
tico en la Edad Media, Ariel, Barcelona, 1983. 
14 FUENTESECA, P., Historia del Derecho romano, Madrid, 1987, p. 280-6. (Cfr. Derecho 
postclásico; Jura et leges; Las compilaciones occidentales; Codex Theodosianus). 
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rium cuando éste había caído ya en poder de los bárbaros al ser depuesto el último 
imperator, Rómulo Augustulo por Odoacro, caudillo germánico, que envió al empe-
rador de Oriente las insignias simbólicas del imperium,en el año 476. Por el extre-
mo occidental del imperium habían iniciado la penetración las masas de los suevos, 
vándalos y alanos que cruzaron el Rhin en el año 406, y tres años después entraron 
en España. Los visigodos, que al mando de Alarico habían llegado a Roma en el410, 
lograron un pacto con los romanos y se establecieron al Sur de la Galia ( 418) desde 
donde pasaron a España. En el siglo V se produce el avance de los germanos sobre 
el imperium de Roma 1s. 
Este gran movimiento de ocupación del imperium por las estirpes godas es la cul-
minación de muchos contactos durante largos años en las fronteras del Rhin y del 
Danubio en las que recibieron el influjo de la cultura romana y en especial, del cris-
tianismo. El asentamiento se realizó en virtud de acuerdos de hospitalidad al servicio 
de Roma y recibiendo una cuarta parte de las tierras. No podemos detenernos en este 
fenómeno de incorporación pacífica y sin carácter de cataclismo, porque debemos 
ahora referirnos a los aspectos jurídicos de la invasión goda. 
Nos encontramos con una legislación de estos nuevos pueblos, situados dentro de· 
las fronteras del antiguo imperium, que,. formalmente, parece responder al estilo de 
la actividad codificadora del Bajo Imperio romano. En efecto, la primera edición: del 
Codex Euricianus (=Código de Eurico), fue promulgada en el año 475, por el rey 
visigodo Eurico, que recopila fuentes jurídicas romanas elementales. 
Hace unos años se realizó en España, por obra del ilustre romanista Alvaro D'Ors 
una edición crítica del Codex Eurici, utilizando el manuscrito que se conserva en 
París. Este Código de Eurico, aunque se conserva de modo incompleto, presenta una 
clara influencia del Derecho romano, de tal modo que ha sido calificado por el prof. 
D'Ors como una fuente de Derecho romano vulgar y no del derecho visigodo, hasta 
el punto de suponer que más que un código visigodo podría tratarse de un edictum 
romano para suplir la ausencia del Prefecto de Arlés provoátda por la deposición del 
último emperador romano en 476 16. 
El Código de Eurico es una pieza clave en la Historia del Derecho español 
cuyas raíces se discuten entre romanistas y germanistas. Por ello volveremos sobre 
este punto. 
Otro documento legislativo importante de los gqdos es el denominado Edictum 
Theodorici, promulgado en Italia hacia el año 500 por el rey de .los ostro godos 
Teodorico el Grande, que desempeñaba el cargo de Prefecto de Italia en nombre de 
Zenón, emperador romano de Oriente. Desde el punto de vista formal presenta ana-
15 Vid, FUENTESECA, P., op. cit., pp. 287-303. 
16 Vid. d'ORS, A., Estudios visigóticos 11, (El Código de Eurico), Cuadernos del Instituo 
Jurídico Español, no 12, Roma (1960) (=Consejo de Investigaciones, Madrid 1960). 
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logías con el Código de Eurico antes mencionado. Las fuentes de este Edictum 
Theodorici son romanas, del Bajo Imperio, concretamente el Código Teodosiano, 
Sentencias· de Paulo e Instituciones de Gayo, así como los Códigos privados 
Gregoriano y Hermogeniano. Las analogías de este Edictum de Teodorico con el 
Código de Eurico son tan notorias que se ha llegado a pensar que su autor haya sido 
el rey visigodo Teodorico II y no Teodorico el Grande, el rey de los ostrogodos (los 
godos del Este), establecido en Italia, pero vinculado a la Corte bizantina del empe-
rador de Oriente. El Edictum de Teodorico el Grande, al que venimos refiriéndonos, 
parece responder a un propósito de comportarse como un magistrado romano, ya que 
éstos promulgan edictos y no leges, función ésta que correspondería al imperator de 
Oriente en este caso. Este guerrero germánico que fue Teodorico el Grande, había 
sido adoptado por el emperador de Oriente y ostentó los títulos romanos de consul, 
patricius y magíster militum. Se trata del ejemplo más claro del modo de inserción 
de los godos en los mecanismos del poder del imperium, mediante asunción de fun-
ciones, en especial militares, al servicio de los emperadores. 
Se reconoce por los autores alemanes como Mitteis (H.), que los ostrogodas de 
Teodorico fueron los más romanizados, si bien los autores italianos lo habían ya 
admitido también. Teodorico el Grande recuperó hacia el Norte (Provenza) los anti-
guos dominios imperiales perdidos. Estos éxitos de Teodorico sirvieron para admitir 
una hegemonía de éste sobre los demás reinos bárbaros (visigodos, burgundios, fran-
cos) y con ello la hipótesis de un imperium germánico teodoriciano, elaborada espe-
cialmente hace años por historiadores alemanes nacional-socialistas. La hipótesis de 
un gran imperio germánico con anterioridad a Carlomagno que los mencionados his-
toriadores intentaron construir, ha sido considerado como un exceso de germanismo 
(Germanentum) propio de la época nazi. Incluso la construcción imperial de 
Carlomagno, el imperio carolingio, tiene más características romanas del imperium 
christianum del Bajo Imperio, que germánicas. De ahí la denominación de Sacro 
romano imperio germánico. El germano Teodorico estuvo al servicio del emperador 
romano de Oriente y su edicto se basa en la legislación bajo-imperial y declara en el 
proemio de su edicto la reverencia a las leyes romanas cuyas normas deberán seguir 
los bárbaros y los romanos 11. 
Otra compilación goda fue la Lex Romana Burgundionum realizada por orden del 
rey de los burgundios Gondebaudo hacia el año 500 y tiene las mismas fuentes roma-
nas que el Edictum Theodorici. Suele admitirse que antes de esta ley romana había 
17 Sobre esta hipótesis de un presunto imperium germánico, anterior a Carlomagno, surgido de 
la conciencia de unidad de los germanos ya en tiempos de las invasiones germánicas, hay una literatura de 
inspiración nacional-socialista, que señala a Teodorico el Grande como foljador de ese proto-imperio ger-
mánico; vid. MTTEIS, H. Staat des Mittelalters (1940) 149 ss. En especial, con bibliografía, KOSCHA-
KER, P. op. cit. pp. 12 SS y pp. 316 ss. 
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sido realizada una compilación, en la que se contenían constituciones de los reyes 
borgoñones (Llamada Lex Gombetta) del año 502. De ello se deriva la opinión que 
atribuye al rey Gondebaudo dos legislaciones, una primera para los borgoñones y 
otra posterior para los romanos, si bien cabe pensar que esta segunda ley podría ser 
una síntesis moderada de la anterior. Dado que los borgoñones fueron considerados 
a principios del siglo VI como foederati y muy vinculados al emperador de 
Constantinopla, los reyes borgoñones se hallaban rodeados de altos dignatarios 
romanos que desempeñaban cargos administrativos, y también de obispos católicos. 
Parece haber existido una vinculación análoga a la de Federico el Grande con el 
imperium y ello hace difícil admitir, como se ha hecho, que el rey Gondebaudo haya 
establecido dos leyes separadas, una romana y otra de los borgoñones. La dualidad 
de legislación para bárbaros y romanos es una idea muy arraigada en los estudiosos 
porque se la considera basada en un principio antiguo de la personalidad de la ley, 
que, como veremos, forma parte de la polémica iniciada en el siglo pasado entre 
romanismo y germanismo. 
Por último hay que mencionar la Lex Romana Wisigothorum, también llamada 
Breviario de Alarico, un código promulgado en el año 506 por el rey visigodo Alarico 
11 en Toulouse (Tolosa) en el Sur de Francia antes de la entrada de los visigodos en 
España. Se trata de la compilación más amplia e importante de todas las menciona-
das antes. Fuentes de esta colección son el Codex Teodosianus y las nuevas leyes de 
Teodosio (Novellae leges) y otras post-theodosianas. Pero la mayor novedad en mate-
ria de fuentes es la incorporación de fragmentos de obras de juristas romanos, como 
las Sentencias de Paulo ( Pauli Sententiae ), una obra breve conocida como el epítome 
de Gayo (Epítome Gai), un fragmento de Papiniano y fragmentos de los códigos 
Gregoriano y Hermoganiano. Esta incorporación en una compilación visigoda reali-
zada en Occidente de obras de los juristas romanos de época clásica ya muy mani-
puladas en época postclásica romana, prueban la pervivencia de textos jurispruden-
ciales romanos en el Occidente en donde debieron subsistir dichos textos jurídicos 
romanos utilizados en la vida judicial y en algunas escuelas jurídicas occidentales. 
Esta Lex Romana Wisigothorum, también conocida como Breviarium 
Alaricianum, presenta enigmas muy sugerentes que encierran muchas claves de la 
vida jurídica en la transición a la Edad Media. En primer lugar hay que observar que 
se trata de una lex promulgada por un rey godo, Alarico 11, pero cuyo contenido jurí-
dico es romano. Parece más bien que se trata del Derecho romano que regirá para los 
visigodos de Alarico II, en disposición ya de entrar en España. La notable amplitud 
de esta compilación hace pensar en una aceptación de la normativa jurídica válida 
para la práctica jurídica, puesto que los preceptos jurídicos recogidos en el Breviario 
se acompañan de un comentario o interpretatio claramente dirigido a la aplicación 
práctica en los tribunales. Esta interpretatio ha sido defendida por el más entusiasta 
defensor del Derecho vulgar de Occidente, Ernst Levy, para probar la existencia de 
un Derecho romano vulgar en la época de la legislación visigoda. Levy había detec-
tado previamente las sucesivas manipulaciones sufridas por las Sentencias de Paulo 
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a lo largo de la época postclásica, como ya hemos dicho. La interpretatio con que 
aparecen acompañadas las mencionadas Sentencias en el Breviarium Alaricianum 
responde a una vulgarización de las ideas jurídicas romanas. Y en la misma línea de 
Derecho vulgar romano ha sido colocado el Código de Eurico, que, como ya se ha 
dicho, es el más antiguo código visigodo en España (año 475) como resultado de la 
edición critica del manuscrito de París por el prof. A. D'Ors. Por tanto, la más impor-
tante legislación visigoda, el Breviarium Alaricianum y el Código de Eurico no pue-
den encuadrarse en el Derecho germánico. Más adelante volveremos a referimos a 
esta polémica. 
Otra clave interesante del Breviarium es que su contenido no encierra solamente 
constituciones que, en lenguaje imperial romano se denominaban leges, sino también 
lo que los romanos calificaban de ius,. es decir, escritos jurisprudenciales, como 
hemos visto en este caso, de Paulo, Gayo y Papiniano. Esta conjunción de leges y ius 
en el Breviarium hace pensar en los designios de la compilación de Justiniano, que 
proyectó la compilación de ius y lex que sería realizada en Constantinopla unos trein-
ta años más tarde (desde el 530 al 534). Tanto las leges como el ius adquieren así la 
misma categoría de normas legítimas en virtud de la sanción imperial, tanto en el 
Breviarium de Alarico cómo igualmente en el Código (leges) y en el Digesto (ius) en 
virtud de la sanción de Justiniano, que envía su compílación a Occidente, al Papa 
Vigilius, para que se admitiese su vigencia en la pars occidentis, y en este hecho 
encontramos una clave muy importante para la interpretación de esta época históri-
ca, que es el siglo VI,. año siguiente a las invasiones bárbaras (siglo V). 
Nos referimos al paralelismo entre las dos compilaciones, el Breviarium 
Alaricianum y la Compilación de Justiniano, bajo otros aspectos, además de recopi-
lar a la vez leges y iura. El Breviarium constituyó la mayor compilación de Derecho 
romano del Occidente y constituye un producto de la cultura jurídica occidental, de 
más bajo nivel que la oriental. Es discutible hasta qué punto se llegó a utilizar en 
Occidente la Compilación enviada por Justiniano. Entonces estaba ya separada la 
actividad legislativa en cada una. de las partes del imperium desde que Teodosio, en 
el año 429, ordenó que cada emperador fuese libre de acoger o no las leges genera-
les emanadas del otro. Por eso Justiniano envía desde Constantinopla su gran 
Compilación a Roma con una comunicación oficial (pragmatica sanctio) al Papa 
Vigilius para que se dignase aceptarla. Sin embargo la Compilación de Justiniano era 
una obra demasiado amplia que comprendía cuatro partes ( Institutiones, una obra 
elemental del ius civile para la enseñanza; Digestum, un enorme volumen de opinio-
. nes de juristas; Codex, una larga serie de leges de los emperadores; Novellae leges, 
nuevas leyes de los emperadores, posteriores al mencionado Codex). Los comisiona-
dos de Justiniano que hicieron esta Compilación pudieron utilizar los libros en que 
enseñaban derecho los profesores de las Universidades de Berito y Constantinopla y, 
a pesar de ello, su labor duró cuatro años (530-534). 
Como ya hemos dicho, el saber jurídico y la cultura, en general, tenía más alto 
nivel en el Oriente del Imperio que en Occidente. Por eso resulta difícil admitir que 
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la Compilación de Justiniano1 haya sido utilizada ni siquiera en Italia y mucho menos 
en Francia o España. Esta compilación se prestaba únicamente para un estudio más 
profundo del Derecho romano, como así habría de ocurrir a partir del siglo XI, cuan-
do comenzaron a crearse las universidades y en Bolonia se iníci6 la enseñanza del 
Derecho romano. Entonces se producirá la primera recepción del Derecho romano 
como un verdadero saber jurídico, que estudiaron centenares de alumnos de toda 
Europa, que acudían a Bolonia. Desde entonces empezó a llamarse Derecho común 
al Derecho romano, frente a los derechos locales y singulares de las pequeñas enti-
dades: ciudades, señoríos feudales y principados, que constituían un complejo mosai-
co de jurisdicciones particulares, sobre todo en Alemania e Italia. 
Ahora interesa únicamente destacar que median varios siglos desde la caída de 
Roma hasta el mencionado Renacimiento jurídico, que se iniciará en el siglo XI en 
Bolonia con ayuda de los emperadores del sacro-romano imperio germánico, instau-
rado por Carlomagno, con apoyo de la Iglesia franca, la más culta y la más unida 
desde entonces. Pero esto merece tratamiento aparte en el cual no vamos a entrar 
ahora. 
Para cerrar este análisis de las monarquías godas y el derecho germánico, es nece-
saria una alusión a la polémica entre romanismo y germanismo, que, surgida en 
Alemania, tuvo en España un especial relieve. Desde que Savigny revitalizó la histo-
ria jurídica y se preocupó de la historia del Derecho romano en la Edad Media, 
comenzaron en Alemania los estudios acerca del derecho germánico. En España, el 
conocido historiador del Derecho, Hinojosa, se convirtió en defensor de la influencia 
germánica en la historia del derecho medieval español, influencia que creyó encon-
trar en algunos fueros. Los municipios romanos, de los que en España tenemos la 
mejor información gracias al hallazgo de varias leyes municipales en bronce, según 
la teoría germanística, habrían desaparecido con la ruina de muchas ciudades 1s. 
Asimismo, en la esfera de la historia literaria, los cantares de gesta, s~gún 
Menéndez Pidal, tendrían origen godo. A esto se unió la idea de pujanza y unidad del 
Estado visigodo en donde la Iglesia desempeñó una función directiva, hasta el punto 
de que los concilios toledanos, integrados por obispos, dictaban normas que los reyes 
sancionaban. La nobleza goda constituía la aristocracia que detentaba la función mili-
tar. Después de la caída de España en poder de los árabes, los designios del momento 
inicial de la Reconquista eran la recuperación del orden gótico de Toledo 19. Toda una 
concepción de la reintegración de España se hallaba basada en el neogoticismo, según 
18 Vid. FUENTESECA, M., La polémica entre el romanismo y el germanismo en el derecho 
visigótico y la posesión de bienes muebles en el derecho español (Código Civil, art. 461 Comunicación al 
51° Congreso SIHDA (Crotone-Messina, 16-20 sept. 1997, en cuyas actas aparecerá publicada. 
19 Sobre la recuperación del orden gótico como designio toledano y el influjo de la idea impe-
rial carolingia en los primeros siglos de la Reconquista, vid, FUENTESECA, P., La recepción de la idea 
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la visión que impuso Menéndez Pidal de la historia de España y que había sido antes 
impulsada en el terreno de las instituciones jurídicas por Sánchez Albornoz, defensor 
también del derecho godo. Así del campo jurídico pasó la polémica al ámbito de la 
historia política de España. 
Ciñéndonos a la historia jurídica, la oposición a Hinojosa se inició por Garcia-
Gallo cuando se opuso a la idea, tradicionalmente admitida, de la personalidad del 
derecho visigodo. Este tradicional principio consistía en suponer que en el reino visi-
godo existían dos distintas legislaciones: una para los hispano-romanos y otra para 
los visigodos. Según este principio, el Código de Eurico se habría establecido para 
los visigodos, mientras el Breviario de Alarico sería destinado a los hispano-roma-
nos. Y el Codex Revisus de Leovigildo, por constituir una simple revisión del de 
Eurico, correspondería a la población visigoda. A esta teoría de la personalidad, 
según la cual existirían leyes distintas para godos y romanos, se añade una contrapo-
sición entre el derecho visigodo legislado, que es el contenido en la legislación de 
época goda, que hemos mencionado, y un presunto derecho consuetudinario germá-
nico-visigótico, que habría pervivido según los germanistas por debajo del derecho 
visigodo legal, para resurgir manifestándose en los documentos de los siglos alto 
medievales. A la complejidad de la teoría de la personalidad se le añadía la difícil dis-
tinción entre un derecho legislado visigótico más romanizado y otro derecho con-
suetudinario germánico subsistente por debajo hasta renacer, como ya hemos dicho, 
en documentos alto-medievales. A la teoría de la personalidad se opuso también el 
ilustre romanista A. D'Ors, defendiendo, como García-Gallo, la teoría de la territo-
rialidad, aunque se aparta en un punto de ésta, admitiendo que el Breviario no dero-
gó al Código de Eurico sino que convivió con él. La oposición a la teoría de la per-
sonalidad y el reconocimiento del carácter de derecho vulgar del Código de Eurico, 
hechas por un gran romanista como el prof. A. D'Ors, tiene una garantía de acierto. 
Ya hemos expuesto el contenido romano esencial del Breviario de Alarico y respec-
to al Código de Eurico hemos admitido la calificación de derecho vulgar señalada por 
el prof. A. D'Ors. En la época de promulgación del Codex Euricianus (475) los visi-
godos eran formalmente súbditos del imperium y no se trataría de un código perso-
nal para los visigodos, sino una colección de preceptos de derecho vulgar romano 
vigentes entre los romanos provinciales. 
En nuestra opinión no ha sido quizá enteramente acertado el planteamiento de esta 
polémica contraponiendo personalidad y territorialidad del derecho. La personalidad 
del derecho en Roma, como en Grecia, existía en el sentido de que el derecho de la 
ciudad correspondía únicamente a la persona en cuanto ciudadano. La persona caren-
te de ciudadanía no gozaba del ius civile porque éste era el derecho propio de la ciu-
imperial en la Edad Media española y sus raíces romanas en Studi Sassaressi, VIII, Univ. Sassari 
(Cerdeña), 1980, pp. 63-97 =Estudios prof. J. Iglesias, 11, 747 ss, Madrid, 1988. 
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dad y del ciudadano. La idea de territorialidad del derecho, en cambio, no aparece 
hasta que el famoso edicto de Caracalla extendió la ciudadanía a todos los habitantes 
del imperium salvo los dediticios. Aquí aparece una aplicación, aunque no muy clara, 
del derecho en función de la territorialidad, pero todavía así se trata de concesión de 
ciudadanía romana como instrumento o medio de adquisición de derechos. En con-
creto, la legislación visigoda, otorgada por caudillos militares visigodos asentados en 
el solar del imperium, otorga leges romanas, que son preceptos romanos, vulgarizados 
en gran parte, para el grupo de la población al servicio del jefe godo. Así la Lex 
Romana Wisigothorum sería la lex romana que Alarico II otorga a sus visigodos, igual 
que los burgundios tienen otra dada por su rey y asimismo cabe admitir que sería esta 
Lex Romana Burgundionum la !ex romana de los borgoñones 20. 
Por último, hay que hacer notar, como hipótesis para una más detenida investiga-
ción, que las fuentes romanas mencionadas en la Lex Romana Wisigothorum acaso 
hayan sido recogidas siguiendo el mandato de la famosa «Ley de Citas» de 
Valentiniano III, del año 426, según la cual las citas de los juristas clásicos deberían 
limitarse a los cinco autores siguientes: Papiniano, Gayo, Paulo, Ulpiano y 
Modestino. Esto significa que la opinión de los cinco jurisconsultos quedaba reco-
nocida por el emperador con eficacia normativa igual que las leyes, si nos atenemos 
a la opinión de Gayo I,7. 
Si existiesen divergencias entre las opiniones, se debería seguir la opinión de la 
mayoría y si existiese un empate entre dos opiniones contrapuestas prevalecerá la 
opinión de Papiniano. Esta disposición de Valentiniano III, emperador de Occidente, 
fue recogida en el Codex Theodosianus tres años después ( 429). Sin duda esta reite-
ración de la misma norma por Teodosio se debe a que este emperador estableció la 
separación entre la legislación de las dos partes imperii, salvo que un emperador aco-
giese como leyes propias las procedentes de otro. Este es el caso de Teodosio aco-
giendo la «Ley de Citas» de Valentiniano. Y este hecho nos hace suponer que la «Ley 
de Citas» haya tenido vigencia tanto para la compilación de la Lex Romana 
Wisigothorum en Occidente, como para la compilación de Justiniano en Oriente, 
unos treinta años posterior a la primera. Respecto a la Compilación justinianea, ya 
Albertario 21 en su día expuso esta hipótesis como explicativa del método y rapidez 
de la tarea compilatoria de la comisión de Justiniano, que habría utilizado extractos 
de los juristas de la «Ley de Citas». No ha sido debidamente tenida en cuenta esta 
hipótesis de Albertario, que recordamos ahora, al observar que probablemente la 
«Ley de Citas» de Valentiniano en Occidente haya servido de criterio para la compi-
lación de la Lex Romana Wisigothorum porque la presencia de Paulo (Sentencias), 
20 La vinculación entre la personalidad (Jurídica) y ciudadanía se mantuvo hasta las codifica-
ciones modernas. 
21 Vid. ALBERTARIO, lntroduzione storica alZo studio del Diritto Romano giustinianeo 1 (1935). 
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de Gayo (Epítome) y de Papiniano hallaría así una explicación uniforme para ambas 
partes del imperio. Y también justificaría la utilización en Occidente de las 
Sentencias de Paulo con sucesivas manipulaciones vulgarizadoras y el Epítome de 
Gayo y hasta la mención de un texto del Corpus Papiniani (CTh. 1,4,3), el jurista 
cuya auctoritas decidía los empates entre opiniones contradictorias y cuya fama llegó 
a la Edad Media. En Occidente no se disponía de obras jurídicas.romanas como en 
el Oriente, en donde los profesores de Berito y Constantinopla tenían a su disposi-
ción obras de la Jurisprudencia romana clásica para sus tareas de enseñanza, hasta el 
punto que su labor compilatoria como la de los comisionados de Justiniano, no puede 
explicarse sin la existencia de grandes resúmenes de obras seleccionadas para la fun-
ción docente. El Digesto de J ustiniano fue la mayor acumulación de pensamiento de 
los juristas clásicos romanos, que conocemos gracias a que llegó un manuscrito a la 
Universidad de Bolonia y constituyó la base de la ciencia del Derecho Privado euro-
peo occidental e incluso sirvió de impulso para la configuración del Estado moderno 
como ente público (res publica). Desde estas dos grandes compilaciones del siglo VI, 
la occidental, que fue el Breviarium Alaricianum (o Lex Romana Wisigothorum) y la 
oriental (Corpus Iuris de Justiniano) no se produce ninguna novedad importante en 
el pensamiento jurídico europeo hasta el siglo XI, época en que comenzaron las ense-
ñanzas del Derecho Romano en Bolonia con base en un manuscrito del Digesto. Pero 
ya entonces se había producido la restauración del poder imperial romano, mediante 
la renovatio imperii llevada a cabo por Carlomagno, cuyos sucesores al frente del 
nuevo imperium romano-germánico, apoyaban el estudio del Derecho romano. 
4.- EL PROBLEMA DE ESTADO FEUDAL GERMÁNICO 
Los pueblos godos que se instalaron dentro del ámbito del antiguo imperium 
romanum adoptaron la forma de monarquías militares. El jefe o caudillo godo asu-
mía la función de rex, de raigambre latina, pero su función más importante era el 
mando militar, organizan su ejército con ayuda de los vínculos feudales de vasallaje 
propio de los pueblos germanos. La sociedad feudal de la época facilitó a los godos 
la instauración de una ordenación militar en tomo a los reyes. Esta estructura feudal 
del exercitus se delata claramente en las fuentes visigóticas españolas revisadas por 
Sánchez Albornoz 22. De ordinario eran llamados a la guerra los especialmente vin-
culados por vínculo de fidelidad feudal (gardingos, leudes, fideles) más los habitan-
tes de la zona de la que debía partir la expedición militar (publica expeditio ), porque 
pocas veces se utilizaría una movilización total. N o podemos detenemos en el suges-
tivo tema de la organización y reclutamiento del ejército en el reino visigótico espa-
22 Vid. SÁNCHEZ ALBORNOZ, El ejército visigodo: su protofeudalización, en Investigaciones 
y documentos sobre las instituciones hispanas, Ed. Jurídica de Santiago de Chile 1970, p. 5-56. 
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ñol. En el tema del reclutamiento militar y su relación con el patrimonio, es proba-
ble una influencia bajo-imperial romana (Codex Teodosianus, 7,13,7). Pero lo que 
ahora interesa destacar es que el rey era el jefe de una compleja organización militar, 
establecida sobre los vínculos feudales de la sociedad goda. 
Pero, además, la figura del rex fue sacralizada por la Iglesia, fenómeno que se 
produjo en todos los pueblos germanos del Occidente europeo, incluida Inglaterra. 
Se practicó una ceremonia de ordenación sagrada de los reyes ( ordinatio regís) de la 
que tenemos en España una valiosa muestra integrada por ritos ultrapirenaicos en el 
llamado «Ceremonial de Cardeña». Sin duda ha existido un ritual análogo de consa-
gración de los reyes (ordo ad regem benedicendum) que llegó de fuera de España, 
aunque este ritual, como supone Sánchez Albornoz, habría salido anteriormente de la 
monarquía visigótica española y retornó a España 23. Por otra parte, en la Historia 
Compostellana y en la Chronica Adefonsi Imperatoris aparecen ceremonias de carac-
teres análogos, pero no iguales, puesto que se refieren a una consagración como 
imperator. Así el de Alfonso VII en Santiago, cuyo ritual, recogido en la 
Compostellana parece inspirado en la coronación de Carlomagno como imperator 
por el Papa 24• 
Estos diversos ritos de la ordenación sagrada de los reyes ( ordo ad regem bene-
dicendum) en las monarquías occidentales de la alta Edad Media configuran una rea-
leza teocrática, una figura muy alejada de la concepción del poder político del anti-
guo imperium romanum, basado en la lex de imperio, legalidad que se mantuvo for-
malmente vigente a través del Bajo Imperio hasta Justiniano. Sin embargo en Roma 
el imperium christianum bajo-imperial tendió a presentarse como un poder sacropo-
lítico 2s. 
Estas monarquías militares de los reinos bárbaros (reino visigodo, borgoñón, 
franco, longobardo, anglo-sajón) se asientan, como hemos dicho, sobre el nuevo tipo 
medieval de sociedad, que fue el feudalismo. Nada tienen que ver estos vínculos de 
fidelidad que obligan al que recibe un beneficio (p. ej. disfrute de una tierra de un 
señor medieval) con la vinculación política de los ciudadanos propia de la ciudada-
nía del Estado antiguo greco-romano. Esta es la dificultad de aplicar la noción 
23 Vid. SÁNCHEZ ALBORNOZ, C., La ordinatio principis en la España goda y postvisigo-
da, Cuadernos de la Historia de España, 35-6 (1962), pp. 5-36. 
24 Vid. Historia Compostelana nueva edición de FALQUE, EMMA en Akal, 1994, p. 174. 
25 Sobre el poder sacro-político producto de la colaboración entre sacerdotium e imperium, 
vid. FUENTESECA, P., La recepción de la idea imperial en la Edad Media española y sus raíces roma-
nas op. cit. (Comunicación al Congreso Cultura ibérica e Diritto romano, Univ. Sassari, 1980), en Studi 
Sassaresi, VII (1980-198 1) = Estudios Homenaje Prof. Juan Iglesias, vol 11, Univ. Complutense 
(Seminario de Derecho romano), Madrid 1988, pp. 747-771. 
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greco-romana de Estado en cuanto constituyó una comunidad política de ciudadanos 
característica de la polis griega y de la res publica romana. La esfera de los derechos 
privados de los ciudadanos constituye el ius civile, que es el ius privatum, frente a la 
ordenación pública de la comunidad (ius publicum) 26. 
Sin embargo, ilustres estudiosos alemanes han defendido la existencia de una 
concepción germánica del Estado, en la Edad Media. Es muy discutible la atribución 
del calificativo político de Estado a los reinos germanos de comienzos de la Edad 
Media, que, como hemos expuesto, son monarquías militares y teocráticas, basadas 
en una sociedad de estructura feudal y eclesiástica. El feudalismo fue también utili-
zado por la Iglesia para la explotación de sus propiedades agrícolas. Algunos autores 
han hablado de Estado feudal medieval, pero ello exige que le dediquemos una breve 
atención especial. 
En efecto, visto desde Italia, el régimen feudal implica una crisis de la idea polí-
tica de Estado. Así Calasso 21, con apoyo en las ideas de Besta, considera que el sis-
tema feudal ataca en la raíz la ratio específica del Estado, que es la soberanía. El feu-
datario, vasallo del rey, es él también señor de otros vasallos y este sistema fraccio-
nó la organización pública en una cadena de relaciones patrimoniales de naturaleza 
iusprivatista, Esta contaminación entre Derecho público y Derecho privado, consti-
tuye, según Calasso, una característica del Estado feudal. En documentos italianos, 
cuando el antiguo Regnum Longobardorum había pasado a denominarse Regnum 
Italiae, el rex aparece al mismo tiempo como señor feudal: in regem et seniorem, 
Posteriormente, en la época de los emperadores otones, que potenciaron a la Iglesia 
otorgando concesiones feudales a los obispos y a los abades de los grandes monas-
terios, se llegó hasta a admitir la figura lnbrida del obispo-conde. El obispo recibía 
del emperador la investidura feudal y el episcopado, independientemente de la elec-
tio y la consecratio de los obispos, que correspondía a la Iglesia. De aquí surgió con 
el tiempo la llamada guerra de las investiduras entre el Emperador y el Papa que se 
intentó regular en el Concordato de Worms (1122) estableciendo un orden de prece-
dencia, de modo que primero se realizaría la libera y la consecratio canonica del 
obispo y después la investidura feudal 2s. 
26 Vid. FUENTESECA, P., El gran dilema histórico del pensamiento jurídico europeo: ¿ley 
pofitica o ley natural?, Publicaciones Univ. Autónoma, Madrid, 1977. 
27 Vid. CALASSO, F., Gli ordinamenti giuridici del rinascimento medievale (ristampa della 2a 
ed.), Milano, Giuffré (1965), pp. 82 y 84. 
28 Sobre el feudalismo en general: BLOCK M., La société feodale 2 vol. París, 1940; MOUS-
NlER, R., Problémes de strati.fication sociale, Actas del coloquio internacional ( 1966). Publicación 
Facultad de Letras, París-Sorbona, Recherches, t. 43. Sobre señorío en general: BLOCH, M., L'Histoire 
22 
De lo expuesto se deduce que el denominado Estado feudal, de cuño germánico 
no es solamente producto de la crisis de la idea política greco-romana, sino también 
la anulación del poder público legítimo, cuya base se asentaba en una ordenación que 
distingue el ius publicum del ius privatum. 
ruralefran(:aise 2 vols. Paris, A. Collin, 2a d., 1961-1964; IMBERT, J., Histoire économique des origi-
nes a 1789 Pres. Univ. de France, 1965.; ELLUL, J., Histoire des institutions de I'époque franque á la 
Revolution, Paris, Pres. Univ. France, 1964; LOT, F., y FAUTIER, R., Histoire des institutions fran(:aises 
au M oyen Age, vol 1 (1957 ), vol 11 (1958), vol III (1962), en Pres. Univ. France. 
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La Escuela Histórica viene a ser, como González Vicén afirma un posi-
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BRAVO, F., La ciencia libre del derecho ¿es fuente primaria del Derecho?_en Anuario de Derecho Civil 
(1948), pp. 565-80. DULCKEIT, G., Philosofie der Rechtsgeschichte Quelle-Meyer, Heidelberg, 1950. 
D'ORS, A., De la prudentia iuris a la Jurisprudencia del TS en Información Jurídica, no 55 (1947), pp. 
63-82. FUENTESECA, P., Historia y Dogmática en la jurisprudencia europea en Rev de Derecho Notarial, 
n° 11, (1956), p. 183-204. GARCÍA-GALLO, Historia, Derecho e Historia del Derecho en AHDE, XXIII, 
(1953, pp.5-36). GENZMER, E., II Diritto romano como fattore della civiltá europea en Conferenze 
Romanistiche, Universitá di Trieste, 1954. IHERING R, Geist des romischen Rechts auf den verschiede-
nen Stufen seiner Entwick Leipzig, 1923,11, 2, p. 357 ss. KOSCHAKER, P., Europa und das Romische 
Recht Biederstein, 1947 (ahora versión española de Santa Cruz Tejeiro). Id. Die Krise des romischen 
Rechts und die romanistische Rechtswissenschaft Schriften der Akademie für deutsches Recht, Munich, 
Beck, 1939. U. von LÜBTOW, Reflexionen über Sein und Werden in der Rechtsgeschichte, Berlín, 
Duncker-Humblot, 1954. METTEH, J., lus civile in artem redactum, Ruprecht, Gottingen 1954. MITTEIS 
H., Vom Lebenswert der Rechtsgeschichte Weimar, Bohlaus Nachfolger, 1947. Id. Die Rechtsgeschichte 
und das Problem der historischen Kontinuitat Berlín, 1948. Id. Historismus und Rechtsgeschichte 
Festgabe Kauffmann Stuttgart-Koln, 1950, 268 ss. MOLITOR, E., Der Versuch einer Neukodification des 
romischen Rechts durch den Philosofen Leíbiniz en L'Europa e il Diritto romano (Studi in memoria di 
P.Koschaker), vol 1, p. 359-373. ORESTANO, R., Introduzione allo studio storico del Diritto romano 
Torino, Giapicelli, 1953. PLACHY, A., Il Diritto romano come valore culturale nella storia dell'Eropa 
(Studi in memoria di P. Koschaker) vol. 1., p. 479-91. PUCHTA, Betrachtungen über alte und neue 
Systeme Rheinisches Museum 3, (1829). RICCOBONO, S., Vom Schicksal des romischen Rechts en 
Studia Humanitatis (Festschrift zur Eroffhung des Institutes), Berlín 1942. SCHWARZ, A., 
Pandektenwissenschaft und heutiges romanistisches Studium, Zurich 1928. WIEAKER, F., 
Privatrechtgeschichte der Neuzeit Gotttingen, Ruprecht, 1952; Id. Friedrich Karl von Savigny en ZSS, 72, 
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que el Derecho es, como el Arte o la cultura en general, un producto del 
espíritu del pueblo 2. 
Savigny no es un mero continuador del historicismo del XVIII, sino, el innova-
dor genial que va a prestar sentido y fundamento al derecho positivo desde una nueva 
metafísica de la historia 3• Savigny mantiene que cada época labora siempre en 
comunidad indisoluble con todo el pasado. El pueblo como unidad espiritual, es el 
sustrato y el sujeto de la historia, el punto último de referencia del mundo de formas 
de la vida nacional, como son religión, arte, usos populares, idioma, Derecho, cons-
titución política. Todas ellas hunden sus raíces en el espíritu del pueblo. 
La oposición de Savigny a la idea de la ley (o del derecho) como precepto del 
poder político es clara. Así la Escuela Histórica se nos presenta como antitética fren-
te al positivismo legalista. Por eso Savigny se opone a la codificación en su célebre 
polémica con Thibaut. La idea codificadora había florecido ya en Prusia (1794), en 
Francia (C. c. 1804) y en Austria ( 1811 ). 
Frente al iusnaturalismo racionalista Savigny mantiene que no hay un Derecho 
universal descubrible por la razón, ni hay, en rigor, siquiera un derecho; todo dere-
cho es derecho de un pueblo, íntimamente unido a su individualidad 4• Así la fuente 
de la normatividad no es la especulación racional sino, por primera vez, la facticidad 
histórica, como G. Vicén adviertes. El Derecho no «es», sino que «llega a ser» y en 
este llegar a ser a lo largo del acontecer histórico se encuentra, no sólo el fundamen-
to de su existencia, sino su justificación absoluta, su validez y su realidad 6. Si para 
el racionalismo especulativo la realidad de cada momento era algo transitorio, punto 
sólo de arranque para un futuro conformado según las exigencias de la razón, para la 
burguesía conservadora el presente posee un valor absoluto. Esta concepción del 
derecho hunde sus raíces en la estructura social y en la voluntad histórica de la bur-
guesía triunfante de la Restauración, que vive la realidad histórica viendo el presen-
(1955), p. 1-38. Id. Aufstieg, Blüte und Krise der Kodificationsidee, en Festschrift für G. Boehmer, Bonn, 
Rohrscheid, 1954, p. 34-50. Id. Über Aktualisierung und Ausbildunje im romischen Recht, en L 'Europa e 
il Diritto romano (Studi in memoria di P. Koschaker), vol I, Milán, Giuffré, 1954, pp. 515-41. 
2 GONZÁLEZ VICEN, F., Sobre el positivismo jurídico, Separata de los Estudios en 
Homenaje al profesor Giménez Femández, Facultad de Derecho, Sevilla, 1967. 
3 GONZÁLEZ VICEN, F., op. cit. p. 8. 
4 GONZÁLEZ VICEN, F., op. cit. p. 10. 
5 GONZÁLEZ VICEN, F., op. cit. p. 11. 
6 GONZÁLEZ VICEN, F., op. cit. 
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te desde el pasado, como su presencia y su culminación. Tal es el supuesto ideológi-
co sobre el cual se alza la teoría del Derecho de la Escuela Histórica 1. 
La Escuela Histórica aporta al positivismo (del cual es una rama historicista) la 
idea de que el derecho es una ordenación real y concreta en el tiempo o como decía 
Savigny, que el derecho es la vida misma de los hombres vista de un lado especials. 
Esta concepción del derecho como fenómeno histórico-social propia del positivismo 
produce un enfrentamiento con un principio metódico fundamental de los siglos 
modernos: la escisión del universo jurídico en dos esferas herméticas e incomunica-
bles entre sí la esfera de la pura normatividad y la esfera fáctica y amorfa del acon-
tecer social. Así con gran convicción ha visto G. Vicén la grave escisión metódica que 
va a dar lugar al florecer de la historia por un lado y de la dogmática por otro 9. De 
estas dos esferas --dice G. Vicén- sólo una, la esfera de la normatividad es en senti-
do estricto objeto de la ciencia del derecho, mientras que la facticidad social sólo es 
susceptible de un conocimiento empírico situado, por definición, más allá de las fron-
teras de la ciencia jurídica. El derecho en tanto que objeto de conocimiento científi-
co no es entendido desde el mundo social ni referido a él sino como un conjunto abs-
tracto de proposiciones unidas entre sí por relaciones de carácter lógico 10. Bajo el 
influjo de la ciencia natural matemática el Derecho natural del racionalismo va a 
construir el mundo del Derecho como un sistema de normas abstractas de conducta, 
cuyo carácter jurídico y cuya validez descansan en sus conexiones formales recípro-
cas y en la posibilidad de su referencia a una proposición axiomática fundamental 
Se pretendía crear una ciencia del Derecho concibiendo éste con validez absolu-
ta y universal. Este derecho sería el único (además de ser el «verdadero derecho») 
que podría ser objeto de conocimiento científico en sentido riguroso. Esta metodolo-
gía sobrevivía al Derecho natural y gravita como un dogma sobre la ciencia del dere-
7 Vid. cita en GONZÁLEZ VICÉN, op. cit. p. 25. 
8 Vid. GONZÁLEZ VICÉN, op. cit. p. 25. 
9 Vid. sobre la escisión entre la Historia y la dogmática, FUEN1ESECA, P., Historia y dog-
mática en la jurisprudencia europea, en Rev. de Derecho Notarial, no 11, 1956, p. 183: «Una de las 
mayores dificultades que tiene planteadas la Jurisprudencia europea actual, en cuanto tarea científica, es 
el divorcio entre Dogmática e Historia. Los estudios jurídicos se nos presentan bajo dos facetas cada vez 
más alejadas entre sí. Una de éstas mira al cultivo del Derecho como conjunto de normas y principios 
que regulan la vida jurídica actual, recogidos y presentados con un criterio sistemático que aspira a ser 
válido con rigor científico. A los ojos de gran parte de los juristas actuales en esto parece consistir la 
verdadera ciencia jurídica. La otra faceta de los estudios jurídicos consiste en investigar el Derecho his-
tórico a través de las fuentes de la época correspondiente, haciendo con ello historia del Derecho. En 
esta dirección, los estudios jurídicos se han acercado cada a vez más, como era inevitable, a las ciencias 
históricas en cuanto a método y fines. La historia del Derecho tiene por objeto la realidad histórica 
(se in) mientras el cultivo dogmático del Derecho intenta establecer principios válidos para la vida jurídi-
ca actual (sallen) deducidos del orden vigente» 
10 Vid. GONZÁLEZ VICÉN, F. op. cit. p. 25. 
27 
cho contemporánea. Este método geométrico -que ya Grocio había postulado como 
modelo para la ciencia jurídica- imprime su sello, no solamente en la jurisprudencia 
conceptual, sino que se convierte en el ideal declarado de los teóricos del neokantis-
mo u y alcanza su expresión clásica en la geometría de los fenómenos jurídicos de 
Kelsen, con su reducción del derecho a un sistema de conceptos estrictamente for-
males y la referencia de su validez a una norma fundamental postulada. 
Desde la Escuela Histórica se comprende el punto de partida de las dos grandes 
ramas de la historia jurídica europea: el Derecho romano (la historia del mismo cada 
vez más como disciplina histórica) y la Historia del Derecho Germánico 12. Ambas 
ramas del saber histórico-jurídico comenzaron a cultivarse cada vez más como disci-
plinas rigurosamente históricas. Los métodos de las ciencias históricas se les aplican 
cada día con mayor rigor; en primer lugar la depuración de fuentes. 
La corriente historicista de la Escuela Histórica deja en marcha el estudio del ser 
histórico del Derecho. Y el hecho más curioso dentro del pensamiento y la obra de 
Savigny es la actualización del Derecho romano, que él investiga sin riguroso crite-
rio histórico, imposible en su momento, como demuestra su famosa monografía 
sobre la possessio romana 13. Pero este hecho de dedicarse con todo ahínco al estu-
dio del Derecho romano y de colocar a sus discípulos en las cátedras de Derecho 
romano parece ser un tanto contradictorio con la idea de que el derecho nace del espí-
ritu del pueblo. Claro que Savigny trataba de actualizar el Derecho romano para apli-
carlo a su época, como prueba su Tratado de Derecho romano actual; pero, en todo 
caso, no era un derecho germánico el que Savigny postulaba e imponía en nombre 
del Volksgeist (espíritu del pueblo). 
Aliado de los estudios histórico-jurídicos, cada vez más cercanos a las ciencias 
históricas, aparece después de la Escuela Histórica la concepción derivada del usus 
modernus pandectarum señalando como ideal de ciencia el de las ciencias naturales 
basadas en leyes de rigor universal. La idea de ciencia se dirige por el camino de la 
11 Vid. GONZÁLEZ VICÉN, F., op. cit. p. 25 
12 Vid. FUENTESECA, P., Historia y dogmática op. cit, p. 188: «La Escuela Histórica que 
fue, en cuanto movimiento intelectual, la mayor revolución en orden a las concepciones jurídicas que se 
han operado en Europa, hizo caer los postulados de la concepción racionalista de un Derecho absoluto al 
sentar la idea de historicidad de éste en cuanto producto concreto de la voluntad popular. El gran acierto 
que significó el reivindicar la historicidad del Derecho no fue, naturalmente, debido exclusivamente a la 
genialidad de los principales representantes de aquélla (con haber sido mucha su originalidad creadora) 
sino al conjunto de factores que el Romanticismo trajo consigo: la reivindicación de lo concreto y parti-
cular frente a las abstracciones lógicas, la interpretación psicológica de los hechos morales en su indivi-
dualidad histórica, etc. Quizá no se haya dicho todavía la última palabra acerca del significado de esta 
Escuela, pero en el aspecto que ahora nos interesa puede decirse que con ella nace la Historia del Derecho 
como disciplina aparte.» 
13 Vid. SAVIGNY, F.C. Das Recht des Besitzes, ¡a ed. Berlín, 1803; 7a ed. Berlín 1964; ed. 
fototípica Darmstadt 1967. 
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construcción dogmática o sistema de conceptos abstractos concatenados lógicamen-
te. Es la llamada jurisprudencia de conceptos (Begriffsjurisprudenz) o como dice 
Wieacker, positivismo científico, una especie de derecho profesora! 
(Professorenrecht) 14. 
Pero acaso la mayor originalidad de la Escuela Histórica consiste en haber hecho 
compatible una tendencia histórica con otra sistemática. Método histórico y método 
sistemático se integran, de modo que el primero debe conducir al conocimiento cien-
tífico del derecho, mientras el segundo permite realizar aquel conocimiento ordenado 
por principios en que se concreta el ideal de ciencia que Kant había dado. La tenden-
cia sistemática de la Escuela Histórica nada tiene que ver ya con las construcciones 
dogmáticas de la dirección racionalista en las cuales se procedía por vía de deducción 
de principios, abstracta y apriorísticamente establecidos, a la construcción del sistema. 
La más alta expresión de estas ideas se halla en Puchta, el cual afirmaba en su difun-
dido Cursus der Institutionen 1s que la ciencia del derecho tiene dos lados, el sistemá-
tico y el histórico. La sistemática que la Escuela Histórica propugna, más que una 
construcción operada por la ciencia, es el descubrimiento de un orden estructural ins-
crito en la realidad misma del Derecho concebido como organismo 16. 
A pesar de sus postulados teóricos el paso de la tradición expositiva se impuso y 
Savigny y su escuela siguen el sistema elaborado por Thibaut y Heise. Savigny pone 
dicho sistema como fundamento de su mejor obra: System des heutigen romischen 
Rechts. Todos los secuaces de la Escuela Histórica siguen la sistemática trazada y el 
mismo Savigny llega a reconocer que no hay inconciliabilidad absoluta entre las ten-
dencias anteriores y la suya. De este acercamiento nace la Pandectística alemana del 
14 Sobre el Professorenrecht vid. también KOSCHAKER P. Europa und das romische Recht, 
4. Auflage, München-Berlín, 1966. p. 211 sig: considera conveniente utilizar el término «derecho de juris-
tas» (Juristenrecht para el derecho de los prácticos, frente al «derecho de los profesores» 
(Professorenrecht); este último aparece cuando en un tiempo determinado y bajo ciertas circunstancias 
adquiere mayor peso el estudio del Derecho en las Universidades, enseñado por los profesores. Esto no 
quiere decir, según Koschaker, que sean los profesores los que creen y contribuyan al desarrollo del 
Derecho, sino que el Juristenrecht y el Professorenrecht pueden coexistitir, aunque con el tiempo suele 
prevalecer el profesor del derecho frente al práctico. Este autor se apoya en el ejemplo del Derecho roma-
no tardío, el cual, a pesar de su método casuístico, era «derecho de profesores», puesto que los juristas más 
eminentes son los profesores de derecho. 
15 Vid. PUCHTA, Cursus der Institutionen, 8" ed. Krüger, Leipzig, 1875, p. 56. Id. 
Betrachtungen über alte und neue Systeme_Rheinisches Museum 3 ( 1829). 
16 Cfr. ORESTANO, Introduzione alto studio storico del diritto romano, Torino, Giapicelli, 
1953, p. 25. Id: Introduzione alfo studio del diritto romano ed. 11 Mulino, Bolonia 1987. Sobre esta obra 
de Orestano, vid. FUENTESECA, P., Historia y dogmátic op. cit. , p. 183, nota a pie: «Este libro de 
Orestano constituye una valiosísima aportación al tema candente de la validez de los estudios históricos 
en el campo del Derecho. Orestano es, como se sabe, un destacado romanista que ha investigado con fina 
sensibilidad de historiador y jurista sobre diversos institutos romanos; domina, por tanto, la técnica de la 
investigación histórica. Pero, desde su puesto de romanista ha sentido la preocupación, hoy común, de la 
razón de ser de sus propios estudios, de la validez, en una palabra, del Derecho romano en la actualidad.» 
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siglo XIX, que es histórica en el modo de considerar la naturaleza y formación del 
derecho, y sistemática, esto es, generalizadora y tendente a la abstracción en el pro-
cedimiento constructivo 11. Pero el estudio sistemático al alejarse de la Escuela 
Histórica tomó direcciones procedentes en parte de la ancestral raíz del racionalismo, 
naturalista que condujeron a extremos inaceptables contra los cuales reaccionó lhe-
ring 1s enérgicamente 19. 
El cultivo histórico del derecho tiene su más esplendorosa manifestación en el 
campo del Derecho romano a fines del siglo pasado y en el actual. La Pandectística, 
como hemos dicho, significó un usus modemus pandectarum, esto es, una utilización 
de la más importante fuente del Derecho romano, el Digesto o Pandectas compilado 
bajo el emperador Justiniano, extrayendo de este vasto conglomerado de pensamien-
to jurídico las ideas y concepciones romanas para exponerlas en un esquema organi-
zado según la sistemática que ya el mismo Savigny habla elegido. 
Esta sistemática aceptada por Savigny y admitida en general por la Pandectística 
consiste en la siguiente distribución de la materia jurídica: l.-Parte general; 2.-
Derechos Reales; 3.- Obligaciones; 4.- Derecho de Familia; S.-Derecho Hereditario 
(Savigny coloca en esta última parte la in integrum restitutio, como medio para resol-
ver las relaciones jurídicas de cualquier naturaleza). 
Esta nueva sistemática expositiva que se convirtió en normal entre los pandectis-
tas es el resultado de una larga evolución y, sobre todo de un cambio de conceptos 
del pensamiento jurídico europeo, en relación sobre todo del Derecho romano. 
Veamos en breve resumen lo ocurrido, que es sumamente importante como cambio 
17 Cfr. ORESTANO, op. cit. p. 26. 
18 Vid. IHERING, Historia y Dogmática p. 100. Otras obras: Geist des romischen Rechts au 
den verschiedenen Stufen seiner Entwicklung (1852). Según FUENTESECA, P., Historia y Dogmática ... 
op. cit. p. 191: En esta obra, «una de las creaciones más brillantes de lhering y de la ciencia romanística 
del siglo pasado, aparece claramente su propósito de ir más allá de los datos positivos del Derecho roma-
no para alcanzar el sentido profundo, el espíritu del pensamiento jurídico romano. Pero donde señala la 
ley finalística como norma orientadora tanto de la investigación histórica como de la elaboración científi-
ca es en su famosa obra de la edad madura: Der Zweck im Recht (El fin en el Derecho), de la cual el volu-
men primero fue publicado en 1877 y el segundo en 1884.» 
19 Vid. FUENTESECA, P., Historia y Dogmática ... , o p. cit, p. 190: « Se llegó a considerar la 
sistemática como perfectible en sí misma, como un puro orden de formas lógicas del Derecho aplicables 
a cualquier contenido. Los conceptos mediante los cuales se operaban las construcciones sistemáticas 
venían así a adquirir valor absoluto hasta que negaron a perder el contacto con la realidad. El gran mérito 
de Ihering consiste en haber percibido esta situación y haberse enfrentado con ella decididamente. A pesar 
de haber sido discípulo de los más excelentes representantes de la Escuela Histórica -amigo y admirador 
de Puchta- todos sus esfuerzos están dirigidos a superar la que denominó Begrijj]urisprudenz. Ihering 
reprocha a esta "Jurisprudencia de conceptos" el hecho de haberse alejado de la realidad y finalidad del 
Derecho. De ahí que el fin práctico sea el motor de toda su concepción. Así como el mundo fisico se halla 
regido por la ley de la causalidad, así el mundo moral, social y jurídico sería regido por la ley de la fina-
lidad. El fin es el verdadero creador del Derecho y tanto la investigación histórica como la elaboración 
científica deben estar orientadas por esta ley finalística». 
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de perspectiva en el pensamiento jurídico europeo. Lo ocurrido, efectivamente, es 
trascendente y no se operó en unos días: se trata, en el fondo, de que el Derecho 
romano había dejado poco a poco de ser la fuente normativa por excelencia -hecho 
que ocurría en la Edad Media- para convertirse en fuente histórica. Veamos las líne-
as o etapas generales de este cambio que podría verse como el paso o el cambio de 
la Edad Media a la Moderna europea en el pensamiento jurídico. 
La Edad Media desde el Renacimiento jurídico del siglo XI, había mirado al 
Derecho romano, concretamente al Digesto, como una fuente dogmática del saber 
jurídico. En el Digesto estaba contenido el Derecho por excelencia, algo así como la 
verdad jurídica o el saber jurídico indiscutible. El jurista medieval -los glosadores y 
comentaristas- veían en el Digesto el libro del saber jurídico. El paralelo entre la acti-
tud de los juristas y de los teólogos es claro, como Koschaker 2o recuerda acertada-
mente: el Digesto era para los juristas como la Biblia para los teólogos. Ambos libros 
constituían fuentes dogmáticas -de acuerdo con el estilo cultural de la Edad Media-
respecto a las cuales cabían glosas y comentarios, pero siempre con carácter de inter-
pretación del texto que había que respetar como exponente de la verdad jurídica o teo-
lógica. Los Juristas se formaban especialmente en Bolonia donde Irnerius, un magis-
ter que enseñaba Artes, comenzó a leer el Digesto y enseñarlo. Como el Derecho tenía 
una trascendencia política indudable, los emperadores protegieron los estudios de 
Bolonia, del mismo modo que los Papas protegieron los estudios teológicos de París. 
De estos dos grandes focos universitarios irradian los dos tipos de saberes más impor-
tantes del universo cultural de la Edad Media: los estudios jurídicos y los estudios teo-
lógico-filosóficos. Bolonia fue un centro de formación de juristas y París lo fue de teó-
logos y filósofos. El método de estudio y la actitud ante las fuentes era análoga, como 
hemos dicho. A los emperadores les interesaba el cultivo del Derecho romano en 
cuanto se trataba de un Derecho Imperial; era el Derecho del Imperio romano que 
desde Carlomagno había sido restaurado en Europa. Pero además este Derecho del 
Imperio colocaba al emperador en la cumbre del poder político. 
No se concebía al Derecho romano sin el emperador como figura cumbre de la 
organización política, parte de que en algunos principios jurídicos romanos el abso-
lutismo imperial había quedado definido para siempre con expresiones: princeps 
legibus solutus est, quod principi placuit, legis habet vigorem ... 
Considerando el Derecho como un saber dogmático la actitud del jurista ante los 
textos romanos del Digesto fue primero la de glosadores o clarificadores del los tex-
tos y más tarde de comentaristas. Estos actuaron con más soltura frente al pensa-
miento jurídico romano comentando los textos con mayor libertad de criterio. Pero 
el texto romano seguía siendo la verdad jurídica inalterable y susceptible solamente 
de interpretación. De ahí que el comentario siguiese el orden del Digesto, un orden 
de comentario legal, como se ha denominado. Los comentarios seguían el orden del 
20 Vid. KOSCHAKER, P. Europa ... op. cit. p.62, 
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texto legal comentado igual que ocurría con el comentario al texto de los Libros 
Sagrados. El escolasticismo y el criterio de autoridad propio de la Edad Media no es 
ajeno a este tipo de sistemática vinculada al orden legal o del texto comentado. La 
última expresión de este método o sistema puede verse en los célebres Erliiuterung 
der Pandekten (Comentarios a las Pandectas) de Glück, cuya publicación se inició en 
1789-90 y fue realizado por él hasta el libro XXVII (Tit. 1). 
La desviación respecto al texto justinianeo, con intento de crear una nueva siste-
mática, no se dio claramente hasta la Escuela Culta francesa del siglo XVI, cuyo fruto 
es el primer gran tratado sistemático de la Edad Moderna: los 28 Libri Iuris Civilis de 
Doneau. Naturalmente fue preciso un cambio de mentalidad provocado por el 
Renacimiento y la superación del dogmatismo inherente a los saberes medievales. El 
Renacimiento. humanista provocó la crítica de los textos jurídicos romanos desde el 
punto de vista filológico y entonces se delataron las primeras interpolaciones de los 
mismos. El Digesto dejó de ser una fuente dogmática e indiscutible y el saber jurídi-
co se hizo perfectible. Considerado por primera vez desde siglos el Digesto como un 
libro jurídico histórico por los humanistas juristas, se abrió camino una ordenación 
sistemática ajena al orden sistemático del Digesto mismo. Así se abrió paso la siste-
mática de Doneau y más tarde los tratados sistemáticos de Domat y Pothier que cons-
tituyeron la nervatura del Código de Napoleón. Pero entre los Humanistas y estos últi-
mos tratados sistemáticos franceses median las corrientes iusnaturalistas de tipo racio-
nalista que impulsaron a aludida sistemática en su afán de crear un gran edificio racio-
nal de conceptos jurídicos válidos en todo tiempo y lugar. Así pretendían, como se 
sabe, crear una ciencia jurídica bajo el modelo de las llamadas ciencias naturales. 
Doneau había dado un gran paso, pero la idea no cundió inmediatamente. La pre-
ocupación por una nueva sistemática expositiva de la materia jurídica preocupó al 
mismo Leibniz en su Nova methodus discendae jurisprudentiae ex artis didacticas 
principiis (1667). La exposición y sistemática expositiva era mirada como un nuevo 
método porque en el fondo implicaba una concepción nueva de la materia misma sis-
tematizada: era una forma seu methodus iuris disponendi. Leibniz volvió sobre el 
tema en 1668 en su escrito Ratio corporis iuras reconcinnendi. Desde entonces se 
llamaron reconcinnatores los que se alejan de las formas tradicionales para buscar 
nuevas formas de exposición sistemática (también se llaman methodices). Poco tiem-
po después, en 1757, apareció un escrito de Pütter titulado Entwurf einer juristischen 
Enzyclopiidie, en que se propugnaba el abandono de un orden legal en el estudio de 
las Pandectas y su sustitución por un libre orden sistemático. La innovación halló 
contradictores y todavía Hugo, el iniciador de la Escuela Histórica, después de hacer 
profesión de fe en la sistemática, acabó recomendando el orden legal. Fue más bien 
la llamada Escuela Filosófica la que dio el impulso hacia la sistemática, sobre todo 
por su máximo representante que fue Thibaut, el cual reajustó su System des 
Pandekten rechts en sucesivas ediciones, atendiéndose al sistema expositivo de 
Heise. El sistema de éste consistía en las siguientes partes: l.-Parte general; 
2.-Derechos Reales; 3.-0bligaciones; 4.-Derecho de Familia; 5.-Derecho hereditario; 
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6.- In integrum restitutio. Este es el sistema que luego aceptó Savigny después de 
haber polemizado con Thibaut a propósito del tema de la codificación en Alemania. Y 
en general los Pandectistas, como hemos dicho, adoptaron esta sistemática que el 
Derecho Civil ha seguido, en líneas generales pero sobre todo en España. Cuando la 
nueva sistematización se impuso existía ya una nueva concepción del Derecho y habí-
an comenzado las codificaciones (Prusia 1794; Austria 1811) pero entre ellas el gran 
modelo fue el Código de Napoleón (1804). Estas dieron vida de nuevo a la forma exe-
gética realizada mediante comentarios que seguían el orden legal y así floreció en 
Francia, por ejemplo, la denominada «Escuela de la Exégesis», basando esta labor 
exegética en el Código de Napoleón. Y asimismo sobre los nuevos códigos se desa-
rrolló una nueva literatura de carácter sistemático que tomó como modelo los criterios 
de la Pandectística. La forma de estudio sistemático se convierte en predominante y 
se extiende desde el Derecho Privado -en que antes había tenido su marco exclusivo-
a todas las ramas jurídicas. Casi ll~garon a identificarse conocimiento sistemático y 
ciencia del Derecho y lo que fue forma disponendi pasó a ser así principio teórico y 
cognoscitivo. Como elemento impulsor de esta identificación actuó la idea difundida 
por la Escuela Histórica de que la sistemática era un elemento intrínseco del Derecho, 
no una construcción arbitraria lógicamente determinada. La sistemática se convirtió 
en un elemento interno del Derecho, una especie de dato objetivo que la ciencia debía 
traer a la luz y descubrir. Mediante la sistemática la ciencia del derecho realizaba a la 
vez su propia tarea y su cientificidad. 
Pero el estudio sistemático, alejado ya de la Escuela Histórica e impulsado por el 
racionalismo iusnaturalista, tomó impulso tal que sus construcciones llegaron a 
denominarse «Jurisprudencia d.e conceptos». Se llegó a considerar la sistemática 
como perfectible en sí misma, como un orden de formas lógicas del Derecho aplica-
bles a cualquier contenido. Los conceptos mediante los cuales se operaban las cons-
trucciones sistemáticas venían así a adquirir valor absoluto al margen de la realidad. 
Mientras este conceptualismo daba lugar a un saber jurídico ajeno a la realidad, 
en nombre del cual Ihering 21 levantó las invectivas más duras y su nueva idea de 
Jurisprudencia de intereses, los estudios históricos en el marco del Derecho Romano 
Germánico se desarrollaban con toda pujanza acercándose en sus métodos cada vez 
más a las ciencias históricas. Los pandectistas querían construir la ciencia del dere-
cho con su sistema de conceptos lógicos encadenados con pretensión de validez uni-
21 Según FUENTESECA, P., Historia y Dogmática,, op. cit. p. 191; Ihering no ataca el con-
ceptualismo como tal sino sus exageraciones, la abstracción a que había llegado la Pandectística, e inclu-
so algún jurista romano, como Pauto, a quien critica también en sus conocidos estudios sobre la posesión. 
Ihering pretende fundar la mejor técnica científica en la elaboración de conceptos. Esta rigurosa formula-
ción conceptual tenía como meta la construcción de un sistema orgánico denominado «Dogmática». 
Precisamente en 1857 fundó Ihering la revista titulada: «lahrbücher für die Dogmatik des heutigen romis-
chen und deutschen Privatrechts)) La divisa de la nueva dirección era: a través del Derecho romano pero 
más allá del Derecho romano. 
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versal. Los historiadores del Derecho, en cambio, buscaban la cientificidad por el 
camino de los métodos históricos, depurando las fuentes y tratando de descubrir los 
más puros estratos de la evolución jurídica histórica. En el terreno de las investiga-
ciones de Derecho romano a fines del siglo surgieron las grandes figuras del romanis-
mo crítico. Lenel reconstruyó el Edicto del Pretor e hizo la Palingenesia Iuris Civilis. 
Gradenwitz puso de manifiesto la gran cantidad de interpolaciones del Digesto y así 
comenzó la difusión del nuevo método histórico-crítico en el campo del Derecho 
romano. Como además, después de la promulgación en 1900 del Código Civil alemán 
el Derecho romano había dejado de ser fuente vigente en Alemania, se miraron cada 
vez más las fuentes romanas, en especial el Digesto, como fuentes históricas suscep-
tibles de depuración y no como fuentes normativas de derecho vigente. 
El estudioso del Derecho romano se convirtió así en investigador de un Derecho 
histórico y el método histórico-crítico pareció el alma nueva destinada a descubrimos 
un nuevo Derecho romano más puro bajo las alteraciones impuestas por los compi-
ladores justinianeos. Una gran ilusión se extendió entre los estudiosos del Derecho 
romano al aplicar el nuevo método, que iba a descubrir un derecho clásico más puro 
debajo del caparazón justinianeo. En efecto, las interpolaciones o alteraciones de los 
textos existían y el descubrirlas significaba una original e intrépida tarea científica 
que llegó a verse como la «caza de la interpolación». Como en todo método, surgie-
ron las exageraciones de los hipercríticos, que veían alteraciones o interpolaciones en 
todos los textos del Digesto. El método se convirtió para algunos en un medio o arma 
fácil de esgrimir para probar cualquier teoría y pocos romanistas de la primera mitad 
de nuestro siglo escaparon a la seducción de la crítica interpolacionista como méto-
do para sostener nuevos puntos de vista pretendidamente clásicos. Se admitió en los 
primeros decenios de nuestro siglo que un cierto carácter bizantino habla teñido o 
coloreado el Derecho romano compilado por Justiniano. Dada la gran cantidad de 
alteraciones y la pujanza de las Escuelas de Derecho de Berito y Constantinopla, se 
. llegó a admitir la existencia de un derecho más bien romano-bizantino, base de la 
compilación. En los últimos decenios sin embargo, ha cambiado la valoración de las 
alteraciones existentes en los textos justinianeos. En primer lugar se han descubierto 
alteraciones prejustinianeas y, por otra parte, se ha podido comprobar que los escri-
tos de los juristas romanos han sido objeto de una labor de copia al instaurarse el 
codex como forma de transmisión de las obras escritas en vez delliber. Entonces, a 
partir del siglo III, numerosas obras fueron objeto de alteraciones y especialmente las 
obras de los juristas que, debido a esta reelaboración, llegarían ya alteradas a manos 
de los compiladores. 
Hoy no se admite una tan vasta labor reelaboradora de los compiladores y la crí-
tica de interpolaciones como método de investigación de las fuentes romanas ha per-
dido actualidad y una parte de su vigor. Las alteraciones pueden proceder de muy 
diverso origen, por una parte, y no se puede tampoco, por otra parte, admitir como 
existentes los millares de interpolaciones recogidas en el Index Interpolationum. 
Pocos pasajes del Digesto quedarían inmunes a la mano alteradora si hacemos caso 
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a las miles de presuntas interpolaciones señaladas en más de tres cuartos de siglo de 
activa investigación romanística. 
La crisis del método interpolacionista y el alejamiento entre los estudiosos del 
Derecho romano y los civilistas modernos -rama la civilística surgida de las fuentes 
romanas en su contenido fundamental- hizo aparecer voces de alarma y entre los 
romanistas se habló de crisis del Derecho romano y hasta de la necesidad de actuali-
zar nuestros estudios como, para señalar un ejemplo insigne, hizo Paul Koschaker. 
Este propugnaba la Aktualisierung 22 del Derecho romano, una actualización que no 
distanciase a romanistas y juristas modernos. Pero esta actualización resulta difícil y 
el divorcio entre romanistas y juristas actuales se sigue percibiendo, especialmente 
en países como España, donde la formación en Derecho romano de los estudiosos no 
se ha caracterizado por su intensidad. No ocurre lo mismo en Italia donde el jurista 
se forma universitariamente a lo largo de tres cursos de Derecho romano e incluso en 
Alemania donde, asimismo, el Derecho romano se estudia en las Universidades, 
superado el paréntesis nazi. 
Para la formación del iusprivatista el estudio del Derecho romano a fondo resul-
ta imprescindible si quiere operar con conocimiento de causa, o lo que es lo mismo, 
con conocimiento histórico respecto al pasado de las instituciones jurídico-priva-
das. La mayor parte de los preceptos contenidos en Códigos europeos y la proble-
mática del Derecho privado en Europa occidental solamente se comprende par-
tiendo de Roma. 
Pero aparte de esta razón hay que tener además en cuenta, que la formación his-
tórica es la única que puede dar asiento riguroso al saber jurídico. No se trata ya 
que el derecho es producto de una facticidad social como la Escuela Histórica ha 
propugnado, sino que la legislación de cada momento está condicionada en mayor 
o menor medida por el pasado tanto inmediato como mediato. La ley, como dijo 
von Lübtow 23, el que fue ilustre romanista berlinés, no cae del cielo como un mete-
orito sino que tiene un pasado histórico que la condiciona. Ciertamente la legisla-
ción, incluso en los países donde se ha legislado motorizadamente, arrastra una 
22 Vid. KOSCHAKER, P. Europa ... op. cit. p.344 ss, 365 ss: «Aktualisierung des Studiums des 
romischen Rechts». Vid. también WIEACKER, F., Über Aktualisierung der Ausbildung im romischen 
Recht, en L'Europa e il Diritto romano, Studi in memoria di P. Koschaker, vol 1, Milán, Giuffré, 1954, p. 
515-541. 
23 Vid. VON LÜBTOW, Reflexionen über Sein und Werden in der Rechtsgeschichte, Berlín, 
Dunker-Humblot, 1954. 
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vinculación al pasado al que quiere modificar o superar en cuanto la ley opera 
sobre la sociedad siempre en evolución. 
La formación histórica equivale a la verdadera formación científica del jurista. 
La historia jurídica -en general la historia del Derecho- puede dar al jurista una 
formación esencial, que es la historia de la experiencia jurídica, como no hace 
mucho tiempo señaló Orestano preocupado por el papel de la historia Jurídica en 
general y del Derecho romano en particular. La ciencia jurídica vendría a identifi-
carse con la historia de la experiencia jurídica. 
El saber jurídico para apoyarse en una fundamentación causal rigurosa ha de 
ser, en primer lugar un saber histórico-jurídico en el sentido más amplio. No sola-
mente debe conocer el jurista cómo se ha desenvuelto el derecho en Roma y en la 
Edad Media sino en el pasado más inmediato y próximo al derecho vigente. En este 
sentido es muy interesante para el jurista el conocer, no ya las ideas iusprivatistas 
que desde Roma penetraron en los códigos europeos occidentales y concretamente 
en el español, sino también la formación o proceso de elaboración que ha condu-
cido a estos códigos. Un jurista español debe conocer el Derecho romano como el 
acervo jurídico fundamental de Europa y además la evolución que ha conducido al 
Código Civil español, que constituye el Derecho civil vigente en España. De este 
modo comprenderá nuestro Código Civil desde el plano superior de sus causas y 
de su historia y no como una cristalización definitiva de nuestro derecho. Percibirá 
claramente el jurista así formado que los códigos son un episodio en la larga his-
toria jurídica de Europa: son el producto final de la formación del Estado moder-
no, que sin duda darán paso algún día a una nueva legislación iusprivatista de ámbi-
to europeo en la Europa unida del futuro, cuando apunte la idea de un superestado 
europeo como fórmula política hacia el cual caminamos por imperativo del pro-
greso histórico. 
Se ha olvidado demasiado la vinculación del Derecho a la idea política, sin 
detenerse los juristas a pensar que el progreso histórico -los retrocesos son mera 
apariencia- de la sociedad ha ido imponiendo nuevas formas jurídico-políticas por-
que el derecho es la nervatura de toda sociedad política. Por un lado el derecho es 
resultado de la evolución socio-económica y por otro es el ideal -en cuanto nor-
matividad- en que se expresan los anhelos de la comunidad política (su punto de 
vista sobre la justicia). Sin perjuicio de volver sobre este tema que denominamos 
politicidad o condicionamiento político del derecho, queremos dejar sentada la 
idea de vinculación entre Derecho y Política o lo que es lo mismo, Derecho y 
Estado. A lo largo de toda la historia europea, desde Grecia, con la creación de la 
polis, las manifestaciones de la vida jurídica aparecen vinculadas a las formas polí-
ticas, mejor dicho, a la naturaleza del poder político. Así el Derecho medieval euro-
peo refleja en el ius commune la idea unitaria del poder imperial como poder polí-
tico más o menos efectivo, pero imperante como idea política sostenedora de la 
imperatividad de dicho ius commune, en una atmósfera de tensión frente a los 
núcleos de poder más modestos, que esgrimían su ius propium. Cuando surge el 
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Estado moderno va abriéndose paso en el concepto de Estado la noción de un poder 
legislativo, que queda configurado desde Montesquieu y la Revolución francesa. 
Hobbes, teórico del absolutismo político luchará en Inglaterra frente al Derecho 
común inglés -Common Law- en cuanto se consideraba derecho preexistente al 
Estado e independiente de éste. Hobbes, a su vez, en su obra Diálogo entre un filó-
sofo y un estudioso del Derecho común en Inglaterra, afirma: «No es la sabiduría 
sino la autoridad lo que crea la ley». He aquí la idea del Derecho como fruto de una 
voluntad soberana y no de la mera razón. Para Hobbes el derecho es producto de 
quien detenta el poder y por ello él niega valor al Common Law, que es resultado 
de la sabiduría de los jueces. 
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l. PLANTEAMIENTO 
El presente trabajo tiene por objeto poner de relieve como frente al esquema exis-
tente en el proceso de los fueros municipales, de carácter sacral y privativista, las for-
mas que caracterizan el proceso penal valenciano se ajustan a los principios marca-
dos por la recepción de los dos Corpora Jura, ordemanamientos que a partir del siglo 
XII determinarán la implantación de nuevos sistemas procesales que harán posible 
tanto un efectivo ejercicio del ius puniendi por parte de la justicia real como la admi-
sión de nuevos procedimientos penales. 
11. EL PROCEDIMIENTO POR ACUSACIÓN 
Entre los rasgos que caracterizaban las formas procesales altomedievales se halla-
ba la pervivencia de una justicia privada que tendía a legitimar el proceso como una 
pugna entre dos partes: el ofensor y el ofendido; pugna bajo la cual se manifestaba 
la idea de la vigencia de la venganza de la sangre z. 
El presente estudio se encuadra dentro del Proyecto de Investigación Científica subvencio-
nado por la Generalitat de Valencia: GV-97-EJ-17-96. La Recepción del Derecho Romano en los Furs de 
Valenica». 
2 HINOJOSA, E., El elemento germánico en el Derecho español. Madrid, 1915, p. 27-28 y 
31-70. ORLANDIS, J., «Consecuencias del delito en el Derecho de la Alta Edad Media». En AHDE, 18 
(1947), pp. 103 y 131 SS. 
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Esta concepción privativista del ius puniendi subyace en la configuración y regu-
lación de dos procedimientos muy diferentes: un procedimiento acusatorio, iniciado 
a instancia de parte; y un procedimiento subsidiario, el inquisitivo, únicamente con-
templado para proceder contra delitos de especial gravedad 3, lo que propiciaba que 
su inicio y desarrollo fuese de oficio 4. 
Frente a esta concepción dual que legitimaba el castigo privado del ofendido sin 
el ulterior dictamen de un tercero, de un iudex, el proceso penal bajomedieval, como 
consecuencia de la recepción del Derecho romano-canónico s, se convierte en un 
instrumento del poder real, al ser concebido el Derecho «como una función del 
Estado» 6, lo que originará la implantación de nuevos sistemas procesales que per-
mitirán una mayor relevancia de los funcionarios públicos en detrimento de las 
actuaciones particulares 7, y con ellos la protección y observancia de la idea de jus-
LÓPEZ-AMO MARÍN, A., «El Derecho penal español de la Baja Edad Media». En AHDE, 26 
(1956), pp. 344-343 y 554-559. TOMÁS Y VALIENTE, F., El Derecho penal en la Monarquía absoluta. 
(Siglos XXVI, XVII Y XVIII). Madrid, 1969, pp. 24 y 48-49. ALONSO ROMERO, M0 • P., El proceso 
penal en Castilla. Siglo XIII-XVIII. Salamanca, 1982, pp. 3-7; «El Proceso penal en el Fuero de San 
Sebastián. En Congreso «El Fuero de San Sebastián y su época>>. San Sebastián, 1982, pp. 398-400. 
3 DURANTIS, Speculum iudiciale 3,1 De inquisitione, 1: «Domine, non potestis contra me 
inquirere, quia crimina super quibus inquirere vultis, levia et dissimulanda sunt; non enim inquirendum 
est nisi de maioribus, puta de homicidio, simonía, adulterio et similibus». Basel, 1574; reed. Aalen, 1975. 
4 Véanse, entre otros fueros, El Fuero de Zamora 80: «Todo omne e toda muler a qen oiyzes 
fagan alguna demanda o aotro omne qua! quier, non le responda sen quereloso,fora sefor ante dada ela 
que re la a oiyz o amerino, ose le podieren firmar que confechou aqueta demanda»; Fuero de Salamanca 
115: «A nengun non responda sin rancuroso»; Fuero de Ledesma 63: «Ninguno omne non responda sin 
quereloso»; Fuero de Alba de Tormes 35. En Fueros Leoneses de Zamora, Salamanca, Ledesma y Alba de 
Tormes. Ed. CASTRO, A. y ONÍS, F. Madrid, 1916; Fuero de Bejar 405: «Que ninguno non reiponda sin 
quereloso, ni aun por debdo, si el pedidor del debdo, depues quelos fiadores pechen aquel debdo dupla-
do». Ed. MARTÍN LÁZARO, A. Madrid, 1925.; Fuero de Brihuega 37: «Et por ninguna cosa non res-
ponda el omne, sin querelloso, ... ». Ed. CATALINA GARCÍA, J. Madrid, 1887; Fuero de Malina de 
Aragón XXII: «En Malina, non responda ningun omne por ninguna cosa sin querelloso». Ed. SANCHO 
IZQUIERDO, M. Madrid, 1916; Fuero Juzgo 6, 5, 14 y 15. Ed. de La Real Academia Española. Madrid, 
1815; Fuero de Madrid XXXII: «Per tata balta que fuerit jacta non respondat (sin) es requroso». Ed. 
GALO SANCHEZ. Madrid, 1932. 
5 Esta concepción dual del proceso desaparecerá con la recepción del ius commune. Así, en c. 
10,X,V40: «<n omni quoque negotio hae personae quaeruntur: iudex, accusator, reus et tres testes»; Las 
Flores del Derecho, del Maestro Jacobo de las Leyes. 1, 4, 1: «En todo pleyto de iudicio ordenado, deue 
auer tres personas. Ela persona del iuyz. Ela persona del demandador, ... Ela persona del demandado, 
... »; Dotrinal de Maestre Jacobo delas Leyes 1, 1, l. Ed. UREÑA Y SMENJAUD, R. Y BONILLA SAN 
MARTÍ, A. Madrid, 1924. 
6 LÓPEZ-AMO MARÍN, A., «El Derecho penal», ob. cit., p. 554. 
7 No en vano, PÉREZ DE LA CANAL, M. A., «La justicia de la Corte en Castilla durante los 
siglos XIII al XV». En HID, 2 (1975), p. 386, afirma que en el proceso penal la idea de justicia alcanza 
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ticia «como fuente, onde manan todos los derechos», y no como privilegios. 
Con todo, esta disyuntiva entre el ordenamiento acusatorio y el inquisitivo no 
desaparecerá en el proceso penal bajomedieval, como lo demuestra el hecho de que, 
aunque, como apuntara Esmein, este último se estableció plenamente a partir del 
siglo XIII como consecuencia del influjo del procedimiento canónico 9, el proceso 
ordinario por excelencia siguió siendo el acusatorio, prevaleciendo, en consecuencia, 
sobre el inquisitivo 10. 
Pero, al margen de una mera distinción conceptual entre juicio ordinario y extraor-
dinario, cabe afirmar que en el proceso penal bajomedieval se actúa conforme al orden 
prescrito en las Decretales, en concreto en c. 24, X, 5,1, en donde no sólo se permite la 
coexistencia a ambas formas procesales, sino que se establece cómo el proceso puede 
iniciarse a través de tres vías: por acusación, por denuncia y por inquisitio: 
«Contra quos, ut de notoriis excessibus taceatur, etsi tribus modis possit pro-
ce di, per accusationem videlicet, denunciationem et inquisitionem ipsorum: 
ut tamen in omnibus dile gens adhibeatur cautela, ne forte per leve compen-
dium ad grave dispendiumveniatur, sicut accusationem legitima debet prae-
cedere inscriptio, sic et denunciationem caritativa monitio, et inquisitionem 
clamosa insinuatio praevenire, illo semper adhibitio moderamine, ut iuxta 
formam iudicii sententiae quoque forma dictetur». n 
un grado de firmeza mayor al que se obtiene en el proceso civil, llegándose a equiparar el «pleyto de jus-
ticia» con el propio proceso penal. 
8 Partidas 3, 1, proemio. 
9 ESMEIN, A., Histoire de la procédure criminelle en France, et spécialement de la procé-
dure inquisitoire depuis le X lile siecle jusqu 'a nos jours. Paris, 1882, pp. 66-68. Una visión genérica de 
esta problemática, TOMÁS Y VALIENTE, F., El Derecho penal, ob. cit., p. 155. ALONSO ROMERO, Ma. 
P., El proceso penal, ob. cit., pp. 95-100. 
10 CRESPÍ DE VALLDAURA, C., Observationes illustratae decisionibus Sacri Supremi regii 
Aragonum Consilii, Supremi Consilii s. Cruciatae, Regiae Audientiae Valentinae. Lyon, 1730, aunque en 
su observatio 4, no 20 advierte como es regla general en Derecho común que todos los casos sean fisca-
les, o que se puedan inquirir ex oficio, en su obervatio 4, no 20 y 21 advierte como en Derecho foral valen-
ciano prima el procedimiento por acusación, relegándose la inquisitio para los supuestos establecidos en 
los Furs, Privilegios, Actas de Corte o Reales Pragmáticas. PERTILE,A., Storia del Diritto italiano dalla 
caduta dell'imperio romano alta codijicazione. Roma-Napoli-Milano. 1902. Vol. VI, part. 11, p. 3. 
11 En análogo sentido, c. 31, X, 5, 3: «Contra quos, ut de notoriis excessibus taceatur, etsi tri-
bus modis procedí possit, per accusationem videlicet, denunciationem et inquisitionem ipsorum ... ».Vías 
que GOTTOFREDO DA TRANI en su Summa super titulis Decretalium. Lyon, 1519, reed. Aalen, 1992, 
rub. De accusationibus, inquisitionibus et denunciationibus, fol. 197 amplía a cuatro: «Unde notandum 
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Este orden establecido en las Decretales, por el que se permitía la coexistencia del 
proceso iniciado por acusación, por denuncia o por inquisición, irá progresivamente 
adquiriendo carta de naturaleza no sólo en la mayoría de los ordenamientos bajome-
dievales 12, sino en los propios tratados de Derecho procesali3. 
De esta concepción se hará eco tanto el ordenamiento valenciano, como la propia 
práctica procesal. 
En concreto, los Furs, en la rúbrica Qui accusare possunt, permiten proceder por 
acusación, inquisición o denuncia en el supuesto de homicidio -«Ad accusationem, 
inquisitionem, denunciationem homicidii, ... »-; y en la rúbrica De sagionibus et car-
celagio, se dispone que, estando presentes «el acusador, ol clamador ol denuncia-
dor», la Cort puede incurrir en la pena del preso que hubiere liberado sin previo cono-
cimiento de la causa, y sin consentimiento de los prohombres de la ciudad. 14 
A su vez, la práctica procesal valenciana recoge el orden establecido por la norma 
canónica: 
est in foro ecclesie quattuor modis agitur de crimine: per accusationem, inquisitonem, denunciationem 
et exceptionem». 
12 Entre otros ordenamientos, Partidas VII, preámbulo; Costums de Tortosa 9, 25, 21: «En tres 
maneres pot hom anar contra altre, ro es saber; per actio, o per accusacio, o per denunciado en que deja 
esser feyta enquisicio. Per actio, com algu demana que alguna cosa U sia donada o feyta. Per accusacio, 
a venjanra. Per denunciado, per qu 'es fa enquisicio per offici de Jutge». 
13 Summa aurea de ordine iudiciario de Fernando Martinez de Zamora. Recogida por PÉREZ 
MARTÍN, A., En «Ordo iudiciarius < Ad summariam notitiam> y sus derivados. Contribución al estudio 
de la literatura procesal castellana. 11. Edición de textos». En HID, 9 (1982), cap. XII (p. 395): «Deves 
saber que en el pleyto criminal est en tres manera: por acusacion et denunciacion et inquisicion». TAN-
CREDOS, Ordo iudiciarius. Ed. BERGMANN, F.C. Reed. Aalen, 1965,2, 7, 1: «Quator modis de crimi-
nibus agi potest, ut etiam de notoriis taceatur: in modum denuntiationis, inquisitionis, exceptionis et accu-
sationis». DURANTIS, Speculum iudiciale 3, De criminibus et eorum cognitionibus, 1: «quod de crimi-
nibus quinq. modis agitur, de quibus per speciales titulas dijferemus, scilicet per accusationem ... per 
Denunciationem ... per lnquisitionem, ... ». OLENDORP, J., Opera. 11. Basel, 1559, reed. Aalen, 1966, p. 
662-663: « ... legislatores solicite perpendentes, quomodo peruenin posset ad detegenda malorum crimi-
na, quae puniantur: quinq; introduxeruntformulas, eo pertinentes: uidelicet, accusationem, exceptionem, 
nunciationem, inquisitione, postulationem suspecti.». 
14 Fori Regni Valentiae 9, 28, 34. (En adelante, FRV). Con carácter genérico, en Furs de 
Valéncia 1, 3, 100. Ed. COLÓN, G. i GARCÍA, A. (En adelante, FURS): « ... , declaram que nós en nostre 
fiscal no podem ne devem demanar, denuntiar o acusar ... ; ne en lo dit crim se deu enentar a instanctia 
de part per inquisitió, mas tan solament per acusatio ab pena de talió»; 1, 4, 14: « ... , ordenam que si algú 
haura posat clam, accusació o denunciado de algun crim o demanda de nafres, ... ». 
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«Les causses o processos es tracten o per vía civil o criminal. Les causses 
criminals es tracten per una de dos maneres, o per via de denunciacio, o a 
instancia delfisch, que es lo mateix que per dret commu es diu per viam 
inquisisionis ex offitio jusicis, en los crims y delictes que per fur esta esta-
tuhit y declarat que son fiscals, y no en altres, per lo orde y lo fun>. Js 
Fijados los modos de iniciación del proceso, cabe afirmar como los Furs, en con-
sonancia con el principio canónico «manifesta accusatione non indigent, nec in eis 
est ordo iudiciarius observandus, qui debet in aliis observari» 16, contemplan la acu-
sación como un mecanismo procesal en virtud del cual un particular, o, en su defec-
to, un procurador fiscal ejercita la acción penal-«accusatio»- con la finalidad de que 
el Justicia castigue a la persona a la cual se le imputaun delito 11; y, en consecuen-
cia, se determina que la acción penal pueda ser perseguida tanto por un acusador par-
ticular, cuya legitimidad recaerá fundamentalmente en la persona del ofendido, como 
por un acusador público, ya sea el procurador fiscal, o el propio juez como represen-
tante del interés p~blico. 
En definitiva, y aún sin relegar a un plano secundario la actividad de los particu-
lares en el proceso, los Furs permiten iniciar el procedimiento bien a instancia de la 
parte ofendía, por acusación, o bien de oficio, ya sea a través del procurador fiscal o 
del juez, con lo que se asiste, como apunta Alonso Romero, a un proceso gradual que 
tiende a conceder prioridad a los intereses públicos en detrimento de los privados, lo 
que conducirá a la progresiva unificación del procedimiento, motivado, en esencia, 
por la paulatina decadencia de las acusaciones particulares 1s. 
15 Tractatus 3. Cap. l. Causse quomodo crimina liter tractentur, p. 111. Tratado que se halla 
dentro del Manuscrito Practica Caussarum Civilium. Manuscrito inédito que se halla en los fondos biblio-
gráficos del Área de Historia del Derecho de la Universidad de Valencia, y que en la actualidad está sien-
do objeto de estudio y transcripción por los profesores Calzada González y Obarrio Moreno. En lo suce-
sivo, Ms. Practica Caussarum. En análogo sentido Practica valentina cum adnotasionibus et provisionibus 
quíbus comuniter utuntur doctores. Tractatus 2us. De les causes criminals: «Les causes criminals se trae· 
ten per una de dos maneres: o «ex ofitio» o «a intansia de part» foro ultimo «de quarto et pena». Ed. 
GARCÍA EDO, V. Agradezco la amabilidad del profesor García de entregarme una copia de su transcrip-
ción, toda vez que la misma se halla en vías de publicación. 
16 c. 21,X,5,24; DURANTI, Speculum, 3, 1, De notorius criminus, 1: «in notoriis non est 
necessaria accusatio, denuntiatio vel inquisitio, ve! exceptio, nec testes, vel aliae probationes; nec debet 
in eis libellus recipi, nec causae cognitio adhiberi; verum debet reus citari, et interrogari, et, eo praesen-
te ve! contumaciter absente, debet sententia promulgari». Con anterioridad, en el Decreto de Graciano, c. 
17, C. 2, q. 1, se afirmaba que todo hecho notorio «nec accusationem nec reprobationem requirit». 
17 Aunque los Furs dedican al procedimiento por acusación una rúbrica concreta, Qui accusa-
re possunt, y un buen número de preceptos aislados, éste adolece, a diferencia de ordenamientos coet~e­
os, de una definición concreta del mismo. Véase, en este sentido Partidas 7, 1, 1; GOTTOFREDO DA 
TRANI, Summa, ob. Cit., fol. 195 v: «Accusatio est alicuius criminis delatim>. 
18 ALONSO ROMERO, Ma. P., El proceso penal, ob. cit., pp. 95-98; 139-141 y 180-183. En 
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No en vano, sobre este aspecto se incide tanto en ordenamiento foral como en la 
propia literatura procesal valenciana. 
En el ámbito normativo, los Furs, si bien son explícitos al afirmar que la Cort no 
pueda oír ningún crimen sin previa acusación -«Neminem sine accusatore vel nun-
tiatore audiat curia»-19, establecen como principio general que ningún particular 
tenga la obligación de acusar o demandar a un tercero -«lnvitus agere vel acusare 
nema cogitur»_lo, por entenderse que a éste únicamente se le concede el derecho a 
ejercer en juicio la acción que estime oportuna para la salvaguardia de sus intereses. 
En consecuencia, si el ofendido no ejerciese su derecho, se faculta al procurador fis-
cal para que intervenga de oficio cuando sea conocedor de la comisión de un delito: 
FAV 113, 8: «Quant lo fisch per son offici volra algu denunciar. .. »_21. 
FAV 119, 15: «Licet homicidam manifestum nema accuset, curia licentiam 
habeat capere et punire homicidam, ut penam recipiat quam meretur. Et si 
persecussiones ve! vulnera fiant palam in viis, plateis, infra civitatem, pre-
sente curia vel absente, inde curia nullam facere possit propterea vindica-
tam, sine accusatore aliquo. Salvo eo quod si in curia fiant alique percussio-
nes, vel coram loco ubi curia suo officio utitur, curia tune inde penam habe-
at sicut in alio foro loquitur de percussionibus que fient coram curia, conti-
netur. Hunc forum emendavit et explanavit dominus rex. 
Addidit dominus rex, quod curia possit cape re tale m vulneratorem sine accu-
satore vel denunciatore.» 
FRV 9, 8, 18: «Fem fur nou que si algun cavaller. e del fur proxime dit, e no y 
haura denunciador privat, la cort puixa pendre, enrquerir per mer offici, e punir 
aquell homeyer e que reeba la pena que haura servida». 
torno a éste, en pág. 141, afirma: «Es evidente que dejar el proceso exclusivamente en manos de los par-
ticulares puede significar un grave riesgo en la administración de justicia. Para evitarlo, se faculta al juez 
a intervenir siempre de oficio». 
19 Fori Antiqui Valentiae. Ed. DUALDE SERRANO, M. Madrid-Valencia. 1950-1967. (En 
adelante, FAV). 
20 FAV 34,1. Véase su paralelismo con C. 3, 7, l. En análogo sentido en FAV 6,4: «Non cogi-
tur quis proponere accionem, ... »;pudiéndose, únicamente, instar para que informe al juez de aquello que 
conociere, «sedfactum narrare iudici, ... ». 
21 FRV 9, l, 11. 
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FRV 9, 7, 32: « ... , lo ditjusticia puxa contra aquells per son offici sens ins-
tanica de part, e de accusador, o denunciador, o clam daltri enquerir, e pro-
cehir segons que jera fahedor» 22. 
La posibilidad de no limitar la iniciación del proceso por acusación al interés que 
pueda suscitar en la parte ofendida se hace patente en los distintos tratados de prác-
tica procesal, en los cuales se corrobora la dualidad de intereses, privados y públicos, 
que suscita todo acto punible: 
«Lo proces de presencia es fa de esta manera, que posada la denunciado per 
lo accusador, o per lo fiscal al reo lo tomen a confesar sobre la dita denun-
ciado o accusacio ... ». 
« ... lo jutge primerament ha rebre testimonis ex officio sobre el delicte ... y 
rebudes es tes informado y confessio, que per altre no m es dihen la imprecia, 
les lliura advocat fical, y aquellles regoneix, y si li par que resulta prova suf-
ficient pera denunciar a algu ordena sa dendenunciacio, y la dona al procu-
rador fiscal, y aquell la passa davant de aquel! jutge que ha rebut la infor-
macio, o imprecia, al pe u de la qual fa la procio seguent 
Provici. fiant requissita>>. 23 
22 La posibilidad de que el procedimiento se incoe de oficio se halla recogida en otras tantas 
disposiciones normativas. Así, en FRV 9, 8, 9-10 se afirma que en el supuesto de que «alcu entrara ab 
armes en alberch daltre per damnificar a ell, o algu, o alguns daquells}} pueda, si la parte ofendida no acu-
sare -«no posara son clam»-, ya sea <<per temor, o impotencia del injuria{}}, el procurador fiscal, con el 
consejo de los abogados del fisco, acusar <<per si mateix ... , e de proseguir ab acabament al clam denant 
altre jutge ordinari, o delega!>>. En FURS 1, 4, 14 se establece la posibilidad de que habiéndose retirado 
la «accusació o denunciació}} pueda el procurador fiscal, de oficio, proseguirla. Asimismo, en un privile-
gio de Jaime 11, -AO, priv. 106- reconoce tácitamente la posibilidad de proceder por oficio, al señalar cómo 
el inductor al matrimonio clandestino ha de ser penado con la muerte, siempre que <<pare o mare o tudors 
e curadors» procedieran a su acusación, ya que no podrá incoarse procedimiento a instancia del.fisch. El 
propio monarca, en una disposición que otorga al Justicia de Valencia en abril de 1314, -AO, priv. 61- dis-
pone que si se supiese de alguna mujer que cometiese adulterio, podrá proceder la Cort sin previa denun-
cia o acusación. Años más tarde, del rey Martín -AO, priv. 15- señala que si con posterioridad a la inter-
posición de querella verbal -«clam de paraulm}- se renuncia a una posterior acusación fundada y solem-
ne, podrá interponerla e1fisch en los casos previstos por los Furs. Cabe, por último, reseñar un privilegio 
de Pedro II, -AO, priv. 34- en donde se establece que si alguien insta para que un tercero entre en prisión, 
se debe, a su vez, dar el tiempo necesario para que el jutge pueda proceder a la acusación y posterior tra-
mitación. Con relación a los Privilegios, seguimos la edición Aureum opus regalium privilegiorum civita-
tis et regni Valentie. Ed. Lluis Alanya. Valencia, 1515; reed. e ínices por Cabanes Pecourt, M•. D. Valencia, 
1981. (En adelante, AO). 
23 Ms. Practica Caussarum. Tractatus 3. Cap. l. y Cap. IV. 
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«Lo procés de presensia es fa, que.s posa la denunsiasió per lo acusador si 
és intansia de par privada, o perlo fisch» 24. 
En consonancia con la disyuntiva o el binomio que se plantea en el proceso acu-
satorio -incoación a instancia del ofendido, o de oficio-, cabe analizar los distintos 
criterios seguidos en las diferentes actuaciones que configuran el proceso en uno y 
otro supuesto. 
Con relación al proceso acusatorio incoado a instancia de parte, éste se inicia con 
la presentación de la acusación o demanda 2s por quien se entiende acusador legíti-
mo, ya que, como se afirma en las Decretales, sino se está facultado para interponer 
una acusación, ésta no puede prosperar 26. 
De ahí, que los Furs, siguiendo las directrices marcadas por el ius commune 21, 
contemplen varios supuestos en los que se prohibe o se deslegitima la interposición de 
la accusatio. En concreto, se prohibe al hijo, «permanens in potestate patris», inter-
poner reclamación judicial contra su padre, «etiam si fuerit absolutus a patre» 2s; a los 
siervos, en relación con sus patronos, cuando no obtengan licencia de la Cort -«Venia 
edicti non petita ... non debe re in ius vocari certissimum est» 29; al siervo común con 
24 Ms Practica valentina, ob. cit., Caput 3. Com se jasen los proseesos d presensia. 
25 Cabe señalar como el autor de los Furs emplea indistintamente los términos demanda y acu-
sación; ambivalencia que, como apunta GRAULLERA SANZ, V., «El proceso penal», ob. cit., p. 952 
«puede dar pie a errores de interpretación». No en vano, en los Extravagantes, rub. De dif.finitione crimi-
num & remissione penarum, rub. III, fol. IV r. se equipara demanda y querella: « ... , e totes demandes civils, 
e criminals...»; o en FURS 1, 4, 14: « ... , ordenam que si algú haura posat clam, accusació o denunciado 
de algun crim o demanda de nafres, ... ». Ambigüedad que se extiende al propio régimen sancionador de 
los Furs -FAV 131, 12-, en donde se señala como «Vio/atores caminorum publicorum» pueden ser san-
cionados a penas civiles o penales según el arbitrio del juez -<<puniendi sunt peccunialiter, ve! criminali-
ter, iuxta arbitrium iudicantis». 
26 c. 14, X, 2, 20; c. 1, X, 5, 1: «Si legitimus nonjuerit accusatm; nonjatigetur accusatus»; c. 
7,X,5l; c. 10,X,5, l. Asimismo, TANCREDUS, Orde iudiciarius, 2, 7, 6: «qui potest accusare>>. 
27 Véase, GOTTOFREDO DE TRANI, Summa, rub. De accusationibus, inquisitionibus et 
denunciationibus, fol. 195 r. 1., «Prohibentur accusare ... ». DURANTIS, Speculum, 1,2, rub. De accusa-
tore, 16, 18 y 19 
28 FAV 17, 3. Véase su paralelismo con D. 5, 1, 4; y, en menor medida, con Lo Codi 2, 2, 2. 
Prohibición que el rey Fernando, en 1510, extiende a <<pares, mares, fills, filies, jermans e jermanes y 
marits y mullers, no puixen entre si, axí conjunctament com divisa, pledejar judicialment davant ninguns 
jutges o tribunals, ans los sia denegada tota audiencia». 
29 FAV 17, 1-2. Véase su paralelismo con C. 2, 2, 2-3 y, en menor mediada, con Lo Codi 2, 2, 3. 
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relación a sus amos 3o; a toda persona de condición vil 31; al Rey para «accusare 
homines nostros de aliquo maleficio, iniuria vel delicto», porque, si así lo hiciere, se 
convertiría en actor y juez de la misma acusación- «qui videremur duo officia exer-
cere, videlicet officium iudicis et accusatoris» 32; y a los extranjeros, a los cuales, 
entre otras incapacidades, se les prohibe «entrevenir en los processos fiscals e crimi-
nals en la cort, ... e si lo contrari serafet, lo procés sia nul.le» 33. 
Frente a estas causas de incapacidad, se legitima para interponer la oportuna que-
rella o acusación no sólo a quienes hayan sufrido la ofensa, sino a los parientes más 
cercanos, ya sea por delitos que antenten contra la honestidad -«Mulierem virginem 
si quis fortiaverit, et ipsa clamante et probante vel suis parentibus fortiam, ... »_34, ya 
por el delito de injurias 35, o bien por el delito de homicidio, en cuyo supuesto se legi-
tima, en primer lugar, a los parientes del fallecido; y si éstos fuesen numerosos, se 
configura un orden de prelación, en virtud del cual, deberá, en primer lugar, presen-
tar demanda o acusación el pariente de grado más próximo al fallecido, «et si plures 
sunt in proximiore gradu», debe interponer la acusación aquél que fuere más «hones-
tior et mmelior». Con todo, si éstos no se hallaren en la ciudad o en el reino de 
Valencia, puede interponer cualquier extraño la demanda, con tal de que éste no 
tuviere la condición de vil -«non sit vilis persona»-36. 
En consonancia con el derecho del particular ofendido, o del interesado en el ejer-
cicio la acción procesal pertinente, los fueros señalan que la acción debe ser promo-
vida por la persona directamente interesada, calificándose al denunciante como «ille 
qui prosequitur denuntiationem in totum vel pro maiori parte» 37; por lo que, siguien-
do los postulados del ius commune 38, no se admite que se actúe en juicio por medio 
30 FAV 17, 4: «quia omnium et singulorum est servus». Véase su paralelismo con D. 2, 4, 23. 
31 FAV 113, 6: « ... admittitur quilibet extraneus, dum modo non sit vilis persona, ... ». 
32 FAV 113, 4. 
33 FURS 2, 7, 32; 7, 8, 22-23. 
34 FAV 114, l. 
35 FAV 117, 2; 117, 3: «Si tamen servo fiat iniuria, ... , actio iniuriarum est dominio adquisi-
ta»; 117, 5: « ... si forte alique iniurie criminales ve! civiles jacte erunt marito, uxor de voluntate mariti 
possit inde agere, et si maritus inteificiatur, possit uxor accusare de more mariti». 
36 FAV 113, 6. 
37 FAV 113, 2. 
38 c. 15, X, 5,1: «Adprosequendam accusationem criminalem non admittitur procurator, licet 
posset allegare causam absentiae, ... »; DURANTIS, Speculum, 1, 2, De Procuratore, 9 y 10: «Procurator 
non intervenir in agenda vel defendendo in causa criminali publica, ve! privata»; IACOBUS DE RAVA-
NIS, Lectura super Codice. Reed. Bolonia, 1967. De accusationibus, fol. 399: «Faltum est hic vicit ut 
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de un procurador, salvo para que éste alegue las justas causas de su ausencia -«Per 
procuratorem quis accusare non possit, se ipse presentialiter constitutus possit com-
mitere vices suas alii, ut ius suum seu accusationem suam proponat»-39; porque, 
como se dispone en FAV 69, 15, debe estar presente aquél que quisiere acusar a otro 
-«In criminali causa frustra intervenit procurator, cum presens presentem debeat 
accusare» 4o; aunque, una vez presente, pueda delegar en otro para que exponga su 
causa -«sed ipse presentialiter constitutus possit commitere vices suas alii, ut ius 
suum se u accusationem suam proponat>>-. 
Esta acción, demanda o querella -«clam, denunciació, acusació», podía, en un 
primer momento, ser oral; consistiendo ésta en una mera comunicación verbal al 
juez, en la que se le indicaba la posible comisión de un hecho delictivo, así como su 
manifiesta intención de ejercitar la acción penal correspondiente 41, lo que propicia-
ba que el juez procediera a recabar una información sumaria de lo acontecido 42• 
Con todo, sea instada o no demanda verbal, el proceso se iniciaba únicamente 
cuando la acusación se fundaba por escrito ante el juez -«Tam in criminali quam in 
civili causa, libellus in scriptis curie porrigatur>>-43; no en vano, en un privilegio 
otorgado por Pedro II en 1360 se dispone que si interpuesta la denuncia -cabe enten-
der oral- el demandante no interpusiese o no prosiguiese la demanda en el plazo otor-
gado por el juez, el acusado se vería absuelto de toda imputación: 
videtur in causa criminali non constituir procuraros. Solutio. verum est constituir procuraros ad alegan-
das causas absentie sic; GOTTOFREDO DE TRANI, Summa, fol, 194 v., 6: «In summa sciendum est in 
causis criminalibus principales requirumtur persone. nec intervenir procurator. ... Sed illud locum habet 
in procuratore dato ad allegandas causa absentie. non causas cause»; Partidas 3, 5, 12; 7, 1,6. 
39 FAV 113, 3. En análogo sentido, FAV 23, 9. 
40 El requisito de la presencia física se recoge, a su vez, en FA V 113, 7: «Presentes tantum 
non absentes accusare possunt>>. 
41 Martín, AO, priv. 25. En tomo a la denuncia verbal, véase GRAULLERA SANZ, V, «El pro-
ceso penal», ob. cit., p. 952; ALONSO ROMERO, Ma. P., El proceso penal, p. 181. 
42 Si bien la regla general es que las actuaciones ante la Cort deban consignarse por escrito, 
los Furs, siguiendo las orientaciones del Derecho romano -Nov.17, 3- admiten la demanda verbal en los 
juicios de menor cuantía. Véase, en este sentido, FURS 1, 6, 11, precepto que dispone que en todo pleito 
donde: «se demanen provisió en los béns del marit aprés mort de aquell, ... sia ohit e determenat sumit-
riament e de nua paraula, sens escrits»; FURS 1, 6, 12, rub. Que de compra e venda sia conegut de paran-
la. En análogo sentido, DURANTIS 4, 1 De liberorum conception, 9, 3: «Si causa sit vilis, quia modicae 
summae, vel sit vilium personarum, ut inter pauperes vel rusticas, non occorre libello». 
43 FAV 95, 12; FAV 6, 4: « ... et causam petendi proponere et dare clamum suum in scrptis». 
Criterio que se reitera en la mayoría de la literatura procesal medieval. Así, c. 1, X, 2, 3: «Actor tenetur 
in scriptis libellum porrigere. Vel sic: ludex non debet admittere actorem ad litigandum, nisi prius libe-
llum in scriptis offerat>>; GOFREDO DA TRANI, Summa, ob. cit., fol.l96 r.: « ... alias autem generaliter 
ad penam ordinariam de crimine agi non pot sine accusatore et sine libello ... »; TANCREDUS, Ordo 
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« ... dicimus et mandamus quat cuicumque denuntiatori seu acusatori prefin-
gatis decetero certum et peremptorie tenninum infra quem coram vobis 
denuntiationem seu acusationem suam prossequi teneatur: et si infra dictum 
tenninum acusationem seu denuntiationem ipsam non proposuerit aut pro-
positam non fuerit porssecutus: incontinenti lapso ipso termini no denuntia-
tum vel acusatum ah instantia iudicii absolvatis» 44. 
Disposición que se verá completada por un privilegio otorgado por el rey Martín 
en 1408, en el cual se prohibe al procurador fiscal que interponga demanda cuando 
habiéndose interpuesto «in factis criminalibus cum clamun verbale per partero priva-
taro pponitur» posteriormente se renuncia a la obligación de plasmar la misma por 
escrito -«absque aliqua oblatione solempni in scrptis redacta renunciaverit»-, a 
excepción de aquellos casos en que pueda <<per se et sine instancia partís prívate 
procedere». 45 
En cuanto a su contenido, los Furs disponen, a diferencia de otros ordenamien-
tos coetáneos, que no se hagan acusaciones solemnes, ni que se incluya el nombre 
la acción, ni la razón o el hecho por el cual se interpone la demanda 46, sino que úni-
camente que se proceda a afirmar: «sed fiant sic: ego talis accuso talem» -yo tal 
acuso a tal-. 47 
iudiciarius 2, 8: «Et si de pluribus reum velit accusare criminibus, singula debet, sicut dictum est, in libe-
llo designare, et accusatum certum reddere, super quibus accusetur. Et quod in uno libello aliquis possit 
de pluribus criminibus accusari, probatur». PILLIUS, Summa de ordine iudiciorum 1, 1: «Libellus 
porrigendus est iudici ab actore, et per iudicem oferendus est reo»; GRATIA, Summa de iudiciario ordi-
ne 1, 3, 1: «Debet actore se iudici praesentare cum libello querimoniae)). Ed. BERGMANN, F.C. Aalen, 
1965; DURANTIS, Speculum, 3, 1, In accusatione qualiter sit procedendum, 31: «Sed nunquid in cri-
minalibus causis necessarius est libellus)). Ms. Practica Caussarum, Tractatus 3, Cap. II: «Primerament, 
possada la denunciacio per la part, se fa per lo jutge la provicio seguent. 
Provicio. Capitiatur etfiant alia legitime requisita)). 
44 Pedro II, A.O., priv. 35. 
45 Martín, A.O. priv. 15. 
46 La ausencia del nombre de la acción en el libello se consolida con la promulgación de las 
Decretales, y con el florecimiento de los ordine iudiciarii. c. X, 2, 1: <<Nomen actionis in libello exprime-
re pars non cogitur; debet tamenjactum ita ciare propone re, ut ex eo ius agendi cogitun); PILIUS, Summa 
de ordine 1, 3; TANCREDUS, Ordo iudiciarius 2, 13, 2: «Quidam legistarum dicunt actionem, expresso 
nomine, in libello comprehendi debere. Alii dicunt, actionem non oportere comprehendi in libello nomi-
natim, sed postea in iudicio debet exprimí. Nos autem, secundum canonicam equitatem incedentes, dici-
mus, quod nec in libello, nec in processu causae necesse est exprime re actionem, ut c. 6 X de iuidc. (2. l. 
a. 1160))). 
47 FAV 113, 2. Esta ausencia de solemnidad contrasta con los principios orientadores estable-
cidos por el ius commune con relación allibellum accusationis. Veánse, entre otros, C. 2 q. 8 c. 2; C. 3 q. 
8 c. 3; Partidas 1, 1, 14; TANCREDUS, Ordo iudiciarius 2, 8, rub. De libello accusationis in causis cri-
minalibus; FERNANDO MARTÍNEZ DE ZAMORA, La margarita de los pleitos. Pub. por CERDA, J. 
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Fijadas las pretensiones del acusador en ellibellum accusationis 48, y siempre que 
el demandado no estuviese exento de responsabilidad penal49, el ordenamiento asig-
naba una serie de obligaciones que debía cumplir el demandante, con el fin de limi-
tar el número de demandas interpuestas ante los tribunales so. 
En primer lugar, se requiere que la demanda sea interpuesta por un único acusa-
dor -«quod unus solus sit accusator>>-51 y en el plazo más breve posible. Celeridad 
que, si bien se presenta como un deber general, se ve agravada en el procedimiento 
penal. En concreto, en FAV 114, 2 se dispone que la mujer que <<jortiata erit» y quie-
ra reparar el daño causado en su persona, debe ejercer su derecho el mismo día de la 
violación -«quod ea die qua vim passa est conqueratur>>-, salvo que lo impida una 
justa razón, porque de no hacerlo, pierde su derecho a ser oída, «quod si hoc non 
fecerit, ex tune minime audiatur>>. 
Una vez <<posada la denunsiasió perla part», el denunciante se veía en la obli-
gación de declarar ante el escriva que no <<possa la denunciado y criminal accusa-
cio pera vexar y molestrar al que denuncia», esto es, que no se movía por un ánimo 
malicioso, sino, únicamente <<pera demanar justicia dels crims o delictes en dita 
denunciado contenguts». sz 
«La Margarita de los pleitos» de Fernando Martínez de Zamora «En AHDE, 20 (1950), rub. Como as de 
formar ellibello por a demandar heredat; Summa aurea, ob. cit., rub. XII, En que manera se forma ellibe-
llo de la acusacion. Con todo, dentro de la literatura! castellana, GÓMEZ, A., Variae resolutiones iuris 
civilis. Lugduni, 1701, III, Cap. IX, advierte: «Advertendum tamen, quod hodie in nostro regno non requi-
ritur talis solemnitas accusationis incriminalibus pro forma, imo, si omittatur processus valet, et tenet, et 
potest sequi condematio». 
48 Aunque, como se dispone en FAV 6, 6: «Semper potest querimonia augeri et diminui, muta-
ri, corrigi et emendari usque ad sententiam difinitivam». 
49 Los Furs únicamente contemplan dos supuestos en los cuales los acusados quedan exentos 
de toda responsabilidad penal, a saber, los furiosos, por carecer de raciocinio, y los menores, desde los 
siete hasta los quince años. Así, en FAV 28, 5: «In criminibus quidem etatis suffragio minores XX annis 
non iuvantur, nam malorum mores infirmitas animi non excusat. Verumptamen, si minor erat VII annis, 
nullum dampnum ex hoc patiatur, quia ratione etatis VII annorum a maleficiis excusatun). Véase su con-
cordancia con C. 2, 34 (35), 1 pr. Ambos supuestos se hallan contemplados en FAV 117, 10: «Furiosus et 
minor VII annis, de nulla iniuria quam facit vel dicat teneatur, nec minar XV annis de nulla iniuria ver-
bali teneatun), y en FAV 120,30: «Quod infans, id est minor VII annis, velfuriosus intellectu carens,fece-
rit impunitum est, ... )). 
50 GRAULLERA SANZ, V., «El proceso penal)), ob. cit., p. 957. 
51 FAV 113, 5: « ... , nisi accusationes essent diverse, tune enim possit quilibet accusare, vel nisi 
talis esset accusatio, que ad multos expectaret». Este principio de economía procesal se acentúa en FRV 
1,9,18 al disponerse que «accusacio contra dues, tres, o quatre persones, o mes de una matexa raho, o 
delicte la dita demanda, e accusacio sia preposada contra tots los convenguts ensemps, e no departida-
mente, e contra tots ensemps sia feyt un proces tan solament, e non molts ... )). 
52 Ms Practica Caussarum. Tractatus 3. Cap. 11. 
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Efectuado este juramento, el demandante se veía en la obligación de prestar una 
serie de cauciones, tales como, dar fianza de derecho, garantizar su presencia duran-
te el proceso y prestar la inscriptio o poenam per calumniam. 
Con la primera caución, el demandante se obligaba a garantizar el pago de los 
gastos ocasionados en el proceso si no pudiere probar las alegaciones aportadas -«si 
eas accusator probare non poterit, accusator expensas propter ea Jactas restituere 
teneatur>>-53. 
Esta garantía personal se convierte, como se dispone en un fuero otorgado por 
Alfonso el Magnánimo en las Cortes de 1329, en un requisito imprescindible para el 
ejercicio de la acción penal. No en vano, en el mencionado fuero se ordena al abo-
gado del Fisco que jure al inicio de su oficio «que no ordenara ne aconsellara» que 
se interpongan demandas, aunque éstas sean justas, si bien antes el demandante, bajo 
la jurisdicción del Batlle, no ha dado garantía -«fermanra»- suficiente para el pago 
de los gastos procesales «si nos provara ro que haura denunciat, o notijicat» 54• 
Requisito que, no obstante, debió sufrir reiterados incumplimientos -«E moltes 
vegades»- por parte de «los advocats, e procuradors fiscals, e encara los jutges ordi-
naris, e delegates», los cuales daban a la figura de la fianza de derecho «diverses 
interpretacions, e opinions», las cuales inducían a que, en la práctica, ésta no se lle-
gase a observar. Inobservancia que vino a ser paliada por un fuero otorgado en 1357 
por Jaime II, al sancionar con «certa, e gran pena pagadora» tanto su incumpli-
miento, como una interpretación distinta «a la letra» del fuero del rey Alfonso 5s. 
Con la segunda garantía se pretendía asegurar la presencia del acusado en el terri-
torio del reino de Valencia hasta que fuere dictada sentencia: 
53 FAV 113, 2: <<Additio domini regís: Hoc ídem intelligatur in denuntiatore quod in accusa-
tore quantum ad refundendas expensas». 
54 FRV 1, 9, 6. Fuero que no se halla contemplado en LALINDE ABADÍA, J., «Los gastos del 
proceso en el Derecho histórico español». En AHDE, 34 (1964). En concreto, véase pp. 257, 301 y 393-
394. 
55 FRV 1, 9, 7. Asimismo, en Extravaganti 1, fol. XII r. Pedro 11 confirma como los gastos y 
salarios de los jueces y escrivas han de correr a cargo de los clamater. 
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«Feta per dit denunciant dita resposta en continent en virtut del juament en 
ma y poder del Assessor pestat, prometa y se obligue de que pendent la pro-
secucio de la present cussa no eixira, ni es partira de totes les terres, eo seño-
rios del Rey N. S. sots pena de 200 ll(iures), moneda reals de Valenica, apli-
cades fO es la mitat als cofres Reals de sa M ag., y la altra mitat a la part inte-
resada, per los danys y despesses ad aquella Jetes en prosecucio de la pre-
sent cussa; o jura entendre y cumplir les quals cosses, obliga sa persona y 
bens mobles y semovents ahon se vol que estiguen, ... ». 56 
Caución que se ha de relacionar con la necesidad de la presencia ineludible de las 
partes en el proceso, lo que induce a afirmar que sólo aquellos que estuvieren pre-
sentes en el proceso puedan ejercer demanda o acusación -«Presentes tantum non 
absentes accusare possunt»_s7 
Asumido el deber de asistencia al juicio, el autor de los Fueros, siguiendo los pre-
ceptos marcados por el ius commune 58, establece, como regla general, que en toda 
acusación se incluya la inscriptio para que ésta pueda ser admitida a trámite. Con esta 
exigencia, se pretendía que el acusador asumiese el compromiso o el riesgo de sufrir 
idéntica pena a la exigida para el acusado cuando sus imputaciones no se pudiesen 
probar 59. 
56 Ms. Practica Caussarum. Tractatus 3. Cap. II. Jaime 11, AO, priv. 139, en donde se dispone 
que si la acusación fuese dejada al oficio del juez por parte del acusador, éste se obliga a no salir del terri-
torio real hasta que aquél haya instruido los indicios y recibido los testimonios que aportara; sancionán-
dose el incumplimiento de la caución con una pena impuesta al arbitrio del juez; pena que en ningún caso 
debe, por su elevada cuantía, desalentar la presentación de una futura demanda o querella. 
57 FAV 113,7. 
58 En tomo a la incriptio, véanse, entre otros, C. 2 q. 8 c. 3; c. 24, X, 5, 1; c. 31, X, 5, 3; TAN-
CREDUS, Ordo iudiciorius, 2, 7, 5: «Cum autem in modum accusationis obiicitur crimen aliquod cleri-
co ve/laico, in hoc casu, qui criminaliter agitur, est inscriptio necessaria, et accusator se obligare tene-
tur ad poenam talionis, ... Et hoc quidem generaliter verum est, quod nullus auditur accusans, nisi libello 
inscriptionis porrecto, in qua se obliget ad poenam talionis, exceptis quibusdam casibus.»; GOTTOFRE-
DO DA TRANI, Summa, fol. 196 r. 3, «Debet autem accusator inscribere se ad penam talionis obliga-
re ... »; DURANTIS, Speculum, 3, 1, De accusatione, 1, 17: «Accusator sempre se ad ponam talionis obli-
gat>>; IACOBUS DE RAVANIS, Lectura, fol 99; Fuero Real 4, 20, 5; Partidas, 7, 1, 26; Costums de 
Tortosa 9, 3. 
59 Responsabilidad que en las Cortes de 1564. Ed. SALVADOR, E. Cortes valencianas del rei-
nado de Felipe ll. Valencia, 1974, Cap. 52, fol. 6 v. se insiste en que se mantenga, por entenderse que con 
ella se evitarán futuros calumniadores y demandas sin fundamento: «Que lo fur que parla de la pena de 
Talio sia a la letra observat, y que les penes en aquella contengudes sien executades>>. 
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En concreto, en los fueros de Jaime I se hace referencia, aún sin ser explícitamen-
te mencionada, a la existencia de la pena del talión cuando se dispone que aquellos 
que hubiesen acusado a otros de un crimen tal, que de ser probada la acusación serí-
an sancionados con pena corporal, reciban idéntica pena si tal prueba o tal crimen no 
pudiesen probar -«accusator si crimen probare non poterit, eandem, penam pacia-
tur>>-6o; o, como se afirma en FRV 9, 7, 31: «Denunciator autem denunciationem dicti 
criminis prosequi teneatur, & sine denunciatore procedí nequeat in eodem» 61. 
La primera referencia expresa la hallamos recogida en un fuero otorgado en las 
Cortes de 1329, cuyo texto ordena que ante la supuesta comisión de un crimen de 
incesto, ni monarca ni fiscal puedan reclamar, denunciar o acusar a ningún súbdito 
por el mencionado delito, ni que éste pueda instarse a instancia de parte, ya que, úni-
camente, se podrá proceder «tan solament per acusatió ab pena de talió» 62. 
Sanción que se verá confirmada en el reinado de Alfonso el Magnánimo, duran-
te el cual, en un fuero otorgado en 1437, se afirma que todo aquél que quisiere acu-
sar a otro debía obligarse previamente «ad poenam talionis» por si no pudiere pro-
bar el crimen; siendo deber del juez imponer dicha pena, o en su defecto, podría verse 
inhabilitado para el ejercicio de su oficio: 
« ... , se obligare ad poenam talionis casu quo in probatione ipsius accusa-
tionis seu denunciationis deceferint. Quo casu ludex cuí dictae denunciatio-
nis, seu accusationis cognitio spectet, eundem sic accusantem, seu denun-
ciatem, & non probantem iuxta obligatio nem praedictam, & subscriptionem 
condempnare teneatur sub poena privationis officii» 63. 
Años más tarde, en 1488, Fernando el Católico dispone que para evitar «totes 
vexacions, e calumnies» no sea admitida denuncia sin que previamente no se hubie-
se suscrito la pena del talión -«que primerament, e ans de totes coses no sia sotas-
crit a pena de y talio»-; por lo que si «algun official ... sens la dita subscripcio» admi-
60 FAV 113, 2. Con relación a la pena del talión, ROCA TRAVER, F., El justicia de Valencia. 
1238-1321. Valencia, 1970; GRAULLERA SANZ, V., <<El proceso penal», ob. cit., pp. 957-959; «El 
Derecho penal en los fueros de Valencia,>. En Vida, Instituciones y Universidad en la Historia de Valencia. 
Valencia, 1996, p. 56. 
61 Principio que se reitera en FRV 9, 7, 32. 
62 FURS 1, 3, 100. 
63 FRV 9, 1, 3. Obligatoriedad que el propio monarca confirmará en un fuero extravagante 
otorgado en 1438 -Extravanti 1, fo. LIX v.-: «E lo denunciant en qualsevol causa criminal se haja obligar 
a pena de talio, ... ». 
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tiese demanda, todos los actos llevados a cabo por el demandande deberían ser decla-
rados nulos -«sien nulles, e de nulla efficacia, e valor, e no puixen noure al denun-
ciat en aprofitar al denunicador»-; salvo que el crimen, por su propia naturaleza, 
pudiera ser <<procehit a instancia del fisch», en cuyo caso <<pot denunciar>> 64 
Con todo, el contenido de este precepto debió de tener poco arraigo -«ltem sen-
yor com per no declarse per los jutges sobre la pena de talio, ni executarse aquella 
contra los denunciadors se seguexen e han seguit grans vexacions als subdits, e 
vasalls de vostra M ag. e grans dans, e despeses a daquells»-, lo que originó que las 
Cortes de 1537 otorgasen un nuevo fuero en el que se ordenaba a los jueces que al 
pronunciar sentencia debían declarar si procedía o no aplicar dicha pena -«ab la 
matexa sentencia haja de absolre o condemnar en la dita pena de talio lo dit accu-
sador, o denunciador segons los merits del proces ho requerran»-65. 
La propia práctica procesal confirmará la obligatoriedad de la misma: 
«E contiuadament, des pues del jurament, se fa lo seguent: et nihilominus per 
surpa dictum juramentum promissit et se obligavit ad penam talionis; en aixi 
que si en tot, o en part, no provara lo contengut en dita denunciado, vol, es 
content, y li plau en correr en aquella pena, o penes que lo fur dispon, y pri-
vilegis del present Regne, ... , y pera atendre y cumplir les quals cosses obliga 
sa persona y bens mobles, sehents y semovents ... ». 66 
De esta poenam per calumniam los Furs exceptúan dos supuestos; a saber, cuan-
do el marido acusa de adulterio a su mujer, «la cual accusacio lo marit puxa ser sens 
pena de talio» 67; o cuando la acusación se interpone como consecuencia de la muer-
te de un ascendiente, descendiente, hermano, nieto o sobrino: 
64 FRV 9, 1, 4. 
65 FRV 9, 15. El incumplimiento de la mencionada obligación implicaba la pérdida del sala-
rio, así como el pago de los gastos procesales que el proceso hubiera acarreado al demandante. 
66 Ms. Practica Caussarum. Tractatus 3. Cap. 11. 
67 FRV 9, 2, 7. Disposición que se halla sancionada en c. 5, X, 1, 38, y que recoge TAN-
CREDUS, Ordo iudiciarius 2, 7, 5: « ... , in quo se obliget ad poenam talionis, exceptis quibusdam casi-
bus . ... , scilet cum maritus accusant uxorem de adulterio, iure mariti»; GOTTOFREDO DA TRANI, 
Summa, fol.196, v. : «Quidam excipiunt quosdam casus ... item cum maritus accusat mulie re m de adul-
terio iure mariti». 
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«Excipimus autem ab ordinatione, & statuto premissis quod aui & genitores 
de morte filiorum, ne potum, vel neptum, filiíque nepotes de morte genitorum, 
& auorum: fratrésque, & foro res de fratrum, & fororum, ac consobrini de 
consobrinorum nece, & coniuges de morte coniugum posint denunciationes, 
& accusationes dare, & easdem perfequi, ne propterea ad poenam dicte 
talionis se obligare, vel subscribere teneantur, ... ». 68 
Cumplimentados los requisitos formales y las oportunas garantías procesales, los 
Furs adoptan una serie de medidas cautelares, 69 ya sean personales o patrimoniales, 
dirigidas a preservar las posibles sanciones de índole económico o personal que 
pudiesen recaer sobre el presunto culpable. A tal fin, se dispone la prisión preventi-
va del reo, la fianza de «estar a dret>> y el embargo y depósito de bienes. 
En relación con la prisión preventiva, si en la denuncia constaba el nombre del 
presunto culpable o se tenía una notoria y manifiesta sospecha 7o se procedía, ya sea 
a instancia del juez 71 o de las partes n, a su inmediata detención y posterior traslado 
a la casa de la Cort 73. 
68 FRV 9, 1, 3. 
69 MATHEU Y SANZ, Tractatus, controversia 225, pp. 79 ss, señala el carácter preparatorio o 
preliminar de las mismas, las cuales, por su propia naturaleza, no poseen valor definitivo. 
70 FAV 119, 5: « ... ,non incontinenti tradatur ipse accusatus vinculo sive custodie carcerali, 
nisi evidens sit presumptio, autem manifesta perpetrati homicidii sed alterius criminis suspicio contra 
eum». Con todo, como advierte CERDÁN DE TALLADA, T., Visitas de la cárcel y de los presos. 
Valencia, 1574, prólogo, p. 2 el criterio de culpabilidad es tan arbitrario y ambiguo que se llega a prender 
por las más leves sospechas o presunciones. En concreto, en extravaganti, fo. LXXXII, v.,l,l se denun-
cian los encarcelamientos llevados por simples sospechas, por mera enemistad, «O per alguna altra 
causa», causas por las cuales no se debía «posar en preso, ... lo que es abus)). La posibilidad de que todo 
indicio de culpabilidad se dejara al arbitrio del juez fue, asimismo, contemplado por la doctrina castella-
na. Véase, LÓPEZ, G., glosa n°. 1 a P.7, 29, l. 
71 FURS 3, 5, 122 prohibe, «sots pena de privació de officb), a «los verguetes e comissaris del 
loctinet general del dit regene)) la detención de personas, salvo cuando acompañen a los alguaciles o se dé 
delito fragante. Si así no obrasen, se dispone que sus actos sean «ipso iure et Jacto nul·les)). 
72 FAV 7,1: «Fur, latro manifestus, hereticus, sodomita, nocturnus agrorum, hortorum, vinea-
rum depopulator libere possunt a quocumque capi et duci ad curiam et tradi eb). Véase su concordancia 
con Consuetúdines Ilerdenses (En adelante, C.l.) 1, 9. Con relación a las Costumbres de Lérida, GARCÍA, 
A.: «Las <Costumbres ilerdenses> y los <Furs de Valencia>)). En BSCC, 41 (1965), pp. 15-26 aporta una 
tabla de concordancias entre ambos ordenamientos. FAV 7, 2: «Si privatus ve! extraneus captalarius vel 
debitar arripuerit fugam a civitate, creditor ve! quilibet nomine eius potest eum cape re et retinere ... )). 
Asimismo, en un privilegio otorgado por Jaime 1 - AO, priv. 88- se dispone que, no habiendo oficial real, 
pudiera prender al malefactor quien llegara a conocerlo, y si no pudiese por sí mismo, se le intima a que 
solicite ayuda para conseguir tal fin. 
73 FAV 138, 4. La propia norma, al afirmar que todo detenido sea trasladado in domo curie, 
prevé que aquél que habere privatam carcerem deba ser castigado pecuniariamente al arbitrio curie. El 
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Este carácter preventivo permite, para evitar «vexacions als nos tres subdits, e vas-
salls», instar el proceso en el plazo más breve posible, ya que se entiende que la pri-
sión no debe ser concebida como una pena para el demandado, sino como un medio 
para tener al delincuente a disposición de la justicia 74. 
Este carácter de temporalidad, tendente a preservar el principio de legalidad 75, 
viene regulado explícitamente en FAV 138, 8 y FRV 9, 7, 19. 
En el fuero otorgado por Jaime 1, se dispone que nadie, «quantumcumque grave 
sit crimen», pueda ser detenido en la cárcel por un periodo superior a «XXXa dies»; 
a no ser que la Cort y los prohombres de la ciudad entiendan que debe ser retenido 
por más tiempo para poder así descubrir la veracidad de los hechos acaecidos. 
Este plazo de treinta días, fue sensiblemente matizado por Fernando el Católico 
en un amplio fuero otorgado en 1488, en el cual se dispone, como criterio general, 
que si la orden de prisión hubiera obedecido a la interposición de una denuncia ver-
bal, ésta debía ser confirmada por escrito en el plazo de dos días, -«que dins dos dies 
apres que Jera algu pres sia denunciat; eo confessat, e sia lexada la denunciado en 
poder del scriva», o, en caso contrario, quedaría archivada, lo que provocaría la 
inmediata excarcelación del preso 76. 
Con carácter particular, se ordena que los acusados por delitos en los que «no sia 
deguda pena caporal», el proceso debe llevarse a término -<1et, e clos»- en dos días, 
«sens dilacio alguna». Transcurrido el mencionado plazo, debe imponérsele la pena 
texto se hace eco de la tradición jurídica romana -C. 5, 1-2- que había prohibido las cárceles privadas e 
impuestos fuertes penas a sus contraventores. 
74 Cabe, no obstante, reseñar un supuesto en donde la prisión se concibe como una pena, como 
una sanción del delito cometido. Así, en FRV 9, 7, 42 se dispone que la pena de muerte para quien mata-
re con premeditación pueda ser suplida por la de prisión, cuando el causante de la misma sea hombre hon-
rado: «E lla on diu que deja morir qui accordadament matara. Enadeix lo señyor rey que si hom honrrat 
haura mort vil hom sia tengut en la preso, e stia a merce del seyor rey». En relación al Derecho castella-
no, BERMUDEZ AZNAR, A, «El carácter preventivo de la prisión en el Derecho indiano>>. En XI 
Congreso del Instituto Internacional de Historia del Derecho indiano. Buenos Aires, 1997, pp. 257-260. 
Frente a esta concepción, GÓMEZ, A., Variae resolutiones, III, Cap. IX, P. 294: « ... : quia carcer non ad 
poenam, sedad custodiam est inventus». 
75 Principio de legalidad que se recoge en Extravanti 1, fol. LIX v., al disponer que todo preso 
ha se ser excarcelado si en el plazo de diez días, contados desde el día anterior al encarcelamiento, no se 
le ha interpuesto demanda: « ... ,e passats los dits deu dies sino jera posda la dita denunciado, que en tal 
cas lo dit presoner sia deliure de la dita preso». 
76 No en vano, en las Cortes de Monzón de 1528, Cap. l. rúb. 20, se menciona como en el reino 
de Valencia hay personas detenidas durante varios meses sin que se hubiera formalizado demanda alguna. 
Sobre éste aspecto, GRAULLERA SANZ, V., «El proceso penal», ob. cit, p. 955. 
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pecuniaria que merezca a juicio del juez; ya que de no haberse dictado sentencia, el 
prisionero se vería liberado y absuelto del crimen, «e lo tal official, o jutge pague lo 
intereses al dampnificat>>. 
Si, por el contrario, el delito <1era tal que mereixca pena corporal» el plazo debía 
ampliarse a cuarenta días 77; aunque, para preservar el principio de legalidad 78, se 
dispone que si el demandante, pasados cinco días desde que el reo hubiere hecho 
confesión ante el escriva, no hubiere podido probar algún hecho que le incriminare 
de forma cierta, el juez mandaría solicitar la presencia del escriva ante el cual el reo 
hubiere hecho confesión, y, a tenor de lo alegado por ambas partes, procedería absol-
ver o retener en prisión al demandado -«E segons lo que trabara retinga, o delliure 
aquell dit delat»-, debiendo, en éste último caso, prestar el reo «bones, e sufficients» 
fianzas que garanticen la comparecencia ante los llamamientos futuros del juez. 
Conjuntamente con la solicitud de la prisión preventiva, los Furs 79, siguiendo los 
principios marcados por el ius commune 8o, contemplan la posibilidad de que el reo 
encarcelado por un delito castigado con pena pecuniaria pudiera ser liberado previa 
fianza de estar a Derecho -«dando fidantiam de directo secundum quantitatem et qua-
litatem rei vel peccunie que ab eo exigitur>>_s1; posibilidad que se rechaza cuando 
fuese demandado por un delito tal que de probarse sería condenado a pena capital. 
Así, en FRV 1, 7, 6 82 se dispone que si la demanda interpuesta contra una mujer 
tuviere carácter penal, y la naturaleza del delito exigiese fianza, ésta debería darse 
-« ... si Jera tal crim per ques convingue que ella do Jermanr;a don la si la ha»-, y 
si no pudiera, habría de jurar «que no pot haver Jermanr;a», así como a estar en 
todo momento a disposición del juez; pero, si la gravedad de delito exigiere la pena 
corporal, el justicia no admitirá fianza alguna, procediendo, para así asegurar la 
ejecución de la pena, a su puesta en prisión: «Mas sil crim ol malifici de que ella 
Jera demanada Jera axi greu que pena de mort aportas, o donas, la donchs deu 
esser guardada curosament por la cort». 
77 Se amplía en diez días el plazo establecido en FAV 33,5, en donde se dispone que «Omnes 
cause et queremonie civiles et criminales sint concluse injra XXX" dies». 
78 Principio de legalidad que lleva al propio fuero a ordenar que en caso de incumplimiento por 
el juez de los plazos y de las formas procesales sea éste sancionado al pago de los gastos ocasionados a la 
parte perjudicada. 
79 ROCA TRAVER, J., El Justicia de Valencia. 1238-1321. Valencia, 1970, pp. 167 y 322. 
80 P. 7,29, proemio. 
81 FAV 5,2. 
82 Seguimos la edición romanceada de Joan Pastor en esta disposición de Jaime 1, ya que la 
57 
Únicamente hemos hallado una excepción a éste criterio en FAV 119, 5, en donde 
se establece que ante la denuncia de un probable delito de homicidio, «de quo si 
verum fore probetur, mori debeat accusatus», el acusado no debe ser puesto en pri-
sión si no hubiere manifiesta sospecha o presunción de culpabilidad -«non in conti-
nenti tradatur ipse accusatus vinculo sive custodie carcerali»-; no obstante, la Cort 
debe pedir al acusado que entregue <<jideiussores idoneos», los cuales se obligan a 
entregarle el reo «mortuo vel vivo in posse eiusdem». 
La práctica procesal contempla este supuesto, al afirmar que cuando el juez no 
hubiera hallado indicios claros que incriminen al reo encarcelado debe excarcelarlo 
previo pago de las oportunas fianzas: 
«Y llavors, lo jutje si pot trobar major prova, y claricia, fomeix la imprecia, 
y sino entroba soltreure al pres ab fiances para que estiga segur, ... ». 83 
Con todo, el autor de los Furs menciona un supuesto en que se impide toda acep-
tación de fianza, como es el delito de manifiesta y probada traición -«Super causa 
manifeste et probate proditionis non recipiatur fidantia»-84 
Cabe, por último, reseñar como, generalmente, en el mismo auto en el que el juez 
decretaba la prisión preventiva del reo, se ordenaba, a su vez, el embargo y secuestro 
de sus bienes, con el fin de garantizar el cobro de los gastos procesales y las posibles 
responsabilidades pecuniarias derivadas de la sentencia. 
El exceso de celo y los abusos con que fueron llevadas las diligencias sobre el 
embargo y depósito de bienes del presunto culpable provocó las protestas de los 
familiares más cercanos 85, lo que motivo que las Cortes de 1585, en su capítulo 
LXVII, prohibiesen su uso hasta que no se hubiese dictado sentencia: «Que abans de 
sentencia no sien presos los bens dels inculpats de algun delicte conforme afur>>. 86 
edición latina de Dualde Serrano no contempla las adiciones posteriores a éste fuero. Véase FAV 7, 3. 
83 Ms. Practica Caussarum. Tractatus 3. Cap. l. 
84 FAV 5,5. 
85 En Extravagnati fo. LVI v., 4, se recoge la protesta de la esposa por incluirse, en la tasación 
de bienes, su dote: «ltem ordenam que quant alcuna scripcio de bens jera jeta en casa de alcun a instan-
cia de fisch, o de part, e la muller protestara de sa dot que no sia perejudicada ans tot son dret». 
86 ALONSO ROMERO, Ma. P., El proceso penal, ob. cit., p. 204; GRAULLERA SANZ, V., 
<<El proceso penal», ob. cit., pp. 954-955. 
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Una vez conclusa la fase inicial, esto es, una vez presentada la demanda y asegu-
rada la presencia de las partes en el proceso, ya sea con el mandamiento de prisión 
contra el acusado, o a través de las oportunas fianzas, se inicia, siguiendo los princi-
pios y las reglas marcadas por el Derecho romano-canónico, el juicio plenario 
mediante la acusación formal contra el reo y la posterior fase probatoria. 
Así, finalizada la fase de información sumaria, el juez procedía a dar traslado de 
los autos a la parte querellante para que fijase su postura en el litigio mediante la 
oportuna acusación formal, esto es, con todos los requisitos prescritos por la ley 87, 
ya que su renuncia a ésta alcanzaría el valor de una sentencia absolutoria, al dispo-
nerse en los Furs que tras la misma no cabe incoar nueva acusación -«Accusationem 
a qua discedere te professus es, repeterr non debes»- 88; de ahí, que en un fuero otor-
gado en 1342 por Pedro II se disponga que quien por dinero matara, debilitara o 
lesionara a otro, sea condenado a muerte si la denuncia era continuada por el quere-
llante, ya que su renuncia determina que «no puxa esser enantat en lo dit crim» 89. 
Fijada la acusación, así como los cargos que de oficio pudiera hacer el juez, se 
dará traslado al reo para su contestación, momento en el cual quedará fijada su pos-
tura en el litigio, bien rechazando los cargos que se le imputan, bien alegando aque-
llas excepciones dilatorias o perentorias que entienda convenientes a su persona, así 
como cuantas diligencia o actuaciones estime necesarias para su defensa 9o. 
Formulada la contestación por el reo, se da traslado de la misma al querellante 
para su contestación; y una vez alegado lo conveniente a su derecho en el escrito de 
réplica, el juez daba el pleito por concluso y lo recibía a prueba 91. 
En virtud de la influencia del Derecho romano-canónico y del arraigo que estos 
dos Corpora Iuris tuvieron en la literatura procesal de la Baja Edad Media, el legis-
lador configuró un sistema de pruebas legales y tasadas, tendentes a dar seguridad 
jurídica al proceso a través del denominado binomio prueba plena-condena, lo que 
garantizaba que el reo no pudiera ser condenado sin prueba cierta que le incrimine n: 
87 ALONSO ROMERO, M'. P., El proceso penal, ob. cit., pp. 163-165 y 213-214. 
88 FAV 113, l. Véase su paralelismo con C. 9, 1, 6, 
89 FRV 9, 7, 31-32. Pedro 11, A.O., 44. 
90 La clásica distinción entre excepciones dilatorias y perentorias, l. 4, 13, 8-11, se ve clara-
mente expuesta en FAV 35, 4. 
91 En este sentido, en FAV 126, 17 se define la réplica como un medio de defensa contra la 
excepción: «Replicatio est exceptionis exclusio, per quam actor exceptionem rei excludit.» 
92 Véase, C. 4, 19, 1; C. 2. q. 8.1 c. 2; TANCREDUS, 2, 7, 8: « ... , quod in causa criminali 
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«lus est quod ille, qui voluerit accusare, habeat instrumentum vel probatio-
nes per quas probet et demonstret clare crimen illud de quo accusat» 93. 
Con todo, este principio de legalidad y de racionalidad se verá cuestionado cuan-
do las pruebas alcanzadas contra el reo fuesen insuficientes. Ante esta posibilidad, la 
doctrina, basándose en los indicios y presunciones de culpabilidad, conservó y afian-
zó la tortura 94 como un mecanismo procesal por medio del cual obtener la veracidad 
objetiva de los hechos -«Si de crimine vel delicto aliquis accusatus fuerit, preceden-
tibus indiciis praesuptionem afferentibus, contra eum, torquebitur ille suspecutus ad 
veritatem eruendam»-.95. 
La fase probatoria, al igual que en el Derecho castellano 96, comenzaba con el 
auto judicial en el cual se concedía el plazo en el que ambas partes debían llevar a 
cabo sus respectivas pruebas y descargos, plazo que podía ser prorrogado a petición 
expresa de las partes, en razón de la distancia en que se encontrasen los testigos ale-
gados 97. 
La propia práctica procesal recoge con claridad este extremo, al disponer que una 
vez confesado el reo y publicadas sus declaraciones, el juez concedía un plazo peren-
torio 98 de diez días, «in materia principali», o de cinco días, «en la obiectuia» para 
que las «dos parts» pudieran alegar cuantas pruebas consideren oportunas -«pera 
que dins aquella done y posse los testimonis que vulla, pera provar lo que vol»-; 
pudiéndose, según sea la notoriedad del delito, o según convenga al interés común, 
acortar los plazos para poder, así, proceder con mayor celeridad: 
« ... , si ya que aljutje no li par, que perla notorietat del delicte, y per con-
venir a la re publica, que es fassa castich prontament, si pareixera abreviar-
la fins tal que algunes vegades se concedeixen les dilacions per hores, 6 
hores in materia principali, y 3 hin materia obiectuia». 99 
clarae debent esse probationes et apartae.»; GÓMEZ, A., Variae resolutiones, 111, Cap. XII, p. 519: « ... ,con-
firmatur, quia in causis criminalibus requiriruntur probationes luce clariore, ... ». 
93 FAV 61, 7. 
94 MATHEU Y SANZ, Tractatus, controversia 11, n°. 61-68; controv. XXVI, p. 89; p. 79. 
95 FAV 113, l. Véase su correlación con C.I. 3, 164. 
96 ALONSO ROMERO, Ma. P., El proceso penal, ob. cit., pp. 165-166. 
97 FURS 4, 9, 32-40. 
98 Plazo que, con relación al actor, comienza a contar desde el momento de la presentación de 
la acusación, y, en relación con el demandado, desde el momento en que se le dé traslado de la «denun-
ciado, eo prova». Ms. Practica Caussarum. Tractatus 3. Cap. IV. 
99 Ms. Practica Caussarum. Tractatus 3. Cap. I y V. 
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Una vez que el actor había presentado el escrito en el cual notificaba sus alega-
ciones con relación a la prueba 100, se daba traslado del mismo al reo, para que éste 
pudiera, a su vez, presentar cuantas declaraciones, fianzas, pruebas o descargos esti-
mase oportunos para desvirtuar las pruebas aportadas en su contra, así como el nom-
bramiento de un procurador que asumiese su representación procesa}IOI: 
«Donat lo tresllat al reo de la prava que ha Jet lo accusador, dit reo ordena 
ses fiances, y excepcions y dona sa prava de testimonis, y en cara que tinga 
di lacio de 1 O dies, o altra mes, o meyns se li admet que done testinomis fins 
a sentencia, perque no se li denegue la defenssa, per ser quid naturale» 102. 
Este derecho a la defensa, «per ser iuris nature», se podría ver parcialmente limi-
tado cuando el juez, a su arbitrio, entendiese que las declaraciones del presunto cul-
pable no tuviesen como finalidad desvirtuar las pruebas en su contra, sino que, úni-
camente, se alegaban para dilatar o retardar la causa -«sino ya veu lo jutge que el 
valer donar testimonis es sois pera entretenir la cussa»-, en cuyo caso se procedía a 
declarar la siguiente provisión: «recipiantur testes absque retardatione processus, et 
publications sentencies.» 
Una vez presentadas las pruebas, los distintos Ordines iudiciarius señalan como 
las partes, con anterioridad a la sentencia, solían proceder no sólo a interrogar a los 
testigos aportados -«tan en plets criminals com en civils, si valen les parts possen 
100 Alegaciones que, a tenor de lo dispuesto en Ms. Practica Caussarum. Tractatus 3. Cap. IV, 
pueden ser de dos tipos: «ex ojficio>>, en cuyo caso se trata de reproducir los testimonios, salvo que algún 
testimonio se retractase de lo dicho, o fuese falso -«se salen reproduhir los testimonis, ro es de nou ratifi-
carse, y en dita reproduccio es la popia ratificado ... la cual se fa en juhi ... y si percas algun tes tino mi se 
retractas de tot, o sen va, o es mort ans de la reproduccio, no es tengut per tes tino mi, ni fa prava ... 1 aixi, 
lo testimonien cara que diga fals en la informa cío , non punitur de falso, quía no dixit, ut de testis ... »-; o 
a instancia de parte -«la altra manera, es que es donen testinomis, y de nou sobre la denunciado, y aro se 
enten a instancia de part, per que lo fisch sols repoduheix los que te rebuts ex ojficio, si ya no li sobrevin-
gues algu molt calificat, que tambe es donm>. 
101 En FAV3, 19; y en Extravaganti, fo. 57, n°. 21 contemplan la posibilidad de nombrar un pro-
curador a cargo del propio tribunal cuando el reo tuviese la condición de pobre y miserable. En tomo a la 
figura de la Abogacía de Pobres, BERMUDEZ AZNAR, A., «La abogacía de pobres en la España medie-
val». En A pobreza e assistencia aos Pobres na Península Ibérica durante a ldade Media. Actas de las 
Jornadas Luso-Espanholas de Histórica medieval. Lisboa, 1977. l. pp. 137 -155; «Pobreza y proceso en la 
legislación indiana de los siglos XVI-XII». En Homenaje a ISMAEL SANCHEZ BELLA. Pamplona, 
1992., pp.139-162. 
102 Ms. Practica Caussarum. Tractatus 3. Cap. V: «Per que com se li dona tresllat de tot arti-
cula lo que li pareix; aixi en la materia principal, com en la obiectiva, articulan! contra els testimonis, los 
obices que li par; aixi de enemistat, fals, embriagat, o altres qualsevols obiecijes, per los quals se dedes-
minihixca la fe». 
61 
interrogatoris als testimonis ante depostionem, vel post demanant que sien interro-
gats sobre algunes cosses que aquells van señalant, o conve a la part ... »-, sino que, 
cuando entendiesen que habían omitido algún hecho relevante, o sobrevenga algún 
nuevo indicio necesario para el esclarecimiento de la causa pudiesen, en todo 
momento, adicionarlo al proceso: 
<< ••• axi lo actor, com lo reo Jan ses addicions de Capitols, aixi a la offensa 
coma la deffensa, en el cas de haverse deixat de articular algunes cosses que 
els conve y importa,pera major corroborado de la caussa, o les sobrevee 
alguna cossa nova, la qua[ es molt necesaria pera la justificado, tant de la 
offensa com de la defensa ... ». 103 
Finalizado el período de prueba, las partes concluyen presentando al juez un 
informe resolutorio en el se informaba, a la vista de lo acontecido en el proceso, de 
aquellos hechos y razones que les eran favorables: 
« ... en lo dit proces criminal se sol fer una escriptura resolutoria per part del 
l accusador, altra per part del reo resumint cascu lo que resulta del proces en 
son favor, y Jet a9o informen si volen al jutge. Y pasa a donar sentencia» 104• 
Con este último escrito, las partes daban por concluida ésta fase, y el juez por dis-
puesto el pleito para sentencia 10s. 
Siguiéndose los principios del Derecho romano-canónico 106, la sentencia la dic-
taba el juez, con el consejo de los prohombres de la ciudad (consilium sapientis), tras 
el examen de las actas procesales 101, y en virtud de las pruebas y alegaciones apor-
103 Ms. Practica Caussarum. Tractatus 3. Cap. V. Ms. Practica Valentina. Tractatus 2us. Cap. IV: 
« ... que lo actor, com lo reo Jasen addisions de capítols, a la ofensan com a la defensa, en lo cas de aver-se 
deixat de articular algunes coes, que els convé o els sobrevé alguna cosa nova ... ». 
104 Ms. Practica Caussarum. Tractatus 3. Cap. V. 
105 Excepcionalmente, en FAV 113, 9 se contempla la posibilidad de la resolución del litigio sin 
que ésta tenga lugar por sentencia, cuando aquél que fuere acusado muriese antes de que fuese dada sen-
tencia, en cuyo caso «omnis accusatio quantum ad crimen et quantum ad bona est extinta». 
106 C.Th.1,35; C. 1,51; D. 1, 22; Nov. 60,2. DURANTIS, Speculum iudiciale, 2, 2, De requisi-
tone consilii, 1: «Si non sil aliquis assessor cum quo iudex deliberare valeat, secundum consuetudinem 
Italiae generalem, eliguntur a partibus concorditer sapientes, qui examinen! acta iudicii, et secundum 
eorum dictum iudex pronuncie!>>. 
107 FAV 3, 2: «Criminales et civiles causas omnes iudicet curia cum consilio proborum homi-
num, ... ».Años más tarde, en las Cortes de Monzón del564 -Cap. 30 y 32- se dispuso que «la decisio y 
determinacio de les causes criminales» debía de ser adoptada por votación entre el Regente de la 
Audiencia, los jueces y el abogado fiscal. 
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tadas por la acusación y la defensa; esto es, «secundum quod partes allegaverint 
coram eo et probaverint», y «non secundum conscienciam suam» ws. 
El pronunciamiento de la sentencia, aunque solía ser muy breve 109, y sin ningu-
na fundamentación expresa uo, estaba sujeto a determinadas solemnidades o caracte-
rísticas, tanto de naturaleza formal como temporal m. 
En concreto, una vez que el fallo estaba redactado m, el juez emplazaba a las par-
tes en día no festivo m, y, estando éstas presentes 114, procedía, por sí o a través de 
108 FAV 3, 3; 33, 21. Los Furs recogen la máxima «iudex non debet iudicare secundum cons-
cientiam suam, sed secundum allegata et probata partium» propia del ius commune. Véase, DURANTIS, 
Speculum 2, 2 de disputa!. 6, 13: «Non tamen sic supplebit, ut secundum conscientiam iudicet, sed secun-
dum allegata et probata tantum; et hoc est quod dixi, quod potest supplere de jacto sibi, ut iudici, noto». 
109 Por lo general, contenían tres apartados: un encabezamiento, en el que se menciona el plei-
to existente entre determinadas partes, un segundo apartado, en el que se aludía al resultado de la prueba; 
y el fallo emitido por el juez. Aportamos la siguiente sentencia contenida en Ms. Practica Caussarum, en 
la que se sanciona, por contravención de destierro, a tres años de galeras: «Et quía meritis presentís pro-
cesus attentis consta! per alterum ex fisci procuratoribus Ionem Soler, olim lictorem sive vergeta Regís 
Audientia de contraventione cuiusdam .banni per Regia Audientiam, in quandam sentencia, die 18 mensis 
setembris anni 1595 publicata, eidem impositi, in et cumqua fuit condemnatus, in penam verberum, et 
banni perpetui a presentí civitate, et regno, et de intencione predicti Regís ftsci procuratoris, meritis pre-
dicti procesus attentis constat. Per inde et alis fuit in Regio Concilio conclusum, quod dicuts Iones Soler 
condemnetur ad remigandum in Regís triremibus per trienium, et banni perpetui a predicta civitate et 
regno et in cassu contraventionis in grabioribus penis Regio consilio bene vissis, et in expensi cause taxa-
tione in posterum reservata». 
11 O La necesidad de fundamentar las sentencias no fue considerada por la doctrina bajo medie-
val como un requisito esencial dentro del ordenamiento procesal. Véase, c. 16, X, 2, 27: «licet non depo-
nant de causis, quae solent iudicem movere ad sententiandum»; TANCREDUS, Ordo iudiciarius, 4, 1, 5: 
«Si rationes vell allegationes partium, quae movent iudicem ad sententiandum, non ponantur in sententia, 
nihilominus valet sententia ... »; DURANTIS, Speculum iudiciale, 2, 3 de sentent. 5, 13: «Cautius faciet 
iudex si eas (rationes vel allegationes partium quae ipsum ad pronunciandum movent) non inserat- ne 
forte quandoque, ex incuria, errorem in sententia exprimat, et viam calumniis aperiat. -». En torno al 
Derecho castellano, TOMÁS Y VALIENTE, F., El Derecho penal, ob. cit., p. 182; ALONSO ROMERO, 
Ma. P., El proceso penal, ob. cit., pp. 54, 167 y 257. 
111 Con todo, los Furs son explícitos al afirmar que ninguna sentencia sea declarada nula por 
falta de solemnidad. Así, en FURS 1, 3, 7; 1, 3, 10; 1; 1, 6, 5; 1, 6, 6. 
112 La recepción de los dos Corpora iura acentuó la necesidad de que toda sentencia fuese pues-
ta por escrito. En concreto, la afirmación -C. 7, 44, 3- de que toda sentencia «quae dictafuerit, quum scrip-
ta non esset, nec nomen quidem sententiae habere mereatur» fue prontamente asumida por el Derecho 
canónico, en concreto en C. 2 q.l c. 4, y por la literatura procesal medieval. 
113 La necesidad de que la sentencia se dé en día no feriado, así como en lugar conveniente -«in 
loco honesto»- se halla presente en los distintos ordine iudiciarium. TANCREDUS, Ordo iudiciarius 4, 4: 
«in die nonjeriato et qnte crepusculum noctis»; DURANTIS, Speculum iudiciale, 2, 3 de sententia 4, 1: 
<<ln die nonjeriato, ante crepusculum noctis». PILLIUS, Summa de ordine, 3, 16. 
114 Con relación al ausente, se sigue la máxima recogida en C. 3, 1, 13, 4: «litigatoris absentia 
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un juez delegado 115, a leer públicamente, en romana lingua 116, la resolución adop-
tada, ya sea ésta condenatoria, cuando hubiera sido probada plenamente la culpabili-
dad del reo, o absolutoria, cuando las pruebas aportadas en su contra fuesen insufi-
cientes; ya que si fuese pronunciada sentencia, y en ésta no se diese uno de ambos 
pronunciamientos -«que absolutionem vel condempnationem certam non continet»-
tal sentencia no habría de tener validez -<<pro iusta non haberi»-m. 
Conjuntamente con las características formales que han de adoptarse en toda sen-
tencia, los Furs plantean, como finalidad última, que a ésta se llegue con la mayor 
inmediatez posible; para lo cual se arbitra un sistema de plazos y tramitaciones ten-
dentes a evitar las complejas y lentas actuaciones que habían arraigado tanto en la 
práctica jurídica, como en el solemnis ordo iudiciarius bajomedieval. 
La consecución de un castigo rápido y ejemplar se hará patente en dos disposi-
ciones otorgadas por Pedro II en 1488. 
En la disposición recogida en la edición sistemática de Pastor se ordena, para los 
delitos que no conlleven pena corporal, un plazo de dos días para que se concluya el 
procedimiento y se dicte sentencia, y un plazo de cuarenta días para los delitos que 
lleven aparejada pena corporal. En ambos casos se sanciona la negligencia del juez 
con la absolución del preso, y el pago por parte del juez de los gastos y perjuicios 
ocasionados al acusador: 
«E si lo jutge, o lo official davant qui se Jera lo proces no donara sentencia 
dins lo dit temps sia encontinent delliurat, e absolt lo pres del dit crim, e 
pena, e lo tal official, o jutge pague lo interes al dampnificat». us 
Dei praesentia repleatur»; principio que fue prontamente recepcionado por doctrina medieval. Véase, 
PILLIUS, Summa de ordine 3, 16. 
115 FAV 95, 5: « ... , curia per se vel per delegatum ab eo iudicem sentenciam in scriptis 
proferat, ... ». 
116 FAV 95, 2: «ludices romana lingua sentencias proferant, et eas partibus. requirentibus 
donent scriptas». Véase su concordancia con C. 7, 45, 12. 
117 FAV 95, l. Véase su concordancia con C. 7, 45, 3. 
118 FRV 9, 7, 19. 
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Con carácter particular, en un fuero extravagante se ordena que el procesamiento 
del que hubiere injuriado o golpeado a otro se lleve a cabo con la mayor brevedad 
posible: 
«Als quals culpables o delinquents dins un dia natural los sia Jet lo proces 
sens solemnitat alguna sino sols posada la denunciado o conJessat lo delat. 
E con stat del dit crim per confessions o per testimonis sens altra dilacio ne 
solenpnitat alguna lo dit delat sia executat». 119 
Dictada la sentencia, si ésta se hubiere hecho firme, adquiere, en virtud del prin-
cipio «non bis in idem», los efectos de la cosa juzgada, agotándose, así, la acción 
penal con independencia de la persona que la hubiera sostenido: «Si ale u Jera accu-
sat dalcun crim, e puys Jera absolt per son jutge daquella accusacio que Jera feyta 
contra ell, no pora ne deura altra vegada esser accusat daquell crim per aquell qui 
accusa, en per altres, en alcuna denunciado no deu esser Jeyta contra ell». Única-
mente, a modo de excepción, se permitía la apertura de un nuevo juicio contra el 
mismo reo y por el mismo delito cuando se pudiera demostrar que actor había renun-
ciado a su demanda por engaño o por corrupción 120. En caso contrario, y siendo la 
sentencia condenatoria, el reo era sometido a la pena impuesta, ya sea ésta pecunia-
ria o corporal, quedándote, tan sólo, la esperanza de que el rey le concediese el indul-
to cuando le fuese «donada sentencia de mort>> 121. 
Una vez analizadas las pautas seguidas en el procedimiento por acusación inicia-
do a instancia de parte, cabe, por último, reseñar como los Furs contemplan la posi-
bilidad de que éste sea, a su vez, instado de oficio. 
Éste, a diferencia del procedimiento iniciado a instancia de parte, que se presen-
ta como un orden complejo, apoyado en un gran número de normas expresas, se sin-
tetiza en apenas cinco o seis preceptos, lo que permite deducir que, aunque se facul-
te al fiscal para intervenir de· oficio, en el proceso penal valenciano los particulares 
seguían asumiendo una intervención preponderante en detrimento del procurador fis-
cal, quien se verá sometido a un severo control por parte del legislador, lo que difi-
cultará su intervención de oficio. 
Entendemos, por tanto, que aunque cabe hablar de una coexistencia de la actua-
ción de oficio con la instada por quien ejerce la acusación particular, esta última, aún 
119 Fernando 11, A.O., in extravaganti 29. 
120 FRV9, 1, 23. El principio «non bis in idem» fue prontamente recepcionado por el ordena-
miento procesal. Véase, en concreto, c. 6, X, 5, 1; Fuero Real4, 20, 1; Costums de Tortosa 9, 9. 
121 FRV 9, 1, 25. 
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sin relegar a un lugar secundario la actividad del juez en el proceso penal, adquiere 
el papel preponderante en el mismo. 
En este sentido, la normativa foral es explícita a la hora de limitar tanto el ámbi-
to de intervención judicial como su actuación en el proceso. 
A este carácter restrictivo contribuye, en primer lugar, una disposición de Pedro 
II, en la cual se afirma que el juez, o el fiscal no pueden extender su intervención ofi-
cial a la práctica totalidad de los delitos, sino, únicamente, a aquellos delitos que la 
ley les permita investigar -«com sien certs casos criminals los quals e no altres 
poden ésser lexats a ofici del fisch»- 122 ; y, a su vez, el conjunto de fueros que la 
rúbrica De accusationibus dedican a la acusación de oficio; preceptos que, a nuestro 
entender, imposibilitan una actuación independientemente en el proceso. 
En este sentido, en FRV 9, 1, 9-14 se provee que el fiscal no puede denunciar nin-
gún delito -«lo fisch per son offici no sia admes a denunciar alguna persona»- sin 
que previamente la información del acto delictivo la halla recibido el juez y el abo-
gado fiscal, el cual, a tenor de la información y de la naturaleza del delito, delibera-
rá si conviene dar traslado de la misma al fiscal para que proceda a instar la oportu-
na acusación, la cual habrá de atenerse estrictamente a la información facilitada y no 
a otra, porque, de no observarse «la dita solempnitat>> la sentencia dada sería nula, 
«e hauda com sino Jos posada, ni donada dita sentencia», y los contravinientes san-
cionados «a pena de mort corporal» m. 
El carácter restrictivo que se desprende de la normativa foral se ve reflejado en la 
propia práctica procesal: 
122 FURS 1, 4, 24: «Que·ls fiscals no s'entrameten de alcuna pena o pleyts, sinó de aquells 
que·ls són atorgats per fur». 
123 En el fuero otorgado en 1528 por el rey Fernando -FRV 9, 112- se menciona, únicamente, 
que se impondrá <<pena al advocat fiscal, que contra vendra al dit fur»; sanción que el fuero otorgado en 
1542- FRV 9, 1, 14- por el rey Carlos 1 se concreta con la pena de muerte corporal. 
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« ... es que quant se comet algu de estos delictes fiscals, com son crims de fals, 
rapte, lesse maiestatis, y altres semblants, lo jutge primerament ha de rebre 
testimonis ex offitio sobre el delicte rebuts, los quals se ha de confessar al 
reo, si esta pres, sobre les cosses contengudes en dita informacio de testimo-
nis ... 1 rebudes estes informacio y confessio, que per altre nom es dehuen la 
impresia, les lliura advocat fiscal, y aquellles regoneix, y si le par que resul-
ta prova sufficient pera denunciar a algu ordena sa denunciado, y la dona al 
procurador fiscal, y aquell la passa davant de aquell jutge que ha rebut la 
informacio o impresia de la qual fa la provicio seguent: 
Provicio fiant requissita. 124 
111. LA INQUISITIO 12s 
Aunque la inquisitio o pesquisa 126 aparece ya en algunos textos locales castella-
nos como medio de prueba subsidiaria 121 no será hasta el siglo XIII, con la recep-
ción del ius commune 128, el afianzamiento del poder real 129 y la consolidación de la 
124 Ms. Practica Caussarum. Tractatus 3. Cap. l. 
125 Los Furs hacen referencia a este procedimiento con los siguientes términos: inquisitio, 
inquisició, enquesta, per mer offici, pesquises o empreses. 
126 P. 3,17,1: «Pesquisa en romance tanto quiere decir en latin, como inquisitio, e tiene pro a 
muchas cosas; ca por ella se sabe la verdad de las cosas mal fechas, (a) ca de otra guisa non pueden ser 
prouadas, nin aueriguadas». 
127 CERDÁ RUIZ-FUNES, J., «En torno a la pesquisa y procedimiento inquisitivo en el 
Derecho castellano-leones de la Edad Media». En A.H.D.E., 23 (1962), pp. 485-488. TOMÁS Y VALIEN-
TE, F., El Derecho penal, ob. cit., pp. 153 ss. PROCTER, E., «El uso judicial de la Pesquisa en León y 
Castilla (1157-1369)». En Instituto de Historia del Derecho. Universidad de Granada, 1978, p. 8. 
128 CERDÁ RUIZ-FUNES, J., La «Inquisitio» en los furs de Valencia y en el «LLibre de las 
Costums de Tortosa». En A.H.D.E., 50 (1980), pp. 566-567. 
129 MARONGIU, A., «Un momento típico de la Monarquía medieval: el Rey juez». En 
A.H.D.E, 23 (1953), pp. 677 ss 
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plenitudo potestatis pontificia Bo, cuando la inquisitio se convierta tanto en un medio 
de prueba básico 131 como de iniciación del proceso m. 
A diferencia de otros ordenamientos bajo-medievales, los Furs, como conse-
cuencia de una notable dispersión normativa m, ofrecen una regulación compleja y 
un tanto confusa en torno a la naturaleza 134, concepción m y finalidad de la institu-
ción 136, lo que originará que se aborde, siguiendo los principios del Derecho canó-
nico, los dos tipos de inquisitio, la que procede previa denuncia de los particulares 137 
130 ESMEIN, A., Histoire de la procédure, ob. cit., pp. 72-73; ULLMAN, W., Principios de 
gobierno y política en la Edad Media. Madrid, 1971, pp. 11-12. 
131 Entendemos que la inquisitio, en virtud del contenido de la rúbrica De Curia, se ha de con-
templar, como afirmara CERDÁ RUIZ-FUNES, J., «La "inquisitio" , ob. cit., pp 563 y 564 como medio 
de prueba o como iniciación del proceso "per mer ojfici''. En análogo sentido, BESNIER, R., 
"Inquistiones" et "Recognitiones". Le nouveau systeme des preuves a l'époque des Coutumiers nor-
mands>>. En R.H.D.FE., (1950), pp. 184 y 191, quien tras afirmar que «L'inquisitio est, en e.ffet, par exce-
llence le modele preuve qui sert a établir les droits du duc» concluye que ésta se convierte en la prueba 
que permite «supplanter le duel judiciaire» en el ordenamiento bajo-medieval. 
132 No en vano en las Decretales se afirma que el proceso se puede iniciar por tres vías: acusa-
ción, denuncia e inquisitio c. 24, X, V, 1; c. 31, X, V, 3: « ... et si tribus modis procedi possit, per accusa-
tionem videlicet, denunciationem et inquisitionem ipsorum»; disposición que es recogida explícitamente 
en FURS 3, 5, 114: « ... o proceir contra algunes persones ... per alcuna injamació, denunciació, acusa-
ció, clam o altra demanda ... ». En relación al Derecho castellano TOMÁS Y VALIENTE, F., El Derecho 
penal, ob. cit. pp. 159 ss. 
133 A los cuatro textos de la edición latina de DUALDE y a un total de once en la edición sis-
temática de COLÓN 1 ARCADI se han de añadir los veinticuatro fueros extravagantes de la edición de 
JOAN PASTOR, todos ellos bajo la rúbrica «De inquisicions contra ojficials», los fueros de Cortes, así 
como distintos privilegios recogidos en el Aureum Opus. 
134 De su naturaleza penal nos informa el F.A.V. 3, 17. 
135 Aunque, a diferencia de otros ordenamientos coetáneos, no se nos de una definición de inqui-
sitio, cabe definir ésta como un medio de prueba tendente a averiguar, como se afirma en Partidas 3, 17, 
1: «la verdad de las cosas mal fechas: ca de otra guisa non pueden ser prouadas, nin averiguadas». 
136 Partiendo de la definición dada en Partidas y de la relación de delitos aportada por los Furs, 
cabe entender que la finalidad atribuida a la inquisitio es meramente subsidiaria, tan sólo aplicable en 
casos de naturaleza extraordinaria o cuando, por otros medios, no se pueda averiguar la veracidad de los 
hechos acaecidos. En este sentido, ALONSO ROMERO, Ma., El proceso penal, ob. cit., p. 56. 
137 c. 31, X, 5, 3: «inquisitionem debetclamosa insinuatio praevenire ... . Tune enim clamor per-
venit ad praelatum, quum per publicam jamam aut insinuationem jrequentem subditorum ... »; c. 17, X, 5, 
1; c. 24, X, 5, l. 
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y la que se inicia «per mer oficci» o inquisitio ex officio 138, sin una clara delimita-
ción conceptual 139. 
En relación a la primera, la inquisitio por denuncia, viene recogida en los Furs de 
Jaime I I4o como un medio de prueba o de procedimiento circunscrito exclusivamen-
te al ámbito penal -«In aliquibus peccuniariis causis nunquam fiat inquisitio, sed 
tantummodo in criminalibus»-141; procedimiento por el que, siguiendo un principio 
vigente en la Corona de Aragón, no cabe, por parte del juez o tribunal 142, oír ningún 
delito sin previo acusador o denuncia 143: «Neminem sine accusatore vel nuntiatore 
audiat curia» 144; esto es, la cort únicamente puede proceder por inquisición contra 
aquellos que son <<publicas infamatos ... si ad eum denunciatio venerit, et non en aliis 
casibus» 145. 
Establecida la exigencia de la precedente denuntiatione, los Furs omiten toda 
referencia a la figura del denunciante, de todo aquél que pudiera poner en conoci-
miento la comisión de unos hechos o delitos necesitados de una posterior confirma-
ción. Entendemos, siguiendo a Roca Traver, que éste, tal y como se afirma en la 
138 FURS E ORDENATIONS. Cortes de 1329, rub. 19, 6: «Nos o nostrefiscal ne altre en loch 
de nos nons puxam entrametre a de manar acunes deles penes contengudes en los furs o privilegis fests en 
la present cort sens demanador privat: e si demandades feran per algun privar quey sia enantat segons 
fur. Exceptats los cases en los quals nos es spressament atorgat que puxam enantar per mer offici. Enaxi 
e m pero que per a{: o nons sia jet preudici en los al tres cases en los quals nos es legut». La inquisitio por 
oficio se halla extensamente regulada en c. 19, X, 5, 1; c. 21, X, 5, l;c .24, X, 5, 1; c. 31, X, 5, 3. 
139 ROCA TRAVER, F. J., El justicia de Valencia, ob. cit., p. 202. 
140 Su regulación en F. A.V. 3, 7; 16; 17 y 18. 
141 F.A.V. 3, 17. 
142 Se llega a admitir durante el reinado de Alfonso 1 -FURS 7, 8, 30- que el juez, a diferencia 
de los procedimientos por denuncia, acusación o rebeldía, pueda ser un persona extraña al reino de 
Valencia: «Remetim, empero, que en les inquisitions que farem o fer manarem contra nostres offitials 
puxam assignar aquells jutges que a nós plaura». 
143 KLÜPFEL, L., «El régimen de la Confederación calano-aragonesa a finals del segle XIII». 
En Revista Jurídica de Cataluña, 30 (1930), IV, pp. 23 ss. Principio que, a juicio de GARCÍA, A., «Las 
consuetudines ilerdensen y los Furs de Valencia». En B.S.C.C., 41 (1965), pp 6. ss, llegaría al Derecho 
valenciano a través de los fueros aragoneses o de las cartas de población de Lérida y Tortosa. En análogo 
sentido, ROCA TRAVER, F., El justicia de Valencia, ob. cit., p. 202. CERDÁ RUIZ-FUNES, J., La 
«lnquisitio» en los furs, ob. cit., p. 565. 
144 F.A.V. 113, 8. Principio que reitera Jaime 11 en A.O., priv. 3: «sine denuntiatore non siat 
inquisitionet>>, y en priv. 8: « ... quod precedente denuntiacione». 
145 P.A. V. 3, 7; En análogo sentido en P.A. V. 3, 16 afirma: «quod, precedente denuntiacione et 
clamosa insinuatione ... , curia vocet illum contra quem debet fieri inquisitio ... ». 
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rúbrica Qui accusare possunt, debía ser quien iniciaba la acción y la proseguía en 
todo o en su mayor parte -«Et intelligatur denuntiator hoc casu, ille qui prosequitur 
denuntiationem in totum vel pro maiori parte»-146, ya fuere el ofendido, un pariente 
o, bien cuando el delito cometido fuese el de homicidio, un extraño -«admittitur qui-
libet extraneus»-I47. 
Presentada la denuncia contra criminosos, la cort 148 o su delegado 149, y poste-
riormente el justicia I5o, podrán, con el consilio proborum hominum 1s1, proceder por 
inquisición contra aquéllos que son públicamente infamados -diffamatio-152, debien-
do «inquirere secundum quod in consuetudine Valentie continetur>> 153, es decir, úni-
camente se podrá incoar procedimiento en aquellos casos previstos por los Furs I54, 
de lo contrario, las inquisiciones realizadas «contra forma e ordinació de fur e privi-
legis ... sien haüdes per nul·les e no sien observades» 155. 
146 F.A.V. 113, 2. 
147 F.A.V. 113, 6. Los Furs admiten la dermncia de persona extraña siempre y cuando no sea 
persona vil «dum modo non sit vilis persona>>. 
148 Jaime 11, A. O., priv. 99 permite, como excepción, que los gobernadores puedan proceder por 
inquisición por delitos de sodomía: «De gobernator possit inquirere de crimine sadomitas»; excepción 
que se extiende -priv. 88- a los oficiales reales cuando obtenga licencia del rey; en su defecto: «Non vale-
atfieri inquisitio contra aliquem officiale per gobernatore». 
149 F.A.V. 3, 18. 
150 LALINDE ABADÍA, J., «El "Curia" o "Cort". Una magistratura medieval mediterranea». 
En Anuario de Estudios Medievales, 4 (1967), pp. 275 ss. 
151 F.A.V. 3, 2; 3, 5: «In persona sua propia in domo ... terminet, litiget et dijfiniat consilio pro-
borum hominum civitatis». Jamie 1, A. O., priv. 4: «Et curia civitatis in persona sua propia in dictis domi-
bus et staticis, sedat, serviat, audiat termine!, litiget et diffiniat omnes causas criminales et civiles et que-
rimonias vertentes in civitate et toto termino civitatis». Jamie 1, A.O., priv. 8: «Quod curia sive iudex in 
persona propia sedeat, ... cum consilio proborum virorum de civitate». Jamie 1, A. O., priv. 28: «Et omnia 
et singula villa et criminalia que ipsum iudicare opportuerit, iudicet et determine! cum consilio proborum 
hominum civitatis Valencia». 
152 c. 21, X, 5, l. 
153 F.A.V. 3, 16. 
154 Pedro 1, Extrav., 2, fol. 1: «Ita quod deinde inquisitio sieri non possit per curiam, exceptis 
casibus tantum contentis in joro Valentie». Pedro 1, A. O., priv 5. FURS 1, 3, 111: « ... ,inquisicions no puxen 
ni degen ésser feytes sinó en los casos en lo ditjur expresats, ... ». FURS 1, 4, 23: «E si demanades seran 
per alcun privat, que·y sia anentat segons fun>. FURS 1, 4, 24: « ... que no s'empachen de reebre o prose-
guir algun pleyt sinó en aquells casos tant solament que fer poden segons fur». Jaime 11, A. O. priv. 3 y 4. 
155 FURS 1, 3, 111. 
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Para evitar la nulidad del procedimiento, tanto los Furs como los privilegios esta-
blecen en qué supuestos se podrá proceder por inquisición. Del conjunto de precep-
tos se puede establecer que la cort podrá proceder previa denuncia contra aquéllos 
que se presuman culpables de los delitos de homicidio, de vicio sadomítico, de latro-
cinio, de allanamiento de morada, de robo y rapiña, de asalto a caminos, de tala de 
campos y viñas, de incendio, de herejía y sacrilegio, de ofensa a la majestad real, de 
falsificación de moneda 156, de crimen de cólera 157, de crimen de nafres 158, de false-
dad en documento público 159, por acaparamiento de trigo y cebada 16o, por los frau-
des llevados a cabo por los corredores de las ciudades del Reino de Valencia 161, con-
tra los delitos de los oficials, escrivas o faigs 162, por el delito de usura 163, contra 
aquellos que en una riña tomasen primeramente las armas 164, o contra todo aquél que 
extraiga vituallas del Reino de Valencia 165 «si ad eum denunciatio venerit, et non in 
aliis casibus» 166. 
Frente a esta lista compleja de delitos, se excluyen de toda inquisitio los delitos 
de naturaleza civil 167, las remisiones de las penas hechas por el Musta<;af o su lugar-
teniente en virtud de su cargo 168, las remisiones generales «de tots crims, e penes» 
156 F.A.V. 3, 7. Los casos de herejía y sacrilegio no aparecen recogidos en la edición sistemáti-
ca de los FURS 1, 3, 99 ni en las Intitucions de TARAZONA, rub. De accusasions, clams, y inquisicions. 
157 FURS 1, 3, 106. 
158 Jaime 11, A.O., priv. 14. 
159 Martí 1 , A. O., priv. 7: «Qualiter procedatur contra notarios committentes crimen falsi»; 
Alfonso III, A. O., priv. 31; Pedro 11, A. O. priv. 54. 
160 FURS 1, 5, 44, inquisitio que no procederá ni <<per mer ofici, ni a instancia de alcú ... ,sino 
a requesta de la ciutat de Valencia en cars de necessitat». 
161 Alfonso 11, A. O., priv. 6: « ... ad partis instantia, non ex mero officio possit contra illos pro-
cedí>>. Privilegio que revoca unfur anterior, FURS, 1, 3, 102 por el que se establecía que se podía actuar 
«per mer offici» contra los fraudes llevados a cabo en sus oficios por los «corredors». 
162 Pedro 11, A.O., priv. 96. 
163 FURS 4, 14, 6; 4, 14, 9. 
164 Alfonso 11, A.O., priv. 5: «nec contraeos ex officio inquiratur ... previa requisitione ... ». 
165 Pedro 11, A.O., priv. 23, donde se afirma que se podrá proceder por inquisitio contra los 
marineros que extraigan «balda et afia vitualia» del Reino de Valencia. 
166 F.A.V. 3, 7. 
167 F. A.V. 3, 17. 
168 Pedro 11, A.O., priv. 27. 
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169, el crimen de cólera 110, así como la imposibilidad de actuar por inquisitio contra 
los jurados de Valencia, ciudades y villas reales 171 o contra el Procurador Fiscal y 
demás oficiales del rey sin su anuencia. 172 
Presentada la denuncia 173 «contra criminosos in criminibus super quibus curia 
debet inquirere» 174 ésta deberá llamar al demandado para hacerle entrega del escri-
to de demanda, tras lo cual le emplazará a tomar juramento y confesión m. Prestado 
éste, el denunciado podría o bien reconocer la veracidad de los hechos imputados, 
concluyendo el pleito con sentencia condenatoria del juez 176, o bien negar su exis-
tencia. 
Si se niegan los hechos, la cort pondrá en conocimiento del denunciante la decla-
ración llevada a cabo por el inquirido para que aquél pueda aportar cuantos testigos 
sean necesarios para corroborar su demanda -inquisitio cum promovente-m. 
Testimonios que únicamente serán admitidos cuando la cort entienda que son de 
buena reputación, no enemigos de la parte contraria -«bone Jame et non inimici, 
vidente criminoso»- y juren decir la verdad 178. 
Prestadas las declaraciones y registradas en el libro judicial, la cort librará dos 
copias: una para el propio inculpado y otra, en la que se añadirán los nombres de los 
testigos, la dará a conocer públicamente 179. 
169 F.R.V., Extrav. 5 fol. V: «Per~o sia merce de vos senyor revocar, e haver per revocats tots, 
e sengles inquisidors ... ». 
170 FURS 1, 3, 100: « ... mas tan solament per acusatió ab pena de talió)). 
171 Jaime 1, A.O., priv. 152. 
172 Jaime 11, A.O., priv. 88. 
173 Ya en las Decretales, c. 31, X, 5, 3, se exige que tanto las afirmaciones de las partes como 
los posteriores interrogatorios sean por escrito, requisito que facilitará que la publicación de las mismas 
sean lo más exactas posible. 
174 Los Furs, a diferencia de las Decretales, c. 2, X, 5, 1; c. 24, X, 5, 1; c. 4, X, 2, 20; c. 31, X, 
5, 3, no exigen al demandante la previa y caritativa admonición al pecador para que enmiende su delito, 
omisión que llegaba a sancionada con la posible excepción a la propia denuncia. 
175 c. 24, X, 5, l. 
176 c. 4, X, 2, 20. 
177 c. 19, X, 5, l. 
178 F.A.V. 3,16. Su precedente en c. 8, X, 2, 21. 
179 c. 31, X, 2,3. 
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Una vez recibidas las deposiciones de los testigos, al inculpado le quedará la posi-
bilidad de defenderse, ya sea personalmente o mediante abogado 18o, o, no habiendo 
transcurrido el plazo de diez días desde la interposición de la demanda, la posibili-
dad de llegar a una composición privada o avenencia con el demandante para retirar 
el litigio del examen de la justicia, sea éste civil o criminal. 
Este recurso, concedido por Jaime I a la ciudad de Valencia en 1239 181 y poste-
riormente extendido a les altres viles del regne por los Furs 1s2, fue, durante el reina-
do de Jaime II, exceptuado taxativamente para los delitos de lesiones, robos y homi-
cidios, llegándose, incluso, a facultar a los jueces para que actuaran ex ojficio cuan-
do las partes hubieran concertado entre sí composición privada por delito de homici-
dio 183_ 
No habiendo pacto o reconocimiento explícito de los hechos que se imputan, la 
cort, siempre que no sea recusada por sospechosa 184, procederá, previo consejo de 
los prohombres de la ciudad, a dictar sentencia absolutoria o condenatoria 185 en base 
las pruebas testificales y a lo afirmado por ambas partes 186. 
180 c. 31, X, 2, 3; c. 7, X, 5, 3. 
181 Jaime 1, A.O, priv. 8 y 35: « ... jacta compositione infra X dies inter reum et actorem, etiam 
iam incepta causa sive lite contestata, et licetfirmaverint super omnibus debitis et omnibus aliis questio-
nibus civilibus et criminalibus vel cuiuslibet condicionis et modi sint, ... ». Jaime 11, A. O., priv. 73 y 84. 
182 EA. V. 4,6: «Compositionefacta infra X dies ínter reum et actorem, etiam iam incepta causa 
sive lite contestara , et licet firmaverint super omnibus debitis et omnibus aliis questionibus civilibus et cri-
minalibus veZ cuiuslibet condicionis et modi sint, ... ». PÉREZ GARCÍA, P., El justicia criminal, ob. cit, 
pp. 171-172. 
183 Jaime 11, A.O., priv. 14: «ltem corregim en partida alfur antich: stablim e ordenam que si 
homici sa feyt en la ciutat o en les viles o en algun atre loch del regne de valencia per alguna persona ... 
lo iugte hauent clamador o denunciador pus ca enantar en aquell feyt: e aquell malefici punir segons raho: 
iatsia que les parts agues sen feyt entre si compositio dins X dies apres pleyt comenc;at o abans o dins altre 
temps qualsevol: e aro mateix sia observa! cora algun nafrador per la nafra o colp del qual sia al nafra! 
ojerit tal/ata algun membre. E aro mateix encara sia observat contrafurtadors e ladrons e robados qual-
sevol ... ».Privilegio que es reproducido en FURS 1, 4, 13: « ... lo jutge ... pusca enantar en aquelfeyt, e 
aquel malifici punir, segons rahó, jassia que les parts haguessen feyt entre si composició dins X dies aprés 
lo pleyt comenc;at, o abans, o dins altre temps qualsevol>>. 
184 EA. V. 3, 16. Este fur de Jaime 1 permite la recusación del juez , ya sea al inicio o durante 
el desarrollo de la causa, cuando se entienda probada la sospecha -«probata causa suspitionis»-, debien-
do la cort delegar en «alium iudicem non suspectum.» 
185 F.A.V. 95, 1: <<Aliquis non ignoret difinitivam sentenciam, que absolutionem vel condemp-
nationem certam non continet, pro iusta non haberi». 
186 F.A.V. 3, 2. 
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[Si la sentencia fuese absolutoria, el actor, al prohibirse toda «penam corpora-
lem», quedaba obligado, previa valoración judicial, a restituir al acusado los gastos 
que le hubiere ocasionado la denuncia, así como las costas procesales 187. Esta san-
ción pecuniaria originó el retraimiento en la presentación de denuncias, quedándose 
numerosos delitos impunes por el temor del denunciante a no poder probar aquellos 
hechos que a su juicio eran constitutivos de delito 188. 
Ante esta situación, Jaime II decide, en un privilegio otorgado en 1321, no con-
denar al denunciante al pago de los gastos procesales cuando no pueda probar su 
denuncia, siempre que, a juicio del Justicia y de los Probi homines de la ciudad, pare-
ciera justa la denuncia presentada 189. 
Conjuntamente con la inquisitio como procedimiento iniciado a instancia de 
parte, los Furs, siguiendo los principios marcados por el proceso canónico, permiten 
iniciar el procedimiento ex officio cuando, en ausencia de denuncia, se extiende la 
diffamatio -«contra publicos infamatos»-190, el clamor, la fama o la murmuración 
pública innominada que obliga al juez a abrir diligencias contra la persona difamada 
-«et calamosa insinuatione, scilicet, ostendendo et clamando et dicendo per Jaman 
publiccam ob aliquod illorum criminum contra aliquem criminosum, ... »-191. 
Esta presunción de culpabilidad entronca con la figura del notorio, medio de 
prueba que, como advirtieran, entre otros autores, Ghisalberti o Lévy 192, no debe su 
origen al Derecho romano sino a los jurisconsultos del medievo y a la doctrina de la 
Iglesia. Así, en distintas disposiciones de las Decretales se hace referencia a que los 
hechos manifiestos y notorios no necesitan previa acusación para iniciar su investi-
gación -« ... , quod, si factum est notorium, non eget testium depositionibus declara-
ri, quum talia, sicut tua non ignorat discretio, probationem vel ordinem iudiciarium 
187 F.A.V. 113, 2: « ... , si eas accusator probare no poterit, accusator expensas propter ea Jac-
tas restituere teneatrur». La penalización de toda denuncia calumniosa se puede ver en c. 2, X, 5, 2. 
188 ROCA TRAVER, F.A., El justicia, ob. cit., p. 207. CERDÁ, J., La «inquisitio», ob. cit., p. 571. 
189 Jaime 11, A.O., priv. 114: « ... sive non si probara nonfuerit condemnet in espesis: nisi iusta 
denunciandi causam habuerit ad cognitionem curie ac consilii». 
190 F.A.V. 3, 7. 
191 F.A.V. 3, 16. 
192 GHISALBERTI, C., «La teoría del notorio», ob. cit., pp. 403-451. LÉVY, J.F., «Le proble-
me de la preuve», ob. cit., pp 160-167, para quien este medio de prueba se convierte en la «optima et 
superlativa probationum ... species probationis non rei dubiae sed certissimae». 
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non requirant», 193 por entenderse, como afirmara Juan Teutónico, que «Quod exhi-
bet et offert se oculis omnium, id est quod ita habet facti evidentiam quod non potest 
negari», quedando, en expresión de Baldo, «in memoria et in opinione hominum» 194. 
Esta construcción doctrinal en torno al notorium facti es la que, a nuestro juicio, 
inspira,directa o indirectamente, los principios rectores del procedimiento inquisiti-
vo ex officio en el ordenamiento foral valenciano. 195 No en vano, el Justicia, según 
documentación del Archivo del Reino de Valencia, debía «punir los crims e malefi-
cis ... que notoriament e manifesta a la dita Ciutat son feits», los cuales, la mayoría 
de las veces, quedaban «inpunits per granfrau e amagament» 196. En este mismo sen-
tido se manifiesta la rúbrica De criminibus al sostener que aunque nadie acuse a un 
homicida manifiesto, la cort tiene licencia para prenderlo y castigarlo con la pena que 
hubiere merecido 197. 
Estos crims o malefici hacen referencia a dos tipos de delitos claramente diferen-
ciados en la práctica: los delitos que por ser de <ifama pública e comuna de les gents» 
son admitidos como ciertos por los ciudadanos 198, y los cometidos por los oficiales 
públicos en el desempeño de sus cargos, pudiéndose, en este supuesto, iniciarse la 
investigación ex officio o a instancia de parte. 
Entre los primeros estarían comprendidos los siguientes supuestos: los alcahue-
tes que viven y negocian con mujeres 199; «qualsevol persones» que cometan o man-
193 c. 3, X, 2, 21. 
194 LÉVY, J.P., «Le probleme de la preuve», ob. cit., pp. 162 y 163. 
195 ROCA TRAVER, F.A., El justicia, ob. cit., p. 209 aporta el siguiente documento: «ltem diu, 
que feyta la dita nafra perlo dit en Beneyto en la forma superius recitada, in continenti crimine flagran-
te jo fama publica en la cita Ciutat e en lo loch on aquella Jo feyta que lo dit en Beneyto havia feyta aque-
lla ... ». Sin pretender sintetizar y analizar todos los aspectos del notorio, entendemos que la realidad de la 
práctica foral valenciana -«in continenti crimini flagrante jo fama publica»- enlaza con la definición dada 
por Juan Teutónico del notorium facti, y, a su vez, con el ejemplo típico de esta institución, el delito fla-
grante. En este sentido, GHISALBERTI, C., «La teoría del notorio», ob. cit., p. 420. LEVY, J. P., «Le pro-
bleme de la preuve», ob. cit., p. 163. 
196 ROCA TRAVER, F.A., El justicia, ob. cit., p. 208. A.R.V.: Arch., t. 19, fol. 29. 
197 F.A.V. 119,15: «Licet homicidam manifestum nemo accuset, curia licentiam habeat capere 
et punire homicidiam, ut penam recipiat quam meretur.». 
198 ROCA TRAVER, F.A., El justicia, ob. cit., p. 209. 
199 FURS 1, 3, 103. A los cuales se les sanciona a ser «arotas públicament perla ciutat, vila o 
loch hon seran attrobats, per tantes vegades como atrobats hi seram>. 
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den cometer el delito de falsedad documental 200; aquéllos que, mediando denuncia 
oral de hurto, posean el objeto hurtado y sean, a su vez, «persona sospitosa e de mala 
fama»; los «pellers e giponers» que incumplan las ordenanzas de venta de ropa esta-
blecidas en la ciudad de Valencia 201; los pellers y escrivans que no guarden «les tau-
les de les Corts» 202; aquéllos que de noche utilicen o se valgan de artificios con los 
que acometer un hurto 203; los jugadores que blasfemen en nombre de «De u o de la 
verge nostra» 204; aquéllos que, sin mandamiento del batlle o de la cort, incitaren a la 
población a la algarabía y a la destrucción de casas y demás bienes 2os; aquél que 
incumpla la prohibición de extraer animales del Reino de Valencia -«bestiaria non 
extrahantur a civitate nec extra regnum valentiae»-2o6; así como los delitos llevados 
a cabo por el notario en el desempeño de su cargo, ya sea por inobservancia de la 
tabla arancelaria del Consulado del Mar 201, de la tabla de las escrituras de las corts, 
por el incumplimiento en el registro de escrituras, demandas y requerimientos, por el 
cobro indebido o en exceso, o por la adquisición de bienes muebles o semovientes 
que se «subastaran es vendran per executio o per altra manera» en las cortes donde 
éstos no puedan adquirir 2os. 
Acontecido cualquiera de los hechos reseñados, el «lustícia en criminal de la 
citutat de Valencia e qualsevol altres justícies de les ciutats, e lochs del regne de 
Valencia» 209, procederá «per mer offici, sens accusador o altra instcmcia» a inco-
ar el procedimiento de inquisitio, no pudiendo el monarca encomendar su ejercicio 
a ninguna otra persona, «sinó al dit justicia», aunque ésta sea <<jutge, official o 
comissari» 210. 
200 FURS 1, 3, 104. 
201 FURS 1, 3, 108. 
202 F.R.V. 9, 19, 57. 
203 Pedro 11, A.O., priv. 25 
204 FURS 3, 22, 12: « ... aquells que dien mal de Déu o de sancta Maria, statuiin e ordenam que 
del dit crim puxca ésser jeta enquesta per mer de ojici» ; 3, 22, 13 y 14. 
205 F.A.V. 120, 18. 
206 Pedro 11, A.O, priv. 4. Alfonso III, A.O., priv. 30. 
207 FURS 1, 6, 17. 
208 FURS E ORDENACIONS, Cortes de 1329, rub IV. Dels scrivans e escritures de la cort, 
4, 2 -3-4-5-6: «E perles dites coses puxam nos fer inquisitio per mer ofjici». FURS 1, 3, 128. 
209 FURS 1, 3, 104. 
210 FURS 1, 3, 101. 
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En cuanto al procedimiento en sí, cabe sostener que, aunque se afirme que la 
«deffensió sia dret natural» 211, y que por tanto no cabe limitarla ni denegarla, el estu-
dio pormenorizado de los delitos nos lleva a afirmar que su comisión conlleva una 
notable restricción en las garantías procesales así como de los medios de defensa de 
los que dispone el inculpado, no aplicándose, por ello, los principios rectores men-
cionados en las rúbricas 3, 7 y 3, 16, principios pensados para ambos procedimien-
tos, a instancia de parte y de oficio. 212 
Así, en la rúbrica 1, 3, 101 se afirma que cuando se proceda contra la persona que 
posea la cosa hurtada, ésta podrá oponer «tates justes e legítimes exceptians e defen-
sians», pero si éstas no justifican su posesión podrá ser condenado «sens altra prava» 
o procederse a su tortura si así lo estimase oportuno el Justicia. 
En relación a los alcahuetes -alcavots- se afirma que en el mismo lugar donde 
fueren encontrados, y <<per tantes vegades cam atrabats hi seran», sean azotados 
públicamente por la ciudad o villa, y posteriormente expulsados de éstas 213. 
En los procesos seguidos contra los jugadores que mencionan el nombre de Dios 
o de la Virgen en vano se restringe el plazo de conclusión de todo pleito civil o cri-
minal de treinta a cinco días 214 «e d'aquí avant sie haüd per absalt» 21s. 
En definitiva, los medios de prueba quedan restringidos a la mera presentación de 
testigos; pero nada se nos dice acerca de la posibilidad que tiene el inculpado de ser 
asesorado por un abogado, de avenirse a pactos o transacciones, de conocer por escri-
to toda declaración que le incrimine, o, incluso, la posibilidad de recusar al propio 
Justicia cuando entienda que pueda no ser imparcial. 
En relación a los delitos cometidos por oficiales reales, ya Jaime I, tanto en los 
Furs como en un privilegio otorgado a la ciudad de Morella en 1240, dictó algunas 
disposiciones en tomo a los posibles actos deshonestos que pudieren llevar a cabo los 
jueces ordinarios, llegándose a establecer sanciones de índole económica y mecanis-
mos que posibilitasen la recusación a todo «ludex, qui per dalum iudicanda ... » 216. 
211 FURS 1, 3, 106. 
212 En este sentido, discrepamos de la opinión vertida por ROCA TRAVER, J.F., El justicia, ob. 
cit., p. 209, para quien «En este caso, la forma de seguir el procedimiento será la misma que vimos al tra-
tar de la denuncia, ... ». 
213 FURS 1, 3, 103. 
214 F.A.V. 33, 5: «Omnes cause et queremonie civiles et criminales sint concluse infra XXXa 
dies, nisi causa testium ve! instrumentorum ve! alia iusta causa et rationabili dif.ferre oportuerit». 
215 FURS 3, 22, 14. 
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Estos preceptos darán lugar, como sostienen Canet Aparici y Pérez García, a todo 
un procedimiento especial que se desarrollará fundamentalmente durante los siglos 
XIV y XV, momento durante el cual la inquisició dels officials alcanzará su compo-
sición definitiva 211. 
A comienzos del siglo XIV dos privilegios otorgados por Jaime II a la ciudad de 
Valencia y un fuero aprobado por las Cortes de 1301, dieron origen a la primera regu-
lación sistemática tendente al control de la gestión de los oficiales reales 21s. 
En éstos se establece que el Procurador real, el Bayle general del reino, los hay-
les locales, el Justicia de la ciudad del Valencia y demás ciudades y villas del reino, 
sus asesores 219, los quartoners y cualquier otro juez ordinario y oficial que ejerza 
jurisdictio 220, deben, con anterioridad a su toma de posición, entregar <<bones fer-
mances e convenients» fianzas con las que poder hacer frente a posibles responsabi-
lidades derivadas de una deficiente administración; las cuales serán exigidas al fina-
lizar su mandato, o con anterioridad si fuesen «moguts del offici», por un periodo de 
treinta días, o «periodo de taula» m, y de «dos en dos añys». 
Durante este periodo de taula, que se iniciará el primer día de enero, podrán ser 
investigados únicamente los actos delictivos -«excesses, e jo reces, e violencies»- que 
el oficial real haya podido cometer en el ejercicio de su jurisdicción -«que hauran 
216 F.A.V. 96, rub. De pena iudicis qui male iudicaverit. Jamie 1, A.O., priv. 35. 
217 CANET APARICI, T., «Procedimiento de control de los oficiales regios en la Corona de 
Aragón. Consideraciones sobre su tipología y evolución en la época foral moderna». En Estudis, 13 
(1988), p. 136. PÉREZ GARCÍA,P., El justicia criminal de Valencia. 1479-1709. Valencia, 1992, pp. 
98-99 y 177. 
218 Jaime 11, A.O., priv. 14 y 41. FURS E ORDINATIONS. Cortes de 1031, rub. l. F.R.V, 
Extrav. rub. De inquisicions contra o.fficials, 3, fol. l. 
219 El rey Martí, en el año 1303, F.R.V., Extrav. 20, fol. III, afirma que por assessor se ha de 
entender: «qualsevol juristes, e altres qui sien vassalls del dits bra(:os ecclesiastisch, e militar, o que tin-
guen domicili, o stage enles di tes viles, o lochs qui ordinariament sens jrau donen consell als justicies ara 
sien nomenats assessors, o conselladors, o per qualsevol altre nom sien appellats>>. 
220 Pedro 11 en las Cortes de 1346, FURS Y ORDENACIONS rub. 1.; F.R.V., Extrav. 1, fol. 1 
extendió el procedimiento inquisitivo tanto al «lo governador del regne de Valencia» como a sus «locti-
nents», y, con posterioridad, el monarca Carlos 1, en 1533, F.R.V., Extrav. 22, fol. III, lo trasladó «als jut-
ges de la real audiencia». 
221 LALINDE ABADÍA, J., «Purga de taula». En Homenaje a Jaime Vicens Vives, l. Barcelona, 
1965, pp. 499 y 508 define la misma como: « ... un procedimiento de exigencia de responsabilidad contra 
los oficiales con jurisdicción ordinaria y por el ejercicio de esta jurisdicción, ... ». 
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feytes als sotmeses»- y no aquellos otros en que hubiera podido incurrir como parti-
cular, los cuales deberán ser objeto de un procedimiento ordinario. 
El inquiridor, que podía actuar «sens clamador o accusador>>, debía iniciar un 
procedimiento sumario, flexible, breve y no solemne -«e sense pleyt, e sens solem-
nitat, e figura de juhi»- por un periodo de tiempo máximo de sesenta días, espacio 
durante el cual los oficiales eran suspendidos temporalmente del desempeño de sus 
funciones públicas 222. 
Finalizado éste, si el inquirido era declarado autor de fraude, corrupción o culpa 
grave era sancionado con la pena de inhabilitación perpetua para el desempeño de 
todo cargo u oficio real. Pero si se estimaba que el oficial había delinquido en otras 
materias la sanción debía corresponderse con la calidad del delito cometido, o, en su 
defecto, con lo que la razón estimase más justo 223. 
Con todo, la ordenación dada en Privilegios y Cortes introdujo la posibilidad de 
recurrir en apelación -«apellar una vegada a nos solament»-la resolución adoptada 
por el inquiridor, permitiéndole, previa satisfacción de la cuantía de su condena, con-
tinuar en el ejercicio de su cargo hasta su resolución. 
Este procedimiento de control y fiscalización de los oficiales reales sufrió, como 
ya ha quedado reseñado, continuas transformaciones. La primera de estas modifica-
ciones se llevó a cabo durante el reinado de Alfonso II. En concreto, en un fuero de 
las Cortes celebradas en 1329 224 se dispuso que las inquisiciones efectuadas contra 
los justicias, sus asesores y el almotacén tuvieran carácter anual, adaptándose, así, a 
la temporalidad de las magistraturas locales 22s. 
El procedimiento debía iniciarse cuarenta días después de haber finalizado la ges-
tión llevada a cabo por los oficiales reales en sus respectivos oficios, no pudiéndose 
222 Esta suspensión temporal será posteriormente ratificada por Pedro 11 en 1384. F.R.V., 
Extrav. 17, fol. 11: « ... axi quels sospeses no puxen exercir lurs ojficis per si, ni per altri, ni entrar, ni estar 
en les cases, e cohabitacions vostres Senyor, ne del senyor Duch, ... ». 
223 F.R.V., Etrav. 3, fol. 1: «Mas si peraventurafera condempnat per seu colpa, o per altra raho 
que les damunt dites que siga punit segons que sia fur, e raho solament segons la qualitat , e la quantitat 
del exces». LALINDE ABADÍA, J., «Purga de Taula», ob. cit., p. 520. Con posterioridad, Pedro II en las 
Cortes de 1341, F.R.V., Extrav. 14, fol. 11 confirma la posibilidad de «remissio, e gracia» en relación a las 
«negligencies, e ignorancies» cometidas por los oficiales y notarios. Remisión que es reiterada en 1370, 
F.R.V., Extrav. 15, fol. 11: « ... sien perdonades» o «que sia sobresegut a dos anys». 
224 FURS E ORDENACIONS, rub. VIII: «Cascun any siafeta inquisicio». F.RV., Extrav. 1, fol. l. 
225 PÉREZ GARCÍA, P., El justicia criminal, ob. cit., p. 178. 
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interrumpir, a diferencia de las Cortes de 1301, hasta la absolución o condena <<per 
sentencia» del inquirido. 
Este plazo temporal de cuarenta días, por tener naturaleza prescriptiva, debía ser 
respetado y no prolongado al arbitrio del monarca, por lo que si durante este tiempo 
no se nombrasen jueces competentes que pudieran entablar el procedimiento de 
inquisición éste no podría incoarse -«no li puixamfer inquisicio»-226, quedando, úni-
camente, a la parte denunciante la posibilidad de recurrir a la jurisdicción ordinaria 
«per demanda, denunciacio, o accusacio» 221. 
Tres años más tarde, en 1302, una serie de privilegios otorgados por Alfonso 11 
modificaban substancialmente este procedimiento. El primero de ellos, un privilegio 
fechado en enero, otorgaba un plazo máximo de seis meses para concluir la inquisi-
tio contra los oficiales reales, -«terminetur infra sex meses computandos continue 
finitis quadraginta diebus infra quos deben inchoari inquisitione»-, exonerándose de 
toda penalización al oficial inquirido cuando hubiere transcurrido el plazo sin que el 
proceso hubiere concluido; pudiendo, bien por sentencia, bien por el transcurso del 
tiempo -«officialis qui per sentenciam aut per lapsus temporis fuerit absolutus», vol-
ver a ocupar cargo público 22s. 
A su vez, en relación a la investigación que debía llevar a cabo el inquiridor real, 
se establece que éste debería estar auxiliado por un caballero o un ciudadano de la 
ciudad de Valencia cuando aquél tuviere jurisdicción en esta ciudad. Si la inquisición 
se diese en otras villas o lugares de realengo, ésta se llevaría a cabo a través de un 
juez nombrado por el monarca, el cual estaría acompañado por un prohombre o un 
caballero del lugar y por un notario. En ambos casos, todos ellos se verían obligados 
a prestar juramento ante el Bayle general sobre su recto y diligente proceder. 
En posteriores privilegios se puntualizan algunas garantías procesales de los 
encuestados. Así, en un privilegio otorgado en febrero de este mismo año 229 se esta-
blece que una vez dictada sentencia, y siendo ésta condenatoria para el oficial, se 
debería proceder a la entrega de una copia al inquirido para que pudiera alegar «legi-
226 FURS 7, 8, 30. 
227 FURS E ORDENACIONS, rub. VIII. P.R. V., Extrav. 1, fol. 1: «salvu dret als clamants, los 
cuals ho hajen a proposar denat los ordinaris» . 
228 Alfonso 11, A.O., priv. 43. 
229 ALFONSO 11, A. O., priv. 48: « .. de Jacto pone re si voluerint testes ... ». 
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timas deffensiones» antes de que sea declarada sentencia definitiva, copia por la que 
no se podría percibir remuneración alguna, salvo la concedida por el erario público 23o. 
Recibida la copia, y siguiendo las líneas marcadas por las Cortes de 1301, al 
encuestado se le abría un plazo de XXX dies para proceder al recurso de apelación; 
aunque, a diferencia de aquéllas, si los jueces se ausentaban del reino sin aguardar a 
la apelación el oficial apelante podría recurrir al bayle o justicia local, quienes la tra-
mitarían al juez ad quem 231. 
Estas disposiciones, aunque en líneas generales fueron confirmadas a perpetuidad 
por Pedro II, sufrieron sensibles alteraciones en la regulación llevada a cabo por las 
Cortes de 1342. En éstas, además de ampliar el plazo concedido a los jueces para dic-
tar sentencia 232, de variar la terna de acompañantes de los inquisidores 233 y de san-
cionar toda denuncia calumniosa 234, se llegaron a incluir un conjunto de medidas ten-
dentes a facilitar el control sobre el proceder de los notarios y escrivas durante el pro-
cedimiento: sus nombramientos, salarios, sustituciones, sanciones 235, y posterior-
mente, tal y como se afirma en un fuero de 1384, el deber de guardar «secrets los dits 
testimonis, e les attestacions daquells a tota persona exceptat tant solament a vos 
senyor, e al senyora Reyna ... » hasta la «publicacio e copia» de los mencionados tes-
timonios 236. 
Esta necesidad de control y de exigencia de responsabilidades a los oficiales rea-
les se mantendrá, como lo demuestra la legislación dada en las Cortes de 1533 y 
230 ALFONSO II, A.O, priv. 46. 
231 ALFONSO 11, A.O, priv. 45 y 47. Veánse, en este sentido, las exposiciones de TARAZONA, 
P.H., lntitucions, rub. De accusacions, clams, y inquiscions, pp. 364-66. CANET APARICI, T., 
Procedimiento de control, ob. cit., pp. 137-38. PÉREZ GARCÍA, P., El justicia, ob. cit., pp. 177-78. 
232 FURS E ORDENACIONS, rub. VIII. F.RV., Extrav. 8, fol. 1: « ... , e posara necessitat als 
inquisidors que din hun any hajen determenades tates les questions deis ojficials en altra manera que per-
den la quitacio, e lo salari de aquel ... )). 
233 FURS E ORDENACIONS, rub. XXI. F.R.V., Extrav. 13, fol. II: « ... que el inquisidor con-
tra los justicies, e altres officials sia accompanyat hun gene ros lo hun any, e altre any hun ciutada, e sem-
blantment sia en les viles del regne si hauran generosos en la vila, o en lo terme, en altra manera síay 
accompañanyat hun prohom de la vila)). 
234 FURS E ORDENACIONS, rub. XVI y XXI. F.R.V., Extrav. 10 y 12, fol. 11: «Si donchs en 
tot, o en partida lo official no era atrobat culpable, e si lo ojficial jera absolt, que la part quel haura 
calumpniat en tot cas sia tenguda de pagar les misions que pagades haura per raho de les dites scriptu-
res ... )), 
235 FURS E ORDENACIONS, rub. IV-XIV. F.R.V., Extrav. 4-14, fols. 1-11. 
236 F.R.V., Extrav. 16, fol. II. 
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1542, durante los siglos XV y XVI 237. Así, en las Cortes de Monzón de 1533, los tres 
bra(:os suplican al monarca que nombre a jueces e inquisidores «pera jer la dita 
inquisicio» ante la inobservancia de los «furs, privilegis e actes de cort parlant de la 
inquisicio» 238. Exigencia que volverá a reiterarse en las Cortes de Monzón de 1542 
«en benefici de la republica, e particulars». En éstas, de nuevo, se solicita del monar-
ca que vuelva a nombrar a «inquisidors, e persones perafer dita inquisicio: los cuals 
per alguns impediments no han pogut fer dita inquisicio», y que éstos extiendan su 
inquisicio hasta los jueces de la Real Audiencia. 239 
IV. EL PROCEDIMIENTO «IN FRAGRANTI» 
Aunque Hinojosa 240 afirmase que «el desenvolvimiento del poder público» per-
mitió «desde mediados del siglo XII, y principalmente del XIII» la sustitución de la 
venganza de la sangre por un sistema punitivo de derecho público, éste no pudo 
impedir que, para los casos de hurto flagrante, se siguiese desarrollando un procedi-
miento privado en el que, sin necesidad de declaración formal de inimicitia ni de sen-
tencia previa, se llegase a ejercitar el derecho de venganza sin un perjuicio ulterior 
241 
Esta sustitución del procedimiento judicial por un procedimiento extrajudicial o 
de urgencia tiene sus orígenes, como afirmara Valdeavellano, «en las concepciones 
jurídicas más remotas», al concebir éstas la idea de que la víctima de un daño tiene 
derecho a vengarse «infligiendo otro daño al causante de aquél» 242. 
Esta dualidad entre un sistema punitivo público y uno privado puede verse con-
templada en el Derecho romano de las Doce Tablas. En este sentido, cabe afirmar que 
237 CANET APARICI, T., «Procedimiento de control», ob. cit., p. 138. 
238 GARCÍA CÁRCEL, R., Cortes del reinado, ob. cit., pp. 35-36. FORI, Extrav. 22, fol. III. 
239 GARCÍA CÁRCEL, R., Cortes del reinado, ob. cit., p. 135. FORI, Extrav. 23, fol. 111. 
240 HINOJOSA, E. DE, El elemento germánico, ob. cit. p. 68. 
241 LÓPEZ ORTIZ, J., «El proceso en los reinos cristianos de nuestra reconquista antes de la 
recepción romano-canónica». En AHDE, 14 (1942-43), pp. 185 y 221-22. ORLANDIS, J., «Las conse-
cuencias del delito en el Derecho de la Alta Edad Media>>. En AHDE, 18 (1947) p. 78. VALDEAVELLA-
NO, L.G. DE, «El <apellido>, el procedimiento <infraganti> y la reivindicación de bienes muebles en 
Derecho español medieval». En Estudios medievales de Derecho privado. Sevilla, 1977, p. 61; 
«Escodriñamiento y otorificación. Contribución al estudio de la reivindicación mobiliaria en el Derecho 
español medieval». En Estudios medievales de Derecho privado. Sevilla, 1977, pp. 149 ss. 
242 VALDEAVELLANO, L.G. DE, «El <apellido>», ob. cit., p. 61. 
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la legislación decenviral marcó, como apunta Santalucia 243, un momento de transi-
ción en el que si bien la venganza privada va siendo superada en gran medida por el 
diseño de un nuevo sistema de composiciones privadas o legales, no pudo, con todo, 
ser erradicada del ordenamiento jurídico, como lo evidencian las sanciones previstas 
para algunos actos de violencia física contra las personas -«si membrum rupsit ni 
cum e o pacit, talio esto» 24L o la regulación llevada a cabo en materia de furtum. 
Con relación a esta última, las Doce Tablas distinguían dos tipos de furtum: elfur-
tum manifestum y elfurtum nec manifestum 245. 
Con respecto alfurtum manifestum, Gayo señala como éste no alcanzó unamimi-
dad entre la jurisprudencia romana, dándose una acepción amplia al término, a saber: 
a) Para un sector de la jurisprudencia era manifiesto el hurto cuando el ladrón era 
sorprendido en el acto mismo del delito -«quod dum fit deprehenditur>>-246. 
Definición que será acogida textualmente por Gelio, cuando, recordando a Sabino, 
afirma que <<jurtum manifestus es quod deprehenditur dumfit» 247. 
243 SANTALUCIA, B., Derecho penal romano. Madrid, 1990, p. 57. 
244 XII Tab. 8,2; Gai. 3, 223; Gell. 20, 1, 12, 14.32; Fest. 496, 15-17; 508, 14-15 L.; Paull. s. 
de iniuriis, Coll. 2, 5, 5; Paul sent. 5, 4, 6; l. 4, 1, 3-4 
245 Con relación a los distintos tipos de furtum regulados por las Doce Tablas -manifestum, nec 
manifestum conceptum y oblatum- la doctrina ha venido constatando las numerosas «zonas de sombra» 
que se ciernen sobre éstos. En este sentido, ALBANESE, B., «Furto (storia)». En Scritti Giuridici. l. 
Palermo, 1991, p. 573 menciona los «gravissimi problerni» que la coexistencia de los distintos tipos de 
furtum provocan tanto en lo que hace relación «dalla relative pene; dai relativi procedimenti di deterrni-
nazione dell'esistenza del dilitto». No en vano, ARANGIO-RUIZ, V., La répresión du volflagrant et du 
nonjlagrant dans l'ancien droit romain. Roma, 1946, p. 197 advierte de las escasas diferencias en mate-
ria procesal existentes entre elfurtum manifestum y el nec manifestum. Recientemente, LA ROSA, R., La 
repressione delfurtum in eta arcaica. Manus iniectio e duplione damnum decidere. Nápoles, 1990, p. 57. 
Ya Gayo -Gai. 3, 183- señalaba como Labeón admitía únicamente el hurto manifiesto y el no manifiesto, 
«nam comceptum et oblatum species potius actionis esse furto cohaerentes quam genera furtorum; quod 
sane uerius uidetur, sicut inferius apparebit>>. 
246 Gai. 3, 184. Ep. Gai. 2, 11, 2: «Manifestum furtum dicitur, si quando fur, quum cuiuscunque 
rem tollit, in ipso furto deprehenditur>>. 
247 Gell., Noctes Atticae 11, 18, 11. En tomo a la expresiónfurtum manifestum, HUVELIN, P., 
Études sur le furtum dans le tres ancien droit romain. Ed. anast., Roma, 1968, pp. 488-489 afirma que si 
bien ésta tuvo originariamente un sentido muy concreto: cosa hurtada «(= furtum)» que se toca con la 
mano «(=manifestum)», éste alcanzó en el Derecho Clásico la acepción abstracta de delito de hurto fla-
grante. En este sentido, ALBANESE, B., «La nozione del furtum fino a Nerazio». En Annali Palermo, 23 
(1953), p. 28 define el hurto manifiesto como «quello che viene sorpreso mentre sta compiendosi. 11 furto 
finisce di essere compiutu, allorche la cosa rubata viene portata la dove si era cominciato a portarla». 
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b) Otros autores van más allá de esta concepción -<<Alii uero ulterius»-, y afir-
man que se está en hurto flagrante cuando se prende al ladrón en el mismo lugar 
donde se cometió el hurto -«quod eo loco deprehenditur ubi fit»-, como por ejem-
plo, cuando se prende al ladrón en el olivar donde cometió el furtum. 
e) Para otro sector de la jurisprudencia romana, en cambio, cabría extender que el 
hurto era manifiesto hasta que el ladrón se llevara la cosa y la dejara en el lugar en 
que tenía previsto depositarla -«donec perferret eo quo perferre fur destinasset»-. 
Opinión que, como el propio Gayo advierte, no prevaleció -«quae sententia non 
optinuit», por entender que admitía muchas dudas el traslado de la cosa hurtada, ya 
que éste pudo darse en el espacio de uno o de varios días, por lo que la duda ha de 
calificarse de «pertinet». 
d) Por último, se llega a clasificar de hurto flagrante incluso cuando el ladrón 
fuese visto teniendo la cosa en su poder -«quandoque eam re m fur tenens visus fue-
rit»-. Opinión que, al igual que la anterior, no llegó a prevalecer dentro de la juris-
prudencia. 
De lo expuesto, concluye Gayo afirmando que las dos primeras opiniones son 
unánimemente aceptadas por la jurisprudencia, aunque la segunda, por tener un 
mayor ámbito de aplicación, cuenta con mayor predicamento -«Ex duabus itaque 
superioribus opinionibus alterutra adprobatur, magis tamen plerique posteriorem 
p robant»_24s. 
Es en este supuesto donde tiene aplicación el procedimiento in fraganti en las 
Doce Tablas, al justificar la legislación decenviral el ejercicio de la venganza priva-
da, esto es, la aplicación de la <<poena capitalis» 249 para la víctima del hurto sor-
prendido in fraganti cuando concurren dos circunstancias que agravan la calificación 
delfurtum: la nocturnidad o la defensa a mano armada en el supuesto de fur diurnus. 
Así, la tabla 8, 13 faculta a la víctima del hurto para matar al ladrón sorprendido 
de noche: «Si nox furtum faxsit, si im occisit cae sus esto» 2so; sanción que será con-
248 Gai. 3, 184; 3, 194; l. 4, 1,3. En torno a esta clasificación ORTEGA CARRILLO DE 
ALBORNOZ, A., De los delitos y las sanciones en la Ley de las XII Tablas. Málaga, 1988, pp. 48-49. 
249 Gai. 3, 189. Pena a la que se referirá Isidoro de Sevilla, Etimologías. Orígenes, 5, 26, 19 
como -capitale crimen- «Furtum autem capitale crimen enim apud maiores erat ante poenam quadru-
pli»-. Vid. HUVELIN, P., Études sur lefurtum, ob. cit., pp. 433-437. 
250 Precepto que será recogido por Macrobio, Saturnales 1, 4, 19: «Non esse abre puto hoc in 
loco id quoque admonere, quod decem viri in duodecim tabulis inusitatissime nox pro noctu dixerunt. 
Verba haec sunt: "Si nox furtum factum sit, si im occisit, iure caesus esto", in quibus verbis id etiam 
notandum quod ab eo quod est is non eum casu accusativo, sed im dixerunt>>. 
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firmada por Gayo en sus Comentarios al Edicto provincial, al afirmar que la legisla-
ción decemviral permitía matar al ladrón aprehendido de noche con tal de que lo 
divulgue a voces: «Lex duadecim tabularumfuerem nactu deprehensum accidere per-
mittit, ut tamen id ipsum cum clamare testificetur: interdiu autem deprehensum ita 
permittit accidere, si is se tela defendat, ut tamen aeque cum clamare testificetur>> 251. 
La segunda circunstancia que permitía aplicar el procedimiento infraganti, elfur 
diurnus qui tela se defendit 252 nos la proporciona preferentemente Cicerón en su ora-
ción pro Tullía 21, 50 253, al afirmar que de la interpretación de la ley de las Doce 
Tablas se puede comprobar como los «maiaribus nastris» limitaban la pena de muer-
te a circunstancias de extrema necesidad, como podía ser, por ejemplo, el supuesto 
de resistencia del ladrón armado, si previamente hubiera invocado en su au.xilio a los 
vecinos para que dieran testimonio de los hechos (endaplaratia) 254: 
At primun ipsae leges, quas recitas... significant, quam naluerint maiares 
nastri nisi cum pernecesse esset, haminen, luce accidi ... Furem, hac est, pra-
edanem et latranem, luce accidi vetant XII Tabulae: cum intra parientes tuas 
hastem certissimum teneas «nisi se tela defendit», inquit, etiamsi cum tela 
venerit, «nisi utetur tela ea ac repugnabit,nan accides. Quad si repugnat, 
«endaplarata», hac est, canclamata, ut aliqui audiant et canveniant. Quid ad 
han clementiam addi patest, qui ne hac quidem permiserint, ut dami suae 
caput suum, sine testibus et arbitris ferro defendere liceret? 255 
251 D. 9, 2, 4, l. Al respecto, Aulio Gelio, Not. Att., 20, 1, 7 y 8 se pregunta sobre la pretendi-
da severidad de las penas decenvirales: «duram esse legem putas, quae ... noctunum furem ius occídendi 
tribuit». 
252 XII T. 8, 13: «Lucí ... si telo defendit ... endoque plorato». VOIGT, M., Die XII Tafeln. l. 
Leipzig, 1883, pp. 715-716 reconstruye el precepto en Tab. 7,1: «Furem nancítor endoque plorato. Si nox 
furtum factum est, si im occísit, iure cae sus esto; si lucí, nisi se te lo defendit, ne occidito»·. 
253 Cicerón pro Tullio 21, 47-50: <<Atque ille <L. Quinctius> legem mihi de XII Tabulis recita-
vil, quae permitit, ut jurem noctu liceat occídere, et luce, si se te lo defendat. Num <servi M. Tulli> fura-
tum domum P. Fabii noctu venetelo defenderunt? Dici non potest». 
<<Non, inquit <Quinc-tius>. ad eam rem recítavit, sed ut hoc intellegeres, non visum esse maiori-
bus nos tris tam indignum ictuc nescío quid, quam tu putas, hominem occidi. » 
254 Con relación al término endoque plorato véase GUILLEN, J., «El latín de las XII Tablas». 
En Helmántica, 58 (1968), pp. 96 ss. 
255 Completan la noticiaAulio Gelio, Noct. Att., 11, 18, 7 y 8: «Decenviri autem nostri ... in XII 
Tabulis ... jure m ... tum demum occidi permiserunt si aut, cum faceret furtum, nox esset, aut interdiu te lo ... 
se defenderet>>; Ulpiano, Collatio 7, 3, 2: «Furem nocturnum, quem lex XII Tab. omnimodo permittit occi-
dere, aut diurnum, quem aeque lex permittit, sed ita demum, si se telo defendit>>; Paulo, Collatio. 7, 2, 1; 
Paul. Sent. 5, 23, 9: «Si quis furem nocturnum vel diurnum cum se te lo defenderet occiderit, hac quidem 
lege (se. Cornelia) non tenetur>>; Cicerón, Pro Milone 3, 9; Quintiliano, lnst. 5, 14, 18; D. 47, 2, 54, 2; 
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Así, en relación con los preceptos que contemplan elfur nocturnus y elfur diur-
nus quite lo se defendit la legislación decenviral configuró un procedimiento extraju-
dicial o de urgencia, en virtud del cual la autoridad pública fue sustituida por una jus-
ticia privada que permitía la detención del culpable y la aplicación de la pena capi-
tal, sin que por ello se incurriese en responsabilidad penal alguna. 
En los demás supuestos de hurto flagrante la venganza no estaba permitida, y el 
ladrón, tal como relatan Gayo y Gelio 256, si era persona libre, y siempre y cuando no 
mediase acuerdo amigable -de furto pacisci 25L debía ser azotado -verberatio- y 
entregado -addictus- a la víctima, bien en condición de adiudicatus, bien en calidad 
de esclavo -in servitutem tradit 25L, salvo que fuese impúber, en cuyo caso se les cas-
tigaba únicamente con la verberatio; y siendo el ladrón esclavo, era igualmente azo-
tado y arrojado con posterioridad desde la roca Tarpeya. 
Gell., noct. att. 11, 18, 8: «Ex ceteris ... manifestis furibus liberos verberari 
addicique ( scil. decemviri) iusserunt ei cui furtum factum esset, si modo id 
luci fecissent neque se te lo defendissent... ». 
Gai. 3,189: «Poena manifiestifurti ex lege XII tabularum capitalis erat. Nam 
líber uerberatus addicebatur ei cui furtum fecerat; utrum autem seruus effi-
ceretur ex addictione an adiudicati loco constitueretur, ueteres quarebant. In 
seruum aeque uerberatur animaduertebatur. Sed postea inprobata est aspe-
ritas poenae et tam ex serui persona quam ex liberi quadrupli actio praeto-
ris edicto constituta est». 
Esta sustitución del procedimiento ordinario por un procedimiento in fraganti 
extrajudicial fue contemplada por el Derecho visigodo como, en palabras de 
D. 48, 8, 9: «Furem nocturnum si quis occiderit, ita demum impune feret, si parcere ei sine periculo suo 
non potuit»; D. 50, 16, 233, 2. 
256 XII Tab. 8, 14; Gai. 3, 189; 4, 111, 4, 173; Gell. Noctes Atticae 11, 18, 8; 20, 1, 7, l. 4, 1, 5. 
257 D. 2, 147, 14. 
258 Gell. noct. att. 20, 1, 7: «(lex)furem manifestum ei, cuifurtumfactum est, in servitutem tra-
dit»; 11, 18, 18. La posibilidad de que un cives romanus pudiera ser reducido hasta la esclavitud por la 
comisión de un hurto flagrante ha venido siendo cuestionada, entre otros romanistas, por ARANGIO-
RUIZ,V., La répresione, ob. cit., p. 115, para quien el addictus es siempre un ciudadano, aún cuando se 
pudiera hallar en una situación de sometimiento personal. Frente a esta concepción HUVELIN, P., Études 
sur le furtum, ob. cit., pp. 368 ss; LÉVY-BRUHL, H., «Quelque problemes du tres ancien droit romain». 
En BIRD 43(1935), p. 385; DE MARTINO, F., «In torno all'origene della schiavitu a Roma». En Labeo 
20 (1974), pp. 165 ss admiten la reducción a la esclavitud de los jures manifesti addicti. 
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Valdeavellano 259, «una manifestación más del acusado romanismo de las leyes visi-
godas, influidas por disposiciones análogas de las XII Tablas en el caso del furtum 
manifestum». 
Este procedimiento in fraganti se menciona en dos leyes antiquae: 260 
L. I. 7, 2, 15, Antiqua: «Si fur se gladio vindicans occidatur. Fur, qui per 
diem gladio se defensare voluerit, si fuerit occisus, mors eius nullatenus 
requiratur». 
L. I. 7, 2, 16, Antiqua: «Si fur nocturnus, dum capitur, occidatur. Fur noc-
turnus captus in furtum, dum res furtivas secum portare conatur, si fuerit 
occisus, mors eius nullo modo vindicetur» 261. 
En ambas antiquas se regula un procedimiento in fraganti meramente penal, 
mediante el cual el ladrón que era sorprendido en flagrante delito podía ser muerto 
legítimamente por quien había sido robado. Así, en la primera antiqua, siguiendo la 
tabla 8, 13, se permite matar con total impunidad al ladrón que, sorprendido de día 
en la comisión del hurto, intenta defenderse con armas; aunque, a diferencia de la ley 
decenviral, nada se dice en tomo a la endoploratio o al clamor que atrae a los veci-
nos en auxilio del perjudicado. En el segundo precepto, siguiendo lo dispuesto en la 
259 VALDEAVELLANO, L. G. DE., El «apellido», ob. cit., p. 66. Frente a esta concepción ius 
romanista del procedimiento in fraganti en la Lex Visigothorum, BRUNNER, H., Deutsche 
Rechtsgeschichte. 11. Reed. Berlín, 1958, p. 631 apunta a un influjo del Derecho germánico; en concreto 
relaciona L.I. 7, 2, 16 con Lex Burg. 27, 8; Lex Baiw. IX,6; y Lex Sax. 32 (véase nota 26 y 27). 
260 En tomo a su origen, ZEUMER, K., Historia de la legislación hispano-visigótica. 
Barcelona, 1944 señala el influjo del Derecho romano en ambas leyes, excepto un apéndice en c. 16 que 
da el concepto germánico del delito in fragante (dum rexfurtivus secum protare conatur); germanismo que 
será rechazado por D'ORS, A., Estudios visigóticos. 11. El Código de Eurico. Edición, Palingenesia, Índi-
ces. Roma-Madrid, 1960, p.103, para quien «la confirmación de la legítima defensa ... es congruente con 
la tradición romana». Con carácter genérico, RODRÍGUEZ MOURULLO, G., «La distinción hurto-robo 
en el Derecho histórico español». En AHDE, 32 (1962), p. 61. En relación con el influjo que éste tuvo en 
el ordenamiento medieval, GONZÁLEZ ALONSO, B., «Los delitos patrimoniales en el Derecho pirenái-
co local territorial». En AHDE, 41 (1971) pp. 264-265; ROMEU ALFARO, S., «Los delitos patrimoniales 
en los Fueros de Valencia». En AHDE, 44 (1974), pp. 312-313. 
261 Ambos preceptos se hallan recogidos en la versión romance del Fuero Juzgo. Ed. de la Real 
Academia española. Madrid, 1815. 
F. J. 7, 2, 5: «Si algun omne mata elladron que mampara con arma. El ladrón que es prendido 
de día, é se quiere defender con arma, si alguno lo matare, no deve seer tenudo de omezillio, assi memo 
del que gusta de noche.» 
F. J. 7, 2, 16. Ley antiqua. «Si algun omne mata elladron que anda de noche. Elladron quefurta 
de noche, y es prendido confurto, si alguno lo matare, non deve seer tenudo de pechar del omecillo». 
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tabla 8, 12, se legitimaba la misma sanción para el supuesto de fur nocturnus, aun-
que, en este caso, su autor no hubiera opuesto resistencia. 
Para los demás supuestos de hurto flagrante en los que no concurran las dos agra-
vantes mencionadas, la Lex Visigothorum limita este procedimiento extraordinario a 
la mera detención del ladrón y a su posterior entrega al iudex, llegándose a sancionar 
con cinco sueldos al que lo tuviera en su poder más de un día y una noche 262. 
Esta concepción romano-visigótica del procedimiento in fraganti subsistirá en el 
Derecho medieval penínsular para los casos de hurto y robo, al ser conocido el domi-
cilio en las fuentes medievales como un espacio inviolable -la denominada paz de «la 
paz de la casa» 263-, cuyo quebrantamiento implicaba la violación del propio orde-
namiento jurídico, -«domus disrupta» o «casa violata 264»-, lo que propiciaba que su 
autor quedara falto de protección jurídica frente a la comunidad, y, por consiguiente, 
que la reparación se redujese a un ámbito jurídico-privado 265. 
Con todo, como advierte Valdeavellano 266, la concepción medieval del procedi-
miento in fraganti no quedará reducida a un único sistema, ya que su configuración 
responderá a orientaciones, influencias y grados de evolución distintos, lo que per-
262 L.l. 7, 2, 14: «Fur, si captus fuerit, perducatur ad iudicem ... »; 7, 2, 22: «lnfra quod tempus 
fur captus iudice presentare iubetur. Si quis furem aut quemcumque reum comprehenderit, statim perdu-
cat ad iudicem. Ceterum sue domui amplius quam una die aut nocte eum retinere non audeat. Si quis con-
tra hoc fecerit, quinque solidos pro sola presumtione iudice cogatur exolvere». En torno a su origen 
D'ORS, A., El Código de Eurico, ob. cit., p. 102. 
263 En este sentido, ORLANDIS, J., «La paz de la casa en el derecho e~pañol de la Alta Edad 
Media». En ARDE, 15 (1944), p. 107 y 125 afirma: «El concepto de paz es el centro alrededor del cual 
gira entero el Derecho Penal de la Alta Edad Media. La seguridad del individuo se consigue colocándole 
bajo la salvaguardia de una paz que ha de garantizarle contra los ataques de que pudiera ser objeto, y ofre-
cerle una relativa seguridad en una época en que la actuación privada constituye el procedimiento ordina-
rio para la defensa de los propios derechos». En este mismo sentido se manifestará GIBER, R.: «La paz 
del camino en el Derecho medieval español». En AHDE, 27-28 (1957-58), p. 831 al afirmar que: «la paz 
especial supone que un objeto se halla particularmente protegido; las normas refuerzan en torno a él su 
función tutelar, lo que tiene un modo típico de expresión: considerar como más grave la agresión cometi-
da contra dicho objeto». 
264 VALDEAVELLANO, G.L. DE, «Domus disrupta. La protección jurídica del domicilio en 
los derechos locales portugueses de la Edad Media». En AUB, 1934, pp. 65-72; «Escodriñamiento y oto-
riflcación. Contribución al estudio de la reivindicación mobiliaria en el Derecho español medieval». En 
Estudios medievales de Derecho privado. Sevilla, 1977, pp. 105 y 165. 
265 No en vano en FAV 105, 1, siguiendo el criterio marcado en C. 4, 4, 1, se otorga licencia 
para la defensa de la posesión de los bienes cuando se atentase contra éstos: «Recte possidenti ad defen-
dendam possessionem, quam sine vitio tenebat, inculpate tutele moderatione illatam vim propulare licet>>. 
266 VALDEAVELLANO, G.L. DE, El «apellido», ob. cit., p. 69 ss. Esta visión del procedi-
miento in fraganti medieval en dos fases o etapas es asumida por RODRÍGUEZ MOURULLO, G., «La 
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mi te hablar al autor de dos momentos o dos fases contrapuestas en el mismo: una pri-
mera etapa, que correspondería a un Derecho más primitivo, en la que únicamente se 
perseguiría una sanción penal-<<Aquel qui roben o forcen laltruy si en aqueta robe-
ría son mortz o ferutz aquel o aquels quel feren non paguien calonia ninguna 267»-; 
y una segunda fase en la que, al ser sustituida la justicia privada por un procedimiento 
público, el carácter eminentemente punitivo de los primeros fueros se verá comple-
mentado con un aspecto civil, como es la reivindicación de los bienes muebles sus-
traídos y su inmediata recuperación -«De eo qui extra ciuitatem fuerem ceperit. 
Quicumque furem uellatronem extra ciuitatem ceperit, adducat eum ad urbis conci-
lium, et ibi puniatur: quod si non fecerti et eum extra ciuitatem punierit, pectet cen-
tum aureos iudici et alcaldibus 268»-; y todo ello sin perjuicio del pago de la penas 
pecuniarias al poder público, o de las posibles composiciones privadas 269. 
De este carácter contradictorio se hará eco el autor de los Furs al contemplar el 
procedimiento que ha de seguirse contra el ladrón in fraganti desde una doble ver-
tiente: penal y civil 210. 
distinción robo-hurto», ob. cit., pp. 64 ss; GONZÁLEZ ALONSO, B., «Los delitos patrimoniales», ob. 
cit., p. 26, afirma: «Así, pues, las formas de punición genérica de los delitos patrimoniales por antonoma-
sia sorprendidos infraganti con que hemos tropezado hasta ahora pueden reconducirse a dos grupos: uno, 
más nutrido, que posibilita la producción de la muerte del ladrón por el propio perjudicado, y otro, repre-
sentado por el Fuero de Estella, que aboga por la mera detención del delincuente y su entrega al funcio-
nario competente». 
267 Fuero de Jaca, rub. 150.Ed. RAMOS y LOSTERTALES, J. Ma. Barcelona, 1927; Fuero de 
Nájera. Ed. MUÑÓZ ROMERO, T., Colección de Fueros Municipales y Cartas Pueblas de los reinos de 
Castilla, León, Corona de Aragón y Navarra. Madrid, 1847, p. 289: «Si aliquis horno inventus fuerit in 
furto, et mortem acceperit, proinde non debent homicidium». 
268 Fuero de Cuenca, cap. 9, 18. Ed. UREÑA y SMENJAUD,R. Ed. Fuero General de Navarra, 
5, 7, 27. Ed. ILARREGUI LAPUERTA, P. Pamplona, 1869: «Elladron si esfayllado de nochesfurtando 
alguna cosa et lo mataren, su muert non sea demandada por ningun parienb>; Fuero -Real. Ed. Los 
Códigos españoles, l., p. 418: «O si matar a ladron que fallare de noche en su casa furtando, o foradan-
dola ... o en otra manera que pueda mostrar que lo mató con derecho». Fuero de Plasencia, ley 111. Ed. 
BENAVIDES CHECA, J. Barcelona, 1927: «Todo omme quefurtado o ladronfueras de la cibdat presie-
re adugalo aconceio e hy lo enforquen, si esto nonjiziere etfuera de la cibdat lo enforcaren peche C mrs. 
al Conceio» 
269 Consuetudines Ilerdenses. Ed. LOSCERTALES DE VALDEAVELLANO, P. Barcelona, 
1946. C.I. 3, 142: «DE FURTIS. Pro furto membrum abscinditur uel ultimum suplicium infertur»; 143: 
<<DE EODEM SUPER FURTIS. Condempnatur autem fur manifestus uel non manifestus conuinctus in 
nouecuplum si pecunialiter conueniatur». 
270 Probablemente el autor de los Furs se sirviera incidentalmente del capítulo c. 3, X, 5, 10 de 
las Decretales, al recoger éste el modelo romano-visigótico de iniciación del procedimiento in fraganti : 
«Si ( autem) peifodiens inventus fuerit fUI; et percussus mortuus fuerit, non est illi homicidium imputan-
dum. Si autem oriatur sol super eum: reus erit, (et morte morietur.) Intelligitur ergo, (tum) non pertinere 
ad eum homicidium, si fur nocturnus occidatur; si autem diumus fuerit, ad homicidium pertinere. Hoc est 
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En concreto, en FAV 7, 1 el legislador, al advertir la obligación que tiene todo 
aquél que ha sido robado de entregar el ladrón flag?ante a la justicia -«Fur, latro 
manifestus, ... , libere possunt a quocumque capi et duci ad curiam et tradi ei»-, per-
mite deducir que el procedimiento, en caso de hurto flagrante, debía servir para la 
mera reivindicación del bien hurtado y posterior entrega de aquél a la Curia. N o en 
vano, esta concepción se incorporó con anterioridad a la redacción de las 
Consuetudines Ilerdenses al disponerse que quien prendiese a un ladrón robando en 
sus cosas, o en su casa, podía retenerlo hasta que recuperase sus bienes, y una vez 
recuperados éstos, debía entregarlo a la justicia de la Curia; esto es, el autor de las 
Consuetudines aplica un procedimiento de índole civil, circunscrito únicamente a la 
recuperación de los bienes sustraídos y a la posterior entrega del ladrón a la autori-
dad judicial. 211 
Pero, junto a este ámbito civil, se admite, siguiendo la vieja concepción del dere-
cho romano-visigótico 212, un procedimiento in fraganti netamente represivo, como 
es el que faculta o legitima la muerte inmediata delfur nocturnus sorprendido duran-
te la comisión del delito, o para cuando éste se defendiese con armas: 
De forma genérica, las consecuencias jurídico-penales del hurto la hallamos en la 
rúbrica De dampno dato, al afirmarse que se tiene el derecho de matar al ladrón sor-
prendido en el hurto -«Deprehensum fuere m ita demum possum occidere»- siempre 
que éste se defienda con un dardo u otras armas -«si tela vel armis quibuslibet se 
defendat 273»-. 
enim, quod ait: si oríatur sol super eum, etc., quía poterat díscernere, quod ad furandum, non ad occi-
dendum venísset, et ideo non debet occídi. Hoc etíam in antíquis legibus saecularíbus, quibus ista lamen 
est antiquior, invenitur, impune scilicet ocidi nocturnum fuerem quoquo modo, díurnum autem, si se ( cum) 
te/o defenderit». 
271 Consuetudines Ilerdenses, 1, 9: «DE IATRONE CAPTO QUOD POTEST RETINERI. Qui 
prendiderit latronem suas causas Jurante m tamdiu eum teneat donec sua recuperet et post ea modum illum 
ad iusticiam curie reddat». 
272 Frente a la tabla de concordancias presentada por BARRERO, A. Ma., «El Derecho romano 
en los Furs de Valencia de Jaime b. En AHDE, 41, 1971, donde aparecen como precedente de la fuente 
valenciana los preceptos del Líber Iudiciorum 7, 2, 15 y 16, entendemos que debe de hablarse en propie-
dad de un precedente romano-visigótico, ya que los principios marcados en éste proceden directamente de 
la norma romana. Admite el Líber como fuente precedente para FAV 119, 28 ROMEU ALFARO, S. «Los 
delitos patrimoniales», ob. cit., pp. 312-313. 
273 FAV 48, 7. Con relación a su precedente, en la Edición de los FURS DE VALENCIA, III, p. 
254, los profesores Colón y García afirman que «Aquest fur és pres, si bé no pas literalment, de la llei fr. 
4, Ad legem Aquiliam, 9, 2.». Contrariamente a este juicio, entendemos que el precepto del Digesto cabría, 
en todo caso, relacionarlo con FAV 119, 28, ya que es en éste donde el autor de los Furs contempla la posi-
bilidad de causar la muerte del delincuente cuando fuere sorprendido de noche en flagrante delito, o de día 
si se defendiere con armas; agravantes que no se contemplan en FAV 48, 7. 
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Sentado el principio genérico por el que se exime de responsabilidad penal la 
muerte del ladrón manifiesto, en FAV 119, 28 se establece un procedimiento infra-
ganti para los casos de hurto realizado de noche, o de día si éste se diera con armas. 
En concreto, y en relación con la agravante de mano armada, se permite causar 
la muerte del ladrón por el mismo perjudicado, sin que ésta suscite responsabilidad 
penal alguna -«Fur qui per diem se gladio defendet, si occisus fuerit, mors eius 
non requiratur»-. Pero, a diferencia del procedimiento romano-visigótico, si éste 
se produce de noche, la eximente de responsabilidad se aplicará únicamente si el 
ladrón se defendiese y muriese en la defensa -«Si nocturnus cap tus infurto, dum 
res furtivas secum portare conatur, se gladio defenderet, si occisus fuerit, mors eius 
nullatenus emendetur»-. 
En definitiva, la norma suscita, como ya apuntara Romeu Alfaro 274, la notable 
paradoja de equiparar ambos supuestos a una misma agravante, la de defensa a mano 
armada, eliminándose, así, la nocturnidad como segunda circunstancia de impunidad 
por la muerte dada al ladrón flagrante. 
Paradoja que, en parte, tiende a desaparecer en una adición posterior, al legitimar, 
ya en lengua romance, la muerte dada al ladrón flagrante cuando, aún no mediando 
el uso de armas, fuese éste sorprendido de noche y quien lo matare calmase o divul-
gase el hecho: «Enadeix lo senyor rey que si ladre sera mort de nit en ladronici cri-
dan aquell quil matara, o alcun altre a ladres a ladres la mort daquell en nenguna 
manera no sia demanada» 21s. 
De esta forma, el autor de los Furs sigue la tradición de nuestro Derecho medie-
val de iniciar el procedimiento in fraganti a través de la crida -apellido 276, gerüfte, 
hare, haro 211-, esto es, una llamada de auxilio a la comunidad, en virtud de la cual 
274 ROMEU ALFARO, S., «Los delitos patrimoniales», ob. cit., p. 313. 
275 FRV 9, 7, 62. En la reciente edición de los Furs de Jaime 1 llevada a cabo por LÓPEZ 
ELUM, P., Los orígenes de los Furs de Valencia y de las Cortes en el siglo XIII. Valencia, 1999, aparece 
recogida en la rúbrica De crims 120, 28. 
276 En Partidas 2, 26, 24 se nos dice que <<Apellido quiere tanto decir como boz de llamamien-
to que fazen los omes para ayuntarse e defenderse lo suyo, quando resciben daño ofuen;a», el cual se 
puede hacer <<por muchas señales, assi como por boz de omes, o de campanas, o de trompas, o de añafi-
les, o de cuernos, o de atambores, o por otra señal qualquier que sea, que faga sueno, o mostranc;a, que 
oyan, e vean de lexos, assi como atalayas, o almenaras, segund los omes lo ponen, e lo vsan ente si». 
277 En tomo a las posibles acepciones del término «apellido», BRUNNER, H., Dustche 
Rechtsgeschichte, ob. cit., pp. 627-628; GLASSON, «Etude historique sur la clameur de haro». En 
RHDFE, 6 ( (1882), pp. 397 ss; VALDEAVELLANO, G. L. DE, EL «apellido», ob. cit., pp. 62 y 82. 
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se produce un clamor que divulga el delito -«a ladres a ladres» 278 y atrae la consi-
guiente cooperación de los vecinos en la captura y posterior entrega a la autoridad 
judicial; pero ello no es óbice para que, como se admite en los Furs, la parte ofendi-
da se pudiera arrogar el derecho de llevar a cabo la muerte inmediata del ladrón sor-
prendido en el hurto nocturno, siendo ésta legítima y sin repercusión penal para su 
autor -«la mort daquell en nenguna manera no sia demanda»-. Pero, también, se 
difiere de esta tradición en cuanto que el «apellido» en el Derecho valenciano se con-
vierte únicamente en un medio de iniciación de un procedimiento extrajudicial, del 
cual puede derivar la muerte del delincuente sin un juicio ulterior, y no como la fase 
inicial del proceso para los casos de delitos flagrantes, en los cuales el «apellido» 
cumple, al sustituir la citación y la interposición de la querella, la función de la 
denuncia en el procedimiento ordinario 279. 
En la misma adición, se contempla, a su vez, la posibilidad de eximir de toda 
responsabilidad penal al agente de la Cort que, en cumplimiento de su mandato, da 
muerte al inculpado de un crímen que se defiende para no ser aprehendido: 
«Encara enadeix lo seynor rey que si la cort pendre ale un per crim que haja Jet on 
sin encolpat, e aquell se defendra, si en aquella defensio morra la mort daquell no 
sia demanada». 
Cabría, por último, señalar como, a diferencia de otros ordenamientos coetáne-
os, los Furs no contemplan la posibilidad de un procedimiento por «querella por 
hurto o robo» contra el presunto autor de la sustracción; ni la posibilidad de proce-
der por «escodriñamiento» a la persecución y pesquisa domiciliaria del bien mue-
ble hurtado; o a un procedimiento por «aprehensión» cuando el bien mueble sus-
traído se hallare por azar en manos ajenas. Procedimientos que, como apuntara 
Brunner, deben ser considerados como ramificaciones o manifestaciones del proce-
dimiento in fraganti 28o. 
278 Expresión que se repite en la mayoría de los fueros medievales. Véase, a modo de ejemplo, 
Fuero de Zamora 83. En Fueros Leoneses de Zamora, Salamanca, Ledesma y Alba de Tormes. Ed. CAS-
TRO, A. y ONIS, F. De: «Otrosí los daquellugar poru fuese este apelido diziendo: "prende lo ladrón" o 
"matador" o "feridor" salga aeste apelido e nayan pos elle.» 
279 VALDEAVELLANO, G. L., DE, El «apellido», ob. cit., pp. 90-91. 
280 BRUNNER, H., Deutsche Rechtgeschischte, ob. cit., p. 647. Opinión que recoge y suscribe 
VALDEAVELLANO, G. L. DE, «Escodriñamiento y otorificación», ob. cit., p. 112. 
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V. EL PROCEDIMIENTO POR CONTUMACIA O 
«PER BANDIMENT» 281 
La necesaria comparecencia de las partes ante el magistrado durante la tramita-
ción del litigio, presente ya en las XII Tablas 2s2, propició, en el procedimiento extra 
ordinem 283, que comportamientos tales como la ocultación -qui latitat-, la ausencia 
del actor o del demandado 
-absens-, así como la inobservancia de las reglas del procedimiento -indefensus-
284, pudieran ser objeto de un procedimiento especial: el procedimiento por contu-
macia o rebeldía. 
281 ESMEIN, A., Histoire de la procédure, ob. cit., pp. 60-61: «La procédura de contumace 
s'appelait leforbannissement». En análogo sentido, OLIVER, B., Código de las Costumbres de Tortosa. 
111. Reed., Tortosa, 1996, pp. 621-22: «La palabra bandiments se deriva, en nuestra opinión, de dos dis-
tintas: de la tudesca ban, que significa orden o edicto, y de la catalana dir, que significa decir o publicar. 
Y se aplica a los edictos o publicaciones que acuerdan practicar el Verguer con los ciudadanos citando o 
emplazando a presuntos reos». Con carácter genérico, CORTESE, E., Contumacia. En Enciclopedia del 
diritto, 10 (1960), pp.452 ss. 
282 XII Tablas 1, 7: «Comperorato ambo praesentes». A su vez, Las XII Tablas disponían cómo 
el proceso debía desarrollarse en una única sesión, la cual debía comenzar por la mañana y terminar antes 
de la puesta del sol. No obstante, si llegado el mediodía no comparecía una de las partes, o no alegaba causa 
suficiente que justificase su ausencia, el juez, a tenor de lo dispuesto en la norma - Tabla 1, 7 -, debía adju-
dicar el objeto de la controversia a quien se hallase presente: «Post meridiem praesenti litem addicito». 
Entre las posibles causas justificativas, la ley prevé dos en favor del demandado ausente- Tabla 1, 3-: «Si 
morbus aevitasve vitium escit, iumentum dato. Si nolet, arceram en sternito». En este sentido, CAMACHO-
EVANGELISTA, F., «La "epistula" de Claudio Quartino y el proceso en contumacia en las provincias (pro-
vincia Tarraconense)». En RIDA, 11, (1964), pp. 299-301. 
283 La estructura del ordo iudiciorum privatorum, tanto en la época de las legis actiones como 
durante el procedimiento formulario, imposibilitaba la creación de un procedimiento especial como es el 
procedimiento en ausencia o por contumacia, al carecer tanto el magistrado, en la fase in iure, como el 
iudex, en la fase apud iudicem, de un interés preeminente sobre el de las partes, lo que impedía la sustitu-
ción de la actividad privada del demandante por el imperium del magistrado. FLINIAUX, «Les effects de 
la simple absence dans la procédure de l'ordo iudiciorum privatorum a l'époque de Cicéron (pro Quinctio, 
XIX, 60; in Verrem, 11, 2, 22-26)». En Studes Girad, París, 1 (1912), pp. 43 ss; VOLTERRA, E., 
«Contumacia nei testi giuridici romani>>. En BIRD, 38 (1930), p. 121; WENGER, L., Istituzioni di proce-
dura civile romana. Milán, 1938, pp. 279-281; PUGLIESE, G., Il processo formulare, 11, Génova, 1948, 
p. 227; ÁLVAREZ SUÁREZ, U., Curso de Derecho Romano, 1: Introducción, cuestiones preliminares. 
Derecho Procesal civil romano. Madrid, 1955, p. 427, not. 420; CERVENCA, G., «Üsservazioni sullares-
titutio litis a favore dell'assente nella cognitio extra ordinem». En JURA, 12 (1961), pp. 197-98; MARTI-
NI, «lntomo al cosidetto appello dell'assente». En AG., 161 (1961), pp. 23 ss; MURGA GENER, J. L., 
Derecho Romano Clásico Il. El Proceso. Zaragoza, 1983, pp. 376-377. 
284 Véase, para una delimitación conceptual de los términos defensus, absens y latitans, SCIA-
LOJA, V., Procedimiento civil romano. Ejercicio y defensa de los derechos. Buenos Aires, 1954, p. 304, 
not. 32; GÓMEZ IGLESIAS CASAL, A., Citación y comparecencia en el procedimiento formulario 
romano. Santiago de Compostela, 1984, pp. 1139-42 y 1147-48. 
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Con anterioridad a su tramitación, el actor debía comunicar el inicio del iudicium 
al demandado mediante una orden conminatoria del magistrado. No habiendo podi-
do ser citado, ya sea porque, sin razón aparente, se hallase ausente, ya porque inten-
cionadamente dificultaba su localización, o bien, cuando, a pesar de ser citado, no se 
hubiera presentado a juicio, se le emplazaba nuevamente mediante tres edictos 285, 
que podía reducirse a uno en caso de urgencia -perentorium- con períodos interme-
dios de diez días, intimaciones que el magistrado dirigía a su domicilio por medio de 
un exsecutor 286. 
Si, cumplidos los reqms1tos de la citación, el demandado no comparecía, el 
magistrado, para no defraudar las expectativas jurídicas del titular de la acción, pro-
cedía a declarar la contumacia del demandado, iniciándose el procedimiento en su 
ausencia. 
Con todo, esta ausencia no determinaba necesariamente una sentencia condena-
toria sobre la causa, bien porque el iudex podía dar por terminada la controversia 
declarando, tras una investigación sumarísima, una translatio possessionis en favor 
del actor, lo que hacía innecesaria la sentencia, o bien porque al valorar los elemen-
tos probatorios aportados por el demandante podía resolver en favor del contumax. 
Con posterioridad al período de la cognitio extra ordinem, aunque subsiste la 
obligación de comparecencia, así como la sustitución de la actividad privada por el 
imperium del magistrado, la ausencia en el proceso no desemboca, hasta la re-cepción 
del ius commune, en un juicio por contumacia 287. En este sentido, cabe afirmar que 
desde la legislación visigótica hasta la promulgación de los primeros ordenamientos 
bajo-medievales 288 no se halla alusión alguna a actuaciones procesales en rebeldía; 
únicamente se regulan medidas coercitivas que aseguran la presencia de las partes en 
el proceso 289, ya sea mediante un placitum sponsionis, ya a través de medidas cau-
285 El emplazamiento que el magistrado dirige a quien incumple con el deber de asistir al jui-
cio se hace extensible al actor cuando, tras haber realizado la litis contestatio, pasaban dos años y medio 
sin personarse nuevamente a juicio. En este supuesto, el demandado podía hacerlo llamar a través de tres 
edictos consecutivos, separados por un intervalo de treinta días; tras los cuales, si se persistía en la incom-
parecencia, el iudex procedía a tramitar el litigio en su ausencia, dictanado sentencia sobre la base de los 
actos de la causa, lo que permitía que ésta pudiera llegar ser favorable al contumax. En este sentido, Nov. 
112; C. 7, 43, 8. 
286 En relación a los distintos modos de convocatoria en la cognitio postclásica, MURGA 
GENER, J.L., Derecho Romano, ob. cit., pp. 375-379. 
287 LÓPEZ ORTIZ, J., «El proceso en los reinos cristianos», ob. cit., p. 203. 
288 VALLEJO, J., «La regulación del proceso en el Fuero Real». EnAHDE, 55 (1985), p. 526. 
289 PETIT, C., «De Negotiis Causarum». En AHDE, 55, (1985); 56, (1986), p. 40; Fiadores y 
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telares tales como la imposición de multas, fianzas, arrestos, sanciones 290, o la toma 
en prenda de los bienes del ausente 291; pero, si con todo, el demandado o, en su 
defecto, la pars querellantis no comparecía 292 podía, dependiendo de los distintos 
ordenamientos, incurrir en sanciones penales que iban desde la privación de la paz 
general, o la exclusión de la sociedad, hasta la pérdida del pleito, al tenerse al absens 
por confeso 293. 
No será, pues, hasta el siglo XIII, a raíz de la recepción del Derecho común, cuan-
do se advierta una nueva orientación en materia procesal, tendente, frente al viejo 
proceso de los Fueros municipales, a la introducción de nuevos sistemas procesales, 
los cuales darán entrada, con carácter de generalidad, a un ejercicio efectivo del ius 
puniendi por parte de la autoridad real, lo que permitirá relegar los intereses particu-
lares -la satisfacción o el castigo privado- en beneficio de una mayor actuación puni-
tiva del Estado 294. 
Los Furs, no ajenos a este tránsito, asumen los esquemas del proceso romano-
canónico, y con ellos la admisión del procedimiento por rebeldía o per bandiment. 295 
Fianzas en el derecho romano visigodo. Sevilla, pp. 125-147. En este sentido, y en relación a la ley LV 2, 
1, 19, sostiene: «En efecto: al iudex real corresponde amonestar al demandado para que comparezca a jui-
cio; el emisario del iudex realiza -normalmente- la entrega de la orden de convocatoria; al mismo iudex ha 
otorgado el rey amplios poderes disciplinares en castigo de los contumaces; la autoridad real prevé las cir-
cunstancias en que podrá excusarse la tardanza o imposibilidad de comparecer ante la justicia oficial, y no 
otras; ... ». 
290 GARCÍA DE DIEGO, V., «Historia judicial de Aragón durante los siglos VIII al XIII». En 
AHDE, 11 (1934), pp. 138-143; RODRÍGUEZ GIL, M., Las estructuras procesales en el fuero de Cuenca. 
En Espacios y fueros en Castilla-La Mancha. (Siglos XI-XII). Una propuesta metodológica. Madrid, 1995, 
pp. 410-13. 
291 HINOJOSA, E., El elemento germánico, ob. cit., pp. 79 ss; ORLANDIS ROVIRA, J., «La 
prenda como procedimiento coactivo en nuestro Derecho medieval (Notas para un estudio)». En AHDE, 
14 (1942-43), pp. 81 ss; «Algunos aspectos procesales de los Fueros de Aragón de 1247)). En ADA, 4 
(1947-4), pp. 101-112; «La prenda de iniciación del juicio en los fueros de la familia de Cuenca-Terueh). 
En AHDE, 23 (1953), pp. 83-99. 
292 La legitime iactivus admallatus de la Ley Sálica 50, 2, 51, l. 
293 BETHMANN-HOLLWEG, M. A von, Der civilprocess des gemeinen Recht in geschichtlicher 
Entwicklung. Bonn, 1864-1874, IV, pp. 492 ss; V, p. 183. PERTILE, A., Storia del Diritto italiano. Dalla 
caduta del'Imperio romano alta Codificazione. Storia de la Procedura. VI. Parte 11, Roma-Napoli-Milano, 
1990, pp. 40-42; SALVIOLI, G., Storia della procedura civile e criminale. Milán, 1929, pp. 767-68 y 799-
800; PADOA SHIOPPA, A., Ricerche sull'appello nel Diritto Intermedio. Milán, 1970, pp. 136-148. 
294 TOMÁS Y VALIENTE, F., El Derecho penal, ob.cit., pp. 153 ss; ALONSO ROMERO, Ma. 
P., El Proceso penal, ob. cit. pp. 13-15; «El proceso penal en la Castilla moderna)). En ESTUDIS, 22 
(1996), pp. 207-208; PÉREZ MARTÍN, A., «El ordo iudiciarius "ad summariam notitiam" y sus deriva-
dos. Contribución a la historia de la literatura procesal castellana. l. Estudio)). En IHD, 8 ( 1981 ), pp. 196-
200 y 226-228. 
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Así, inspirándose en el modelo procesal del Corpus justinianeo, y en la recepción 
que éste tuvo en los textos canónicos b~o-medievales, se sustenta el principio según 
el cual el pleito se incoa cuando la demanda y la contestación a ésta son interpuestas 
ante el juez por las partes 296, para lo cual se insta al reo a que, el mismo día en que 
el actor interpusiese reclamación judicial ante la Cort, acepte el libelo, «si ei oblatus 
fuerit» 297. 
Fijados los términos de la litis contestatio e incoado el pleito 298, el Justicia empla-
za a las partes para que comparezcan ante su persona, y poder, así, dar entrada al perí-
odo de prueba 299. 
Asumida la obligación de comparecer ante el magistrado, si una de las partes 
elude su presencia, bien por malicia, bien por rebeldía 3oo, y la otra se persona el día 
295 En este sentido, cabe rechazar la afirmación de PLANAS ROSELLÓ, A., El proceso penal 
en el reino de Mallorca. Mallorca, 1998, p. 131: <<En Valencia se introdujo asimismo en el siglo XVI» ya 
que éste, al igual que en las Costums de Tortosa -rub. Del establiments e deis bandimets, Lib. IX, Cost. 
III-, se contempla, aunque con una notable dispersión normativa por adolecer de una rúbrica específica, en 
los Furs de Jaime I (1238). 
296 Vénse el paralelismo existente entre C. 3, 9, 1: «Lis enim tune contestara videtur, quum 
iudex per narrationem negotii causam audire coeperit», c. 1, X, 2, 5: « ... ,sed per petitionem in iure pro-
positam et responsionem secutam litis contestatio .fiat», y FAV 35, 1: «Lis videtur contestata cum iudex 
per narrationen et responsionem causam audire ceperit>>. Principio del que se hacen eco la mayoría de los 
ordenamientos bajo-medievales; así, en Partidas 2, 11, 8 y 4, 7, 9 se establece: «pleito comenrado es quan-
do entran en sus razones en manera que el demandado viene a conoscencia o a niego». Sobre el papel de 
la litis contestatio en Partidas, FAIREN GUILLEN, V., El desistimiento y su bilateralidad en primera ins-
tancia. (Contra la doctrina de la litis contestatio). Barcelona, 1950, pp. 58 ss. 
297 FAV 35, 2. Obligatoriedad que es reiterada por Pedro 11 en 1346 al afirmar que entre las 
solemnidades del proceso se halla la «obligado de libell, contestació solempne de pleyts, e prestació de 
sagraments de calúmpnia»; aunque se mitiga los posibles efectos de su omisión al afirmar: «Enpero si en 
los plets sera enantat solemnialment en tot o en partida, lo procés perla dita obmissió no valla meyns, en 
puxa ésser irritat o anul·lat>>. 
298 En FRV 6, 5 se concede al actor diez días para proseguir con la demanda, «et, si in causa 
infra X dies procedere noluerit», el Justicia dictará sentencia absolutoria «et condempnare adversarium in 
expensis litis», a menos que el demandante mostrase «iustam causam absentie». 
299 El ordenamiento canónico medieval, siguiendo criterios ius romanistas, precisa como con 
anterioridad a la litis contestatio no es posible interponer procedimiento de rebeldía: C. 3, q. 9, c. 10; 
c. 1, X, 2, 5. 
300 Como señala ROCA TRAVER, F., El Justicia de Valencia. 1238-1321. Valencia, 1970, p. 
186 el supuesto más frecuente de contumacia es el que se da cuando se delinque en falta grave y se huye 
precipitadamente de la ciudad. Véase, en este sentido, FRV, extrav. fo. XCIV r., donde se solicita que se 
proceda a la «captura de persona, e sia cas de preso contra los dits deutors», los cuales, tras escondenr 
los bienes -«amagant los bens»- , se esconden de la justicia con la «speranra que per lo dit credit nos pot 
provehir a captura de persona, e preso»; A.R. V. Procesos Crimaniales. L. 72: «Ha entes que al dit sonfill 
li son jet pro ces de absentia haura sis añys poc mes per les nafres y mort de Vicent Vidallaurador de la 
dita villa del puig y que per raho de la prestes contumacia de aquell seria estat condemnat a pena de mort 
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señalado, puede ésta proseguir su acción instando al Justicia para que notifique al 
absent la fecha de comparecencia ante el tribunal 3o1. 
natural ... »; o la Denunciado criminal de absencia, no 25 , fols. 130-131 del manuscrito Practica 
Causarum Civilis: «lhs. ft. no h. Pocu. fiscal de sa M ag. prop com millar pot diu: que deles informacions 
ex ojfico rebudes resulta que enlo dia de t. ala que serien les deu hores dela nit, mataren de una escope-
tada, en lo carrer de tal de la present ciutat a f t. y en continent fonch publich y notori, publica ve u, y fama 
en la ciutat, que qui hauiva perpetra! lo delicte, era s.t., per raho que en messos anrere lo dit ft. li hauia 
pegat una corte !lada de la qua[ estigue nafra!, lo dit s.t. y que per raho de dit delicte, se ausenta! de la pres 
ciutat, sens hauer donat mes copia desi, y aixi mateixfonch vist la dita nit a dita hora despues de tirada 
la escopetada, que amana fugint per dit carrer lo dit s.t ab una escopeta en les mans, per(:o lo dit prop 
dicto nomine diu: que denuncia y criminalment acussa al dit s.t. per raho de dit delicte, ab les calitats y 
circustancies, que resulta de dita informacio ala qual habetur relatio. 
Per tan et alias requir la pres denunciacio lisia admessa, y lo dit reo capturat, y si hauer no es 
podra sia prosehit contra aquell, per legitim proces de absencia condemnatlo en les penes que estrobara 
hauer encorregut segons pragmatiques del pre. Regne, y enles despesses dela pres. caussa per ser aixi. 
Provicio Ihs M". D. siant requisita>>. 
Este manuscrito inédito se conserva en los fondos bibliográficos del Departamento de Historia 
del Derecho de la Universidad de Valencia, siendo, en la actualidad, objeto de estudio y transcripción por 
los Profesores Calzada González y Obarrio Moreno. En lo sucesivo nos referiremos a él como Ms. 
Practica Caussarum. 
301 Como señala PERTILE, A., Storia del Diritto, ob. cit., pp. 31-33 la citación directa entre las 
partes, aunque pervive hasta el siglo XII, decae al instaurarse el principio de autoridad impuesto por el 
Derecho canónico, con lo que la «citazione di publica autorial» se convierte en el medio procesal propi-
cio para verificar el emplazamiento del reo ausente, «da prima ordinariamente a voce, piu tardi con uno 
scritto, che consegnavasi al citando stesso se vi si trovava, o, nell'assenza di lui, a persona di casa». En 
este sentido, PILLIUS, Summa de ordine iudiciorum 2, 19; TANCREDUS, Ordo iudiciarius 2, 3; GRA-
TIA, Summa de iudiciario ordine 1, 4. Los Furs, capítols, provicions e actes de cort fets y atorgats perla 
S.C.R.M. del rey don Phelip en lo any M.D.LXIII/, cap. XVI asumen esta misma concepción: «ltem sey01; 
com la experiencia haja mostrat que les asignacions que antigament hi salia haver davant los jutges y offi-
cials de dita ciutat y regne, eren convenients y necessaries pera la prosecucio de les caues ... ». 
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El emplazamiento del reo ausente se verificaba mediante tres edictos sucesivos 
3o2, el tercero perentorio -«citant una per tres>>- 303, o bien mediante una cuarta cita-
ción, ésta otorgada con carácter excepcional y a modo de gracia -«la quarta, mes de 
gracia que de dret»- 304, llevados a cabo por medio de un suboficial del Justicia, ya 
sea el Saig 3os, un Porter, el Verger, un Nuncio o un Ministre de la Cort 306. 
302 F.A.V. 95,10: «Si quis citatus a curia semel tantum vel etiam bis tantum vel tercio aut plu-
ries peremptorie coram curia noluerit comparare, ... ». En el formulario n° 19, fols. 201-202 del Ms. 
Practicus Caussarum, se menciona como «s .t . ... es estat citat ah tres citacions, per L.. L· o y ,L y ab tres 
manaments, de simple penal ,y comfres, y de comis, fets ah albaranets». 
Como señalan BETHMANN-HOLLWEG, M.A. von: Der Civilprozess, ob. cit., V, p. 178 y 
SALVIOLI, G., Storia della procedura, ob. cit., pp. 757 y 767, el emplazamiento mediante tres citaciones 
al reo ausente, presente ya en el Derecho romano (Nov. 112, 3 pr: «propositis tribus vocetur edictis») 
resurge en el medievo a consecuencia de los postulados del ius commune y de la aparición de los nuevos 
ordines iudiciarii, en virtud de los cuales decae el criterio según el cual el emplazamiento llevado a cabo 
a través de una o dos citaciones legitimaba el juicio (L. Long. Lud. P. 17). De esta nueva concepción se 
harán eco tratadistas como PILLIUS, Summa de ordine 2, 19, ob. cit.: «Olim, iure antiquo inspecto, mit-
tebantur absenti tria edicta, habens unumquodque intervallum non minus decem dierum, et post, scilicet 
quarto loco, peremtorium, ideo sic dictum, quod causam et eius disceptationem perimit et non patitur 
adversarim ultra tergiversari; et quandoque peremtorium míttebatur statim, et dicebatur unum pro omni-
bus; quandoque mitebatur post unum edictum vel alterum»; TANCREDUS, Ordo Iudiciari 2,1, ob. cit.: 
«si autem sunt multum remoti, debet vocari tribus edictis vel uno pro omnibus perentori ... »; UDARICUS 
ZASIUS, Opera. l. 1559. reed. Aalen, 1964, p. 529; PETRUS DE BELLAPERTICA, Commentaria in 
Digestum Novum Repetitiones Variae. 1571, reed. Fomi Editore Bologna, lex XXIII, 4, p. 434; así como 
el propio ordenamiento canónico: C. 24, q. 2, c.l-2. Véase, en este sentido, ROCCA, F. DELLA, «Il pro-
cesso in Graziano». En Studia Gratiana, 1954, 11, pp.289-290. 
Cabría destacar como a, diferencia de otros ordenamientos, ESMEIN, A, Histoire de la procédu-
re, ob. cit., p. 62 , en los Furs los emplazamientos no varían en virtud de la condición social del emplaza-
do, ya sea éste noble o villano. 
303 Ms. Practica Causarum, Tractatus I, Cap. 1, De Caussis Sumariis, fol. 45. 
304 Ms. Practica Causarum, Tractatus III, Cap. III, Quibus modis siant processus absentie, fols. 
113-115. Los Furs, entre otras lagunas, no hacen mención expresa a la posibilidad de una cuarta citación 
o emplazamiento de gracia. Esta invitación a una nueva comparecencia, como señala PERTILE, A., Storia 
del Diritto, ob. cit., p. 43 llega a los distintos ordines iudiciarii a través del ordenamiento canónico. En 
este sentido, la posibilidad de un nuevo emplazamiento o emplazamiento de gracia, presente en textos tales 
como C. 5. q. 2. c. 2; c. 24,X,l, 29 es asumida en la obra de PILLIUS, Summa de ordine 2, 20; GRATIA, 
Summa de iudiciario, 1, 7, 3; o de TANCREDUS, Ordo iudiciarius 3, 3, 1: «Et licet post peremtoriam cita-
tionem iudex contra contumacem iuste procedere possit, nulla citatione vel exspectatione jacta, lamen 
aequitate suadente debet in diem alterum exspectare et iterum citare». 
305 FURS 4, 9, 34: « ... en aquell mateix instant sia manat a la part, si sera present, e, en sa 
absencia, ab saig o ah letra, que sia present per veure jurar testimonis». 
306 Los ordines iudiciarii, a diferencia de los Furs, donde únicamente se menciona la figura del 
Saig como oficial encargado de citar a las partes, extienden la posibilidad de notificación a los suboficia-
les arriba mencionados. En este sentido, véase CANET APARICI, T., Práctica y Orde Judiciari de les 
Causes Civils de Contenciosa Jurisdició. Valencia, 1984, p. 19. 
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La práctica procedimental variaba según el absent tuviese su domicilio en la 
Ciudad de Valencia o en alguna «Ciutat, Vila o Lloch del Regno>>. Así, si éste se halla 
«dins la Ciutat de Valencia» el emplazamiento se llevaba a cabo mediante tres cita-
ciones -«se cita tres vegades de tres a tres dies que son nou dies» 307-; mientras que 
si encontraba fuera de la ciudad, los «manaments» 3os se realizaban a través de tres 
«albaranets fermats por lo Assesor» 309, cuya forma, a tenor del Manuscrito Practica 
Caussarum, era la siguiente: 
«De manament, y provicio del Maginifich justicia en lo civil de la present 
Ciutat de Valencia, aconsellat del Magnifichf.t. Doctor en Dret, y altre de sos 
Assesors, present, instant, y requirint s.t. citant una per tres a s.t. ~o es la pri-
mera pera dema en hora de cadira, si feriat no sera, y les altres dos pera els 
dies apres seguents, no feriats, pera la mateixa hora» 3Io. 
En ambos emplazamientos se debía notificar al demandado la fecha y la hora 
de comparecencia ante el tribunal3ll, teniéndose en cuenta, para ello, tanto la posi-
ble lejanía de la ciudad por parte del absens -«y quant lo citat esta Jora se li ha de 
donar temps pera compareixer, segons la distancia delloch» 3IL como la circuns-
tancia de que «la crida cahien en festes, o en dies feriats» 313 o en las «mateixes 
307 FAV 95, 13: « ... , curiaJatiat ipsum ter citari ad domum quam habet in civittate Valentie vel 
termino eiusdem; ... ». 
308 En Ms. Practica Caussarum. Tractatus. l. CAP. l. De Caussis Sumariis, fol. 46 se mencio-
na la distinción existente entre las citaciones y los manaments: «ltem se lu1 de notar, que les citacions sols 
que la primera sia personal, abast en cara que les altres es Jassen ab albaranets ales portes del aquell, 
pero luln de ser continues, y en ninguna manera interpolades, y lo manaments son al contrari, que tots 
luln de ser personals, y no importa sien interpolats». 
309 En FAV 95, 13 se menciona, aunque no tan explícitamente como en los ordine iudiciarii, la 
forma en que se ha de emplazar al absent del reino de Valencia: «Si autem antequam querimonia supra-
dicta ad eiusdem rei noticiam pervenisset, ipse reus extra regnum Valentie exierit, per literas citari debe-
al per tres vices per intervalla V dierum in unaquaque trium citationum .... ». 
310 Ms. Practica Caussarum. Tractatus l. CAP. l. De Caussis Sumariis, fol. 45. En CANET 
APARISI, T., Practica y Orde judiciari, ob. cit., p. 21: «Pero si el deutor lulbita Jora de la present Ciutat 
( o de qualsevol altra Ciutat, Vila o Lloch), lo manaments es Jan en albaranets, comensant lo priemr dins 
de deu dies pague, y tambe es dehuenJer tres manaments en abaranets, ... ». 
311 En Ms. Practica Caussarum. Tractatus l. CAP. l. De Caussis Sumariis, fols. 45-46 se seña-
la como la citación podía ser genérica: «a hora de cadira», o bien concreta:«! pera poder accudir a les 
asigancions, y a hores di.fferents en cada tribunal, fO es pera el Governador se lu1 de citar de li a .2 de 
mati, y de tres a quatre de vesprada, y per lo Batle, y justicia de mati de .2 a JO, y de vesprada de 1.. a J. y 
perla Real Audiencia de dos a tres com ho expressa lo fur 34 de les Corts del any 1 604». 
312 FAV 95,4: «Citatio tam per litteras quam per nuntium potest jieri, loci tamen distantia 
observatm>. 
313 En Ms. Practica Caussarum. Tractatus III. CAP. III Quibus modis siant processus absentie, 
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hores» en que debía celebrar otro juicio 314; quedando, de todo ello, constancia en 
el «llibre de sitiades» 315. 
Con todo, pudiera ocurrir que el Saig o el Verger no pudiera emplazar personal-
mente al absent bien por no hallarse éste localizable, bien por no poder ser citado 
fácilmente. Ante la primera circunstancia, el funcionario dejaba la citación pegada en 
la puerta de su domicilio, que «segons los tribunals es cita ah tres ralles a la porta, 
han total absent havitar solía» 316, o en ausencia de domicilio «y si sera vagamundo, 
y no tindra casa, en lo loch haon ha comes lo delicte, a la porta de la Cort>>, lo que 
equivalía a ser citado y requerido legalmente -«y sera de tanta forra, y valor como 
si personalment Jos estat citat» 317; hecho lo cual el Saig o el Verguer procedía a dar 
cuenta de sus gestiones ante el Justicia -«y fan relacio lo dit porter, o vergeta cada 
volta, ro es la primera a hauer citat per primera per tal dia»-. Cuando, por el con-
trario, se hallase tan lejos de la ciudad o del reino de Valencia que no pudiese ser cita-
do fácilmente -«de quibus commode citari non posset»-, por lo que su ausencia se 
presumía larga -«et credetur eius absentia diuturna»-, la Cort de la ciudad asignaba 
un curador para la custodia de los bienes del ausente y el reclamo de sus créditos 318, 
fol. 113 se contempla la posibilidad de que se pueda acusar aún en día feriado: «l sa advertir, que si algu 
dels dies de la contumacies de les ralles, o de la crida cahien enfestes, o en diesferiats, en aquells matei-
xos podense acusar, en cara que sien fes tes, pero repitienselo dia no feriat, en cara que en aquell cayga 
la segona contumacia V.G. si la primera o contumacia de la crida caygues lo primer dia de Pascua aquell 
mateix dia se ha de acudir, y lo dimecres apres se ha de repetir, y se ha de avisar la segona perque ve en 
lo tercer dim>. 
314 Furs, capítols, provisions e actes de cort fets per lo seníssimo don Phelip en lo any 
M.D.XXXXVII. Cap. XVI, fol. 4 r.: « ... , y de aquí se segueixen infinides accusacions de contumacies, es 
causa dispendi gran als litigants» 
315 Furs, capítols, provisions e actes de cortfets y otorgats perla S. C. R. M. rey don Phelip en 
lo any M.D l.XIIII. Cap. LXVI, fol. 9 r. 
316 El ordenamiento valenciano es explícito en señalar que en caso de ausencia no se podrán 
tomar medidas coercitivas contra la familia o bienes del absent, contemplándose, únicamente, la posibili-
dad de emplazarlo en las formas previstas por el Derecho. En éste sentido, un fur otorgado por el rey 
Fernando en las Cortes de Monzón de 1510, rub. VII, fol. III r.-así mismo en FURS 4, 6, 3- prohibe, por 
causa de delito o contumacia enviar <<porter o porters alguns a la casa del pare, mare germans e parents 
o pendre o empresonar los dits pare, mare, germanas o parente. Cortes del reinado de Fernando el 
Católico. Ed. BELENGUER CEBRIA, E. Valencia, 1972. Prohibición que será reiterada por Pelipe III en 
las Cortes de Valencia de 1604, fol. 11 v., Cap. XVI: per ningun cas pugen posar Alguazils, o altres minis-
tres en les cases dels absents, ni deis pares, germans, o parents de aquells ... ». Cortes de Valencianas de 
Felipe lll. Ed. CISCAR PALLARES, E. Valencia, 1973. 
317 Ms. Practica Caussarum. Tractatus l. CAP. l. De Caussis Sumariis, fol. 45; Tractatus III. 
De quibus modis siant processus absentie, fol. 113. ROCA TRAVER, F., El Justicia de Valencia, ob. cit., 
pp. 186-187; GRAULLERA SANZ, V., <<El proceso penal», ob. cit., p. 961. 
318 FAV 95, 13. Pedro 11, en 1463, -FURS 7,10,4- , frente a la práctica de asignar «hbmens 
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no pudiendo, éste, rechazar el cargo sin causa justificativa, por entenderse que «tute-
la est manus publicum» 319. 
Si, verificados los sucesivos emplazamientos 32o, el reo no compareciera «en hora 
de cort», ya por sí mismo ya por medio de procurador idóneo m, y sí lo hiciere el 
actor o su asesor, procederán éstos a acusarle de contumaz mediante «la provicio 
seguent ... admissa contumatia pro contrario», entendiéndose por éste al que habién-
dosele citado tres veces por la Cort no comparece, o compareciendo no actúa con-
forme a Derecho 322. 
stranys» como «curadors a alcuns pleyts o alcuns béns de persones absents», ordena que sea asignado 
curador tras ser «apellats e hoyts tres o quatre» parientes próximos, «E si parents no y haura que hi sien 
apellats tres o quatre deis millors vehins e pus honests)). 
La forma en que se decreta la asignación de un curador nos la proporciona el Ms. Practicum 
Caussarum. CAP. III. La forma dels decrets de cura, fols. 48-49: «Nota, que quant algu sera Jora del 
regne, se li ha de de rectar a la absencia, un curador ad lites, en la forma seguent, primo se ha de possar 
la escriptura de decretado de cura a la absencia al peu de la qua[ se ha defer la provicio seguent. 
Provicio Recipiantur testes, et postea providebitur. 
Apres de hauer rebut dita informado si consta de absencia se fa la provicio seguent. 
Provicio Siat convocatio requisios 
La qual convocado se fa ab un porter per al dia apres seguent, en hora de cadira, y essent en 
dita hora, instant y requerint la part, se fa pro tribunali sedendo la provicio seguent per lo assessor 
Provicio Decretur dicta cura dicto s.t. tamquam 
habiliori ad omnia requissita, prestita per eum prius idonea cautione etjuramento. 
Y en apres porten la escriptura a cassa del Assessor, y fa de la sua mala provicio mateixa de 
decretun). 
319 Ms Practica Caussarum. CAP. III. La forma deis decrets de cura (fols. 48-49) : «Nota, que 
haventse nomenat en curador algu, si aquell no vol venir a acceptar dita cura,fantli manament, que ape-
nade tanta cantitat (que venin imponenda arbitrio judicis) vinga a acceptar dita cura, ho dir per que no 
ho degaje1; et est rahó quia tutela est manus publicum, y si no ve a allegar dites excepcions, se lija mana-
ment, que dins tres dies, ab tot effecte accepte dita cura, alias nunc pro tune li trahuen una penara, Jeta 
la qua[ cura modo predicto, y citat, sino voldra compareixer, a acceptar inuren per peñores, a casa de 
aquell, y ahuenles en la cantitat que al Assessor li pareixera li donen JO dies de gracia, passats los quals 
lo citen per 3 vegades, y ala da una se fa la provicio seguen perlo Assessor en cadirm>. 
Provicio Si consta! de predictis siat venditio. 
320 En el Ms Practicum Causarum. Tractatus III. CAP. III Quibus modus, fol. 113, se advierte 
como el incumplimiento de las formas lleva a declarar la nulidad de todo lo actuado: « ... si deixen de guar-
dar dites solemnitats es nulle el proces, y sentencia, per que como la forma restrive, en la solemnitat, fal-
tant en ella alguna solemnitat es nulle lo acte)). 
321 FAV 95, 3. 
322 FURS 1, 120; FAV 95, 3; 95, 10; 101, 15: « ... ; et dicitur absens per contumatiam qui, ter 
citatus a curia, non vult venire nec in placito responde re, vel quando in presencia curie non vult face-
re ius vel suo adversario respondere)); 120,2: « ... , ille erit ita rebellis quod noluerit venire adfatiendum 
ius)). En definitiva, los Furs -al igual que otros ordenamientos coetáneos, Partidas I, 9, 10; Fueros de 
Aragón Lib. IX, rub. De processu contra citatos & absentes; Costums de Tortosa 9, 3- recogen la defi-
nición dada por el Derecho romano -D. 42, 1, 53- y que, con la recepción del ius commune, será reto-
mada tanto por los distintos ordines iudiciariis como por los textos canónicos bajo-medievales. En este 
101 
Una vez presentada la acusación de contumacia, el actor solicitaba al Saig que 
hiciera un pregón de comparecencia o «crida publica», bien en la puerta del ausen-
te, bien en el lugar del delito. En la «crida» o «han» se hacía saber a los vecinos que, 
siendo el absent llamado a comparecer ante el tribunal de justicia mediante tres cita-
ciones, éste no había comparecido, por lo que era acusado de contumacia; y para que 
su derecho pudiera ser oído, demanda su ayuda para «que le criden, y citen a dit 
absent, pera que comparega dins los 30 dies, a respondre a una citacio, o una denun-
ciado», ya que de lo contrario, y una vez transcurrido el plazo 323, se le tendría por 
confeso y vencido 324, -«per que per dita contumacia, es hagut per convicte, e con-
fes, de tal manera como si ah plena prava de testimonis, y ah la propia confesio esti-
gues verificat» 325-, pudiendo el actor -«causa rei servandae» 326- tomar posesión de 
sentido, véase la concordancia con las definiciones dadas por DURANTIS en su Speculum Iudiciale. l. 
Aalen, 1975, p. 448, Lib. 11, Partic. 1, rub. Contumax quot modis quis dicatur: «Contumax est, qui tri-
nis edictis, vel uno peremptorio citatus, non venit: vel venit, sed non obedit»; por FERNANDO 
MARTÍNEZ DE ZAMORA en su Summa Aurea de Ordine Judiciario. Ed. PÉREZ MARTÍN, A. 
Recogida en «El ordo iudiciarius < Ad summariam notitiam> y sus derivados. Contribución al estudio 
de la literatura procesal castellana. 11. Edición de Textos», HID, 9 (1982), p. 357: «Si viniere et no qui-
siere obedecer al mandamiento del juez, o si se fuere ante que el pleyto sea acabado . ... . Otrosi en non 
viniendo est dicho contumax si fuere citado peremptorie et non viniere, o si se asconde maliciosamen-
te, o si enbargare que la citacion non pueda venir ... »; o por TANCREDUS, Ordo Iudiciarius, 2, 4, 1: 
«Reusad iudicium peremtorie citatus interdum venire contemnit, interdum venit et renuit responde re, et 
in utroque casu contumax iudicatur», con los principios marcados en el Decreto C. 11. q. 3. c. 43 y en 
las Decreta/es c. 5, X, 2,6: «Si reus lite non contestara est contumax . ... , in huiusmodi casibus, si vide-
licet contumax apparuerit is, in quemfuit actio dirigenda, sive quia peremptoria citatione recepta veni-
re contemnit, sive quia malitiose se ipsum occultat, sive quia impedit, ne possit ad eum citatio perveni-
re, testes lite non contestara sunt merito admittendi, et nihilominus, si de causa liqueat, ad dif.finitivam 
sententiam procedendum.» ; c. 1, 2 y 4, X, 2, 14. Frente a esta concepción, los Furs excepcionan de 
«pena de contunukia» cuando la ausencia o incomparecencia se deba a que el juez encargado de la 
causa sea «persones stranyes habitants o havents domicilifora lo regne de Valencia». 
323 El plazo de treinta días no sólo se computa para que, una vez transcurrido, sea el ausente 
declarado confeso y convicto, sino que, a su vez, es el plazo fijado por los Furs -FAV 119, 3- para que 
cualquiera pueda defender al ausente. 
324 FAV 119, 3. Véase su concordancia con Consuetudines Ilerdenses 2, 61. En adelante, C.I. 
325 Realizado el llamamiento público, en FAV 119, 35 se sanciona al pago <<XXXa morabatinos» 
a quien tuviere «in domum suam» a un homicida «probatum et manifestum» después de que fuere hecho 
el pregón -<<preconizatione Jacta»-. Sanción que es confirmada por Felipe 11 en las Cortes de Monzón de 
1564, cap. LVIII:« ... , e que huy avant contra dits receptadors, nos puixen imposar mes ni majors penes que 
aquelles que dits furs han statuhir». Cortes valencianas del reinado de Felipe//, ed. SALVADOR ESTE-
BAN, E. 
326 Véase el influjo de c. 3, X, 2, 6; c. 5, X, 2, 6; c. 9, X, 2, 14; c. 1, X, 2, 15: « ... ,causa rei ser-
vandae fueratis iudicti, ... ». 
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la cosa que reclama, «si peticio fuerit realis», o de los bienes del ausente, «si fuerit 
personalis» 327, sin ser condenado por ello a la pena de quarto 328. 
Para asegurar la toma y posesión de los bienes 329, y ante el temor de que el absent 
pudiera enajenarlos, la Cort ordena al Saig que comparezca, en compañía de un escri-
bano del Justicia, ante el domicilio del demandado y proceda a realizar inventario de 
«los bens que foren atrobats»; pudiendo, a su vez, el actor, para asegurar la efectiva 
ejecución de la sentencia, solicitar al Justicia que se haga por la ciudad «crida publi-
ca» o advertencia de que los bienes del demandado se hallan en «mala veu», lo que 
impedirá que el adquirente pueda alegar buena fe o desconocimiento en torno a su 
titularidad. 33o 
Cumplidos los plazos y tomada posesión de los bienes, se procede a incoar «el 
proces de absencia» 331. Éste, al ser tenida la contumacia por confesión o como un 
importante indicio en su contra, se convierte en un procedimiento abreviado 332, ten-
327 FAV 95, 3; 95, 13; 120, 2, donde se estable que si el «ille erit ita rebellis quod ... perseve-
rans in sua malitia, eiciat sua auctoritate conque rente de possessionibus in quibus inducta fuerat ... , si 
postea conquerens vendicaverit se in rebus illius qui noluerit iuri parere, et non in eius persona, non tene-
atur inde aliquam emendamfacere illi de quo conquerebatur licet paratus sit iuri parere, ille inposse nos-
tro vellocum nostrum tenente, ... ».Véase la concordancia entre FAV 95, 3 y 13 con c. 5-6, X, 2, 6; c. 1, 
2, 11, X, 2, 14; o con la distinción entre «Nam aut agitur actione reali, aut personali» llevada a cabo por 
DURANTIS, Speculum, ob. cit., 11. 1, 3, 2; PILII, Summa de ordine, ob. cit., 3, 18; TANCREDI, Ordo iudi-
ciarii, ob. cit., 2, 4, 1: « ... , et reus contumax est lite non contestata, mittendus est actor in possessionem 
rei petitae, cum agitur actione reali, ve!, si agitur personali actione, mitti debet in possessionem bonorum 
reí, iuxta mensuram declarati debiti, primo mobilium, si ea habet, ve/, si ea non habet, immobilium, vel 
etiam nominum.»; GRATIA, Summa de iudiciario, ob. cit., 1, 4, 4. 
328 FAV 4,2. Precepto que tiene su origen en C.I. 1,28. 
329 Los Furs, en su rúbrica De sentenciis actis et citationibus 115, 3 y 13- son explícitos en 
señalar que al demandante se le pone «in possessionem bonorum predicti absentis», ya que, como se afir-
ma en una rúbrica posterior -De criminibus 119, 3- no cabe la confiscación o la incautación de los mis-
mos: « ... , ve/ alicui alii nullatenus confiscentur, immo possit de hiis testari, et suas facere voluntates». 
330 Seguimos en este punto el planteamiento de ROCA TRAVER, F., El Justicia de Valencia, 
ob. cit., pp. 187-89, quien, en relación a la crida en mala veu, aporta el siguiente documento. Doc. 102: 
« ... ab crida publicament ab son trompeta e perla dita ciutat e per los lochs acostumats de aquella (sien) 
meses en mala ve u, segon qu 'es pertany e es faedor e les damunt di tes crides sien per justiciafahedores». 
331 Ms. Practica Caussarum. Tractatus III. CAP. III. Quibus modis siant processus absentie, 
fol. 113. 
332 No en vano, en una disposición del emperador Carlos V- FURS 7, 2, 7- se ordena a «los 
escrivans de les causes}} que para no «allargar e continuar axí los testimonis com altres actes posant en 
aquells moltes pennachos o coses superflues» lleven a cabo los actos del proceso «ab les mes breus parau-
les ... dien en les accusacions de contumacies. Die tali: talis accusat contumaciam atal, & illa fuit admiss 
per iudicem .».Así mismo, un fuero del rey Fernando, otorgado en 1488, -FRV 9, 8, 14- establece que en 
«lo proces de absencia», y para «desempachar lo dit proces», no se admita «allegar incompetencia del 
jutge, o sospietes contra aquell si lo dit jutge jera ojjicial, o jutge ordinari en lo re gene de Valencia: mas 
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dente, aún cuando se observen las formas procesales 333, a un conocimiento sumario 
del asunto -«negotio prius summantim perscrutato»- 334. 
El procedimiento se inicia con el juramento del demandante, en virtud del cual se 
afirma que «tates les coses que ha posades en la dita denunciado ha per cert que son 
ve res, e les ha Jetes, e comeses lo deltat», o, en su defecto, que posee presunciones o 
indicios razonables para creer que «lo delat ha Jet los dits crims». Si lo demanador 
se negase a prestarlo, el juez, para evitar «que se segueixen grans vexacions, e infa-
mies», podrá no admitir la denuncia contra el absent, y si el juramento se circunscri-
biera a determinados hechos, se admitirá la denuncia «per les coses que feran jura-
des: en lo altre la repelleexca» 335. 
Admitida a trámite la denuncia, y antes de que se pronuncie sentencia definitiva, 
el absent podría, si no hubiera sido aprehendido con anterioridad, 336 personarse 
voluntariamente. En este caso, podrá ser oído y aceptadas cuantas pruebas quisiere 
alegar, lo que no invalidaría las actuaciones realizadas en sli ausencia, si con ante-
rioridad hubiera pagado al demandante -«purgando moram» 331_ cuantos gastos 
hubiere efectuado en el pleito a consecuencia de su «malitiosam contumatiam» 338. Si 
no obstant tal allegado lo dit proces si Jet, e clos juxta forma de fur salvo si lo denuncia! no jera capella 
en alguns ordens sacres constituhit, o simple tonsurat. E si Jera coronal conjutat cesse lo proces de absen-
cia quant Jera mostrat que es en poder del jutge Ecclesiastich». 
333 FRV 9, 8, 14: « ... lo proces de absencia reja certaforma perla cual deu esser procehitfins 
. a sentencia inclusive en axi que no resta res en conxenra del jutge sino tant solament ve u re en jet si les 
coses dispostes perlo ditfur consten per proces esser axifetes como es ordena!». 
334 FRV 101, 4. Véase su paralelismo con C. 7, 65, 1: «negotio prius summatim perscrutato, 
appellatio recipi non potest». 
335 FRV 9, 8, 12; En FAV 119, 3 se ordena que sea dictada sentencia contra el ausente del 
mismo modo que contra el confeso y contumaz, si <<primo jacto sacramento>> sobre la «iniuria jacta vel 
de ficto». 
336 FRV 119, 3: « ... , tamen consilio proborum hominum curia capiat preconizatum quando-
cumque eum invenerit et de eo faciat iustitiam secundum consuetudinem civitatis; ... ». 
337 PETRUS DE BELLAPERTICA, Commentaria in Digestum, ob. cit., p. 21. 
338 FAV 95, 10; A.O., Jaime 1, priv. 88: « ... citatfuerit: et ille malefactor perseo per procura-
lores sufficientes noluerit comparere stare iuri ... restituat in duplum ... iunte omnes expensas et interesse». 
Gastos que si por negligencia del Justicia o de la Cort no se exigiesen del ausente:« ... condemp-
nationemfieri curia de suo propio eas solvere tineatur, ... ». FURS 7, 2, 23: « ... sien pagats XII diners a 
la parte que sia forrat encontinent de pagar aquells. En altra manera que·l justícia o jutge o pach del se u 
propri, si no·l en forrara». En este punto hallamos un paralelismo notable con los procedimientos estu-
diados por ALONSO ROMERO, Ma. P., El proceso penal, ob. cit., p. 176, y PLANAS ROSELLÓ, A., El 
proceso penal, ob. cit., p. 132. En relación a FAV 95,13 véase su antecedente en C. 3, 1, 15: «.Sancimus, 
omnes iudices, ... , si quando absens persona citata poste a apparuerit, non aliter ei iudicialem aditum reve-
lare, sed omnes claudere ei iudiciorum copiam, nisi prius omnia damna restituat, ex huiusmodi vitio 
adversariis eius inflicta sive circa ingressus litis, sive circa honoraria advocatorum vel alias causas, quae 
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compareciera después de haberse dictado sentencia definitiva en su contra, pero sin 
que hubiera transcurrido un año desde su pronunciamiento, podrá, previo pago de las 
debitum et expensas, recuperar sus bienes, salvo el bien mueble o inmueble que fuere 
adjudicado al demandante, «de qua fuit prius condempnatus» 339. 
Si, por el contrario, el absent decidiera no personarse, podría, no obstante, dele-
gar la personación en un procurador. 
Los Furs, aunque prohíban la admisión de un procurador para el reo ausente 
-«que deffenedor a aquells absents per lo iutge no sia reebut a defendre aquells 
inculpats deis crims»- 340, lo admiten, a modo de excepción, cuando éste actúa para 
alegar y exponer las causas justificativas de la incomparecencia del ausente, prohi-
biéndosele, por tanto, toda actuación procesal encaminada a la presentación de prue-
bas, aplazamientos o recursos que actúen en beneficio del reo 341. 
Con todo, no toda alegación, aunque tenga apariencia de legalidad, será admitida 
por el juez o la curia 342. Así, un fuero otorgado por Pedro II en 1376 advierte que 
in iudicio vertuntur»; y con c. 1, X, 2, 5: «Qui si venerit infra annum iudicio sisti praestita cautione, ac 
exhibita satisfactione congrua expensarum, possessionem recupere!.». 
339 FAV 95, 13. Los Furs, ente otras lagunas, no contemplan la posibilidad de que el absent se 
presentase después de que haya transcurrido un año desde el pronunciamiento de la sentencia - Véase c. 
1, X, 2, 15 -;ni se hace mención a que en la misma se decretasen penas corporales y penas pecuniarias, 
lo que podría permitir al absent, aún transcurrido el mencionado plazo, alegar causas justificativas que le 
pudieran eximir de las penas corporales, no así de las pecuniarias; o la circunstancia, contemplada en la 
práctica procesal, de que siendo varios los denunciados «alguns de ells son presentes, y altres absentes». 
Esta circunstancia nos viene resuelta en Ms Practica Caussarum. Tractatus III. CAP. III. Quibus modis 
siant processus absentie, fol. 114: «Primerament, se sol provehir contra el absent, y en lo entretant esta 
suspens, y suplanta! lo proces del present, y la raho es perque si han de cloure lo proces contra els absents 
se admeteix la defensa deis presents, y podrien articular cosses, ab les quals, restassen tambe defensats 
los absents, y restaria ... lo proces, y impunits los delictes: Pero entre tan no es just, que los presents esti-
guen pressos, sino es delicte mol greu y califica!, solenlos donar soltura ab fiances, demanandes per ells, 
y apres acabat lo process de absencia, els tornem a la presso, y es prosegueix contra ells>>. En relación a 
los dos primeros supuestos, ALONSO ROMERO, Ma. P., El proceso penal, ob. cit., p. 176. 
340 FRV 9, 7, 15; Aureum Opus Regalim Privilegiorum Civitatis et Regni Valentiae, ALAN-
YA,Ll. Valencia, 1515. Índices preparados por CABANES PECOURT, M.O. Valencia, 1981. Jaime 11, 
priv. 14. proem.: «que defenedor perlo inculpar de crim absent no sia admes» (En adelante, A. O.). No en 
vano, en FAV 23, 10 se afirma: «actionem ei, qui absentis nomine agere vult, si non eum defendat, dene-
gari oportet». 
341 FAV 23,9; FRV 9, 8, 15: «Salvan! que defenedor a allegar, e a mostrar justa raho de absen-
cia sia reebut segons queferafahedor». Con carácter genérico, FAV 95, 3; 95, 13. 
342 Aunque en los Furs no hemos hallado referencia alguna a las posibles causas que justifiquen 
la ausencia del proceso, en el Ms Practica Caussarum. Tractatus Ill. CAP. III. De quibus modis siant pro-
ces sus absentie, fol. 113 se menciona: « ... , y sols se admet lo procurador pera aliar justes causses dela 
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muchos absens criminosus presentan alegaciones o ficciones al objeto de impedir el 
«processum qui sit contra eum», lo que provoca una auténtica «laesione iustitiae» y 
una vejación a las «partis actricis». Ante esta situación, y una vez expuestas las ratio-
nes absentiae per procuratorem, se ordena a la curia o al juez que, en virtud de la 
condición del ausente o de otras posibles conjeturas, se «repelle omni solemnitate» 
aquellas alegaciones que, aunque pudiesen parecer veraces, aptas y pertinentes, son, 
a su juicio, «falsae ve! flete». No obstante, si la curia estuviese indecisa o si en ver-
dad pareciese lo contrario -«Si ve ro contrarium apparuerit»-, podrá ésta imponer al 
procurador, suo propio nomine, una pena, impuesta a su arbitrio, con la que se ase-
gure la veracidad de lo alegado 343 
Examinadas las oportunas alegaciones y las pruebas presentadas 344, y siendo la 
reclamación de naturaleza civil, la Cort 345, bien personalmente o a través de su juez dele-
gado, dictará sentencia definitiva 346, alcanzando ésta valor de cosa juzgada si el actor no 
la apelase 347, ya que el absens que «condempnatus est ... appellatio recipi no potest» 348. 
absencia, y no altres cosses, com es que esta pres en alguna part, o cautiu, o altre just impediment per lo 
qual no pot compareixer». 
343 FRV 9, 8, 16. Si se demostrase la falsedad de las alegaciones de ausencia. el fuero conclu-
ye afirmando que la cuantía de la pena se distribuiría entre la parte y el Rey. 
344 FAV 62,4; FURS 4, 9, 4; 7, 2, 19: «Tota sentencia que sera ordenada per nostres officials 
o jutges ordinaris o delegats en les ciutats, viles o lochs del present regne de Valencia, aprés de oi"des les 
parts, segons que en los precedents furs és dit, o no oi"des per contumacia de aquelles ... ». 
345 En FRV 9, 19, 94 se solicita que las sentencias por juicio de rebeldía no «puxen esser evo-
cades, ni Jetes, ni tractades en la real audiencia» debido a que los gastos que se pagan en los «dits pro-
cessos, e sentencies» arruinan a los «subdits y vasalls». De ahí que se ordene que «si de Jacto fossen evo-
cades, Jetes y tractades» no sean pagados «salaris, e despeses algunes». 
346 FAV 126, 27: «Dijfinitiva sententia ... cum lata iuste per contumatiam reperit>>. Véase su 
correlación con c. 5, X2, 6: « ... , si videlicet contumax apparuerit is, ... , ad dijfinitivam sententiam proce-
dendum»; c. 2 y 4, X, 2, 14: «Quod si vocatus venire contempserit, vos nihilominus causam, utpote lite, 
quae ingeritur, contestata, deffinitiva sententia terminetis, ve! praesenti saltem adiudicetis possessionem, 
servata duntaxat quaestione propietatis absenti»; o TANCREDUS, Ordo iudiciarii, ob. cit., 2, 4, 1: «Si 
ve ro post litem contestam reus furit contumax, si tiquet velliquere potest de causa, iudex proferre debet 
dijfinitivam sententiam secundum causae merita, ... » 
347 En FAV 95, 9 se menciona que aquél que apelare la definitiva sentencia queda obligado a 
reparar y restituir a su adversario los gastos ocasionados cuando el resultado de ésta le fuere adverso; a no 
ser que el beneficiario de la causa de la apelación se hallare ausente por contumacia o malicia: <ifuerit 
absens, qui victor teneatur refunde re expensas victo parenti iudici». Se ha considerado como la interpre-
tación más acertada de este fuero la realizada por JAFFER, y cuya transcripción hallamos en CHABÁS, 
R., Génesis del Derecho foral de Valencia. Valencia. 1902. Reed., Valencia, 1990, p. 24: «Teneatur adver-
sarius qui ad difinitivam provocavit. refundere sumptus adversario suo quos in causa appellationis pro-
baverit se fecisse. si appellans in caussa appellationis sue. iniuste appellasse fuerit condempnatus. nisi 
per contumatiam victor fuerit absens, qui victor teneatur refundere expensas victo parenti iudici». 
348 FAV 119, 3: « ... et a tali sententia non possit aliquis apellare, ... »; 101, 4: «Eius, qui per 
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Si, por el contrario, el denunciante solicitase que el absent sea condenado por 
lo criminal 349, «et qua/itas criminis hoc exigat», la sentencia se dictará según el 
arbitrio de la Curia y de los prohombres de la ciudad, debiendo ser el condenado 
alejado -«exponatur sive bandiatur»- de modo tal que, aún sufriendo daño, no 
pudiera ser denunciado éste ante la Cort 35o. Rigurosidad que fue limitada en parte 
por el rey Fernando en 1488, al afirmar que la muerte de un «bandejat que jera 
condempnat, e bandejat per mort per aquel! perpetrada» puede ser llevada a cabo 
por «parent del occis fins en lo quart grau, e no algun altre», pero no así en otro 
«cas, ne delicte, o crim encara que sia condempnat per crim, o delicte a pena de 
mor, o altra menor pena» m. 
En este sentido, resulta aclaratoria la transcripción de una sentencia dictada por 
la Real Audiencia de Valencia, por entender que en ésta se recogen los principios 
genéricos que rigen el procedimiento por rebeldía: 352 
contumatiam absens, cum ad agitandam causam vocatus esset, condempnatus est, negotio prius summa-
tim perscrutato, appellatio recipi non potest». Véase su correlación con C. 3, 1, 13, 3: «nec pertimescat 
iudex appellationis obstaculum, quum ei, qui contumaciter abesse noscitur, nulla sit provocationis !icen-
tia, quod et in veteribus legibus esse statum, manifestissimi iuris est». Principio que fue recogido por los 
Ordo iudiciarium posteriores a Durantis. En este sentido, PETRUS DE BELLAPERTICA, Commentaria 
in Digestum, ob. cit.,pp. 434, 436: «Quod contumax non appellat, verum est, contumax in non veniendo 
non appellat»; JOHANN OLDENDORP, Opera. l. ob. cit., p. 529; ULDARICUS ZASIUS, Opera 
omnia.I. ob. cit., pp. 442, 541: « ... si non comparuerit, est nominatur verus contumax, qui non potest pos-
tea appellare a sententia, si perseveret esse contumax». 
349 A pesar de la evidente recepción de las fuentes canónicas, los Furs no siguen el criterio mar-
cado en C. 11 q. 3 c. 43, y en c. 1,X,2,1 de sancionar, en causa criminal, la incomparecencia ante el magis-
trado con la pena de excomunión del absens: «Contumax in non comparendo ve[ non respondendo excom-
municari potest», y de la cual se harán eco tanto los ordine iudiciarii, TANCREDUS, Ordo iudiciarii, ob. 
cit., 2, 4, 2: « Cum vero actor contumax est et reus praesens, si causa est criminalis, excommunicatur 
actor, et postea non auditur, nisi probet se iusto impedimento detentumfuisse ad veniendum. ut C. 4. q. 5. 
c. quisquis. 1» (Cf. Gloss. in v. accusator), como los ordenamientos con una mayor impronta ius roma-
nista, Partidas 1, 9, 10: «Contumacia es palabra de latín, que quier tanto dezir en romance, como deso-
bediencia, io desmandamiento. E es cosa, porque los Prelados de Santa Eglesia descomulgan los 
omes, ... ». 
350 FAV 119, 3: « ... ,ita quod quicumque eum post condempnationem ojfenderit, nobis vel curie 
non teneatur». 
351 FRV 9, 8, 14 
352 Ms. Practicum Caussarum. Sentencies criminals de la Real Audiencia. Fol. 264, sentencia 12. 
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«El quía Bernardus Umbert Gallus sentifer, per alterum ex fisci regís procu. 
de homicidio in personam /oanis de oses Regninavarre est accusatus, et 
meritis predicti processus attentis constat fuisse citatum trina citatione in 
domo in qua moram gerevat verum voce publici precunis, citatione triginta 
dierum, et contumacias suis devitis temporibus fuisse accusatas, et admisas 
qua pro ter iusta foros, et privilegia presentís Regni pro confesso, et convicto 
de criminibus, et delictis in dicta denuntiatione contentis judicari devet, et 
cum in confesum et convictum mille indiciis partes sunt nissi in condemnan-
do propterea et alias fuit in R. C. conclusum, quod dictus Bernardus Umbert 
sentifer condemnetur in penam ducemtorum morabatinorum iuxta fori for-
mam dividendorum, et banni perpetui a pres. civitate et Regno quos si intra 
tres meses non solverit condemmnetur iuxta novi fori formam ad remigan-
dum in regiis trirremibus perdecenium, et quod ipse interim risco et periculo 
consangineorum, predicti interempti usque ad 4 gradum iuxta fori formam 
vadat, et in expensis causse taxatione earum in posterum reservata». 
APÉNDICE DOCUMENTAL 
PRACTICA CAUSSARUM CIVILIUM. TRACTRATUS 3. 
CAP. 111. Quibius modis siant processus absentie. 
La forma del proces de absencia es la seguent, que lo tal absent, eo absents, no 
podense citar lo Vergeta, Porter, o Mustsatsi, segons los tribunals es cita ab tres ralles 
a la porta, han lo tal absent havitar solía, y sera vagamundo, y no tindra cassa, en lo 
loch haon ha comes lo delicte, a la porta de la cort, de esta manera, que en la R. Auda. 
y en tots los tribunals de esta Ciutat, se cita tres vegades de tres a tres dies que son 
nou dies fan una ralla a la porta, cassa citatoria per primera citacio, segona y tercera, 
y fan relacio lo dit porter, o vergeta cada volta, eo es la primera hauer citat per pri-
mera per tal dia. 
I aquell dia en hora de Cort compareix lo accusador, y lo fiscal, y a cascuna con-
tumacia per primera citacione de ralla, y aixi mateix la segona, y tercera, accusa la 
contumacia, y apres se fa una crida, y es publica a la porta del delincuent, y en lo 
loch del delicte, dient en aquella, que criden, y citen a dit absent, pera que compa-
rega dins los 30 dies, a respondre a una citacio, o a una denunciacio, que se ha pos-
sat a instancia de F. T. contra aquell per tal delicte, eo sobre tal delicte, sino pare-
ciera se li clam lo proces de absencia, als 28 dies se acusa la contumaci de la crida 
deis 39 dies, en la forma que de les ralles, y als 29 la segona, y als 30 la tercera, y 
al 31 la quarta, mes de gracia, que de dret, ysi lo reo comparexera, se li publica la 
sentencia contra aquell. 
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Y si es accussacio de part privada, que no sia impresia se li dona, la pena que 
inclou la denunciacio, per que per dita contumacia, es hagut per convicte, y confes, 
de tal manera como si ab plena prova de testimonis, y ab la propia confesio estigues 
verificat, y si es a instancia del fisch y sia impresia tot lo temps lo jutge de compte o 
lo que resulta de la impresia de tal manera, que si de aquella resulta defensa del 
absent, se le complet de aquella. 
Y sa advertir, que si algu deis dies de la contumacies de les ralles, o de la crida 
cahien en festes, o en dies feriats en aquells mateixos podense accusar, en cara que 
sien festes, pero repetienselo dia no feriat, en cara que en aquell cayga la segona con-
tumacia V.G. si la primera contumacia de la crida caygues lo primer dia de Pascua 
aquell mateix dia se ha de acudir, y lo dimecres apres se ha de repetir, y se ha de avi-
sar la segona perque ve en lo tercer dia. 
1 en alguna ciutat, o villa del Regne se solen fer les tres primeres citacions, ab 
ralles, en tres dies consecutius, y no de J. en J. dies com en Valencia, y aixi en les tals 
villes, ve es pot guardar dit escrit, per que lo fur, sois diu, que sien citats, y com de 
la citacio pen det ex stillo. Per tot temps se te per millor lo que es guarda en Vallencia, 
y en qualsevol cossa, que espergue si deixen de guardar dites solemnitats es nulle el 
proces, y sentencia, per que com la forma restribe, en la solemnitat, faltant en ella 
alguna solemnitat es nulle lo acte. 
1 tot temps, que lo Reo se presenta dins lo temps del dit proces, vel quoquumque 
tempore, ante pubicationem, o apres lo resolvitur lo proces de absencia, y se li fa la 
presencia, pero si es post publicationem, may se reduheix a presencia, sino es per 
caussa de menor edat, proter restitutionem in integrum, y lo reo en proces de absen-
cia condenat, es capturat, apres no es fa altra solemnitat, y diligencia alguna, sino 
verificar la persona porvant, ser aquell lo contengut en la sentencia ab confessio de 
ell o ab testimonis. Y constant de identitate persone, se eixecuta la sentencia. 
1 fa advertir que lo absent, no pot ser de justicia, ni degensat, per procurador, sino 
que se ha de presentar personalment, y sois se admet lo procurador pera aliar justes 
cusses de la absencia, y no altres cosses, com es que esta pres en alguna part, o cau-
tiu, o altre just impediment per lo qual no pot compareixer. 
1 en cara se adverteix, que sino son molts los denunciats o accussats, y alguns de 
ells son presentes, y altres absents, Primerament,. se sol provehir contra el absent, y 
en lo entretant esta suspens, y suplantat lo proces de present, y la raho es perque si 
han de cloure lo proces contra el absents se admetix la defensa del presents, y podrien 
articular cosses, ab les quals, restassen tambe defensats los absents, y restaria ... lo 
proces, y impunits los delictes: Pero entre tant no es just, que los presents estiguen 
pressos, sino es delicte molt grave y cualificat, solenlos donar soltura ab fiances, 
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demandes per ells, y apres acabat lo process de absencia, els tornem a la preso, y es 
prosegueix contra ells. 
Be es veritat, que quant la prova esta molt clara contra els delinquents, y lo accu-
sador, y fisch estan segurs que los reos no tenen defensa, solen fer actes, que estan 
contents, si els plau, que es procehixca contra els absents, y presents simul, y en tal 
cas, no els trahuen de la preso als presents, si ya no fos, lo delicte leve, que no 
induheix pena de mort, civil, o natural, o motilado de membre, perque fora de estos 
cassos, lo fur vol que en haurlos confessat, lo traguen de la preso, ab fermances, y tot 
a~o resta arbitrio iudicis. 
Real crida, e edicte, ab la qua! se dona lo arde, y forma que se ha de 
tenir y guardar en lo fer y fulminar los Processos de absencia. Archivo 
del Reino de Valencia. Real, 990, fol. 102-103. 
Ara ojats queus notifiquen, y fana faber de part de la S. C. R.. Magestat: E per aquella 
De part del ilustrissimo, y Excelentísimo seynor don Juan Alfonso Pimentel, y de 
Herrera, Comte de Benavent, Lloctient, y Capita general en la present Ciutat, y 
Regne de Valenica. Que per quant la experiencia ha mostrat, y mostra de cascun dia, 
que en los Tribunals, aixi de les Ciutats, y Viles Reals, com deis Llochs de Barons, y 
de al tres particulars de present .Regne, nos guarda lo estil degut, ni les solemnitats 
que dehuen observar, y guardar, en lo fer, fulminar e cloure los Processos de absen-
cia, ques fan, y porten contra los reos delinquents absents, y concuma~os. Perque nis 
citen aquells, nis acusen les contumacies de les primeres citacions de ralles, ni de la 
Crida, nis repeteixen aquelles en lo degut, y llegitim temps, ni en lo modo, y forma 
que de justicia y conforme los Furs del Present Regne, usos, y bons costums, y estil, 
immemorial de la Real Audiencia se deu fer. Per la qual causa molts deis reos delin-
quents absents, essent estats condemnats per Proces de absencia, en pena de mort 
natural, y en altres penes graves; aixi per los Officials Reals, com per los deis Barons, 
y altres seynors de Y lochs particulars de present Regne, no han pogut esser punits, 
ni condignament castigats de sos demerits, y culpes, ans be recorren a la Real 
Audiencia de les sentencies publicarles en los dits Processos, per la nullitat de 
aquells, y per la omissio de alguna de les dites solemnitats necesaries, son estades 
revocarles, y annulades, y los dits delictes en dany de la cosa publica han restat impu-
nits: Y de aci es que los delinquents cobren mes animo, pera continuar son mal viure, 
e inquietar la Republica, y pera perpetrar altres majors, y mes atroces delictes. Pero 
obviar los quals danys que son tan prejudicials, y perniciosos a la cosa publica, y 
poblats en aquella, y per provehir de condecent remey, pera que los dits Processos de 
absencia se facen llegitimament, segons forma de Fur, y sens nullitat alguna. Sa 
Excelencia, ab vot, y parer deis magnifichs Regent la Real Cancilleria, y Doctors de 
110 
Consell Criminal. Proveheix, y mana; que tots los dits Processos de absencia, se 
facen, y fulminen en la forma inferiurs declaradora, y que en aquells, y en cascu de 
aquells ab molta puntulitar se guarden, y observen lo estil, y solemnitats immediate 
seguentes. 
PRIMO posada la Denunciado, y fetes l~s obligacions acostumades, se ha de 
citar lo reo absent ab ralles, les quales si lo reo te domicili dins lo Regne se han de 
fer a las portes dela casa hon habitava al temps que comete lo delite. Y sino se li sab 
domicili, o es vagamundo se han de fer en lo lloch del delicte. 
Item, si la dita Citacio se ha de fer dins la Ciutat, vila, o Lloch, en lo Tribunal de 
la qual, o del qual se fa lo dit Proces de absencia, o en los arravals, en altra part junt, 
e prop de la dita Ciutat, Vila, o Lloch que en tal cas accedeixca lo Porter, o ministre 
de Iusticia, a la casa e o al Llloch del delicte, y a la porta de la dita Casa, o en lo lloch 
del delicte respetivament fa~a una ralla, citant al reo acusat absent, peral día seguent 
a la hora de Cort, o de Audiencia, si feriat no fera, y si fera feriat, peral primer dia no 
feriat immediate seguent. Y no compareixent lo reo en lo dit día, y hora, se li acusa, 
se li acusa la primera contumacia de la primera citacio: y lo mateix día ques acusa la 
primera Contumacia dela primera Citacio, se ha de tornar a citar lo reo peral día 
seguent a hora de Audiencia, si feriat no fera en la mateixa forma que fonch citat la 
primera vegada. Y no compareixent lo dit dia se li ha de acusar la segona 
Contumacia, y en lo mateix día citarlo tercera veg~da peral día seguent si feriat no , 
fera de la mateixa manera, y en los mateixos llochs, y pera les mateixes hores que 
fonch citat la primera, y segona vegada: y tambe no compareixent en lo día y hora en 
la propdita tercera citacio se ha de acusar la tercera Contumacia. 
Item, si les dites Citacions se han de fer una llegua, o mes fora de la tal Ciutat, 
Vila o Lloch, oterme de aquella, y aquell hon se fa lo dit Proces de absencia, se ha 
de fer comissio a un Porter o Ministre pera fer les di tes citacions. Y si lo reo absent 
te domicili fora de la jurisdiccio se despachará lletres subsidiaries pera citarlo una per 
tres. Y en cascu deis dits dos casos se dehuen donar, y señalar per cascun terme, dos, 
tres, o mes dies, conforme la distancia del Lloch; o part per hon se fa la dita 
Comissio, per er les dites tres citacions de ralles, o pera hon se despachen les dites 
lletres subsidiarles, exprimint en la dita Comissio, o lletres, los termins, y dies ques 
señalen per fer les di tes citacions, dient ques donen, y señalen sis, o nou dies, o mes, 
~o es dos, tres, o mes dies per primera, y al tres tants per segona, y altres tants per ter-
cera, y se han de fer les tres ralles en les portes de la casa del dit delinquent reo acu-
sal. Y no tenintla, o essent vagamundo en lo Lloch del delicte. Y en los dies senya-
lats en la dita Citacio, o lletres, que no han de fer feriats, se han de acusar les tres 
Contumacies, en la forma, y estil, y modo en lo precedent capitol referits. 
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Item apres de acusarles les dites tres contumacies de les citacions de ralles se deu 
provehir la crida de trenta dies: la qual se deu fer, y publicar lo dia seguent no feriat, 
apres dela ultima contumacia: publicant aquella, davant la porta de la casa del tal 
absent, o no tenintla en lo lloch del delicte, com se ha dit de sus, en respecte deles 
citadons. Advertint tambe, que no importa ques tarde de fer, y publicar la dita Crida 
alguns dies apres deles Contumacies; car que ~o no hi haura nullitat en loo proces. 
Item, feta, y publicada la dita Crida de trenta dies, se acusen que quatre 
Contumacies. <;o es tres de dret, y la quarta mes de gracia que de dret, comen~ant 
acusar la primera, als vint y huyte dia, encara que sia feriat, no comprenent, ni con-
tant lo dia de la publicado de dita Crida. Y succesivament en los tres dies apres 
seguents, encara que sien feriats, tots aquells, o qualsevol de aquells, se dehuen acu-
sar la segona, y tercera Contumacies, y la quarta mes de gracia, que de dret, les quals 
han de fer continues. 
Item, si se haura acusat alguna o algunes de les prop dites contumacies, en dia, o 
dies feriats, se han de repetir lo primer dia seguent no feriat acabades de acusar les 
dites quatres Contumacies: en esta forma. Que en lo primer dia no feriat, se respe-
teixca la primera, y en lo segon no feriat la segona, & sie de reliquis; no repetint mes 
de una Contumacia en cascun dia no feriat. 
Item, perque no y puixa huer error en los dies de les contumacies, axi de les ralles, 
y primer Citacions, com de la Crida: Se adverteix als Escrivans deis dits Processos 
de absencia, que en lo continuar les dites Citacions, Contumades, seyalen lo cía, y 
calendari de aquell, dient. Die Luna, vel Martis, vel alias computata. N. Menfis. N. 
& c.Dient encara, si es sesta, o no en la acusacio de les Contumades de la dita Crida. 
A a~o empero declarat, que encara que no se expremixca lo nom del día, o si es festa, 
o no per~o nos indueica nullitat del tal Proces, com baste ques continue lo calendari 
del día, mes, e any, en lo qual acusen les dites Contumacia, Contumades. 
Item, si lo reo acusat absent tindra domicili en altra jurisdictio, e o no tenit casa, 
ni habitado certa alguna, aura comes lo delicte, en altra pl¡lrt que no sia subjecta al 
jutge en la Cort, y Tribunal, del qual se fara, y fulminara lo dit Proces de absencia: y 
per fer la Crida se desparan lletres subsidiaries se acusaran, y repetiran les 
Contumacies de aquella, en la forma, y temps, y segons lo orde que en los precedents 
Capitols se ha de dehuit. En les quals lletres subsidiaries, se ha de requerir al Iutge, 
al qual se fe dirigiran, que certifique ab saresponsiva, del dia, y en lo lloch y part, 
ahon haura fet publicar la dita Crida, y que les dites lletrs, y responsiva se inserten 
en lo tal Proces de absenda, pera que aquella sucehixca, y haja de sucehir en lloch 
de la relacio del trompeta: 
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Item, acabades de acusar, y repetir les dites Contumacies de la Crida; de orde, y 
provisio del jutge, diga e continue lo escriva en lo tal proces de a absencia; quibus 
omnibus admisis acord, & c. 
E per que ab mes seguritat y puntuliat los dits processos de absencia se facen 
segons fur, y estil, y ab les de mes de sus dites solemnitats: mana sa Excelencia a tots 
los Procuradors, a Fiscals, y a altres qualsevol notaris, y escrivans que tindra lama 
en fer, y fulminar los dits processos de absencia, y als Asessors, o Iutges de qualse-
vol de les dites corts y tribunals de totes les dites ciutats, viles, y llochs del present 
Regne, que guarden y observen, guardar y observar facen, en lo fer fulminar y clou-
re los dits processos de absencia, totes les dites solemniats, o qualsevol de aquelles; 
sots decret de nullitat de les tals sentencies, que en dits processos se publicaran, no 
fetes ni guardades les dites solemniats, o qualsevol de aquelles, y lo demes que per 
Furs, privilegis, y estil del present Regne se deu fer, guardar, y observar: y sots pena 
tambe de perdre, y restituhir los emoluments, y salaris deis rals Processos, y senten-
cies nulles, en cas quels bajen rebut, y sots altres penes a arbitre nostre, y dela Real 
Audiencia Criminal imposadores: lo cual se puga extendre fins a privacio deis tals 
oficis de Escrivans, Notarís, Asessors, y Iutges, segons la calitat del cas sucehít ho 
requira. E perque ignorancia no puixa fer allegada, se mana fer, e publicar la present 
Crida Real per la present Ciutat de Valencia, y per los llochs acostumats de aquella, 
y del present Regne. 
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ALCALDES MAYORES DE MINAS DE LA 
NUEVA GALICIA EN EL SIGLO XVI: 
l. INTRODUCCIÓN 
EL CASO DE ZACATECAS 
JOSÉ ENCISO CONTRERAS 
Universidad Autónoma de Zacatecas 
En Zacatecas se fundó inicialmente un campamento minero donde nada había, 
excepto un paraje solariego, al norte de la Nueva España, que servía de eventual refu-
gio a la nación zacateca.l Aceptando este hecho, habrá que revisar luego cuáles fue-
ron los instrumentos económicos y sociales mediante los cuales los españoles busca-
ron darle estabilidad primero, y permanencia después, a la república 2 que fundaron 
en Zacatecas. 
La historia de la administración de justicia en Zacatecas comienza a mediados del 
siglo XVI, cuando, prosiguiendo con sus intenciones colonizadoras y de aprovecha-
miento de los recursos minerales, los españoles implantaron una vieja institución cas-
tellana, la alcaldía mayor. Se incorporó además a la institución una serie de adapta-
ciones a la circunstancia colonial, y fue instituida en Zacatecas en 1549,3 cuando la 
Audiencia de la Nueva Galicia -entonces con sede en Compostela- designó a Pedro 
Mejía Melgarejo, como primer funcionario con tal título. 
La historia de la justicia en Zacatecas, durante el siglo XVI incluye la transfor-
mación que sufrió la institución de la alcaldía mayor, para llegar a convertirse en el 
corregimiento de la ciudad de Nuestra Señora de los Zacatecas, en 1580.4 
No obstante que la administración de justicia en las colonias españolas constitu-
ya uno de los temas clásicos de la Historia del Derecho Indiano, acerca del funcio-
namiento particular de este sistema judicial aún queda mucho por desentrañar s. Las 
fuentes y textos clásicos con que en ocasiones los historiadores del Derecho suelen 
abordar este tipo temas, no proporcionan los suficientes elementos como para poder 
explicar las características y desempeño de las instituciones transplantadas al terreno 
americano, especialmente cuando se abordan enfoques de historia regional. 
Las interrogantes que siguen planteando en nuestros días pueden ser respondidas 
en el terreno de las fuentes para la historia de cada región colonial de que se trate. En 
ese sentido va este trabajo en torno a Zacatecas, que de alguna manera se identifica 
como el caso más representativo entre los reales de minas de la Nueva Galicia. 
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2. ANTECEDENTES CASTELLANOS DE LAS ALCALDÍAS 
MAYORES Y CORREGIMIENTOS 
En su Política Indiana, don Juan de Solórzano y Pereyra, hace un uso indiscrimi-
nado de ambos términos, resaltando solamente que este tipo de funcionarios, en 
cuyas manos estaba la administración de la justicia en villas y ciudades, eran cono-
cidos en el Perú como corregidores, mientras que en la Nueva España se les conocía 
generalmente como alcaldes mayores. Adicionalmente hace una material equipara-
ción de sus funciones y les atribuye un marco legal similar. 6 
Don Alfonso García Gallo, es a nuestro juicio, el historiador del Derecho Indiano 
que mejor ha planteado el problema metodológico que sobreviene al estudio de los 
alcaldes mayores y de los corregidores en las Indias. 1 
Su conclusión al respecto consiste en revelar la relativa confusión que -tanto en 
la propia legislación indiana, como en la doctrina clásica- parece envolver a las ins-
tituciones de las alcaldías mayores y a los corregimientos en las posesiones colonia-
les españolas, sin mencionar ya la figura de los gobernadores. La confusión la atri-
buye a que los juristas y responsables de la gobernación de las Indias, a pesar de tener 
bien claros en su tiempo los criterios para la designación de una u otra autoridad en 
cada caso -principios propios del saber jurídico de la época, de la costumbre y de los 
métodos administrativos en boga-, no se preocuparon por hacer explícitos sus crite-
rios de distinción como para que llegaran a nuestros días con la suficiente claridad. 
Tanto alcaldías mayores como corregimientos fueron instituciones de origen cas-
tellano que comenzaron a formarse al parejo del proceso de afirmación del poder 
monárquico iniciado en la península Ibérica tanto con el proceso de reconquista 
impulsado por Fernando III, como con la continuidad que en la integración de la 
soberanía real desarrolló su hijo, Alfonso X El Sabio; todo ello a partir del siglo XIII. 
El nombramiento de justicias en ese tiempo equivalía a la designación de alcaldes 
que ejercían al mismo tiempo el poder de gobernar, y el de juzgar en nombre del rey. 
2. l. Antecedentes de los alcaldes mayores 
Es precisamente éste último monarca quien en su Espéculo escribió: 
«Pero que los reyes no pueden ser en sus castillos, en cada lugar, para hacer esta 
justicia conviene que se ponga y otro de su mano que la haga; así como alcaldes o 
jueces u otros, de cual manera quier que sean y aquí es dado juzgar; otrosí, merinos 
y alguaciles y otras justicias de cual guisa quier que sean que han de cumplir lo que 
ellos juzgaren». sEn la Edad Media, el hacer justicia tenía dos connotaciones: la una 
correspondiente a la estricta función jurisdiccional, y la otra en el sentido de fvnción 
gubernativa. 9 
Ante el panorama de una España disgregada y en conformación, a la que se 
sumaban paulatinamente los territorios reconquistados a los moros, surge la necesi-
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dad de la Corona por afirmarse y extender el derecho de juzgar, es decir, eljudicio 10, 
y el de castigar, el lus puniendi, u hacia aquellos sitios y reinos en donde la presencia 
del rey no fuera permanente. Esta labor jurisdiccional y de gobernación -por lo tanto 
política- recaía entonces en los funcionarios que, nombrados por el rey, eran llama-
dos también justicias y ejercían en su nombre ambas funciones: el juzgar y el gober-
nar, sin más mediaciones. 
El término alcalde se deriva del árabe al cadí, que significa textualmente el juez; 
y el uso del vocablo en España data del siglo XI, precisamente en el mismo sentido, 
para designar al juez por excelencia. 12 
García Gallo define al justicia, como el «encargado de mantener la paz y el orden, 
y de hacer cumplir lo determinado en su juicio, o como entonces se dice, de "facer 
justicia"». 
En su empeño por extender y garantizar la judicio real, tanto Fernando III como 
Alfonso X delegaron facultades de justicia y gobierno en una sola persona. En su 
tiempo Fernando nombró un merino mayor para los reinos de León y de Galicia, 
cuyo precedente tenía una antigüedad que databa desde los tiempos de Alfonso VIII. 
Alfonso X, a su vez, nombró este tipo de funcionarios para la justicia y gobierno del 
territorio de Andalucía llamados adelantados mayores, quienes teman la representa-
ción personal del rey y debían ser tenidos en los territorios conquistados como la 
autoridad superior, sólo por debajo de la real persona. El Espéculo disponía además 
que la impartición de justicia de los adelantados y merinos mayores, fuera asesorada 
por letrados a quienes se les conoció con el nombre de alcaldes, cuyo número sufrió 
modificaciones durante los reinados de Enrique IV y de los Reyes Católicos. 
Al igual que los merinos mayores, los adelantados mayores gobernaban y juzga-
ban, pero existió una relación de jerarquía entre ambos en la cual la preponderancia 
recaía en manos de los adelantados; los merinos, por su parte sólo ejercían en donde 
no estaban aquéllos. Esta tradición data de la Baja Edad Media española, y fue pau-
latinamente reforzada por la monarquía que se transformaba avanzando hacia la Edad 
Moderna. 
En el siglo XIV, en los reinos de Toledo, Jaén, Murcia y Algecira, se nombraban 
por el rey alcaldes mayores, cuya figura y funciones eran muy similares a las de los 
alcaldes auxiliares de los adelantados y merinos mayores. Durante el siglo XV, los 
alcaldes de los adelantamientos y merindades, así como los alcaldes mayores, se 
designaban en un número de dos por cada ciudad, como fue el caso de Toledo, donde 
el uno era competente en materia civil y su homólogo, en materia penal. Con ésta ins-
titución nos encontramos ante la figura de un juez directamente encargado de la inco-
ación y la resolución de procedimientos judiciales. 
La jurisdicción de los alcaldes de adelantamientos se extendía por todo el territo-
rio que tenían delimitado, recorriendo ciudades, lugares y villas; mientras en el caso 
de los alcaldes mayores, no queda aún bastante claro si ejercían su jurisdicción en 
todo el reino del que era cabeza la ciudad en que residían, o sólo dentro de los lími-
tes de ésta última. Una diferencia importante entre los alcaldes de adelantamientos y 
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los alcaldes mayores de las ciudades, consiste en que los primeros eran jueces de 
alzada, porque conocían en segunda instancia de las causas falladas por los alcaldes 
de las ciudades y villas -es decir, de los elegidos por los consejos municipales-, 
mientras que los segundos sólo conocían en primera instancia. 13 
En el siglo XV, tanto Enrique II, como Juan 1, ya habían creado la Audiencia Real 
y las Cortes de Bribiesca, respectivamente. Con ello, se privó a los alcaldes de los 
adelantamientos de su competencia en segunda instancia, y su jurisdicción se redujo 
exclusivamente a negocios de primera instancia, sólo ejercida en un radio de una a 
cinco leguas a la redonda del lugar donde residían. Su competencia quedó equipara-
da a la de los jueces de los consejos municipales, para posteriormente entrar en con-
tradicción con la institución de los corregidores. 
2.2. Antecedentes castellanos de los corregidores 
La figura del corregidor estaba ya establecida en España hacia el siglo XV. 
Su principal diferencia respecto de los alcaldes de adelantamientos y alcaldes 
mayores de ciudades y reinos, consistió en que éstos últimos, aunque fueran nom-
brados directamente por el rey, actuaban a la sombra de una institución superior -que 
eran los 
merinos mayores o los adelantados-, y teman originalmente asignada una amplia 
jurisdicción que recorrían en ejercicio de su cometido, aunque paulatinamente se fue 
reduciendo a su mínima expresión, y sólo incorporaban competencias de naturaleza 
judicial. 
De cualquier forma, ya para el siglo XV, los adelantados y merinos mayores eran 
prácticamente cargos honorarios, sin ninguna función práctica -lo cual hizo que los 
alcaldes mayores y de adelantamientos adquirieran cierta preponderancia y autono-
mía-. Como ya se dijo, los alcaldes y alcaldes mayores eran jueces en sentido estric-
to. Por su parte los corregidores, aunque también eran nombrados por el rey, incor-
poraban y ejercían atribuciones en materia judicial y en materia gubernativa; si bien 
sus jurisdicciones territoriales sólo se adscribían al lugar en donde residían. Por esta 
razón, en los sitios donde estuviese nombrado un corregidor por el rey, no podía ejer-
cer su judicio un alcalde mayor o de adelantamiento. 
Una semejanza que se dio entre los corregidores por un lado, y alcaldes mayores 
y de adelantamiento, por el otro, fue el hecho de que todos pudieron nombrar tenien-
tes que ejercieran justicia en su nombre durante sus ausencias, o en lugares donde no 
residiese el propio justicia. 14 
3. ALCALDES MAYORES Y CORREGIDORES EN INDIAS 
El descubrimiento y colonización paulatina de las Indias precisó un transplante 
de las instituciones jurídicas tradicionales de Castilla a las nuevas posesiones, sin 
hablar de las instituciones originales que se crearon en las Indias. 
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Así, el primer alcalde mayor que se nombró en América fue Francisco Roldán, en 
la antillana isla de La !sabela, durante el mes de marzo de 1496. El cargo de gober-
nador se encontraba inicialmente incorporado al de virrey, y con posterioridad fue-
ron designados como tales en las cabezas administrativas de las provincias de las 
Islas y Tierra Firme, paulatinamente ocupadas por los españoles. 
Con frecuencia, la gobernación -referida a asuntos de carácter político y admi-
nistrativo- se delegaba a tenientes de gobernación que actuaban en nombre del titu-
lar; los cuales, con el tiempo adquirieron cierta legitimidad y permanencia. En la pri-
mera mitad del siglo XVI, llegaron a nombrarse tenientes de gobernadores en Cuzco, 
Ancerma, Quimbaya, Cubagua y Cartagena, en el cono sur; mientras que la figura de 
alcalde mayor ya se encontraba durante este mismo periodo en México y Cuba. 
El Consejo de Indias comenzó a utilizar el criterio de suprimir paulatinamente los 
alcaldes mayores, considerados como superfluos «desde el momento en que se cons-
tituyen en las ciudades consejos con alcaldes ordinarios 1s y también corregidores». 
En consecuencia, pronto dejaron de nombrarse tales funcionarios en Cubagua y 
Guatemala. 
Sin embargo en Nueva España, los nombramientos de alcaldes mayores 
aumentaron, promovidos por el virrey Antonio de Mendoza. El rey, por su parte, 
nombraba directamente alcaldes mayores para Yucatán y Cozumel. Se aprobó tam-
bién que se designaran en Soconusco, Nicaragua, Honduras, Chiapa, Trinidad y otras 
partes. 16 
A mediados del siglo XVI, el número de alcaldías mayores nombradas directa-
mente por el rey en Ultramar, aumentó considerablemente en Centroamérica y 
México. Paralelamente, proliferaron en Nueva España las alcaldías designadas por 
las audiencias. En el Perú, el otro gran virreinato que por esos tiempos existía en 
territorio americano, no proliferaron las alcaldías mayores, excepción hecha de los 
Reales de Minas. 
En la Nueva Galicia -el reino bajo cuyajurisdicción se encontraban las minas de 
los Zacatecas-, también se instauró la institución de la alcaldía mayor para estructu-
rar el régimen de impartición de justicia. La propia política sobre desarrollo de la 
minería del virrey Mendoza, se fundamentó en la creación de distritos mineros 
gobernados por un alcalde mayor, los cuales eran nombrados por la Audiencia. El 
otro tipo de justicias nombrados por la audiencia para los pueblos de indios fueron 
los corregidores. 
3. l. La impartición de justicia en las Indias y en la Nueva Galicia 
García Gallo establece importante diferenciación entre los distintos oficios rela-
cionados con la impartición de justicia, vigentes tanto en Indias como en la metró-
poli. Nos habla de los funcionarios genéricamente llamados justicias, los cuales se 
ocupaban tanto de actividades de gobierno, como de las estrictamente judiciales. En 
segundo término ubica a los llamados jueces, es decir, los oficiales cuyo cometido se 
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reducía a las labores concretas de impartición de justicia. De esta forma incluye en 
el primer apartado -siguiendo la propuesta de Juan de Ovando-, a los virreyes y 
gobernadores, y en el segundo a los corregidores, alcaldes mayores, alcaldes ordina-
rios y alcaldes de hermandad. 11 
En el ámbito de los justicias, a nivel provincial destacan los nombramientos 
de gobernador y los tenientes de gobernador; y a nivel local, el de corregidor. 
Entre los jueces, clasifica también a los tenientes letrados y a los alcaldes mayores. 
En el nivel local ubica a los alcaldes ordinarios, nombrados por los consejos 
municipales de las ciudades y villas. 
En referencia a los jueces García Gallo opina: 
«Estos distintos jueces, todos supeditados a la Audiencia, poseen idéntica juris-
dicción en primera instancia en el lugar donde residen, por lo que en caso de com-
petencia entre ellos, la atrae el juez local (alcalde ordinario) a expensas del provin-
cial, y el juez desplaza al gobernador. Los gobernadores y alcaldes mayores, actúan 
además como jueces de apelación de los alcaldes ordinarios de su provincia en mate-
ria civil hasta cierta cuantía; facultad ésta de que carecen los corregidores. » 18 
Por otra parte, esta visión jerárquica de la impartición de justicia en las Indias fue 
particularmente revelada en su tiempo por el licenciado Pedro Delgado de la Peña, 
quien había sido consejero de Indias -y posteriormente de Castilla-, en 1544: 
« ... que se hagan por Audiencias, las necesarias, poniéndolas donde más conven-
ga. Y que por ahora se pongan por las Audiencias alcaldes mayores donde había 
gobernadores, que conozcan en primera instancia donde estuvieren, y en grado de 
apelación de los alcaldes ordinarios. »19 
3.2. La Audiencia de la Nueva Galicia y la impartición de justicia 
El Nuevo Reino de Galicia, dentro del cual se comprendían los territorios de los 
actuales estados mexicanos de Jalisco, Nayarit, Zacatecas, Aguascalientes, y partes 
de los estados mexicanos de San Luis Potosí y Guanajuato 20, fue conquistado por 
Beltrán Nuño de Guzmán, quien se lanzó a esta empresa entre 1529 y 1530. Se tiene 
noticia que tras la conquista, Nuño comenzó a repartir encomiendas y a impulsar la 
fundación de diversas ciudades y villas como Compostela y Guadalajara, entre 1530 
y 1531, Espíritu Santo en 1531 y La Purificación en 1533.21 
Siendo gobernador de la Nueva Galicia, Nuño designó, algunos alcaldes mayo-
res, como fue el caso de La Purificación.22 
Mediante unas ordenanzas dadas por el Consejo de Indias, -fechadas en Alcalá 
de Henares el 13 de enero y el 13 de marzo de 1548-, se creó la Audiencia de la 
Nueva Galicia a fin de que los súbditos del reino «y los naturales que pidieran justi-
cia, la alcancen».23 En las ordenanzas se asienta la nueva audiencia en la ciudad de 
Compostela, y se designan como sus integrantes a cuatro Oidores alcaldes mayores, 
que fueron el licenciado Hernán Martínez de la Marcha, el licenciado Lorenzo 
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Lebrón de Quiñones, el doctor Juan Meléndez de Sepúlveda y el licenciado Miguel 
Ladrón de Contreras y Guevara.24 
A la nueva audiencia se le dio competencia en asuntos civiles y criminales -así 
de oficio como a petición de parte-, en grado de apelación, dado que las audiencias 
eran por excelencia tribunales de alzada respecto de todas las resoluciones emanadas 
de los alcaldes mayores, corregidores y todo género de jueces ordinarios que ejer-
cieran la jurisdicción de primera instancia en el territorio de la Nueva Galicia. De 
igual forma, tenían facultad para admitir las apelaciones que fueran interpuestas, en 
contra de sus propias resoluciones, ante la Audiencia de la Nueva España. Además, 
los oidores alcaldes mayores podían conocer asuntos en primera instancia que sur-
gieran en un ámbito territorial de doce leguas a la redonda de la sede de la audiencia. 
Y tratándose de casos de corte.25 su competencia se extendía a todo el territorio neo-
gallego en primera instancia, pudiéndose apelar de sus resoluciones ante la Audiencia 
de México, excluidos los asuntos cuya cuantía fuese menor de trescientos pesos de 
oro de minas. 
Lo mismo ocurría en materia criminal cuando se tratara de casos de privación de la 
vida, pues las partes podían apelar ante la Audiencia de México, o si había transacción 
entre ellas, podían solicitar la revista de la causa mediante el recurso de suplicación. 
Los oidores quedaban también obligados a realizar visitas por las provincias del 
reino, así que, por turno, deberían aplicarse «visitando los pueblos y ciudades, villas y 
lugares» de su jurisdicción, con el propósito de administrar justicia; de tal forma que 
en todo momento siempre estuviese uno de ellos en visita informándose de los delitos 
cometidos y «cómo son tratados los naturales de aquella tierra, y si se cumplen y guar-
dan las ordenanzas e instrucciones que para su buen tratamiento están hechas y se hicie-
ren». Concluida la visita, el oidor alcalde mayor debería rendir un informe a la audien-
cia en donde se proveería lo conducente en materia civil o criminal, fallando el visita-
dor en los negocios que no superaran una cuantía de treinta mil maravedises, pudiendo 
admitir el recurso de apelación ante la propia audiencia de Compostela. Un similar cri-
terio de alzada quedó establecido para las causas criminales. 
La audiencia era también la encargada del gobierno de su territorio y estaba facul-
tada para proveer oficios de corregimientos a la manera en como lo podía hacer la 
Audiencia Real de los Confines.26 De igual forma, los oidores alcaldes mayores que-
daban autorizados para traer vara de justicia, 27 a la usanza de los oidores de la 
Audiencia de México. Además se les autorizó a tomar juicios de residencia a los 
alcaldes ordinarios y a cualquier otra persona con cargo de administración de justi-
cia en el territorio de su jurisdicción. Finalmente, se les ordenó tomar cuentas a los 
oficiales reales de la Nueva Galicia. 2s 
Debe anotarse que el sometimiento de las decisiones judiciales -cuando el dere-
cho así lo prescribía- de la audiencia de Nueva Galicia ante la Audiencia de la Nueva 
España, se debía a que en su origen, la primera quedaba subalternada 29 a la segun-
da, según las ordenanzas de 1548, situación que se modificó posteriormente, en 1572 
cuando se le dieron nuevas ordenanzas.3o 
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En el contenido de las ordenanzas sólo se permite a la audiencia nombrar corre-
gidores en auxilio de su cometido de impartición de justicia, aunque como se vio 
antes de su implantación ya se habían dado casos en que se nombraran alcaldes 
mayores para administrar justicia a nivel local o provincial. 
En la Nueva Galicia, se instauró un funcionario de justicia intermedio entre los 
pueblos de españoles o indios y la propia audiencia, nombrados por ésta última. Al 
parecer la regla general no escrita, ni siquiera en las ordenanzas de la audiencia, fue 
la de nombrar alcaldes mayores en las poblaciones de españoles y los reales de 
minas, y corregidores para los pueblos de indios, en apego a la tradición instaurada 
en la Nueva España. 
Sin embargo, aunque nominalmente había cierta diferencia, lo cierto es que su 
función en los hechos tenía bastantes similitudes. 
3.3. Corregidores de pueblos de indios y alcaldes mayores en la Nueva Galicia 
Hasta el momento, las atribuciones de los alcaldes mayores y corregidores neo-
gallegos, han sido analizadas partiendo principalmente de los nombramientos reali-
zados por la audiencia; sin embargo, otra importante fuente para su conocimiento son 
las diversas ordenanzas dictadas para regir a todo el reino o bien para una determi-
nada villa o ciudad. 
En 1570, previo a la conversión de la audiencia subordinada de la Nueva Galicia 
en Real Audiencia y Cancillería, autónoma, el licenciado Contreras y Guevara reali-
zó una amplia investigación sobre el estado del reino en materia gubernativa, políti-
ca, poblacional y eclesiástica. 
En sus averiguaciones Contreras informaba que en todo el reino de la Nueva 
Galicia vivían un total de 1500 españoles con casa fundada. Cincuenta y cinco de 
ellos eran encomenderos o detentaban parcialmente una encomienda. El resto se 
desempeñaban como estancieros, mineros, mercaderes, oficiales y demás ocupacio-
nes. Además se daba cuenta de la existencia de un total de 20.000 indios jefes de 
familia, pacificados y asentados.3t 
Esta población se repartía entre dos ciudades: Guadalajara y Compostela; cinco 
villas: La Purificación, San Miguel de Culiacán, Santa María de los Lagos, Nombre 
de Dios y Jerez de la Frontera; en dieciséis poblaciones de minas: Zacatecas, San 
Martín, Sombrerete, Las Nieves, Los Ranchos, Chalchihuites, Avino, Santiago de la 
Espada, El Fresnillo, Mazapil, Xocotlán, Guaxacatlán, Analco, Guachinango, 
Espíritu Santo y Culiacán.32 Además había quince sedes de corregimientos de indios 
y treinta sedes de tenientes de corregidor. 
Aunque J. H. Parry haya escrito que en esta fecha se nombraban anualmente por 
la audiencia quince alcaldías mayores y cuarenta y cinco corregidores,33 de los docu-
mentos sólo se desprende que la audiencia expedía títulos anuales a trece alcaldes 
mayores en las poblaciones mineras y villas de españoles de la jurisdicción de la 
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audiencia, de los cuales, cinco ejercían al mismo tiempo el cargo de corregidores en 
algunos pueblos de indios, generalmente aledaños a las sedes de sus jurisdicciones. 
En el citado año de 1570 sólo se nombraban quince corregidores de indios y trein-
ta tenientes de corregidores. La suma de los dos conjuntos fue la que probablemente 
confundió a Parry. 
Los diversos distritos mineros argentíferos de cierta importancia estaban gober-
nados y bajo la jurisdicción de un alcalde mayor. Una gran parte de ellos fueron nom-
brados al final de la década de los cuarenta y comienzos de los cincuenta, como lo 
fueron los casos de Tepeque, Guachinango Xocotlán y Guaxacatlán, Acutlapilco y 
Zacatecas. Con el tiempo, cuando fueron descubriéndose nuevos yacimientos, se les 
siguieron nombrando alcaldes mayores. 
3.3.1. Los Corregidores de pueblos de indios y los alcaldes mayores, según los 
nombramientos de la Audiencia de la Nueva Galicia 
Para examinar las atribuciones de los corregidores de indios, hemos seleccionado 
el nombramiento como tal de Antonio Maldonado y una minuta que se utilizaba por 
la audiencia en 1570 34 para la provisión de dichos oficios. Al cargo de corregidor se 
le mandataba: 
a) La jurisdicción civil y criminal del pueblo y sus sujetos. 
b) La visita de la jurisdicción del pueblo, en buscad~ posibles despojos injustos 
de las tierras de los indios, y en caso de que encontraran esos casos, tenía el 
deber de obligar al despojante a la restitución de las tierras; en caso de no 
poder efectuar tal restitución, el corregidor estaba obligado a rendir un infor-
me a la audiencia para que en ella se resolviera lo conducente. 
e) Se le encargaba procurar la evangelización de los indios de sus pueblos. 
d) Se le cometía que averiguase si había hijos de españoles entre las indias de los 
pueblos a fin de que les fueran entregados a sus padres. 
e) En los casos de pleitos o delitos en que se vieran involucrados los indios caci-
ques y gobernadores, el corregidor quedaba impedido para dictar sentencia. 
Sólo se le ordenaba la instrucción del sumario y el envío de los autos a la 
audiencia para su resolución definitiva. 
t) Se le impedía dictar sentencia en aquellos procedimientos cuyas penas fuesen 
la capital o de mutilación de miembros. En tales situaciones, hecha la informa-
ción del sumario, debía remitirla a la audiencia para que allí fuese fallada la 
causa. 
g) Se le encargaba que todos los víveres que los viajeros de paso por el corregi-
miento tomaran a los indios, les fuesen pagados a estos últimos a precios jus-
tos y moderados. 
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h) Además se le ordenaba impidiera que los indios del corregimiento fueran car-
gados como tamemes,35 aun cuando y ellos mismos consintieran hacerlo. 
Asimismo debía impedir que los indios fueran utilizados en la construcción de 
monasterios y otras obras sin la expresa licencia de la audiencia. 
i) Se le prevenía para que impidiera que ninguna persona, así españoles como 
indios, portara vara de justicia en su jurisdicción, sin expresa licencia real o de 
la audiencia. Debía confiscarse la vara al infractor, prenderlo, hacer el sumario 
y enviar a ambos a la audiencia para que allí se resolviera. 
j) Se le ordenaba la persecución de los españoles que fueran casados en la 
Península -con sus mujeres vivas en ella-, quedando facultados para aprehan-
derlos, confiscar sus bienes y enviarlos a la audiencia para que finalmente fue-
ran remitidos a la metrópoli. Lo mismo se ordenaba en el caso de los extranje-
ros vetados para vivir en las Indias. 
k) Se le atribuía competencia en materia de bienes de difuntos, debiendo practi-
car las diligencias de inventarios y almonedas, remitiendo todo al juez de bie-
nes de difuntos de la audiencia, para su envío a España. 
1) Se le prohibía cobrar y recibir dinero por concepto de pago de tributos en los 
pueblos de su jurisdicción, so pena de la destitución del oficio y de cien pesos 
de multa. 
m) Se le encargaba mantuviera la población indígen& ocupada en sus labores agrí-
colas y en las del rey, así como en la crianza de gallinas. Para lo cual se nom-
braría un buen indio lugareño que vigilase el cumplimiento de tales activida-
des, al cual se le concedería vara de justicia. También se encomendaba al 
corregidor fiscalizar las cuentas de la caja de la comunidad. 
n) Se le ordenaba permanecer en la cabecera del corregimiento por lo menos la 
tercera parte del año para el que había sido nombrado, so pena de haber perdi-
do su salario. 
Por otra parte, las funciones que legalmente confería la Audiencia de la Nueva 
Galicia a los alcaldes mayores designados por ella para la impartición de justicia en 
los pueblos de españoles y en los reales de minas, pueden verse en los propios nom-
bramientos que expedía. 
Para el caso de Zacatecas, hemos elegido el nombramiento de uno de sus alcal-
des mayores, nuevamente de Antonio Mal donado, expedido en Compostela en 20 de 
mayo de 1560 por los Oidores alcaldes mayores: el licenciado Alonso de Oseguera y 
el doctor Morones. El nombramiento de Maldonado lo era al mismo tiempo como 
corregidor del pueblo de Mezquituta,36lo cual nos permitirá hacer una somera extra-
polación de las similitudes y diferencias de uno u otro oficio. Además hemos revisa-
do el nombramiento de Pedro de Ledesma, como alcalde mayor, dado por la audien-
cia el13 de octubre de 1563. Y, finalmente, el nombramiento del licenciado Rodrigo 
Sánchez, emitido por el citado tribunal el 15 de diciembre de 1574.37 
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Las atribuciones delegadas en ambos nombramientos de alcalde mayor de las 
minas de Zacatecas, eran las siguientes: 
a) La impartición de la justicia de primera instancia en materia civil y criminal, 
en el distrito de las minas. «Conociendo, librando y determinando todos los 
pleitos y causas. » 
b) La tutela del orden público -«paz y sosiego»- de los moradores del distrito. 
e) La conservación y bien de los naturales del reino, y en particular de los ave-
cindados en la jurisdicción de las minas, haciendo cumplir las ordenanzas que 
sobre el buen tratamiento y preservación de los indios estuvieran dadas o se 
decretaran en lo sucesivo. 
d) Se le asignaba, en algunos casos, el título de justicia y alcalde mayor, con la 
facultad de portar vara de justicia. 
e) Se le encomendaba la evangelización de los indios que vivieran en su distrito. 
f) Se le cometía la averiguación de la existencia de hijos que los españoles hubie-
ran procreado con las indias de su jurisdicción, para que fueran entregados a 
sus respectivos padres. 
g) Se le ordenaba vigilar que ninguna persona, ni español ni indio, portara vara 
de justicia en la jurisdicción, sin expresa licencia real. En tales casos debían 
confiscar tal vara, prender a los infractores y una vez hecho el sumario, enviar-
lo a la audiencia para su resolución. 
h) Se le nombraba depositario de las penas de cámara a que el mismo alcalde con-
denara a los infractores de la ley, y quedaba obligado a dar cuenta de los fon-
dos cada vez que le fuera solicitada. 
i) Se le proporcionaba competencia para conocer en materia de bienes de difun-
tos Presidiendo personalmente la elaboración de inventarios y almonedas, 
dando de todo ello parte al juez de bienes de difuntos de la audiencia. 
j) Se le ordenaba nombrar dos intérpretes de confianza en las causas donde se vie-
ran involucrados indios. 
k) Se le confiaba la persecución de los españoles que, siendo casados en la penín-
sula, no vivieran con sus mujeres en la Nueva Galicia. En estos casos debían 
igualmente prenderlos y confiscar sus bienes para que, una vez remitido todo 
lo actuado a la audiencia, fueran enviados de vuelta a la metrópoli. Se les 
determinaba la misma obligación respecto a los extranjeros de los reinos de 
Castilla, cuya presencia en las colonias estuviera vetada por la ley. 
3.3.2. Diferencias y similitudes entre ambos cargos, según los nombramientos de la 
audiencia 
Del análisis de los documentos mencionados, es posible sacar algunas conclusiones. 
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En principio que ambas instituciones, las alcaldías mayores y los corregimientos 
de indios en Nueva Galicia, cumplían ante todo una función judicial de primera ins-
tancia, ejerciendo la jurisdicción mixta, penal y civil que, como ya vimos, deviene de 
una ancestral tradición bajomedieval española. 
Por otra parte, ambos oficios eran designados por la audiencia a efectos de que en 
su representación, impartieran la justicia del rey en primera instancia, en los distritos 
a que eran destinados. Quedando demarcadas además sus competencias en aquellos 
pleitos y causas que, bien por la cuantía o por la naturaleza de las penas a imponer, 
fueran consideradas como arduas. 38 
Por otra parte, las sentencias de corregidores de indios y de alcaldes mayores, 
según las ordenanzas de la audiencia neogallega de 1548, eran recurribles en apela-
ción ante el propio tribunal que tuvo su sede definitiva en la ciudad de Guadalajara. 
Sin embargo, una diferencia sustancial entre ambas instituciones, respecto a los 
oficios precursores castellanos es que incorporaban indistintamente atribuciones de 
gobernación, en lo general. Con esto nos referimos a que más allá de ser ubicados en 
el estricto concepto de jueces, ejercían la otra labor aparejada a la justicia conocida 
como gobernación. Si según las ordenanzas de 1548, la audiencia quedaba investida 
con la facultad del gobierno de la Nueva Galicia, también se le autorizaba para dele-
gar esta función en los corregidores y por extensión en los alcaldes mayores. De allí 
que ambos oficios, a su manera -y con la especialidad ya citada de ejercer el oficio 
en pueblos de españoles o de indios, respectivamente-, también fueran los titulares 
del gobierno de las jurisdicciones en donde residían. 
Es en la propia materia de este conjunto de facultades gubernativas peculiares a 
ambos oficios, donde se pueden encontrar las diferencias entre ellos. El corregidor 
era la máxima autoridad gubernativa y judicial de un pueblo de indios, por lo que se 
le encargaba el cumplimiento de la legalidad que en materia de evangelización y con-
servación de los naturales, dimanaba de la legislación indiana. El mismo cometido 
era dado en lo general para los alcaldes mayores, pero tratándose de corregidores sus 
obligaciones eran más explícitas; tanto en lo relativo a cuidar el orden público entre 
los indios como en lo tocante a velar por su permanente ocupación, y protección, así 
como por la restitución de las tierras que injustamente les hubiesen sido despojadas. 
Un ejemplo típico de las atribuciones gubernativas del corregidor lo encontramos 
en su facultad para auxiliarse de un teniente indio, encargado de vigilar el cumpli-
miento de lo dispuesto en materia de actividades agrícolas y de crianza avícola. Por 
lo demás el corregidor tenía la facultad de pedir cuentas a los indios encargados de 
la administración de la caja de la comunidad. 
Según los nombramientos expedidos por la audiencia, las tareas gubernativas que 
se encargaban específicamente a los alcaldes mayores y eran muy similares a las de 
los corregidores, si bien menos extensas. Estos alcaldes eran responsables de la tute-
la del orden público; se les daban indicaciones para el cuidado y preservación de los 
indios y se les nombraba como depositarios de las penas de cámara a que condena-
ran en el ejercicio de sus funciones. Eventualmente cumplían funciones de guerra y 
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protectorado, como fue en el caso del alcalde mayor del Mazapil, a quien se le con-
fería además la responsabilidad de «capitán a guerra y protector de los indios gua-
chichiles. » 
Igualmente entendían de negocios en materia de bienes de difuntos y de expul-
sión de extranjeros y españoles indeseables del distrito de su jurisdicción, y queda-
ban además obligados a asistirse por dos intérpretes confiables de las diversas len-
guas autóctonas, en los casos de que en las causas que incoaran se vieran involucra-
dos indios. 
Otra diferencia que puede anotarse entre ambos funcionarios es la regla general 
aplicada para la obtención de los salarios. En el caso de los corregidores, su salario 
se obtenía de los tributos que los indios de la jurisdicción respectiva pagaban, mien-
tras que los alcaldes mayores lo obtenían a su vez de los gastos de justicia, es decir, 
de las penas de cámara o multas que ellos mismos aplicaran. 
Vale la pena anotar aquí que aunque los nombramientos contuvieran una enume-
ración formal de atribuciones, en los hechos el ejercicio de las funciones reales de 
estos justicias rebasaba con mucho el contexto de los documentos. No siempre en el 
sentido de que estas prácticas fueran de carácter ilegal, sino muchas veces sustenta-
das en la legislación indiana que les reconocía en muchos casos facultades adiciona-
les y con frecuencia mayores grados de especialización, como en el caso de los alcal-
des mayores de minas, que veremos adelante. Por otra parte era muy frecuente que 
ambos cargos recayeran en un mismo individuo, quien personalmente o mediante un 
teniente, impartía justicia en una y otras jurisdicciones. A lo anterior debe agregarse 
lo que ya se insinuaba líneas arriba: que un gran número de prerrogativas de los alcal-
des mayores se fueron generando en las diversas ordenanzas provinciales o locales 
que se redactaron con alguna frecuencia durante el siglo XVI. Esto se explica en 
parte por una característica intrínseca que acompaña la esencia de una normatividad 
de tipo medieval y en transición a lo moderno como lo fue el derecho indiano; nos 
referimos a la casuística, como concepto opuesto al de sistema jurídico. Ella consis-
te en que las características propias de la materia o del sitio en que debía aplicarse 
una determinada disposición, determinaban en un alto grado los rasgos propios de la 
propia disposición. En síntesis: una respuesta jurídica para cada problema jurídico. 
4. LA ALCALDÍA MAYOR DE MINAS DE ZACATECAS 
El 29 de diciembre de 1548 en Guadalajara, un grupo de españoles integrado por 
el cabildo de esa misma ciudad, por procuradores de la villa de La Purificación y de 
los mineros de Zacatecas, formularon al recién llegado oidor alcalde mayor de la 
Nueva Galicia, el licenciado Lorenzo Lebrón de Quiñones, la petición de que la 
nueva audiencia no se asentara en la ciudad de Compostela sino en Guadalajara. 
Después de exponer su petición, el procurador de los mineros de Zacatecas, a la 
sazón don Juan de Zaldívar, expuso la problemática existente en las recientemente 
descubiertas minas. Explicó entonces la urgencia de que la audiencia designara un 
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alcalde mayor en Zacatecas -donde no lo había- debido al caos y clima de violencia 
imperante. 
« ... como es mandar vuestra merced elegir alcalde mayor en las minas de los 
Zacatecas, a lo menos hasta tanto que el audiencia se junta y provee justicia en ellas, 
porque a causa de ser nuevamente descubiertas, no hay en ellas justicia al presente; 
y hay en ello muchos molestados; y que a causa de no haber justicia pierden su dere-
cho y hacienda; y hay entre ellos debates y pendencias de que se podrían recrecer 
muertes de hombres y otros grandes daños. »39 
Se quejó de la desprotección que sufrían los indios de la comarca con el gran trá-
fico de personas que se dirigían a Zacatecas en busca de fortuna. Expuso también la 
necesidad de que se dictaran urgentes medidas para garantizar el abasto de bienes de 
consumo a las nuevas minas. En consecuencia, al año siguiente la audiencia de la 
Nueva Galicia designó al primer alcalde mayor de las minas de los Zacatecas, cuyo 
nombramiento recayó en Pedro Mejía.4o 
De allí en adelante hasta 1580, la justicia y el gobierno del distrito minero recae-
ría en un alcalde mayor; cargo para el que, aunque la naturaleza del oficio sugiera 
otra cosa, de 1549 a 1580 se nombraron escasos profesionales versados en asuntos 
de jurisprudencia, como fueron los casos del licenciado Sotomayor, en 1574 y del 
licenciado Rodrigo Sánchez, en 1575; el resto, en su mayoría fueron hombres de 
capa y espada. 
Tras la conquista de los territorios americanos, el desempeño de cargos de cierta 
importancia era reservado especialmente para aquellos españoles que pertenecían al 
grupo social de elite que nació a partir de la conquista, y que fue conocido como los 
beneméritos. Con la paulatina conquista y pacificación de la Nueva Galicia fueron 
considerados como así, en un principio, los conquistadores que habían participado 
directamente en las batallas de conquista y pacificación, así como sus descendientes. 
Se integraban además a este grupo los llamados primeros pobladores y también sus 
descendientes. A ellos les fueron concedidas, a manera de botín, los elementos que 
simbolizaban tanto la riqueza como la nobleza y la preeminencia. La tierra, las enco-
miendas de indios y los algunos cargos reales. 
El principal grupo de beneméritos de la Nueva Galicia se estableció en la ciudad 
de Guadalajara y encontraron su representación política en el cabildo. Pero además, 
merced a las Leyes de Indias, ellos tenían prelación al momento de que las audien-
cias y autoridades coloniales repartían oficios y puestos administrativos. Por ahorro 
de espacio en este trabajo, sólo nos asomaremos a los datos biográficos de algunos 
de ellos que fueron designados como alcaldes mayores de Zacatecas. 
Dentro del grupo de los conquistadores beneméritos que fueron nombrados como 
alcaldes mayores de las minas de los Zacatecas, destaca Francisco Delgadillo, quien 
se desempeñó en el año de 1573. Era originario del Valle de santo Domingo, en 
Toledo.4I Fue conquistador de la Nueva Galicia con Nuño de Guzmán en 1529, 
habiendo llegado a la Nueva España con posterioridad a la caída de Tenochtitlan; par-
ticipó activamente en las diversas defensas de la tercera ciudad de Guadalajara, y se 
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le considera como uno de los fundadores de la definitiva capital de la Nueva Galicia 
en 1542. Fue encomendero en Apozol -en el actual municipio del Estado de 
Zacatecas- y en Atiztaque, en Tonalá. Ambos pueblos seguían a su nombre hacia 
1550. Seguía al parecer vivo en 1592 y su viuda, Isabel de Ávalos Sandoval, obtuvo 
una merced del virrey consistente en un sitio de ganado mayor entre Zacoalco y 
Acatlán. 42 Siempre fue vecino de la ciudad de Guadalajara, de cuyo cabildo fue 
miembro; en 1550 era alcalde ordinario. Incursionó en empresas mineras en Taxco y 
Zultepec y llegó a tener haciendas de minas en Zacatecas, las cuales vendió, según 
declaró aquí mismo hacia 1561, por resultar las haciendas demasiado onerosas.43 
Otro de los beneméritos conquistadores de que tengamos noticia haya sido alcal-
de mayor de Zacatecas, entre los años de 1554 y 1555 44 fue Gaspar de Tapia, quien 
era castellano de origen y se encontraba entre las huestes de Cristóbal de Oñate; es 
muy probable que haya participado en el sofocamiento de la rebelión del cerro del 
Mixtón 45 y había sido minero en Xocotlán. Se tiene constancia de su carácter pen-
denciero y problemático, pues los oficiales de la real hacienda en Zacatecas, se que-
jaron ante el rey en septiembre de 1555, de haber impedido con violencia el traslado 
de la caja real a Guadalajara. 46 Amaya Topete lo tacha de pendenciero e inquieto. Fue 
también alcalde mayor de las Minas de San Martín, en el actual Sombrerete, en 1572 
o poco antes. 47 
Un benemérito y antiguo poblador de la Nueva Galicia fue Juan de Rentería, 
quien por su parte se desempeñó como alcalde mayor de Zacatecas en varias ocasio-
nes, en 1564, 1565, 1566 y 1570, según las constancias documentales.4s Era de ori-
gen extremeño, oriundo del Valle de Vaquío, en Plasencia. Llegó a poseer una estan-
cia en el valle de Ameca, dedicándola a la agricultura y a la ganadería. Fue además 
alcalde mayor de Pátzcuaro y de las provincias de Á valos.49 
Pedro de Ledesma fue alcalde mayor de Zacatecas en 1563 y tuvo algunos homó-
nimos contemporáneos. Sin embargo, acerca de él en lo particular existe importante 
información, que ha sido recopilada en su mayor parte en fechas recientes. Sabemos 
que era oriundo de Madrid e hijo de un Juan de Ledesma. Es bastante probable que 
haya llegado a la Nueva España en 1537, y ciertamente participó en la pacificación 
del norte de Nueva Galicia; posteriormente intentó negocios en las minas de 
Zacatecas. Aparentemente Ledesma se mudó de la Nueva Galicia con posterioridad 
a ejercer como justicia en Zacatecas. En tomo a 1555 casó con doña Catalina Ortiz, 
criada de doña Ana de Castilla, esposa del virrey don Luis de Ve lasco. Hacia 1580 se 
desempeñaba como alcalde mayor de las minas de Taxco. Se le tenía como hombre 
activo y burócrata leal. Llegó a proponer proyectos al rey para el beneficio del añil 
en 1584. Tras la implantación de la Inquisición, fue familiar del Santo Oficio.so 
La regla general indica que para los pueblos de españoles eran designados alcal-
des mayores, en los reales de minas también fueron designados la misma clase de 
funcionarios, con la particularidad de que su jurisdicción era ampliada a conocer de 
asuntos en materia minera, de tal suerte que en términos jurídicos eran alcaldes 
mayores de Minas. 
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4. l. Los alcaldes mayores de minas según las Leyes de Indias 
Dada la naturaleza del asentamiento poblacional que surgió con motivo del des-
cubrimiento de los yacimientos de plata en Zacatecas, puede afirmarse que el alcal-
. de mayor que comenzó a designarse por la audiencia estaba investido de competen-
cia en materia minera. 
Los alcaldes mayores de minas fueron jueces con algún grado de especialización y 
particular objeto de regulación del Derecho Indiano.5I Sin embargo, la propia 
Recopilación de 1680 es más bien parca al momento de establecer un perfil jurídico de 
la institución; huelga decir que estos cargos eran nombrados para ejercer como justi-
cias en los distritos mineros de las Indias. Básicamente tenían competencia para cono-
cer de pleitos suscitados con motivo del descubrimiento, propiedad y registro de minas. 
Las Leyes de Indias recomendaban que quienes se designaran para estos puestos 
tuvieran la suficiente experiencia en materia minera, 52 y establecieron además una 
serie de prohibiciones para mantener la deseada imparcialidad en la justicia minera, 
tales como el ejercicio del comercio de metales y el que por sí mismos o por inter-
pósitas personas se dedicaran a la minería.53 
Las mismas leyes prescribían que los salarios de los alcaldes mayores de minas 
fueran obtenidos de los aprovechamientos y ganancias de las minas que tuviera bajo 
su jurisdicción, y no de la real hacienda. 54 
4.2. Sus atribuciones respecto de la Diputación de las Minas 
La diputación de minas de Zacatecas fue una institución capitular, 55 de naturale-
za paramunicipal. El máximo organismo para sus decisiones internas lo constituyó su 
cabildo, integrado al momento de su creación por cuatro diputados e incluyendo al 
alcalde mayor. No conocemos las circunstancias concretas que se presentaron en su 
integración original en 1553, pero sí que este colegiado de cinco miembros sufrió 
posteriormente algunas modificaciones en lo que toca al número y calidad de sus 
integrantes. En épocas tardías, desde 1577 y 1581, se integraron en su seno los ofi-
ciales reales como regidores permanentes; y hacia 1582 un alguacil mayor también 
se había incorporado.56 En 1580, cuando la jurisdicción de las minas de Zacatecas se 
transformó de alcaldía mayor en corregimiento, 57 el corregidor se integró perma-
nentemente en el cabildo desempeñando el mismo papel que sus predecesores. 
Los alcaldes mayores de las minas de Zacatecas, cuando no la subordinaron total-
mente, compartieron responsabilidades con la diputación que existió hasta antes de 
que se instaurara el cabildo municipal en 1587.58 De entre las funciones que ejercie-
ron los justicias en la diputación destaca la de presidir las sesiones ordinarias y las 
electivas de diputados cadañeros. Si bien la carencia de alcaldes ordinarios caracte-
rizó a la diputación, la subordinación de esta última a la autoridad de los alcaldes 
mayores -y después a la de los corregidores, así como a la influencia de la audien-
cia-, fue también una constante en la historia de aquella institución capitular. 
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Los alcaldes mayores ejercieron además un considerable número de facultades, y 
dependiendo de la personalidad de los justicias involucraban al cabildo en sus parti-
culares decisiones, asentando en el respectivo libro de la diputación esta mancomu-
nidad de responsabilidades. Fuera de lo anterior, los nombramientos para cargos que 
típicamente le eran propios al alcalde mayor, algunas veces se anotaron en el libro, 
como fueron los de alguacil de campo -que se encargaban de la persecución de los 
delitos y pecados públicos y de los negros e indios prófugos de las minas; así como 
de la conservación de los montes y vigilancia de los caminos- y los de intérprete del 
juzgado.s9 
El alcalde mayor era una autoridad independiente que podía actuar al margen y 
con plena autonomía del cabildo. Los asuntos relativos a la estricta justicia en mate-
ria minera jamás formaron parte del conjunto de las actividades que el alcalde mayor 
o el corregidor tuvieran o compartieran con el cabildo de la diputación. 
Por otra parte, es muy probable que la cala y cata de algunos productos de con-
sumo básico en las minas, como el maíz, estuvieran siempre reguladas desde la ins-
tauración del alcalde mayor. No obstante, algunas veces el justicia de tumo, invitó a 
los diputados a participar directamente en esa responsabilidad, como se dio, por 
ejemplo, en 1575.60 
Al principio los diputados podían regular el abasto de la carne en Zacatecas, así 
como designar funcionarios que vigilaran el mercadeo del producto con fidelidad a 
los precios impuestos y conforme a pesas exactas. Finalmente, esta mínima función 
-originalmente compartida con el alcalde mayor- fue separada del conjunto de las 
facultades de la diputación, ya que también en 1575 elegía por vez primera, junto con 
el alcalde mayor, al fiel y veedor de las carnicerías. 61 Por otra parte, justicia y dipu-
tados en su ayuntamiento, en ocasiones se vieron movidos a prevenir la especulación 
de bienes de consumo, conducta frecuente en las minas que se acentuaba en tiempos 
de crisis.62 
Por otra parte, los diputados y el alcalde mayor realizaron actos de administración 
de los bienes de propios que efectivamente existieron, pues en abril de 1575, como 
ya se apuntó, decidieron arrendar las estancias de ganado que pertenecían explícita-
mente a la institución; y en septiembre del año siguiente la justicia y los diputados 
resolvieron sobre la venta del edificio de la cárcel con el propósito de comprar otro 
solar donde construir una nueva. 63 
4.3. Sus atribuciones en materia minera 
Si bien las Leyes de Indias no nos proporcionan elementos suficientes como para 
entender la complejidad institucional de los alcaldes mayores de minas, algunas 
ordenanzas, dadas por las autoridades indianas para tener vigencia a nivel provincial, 
pueden proporcionamos una nítida imagen de ellos. 
Sobre nuestro objeto de estudio las ordenanzas de carácter provincial hechas en 
Zacatecas, para ser aplicadas «en este Nuevo Reino de Galicia», dadas por ellicen-
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ciado Hernán Martínez de la Marcha, 64 el 20 de abril de 1550 -durante la primera 
visita que se realizó a esta parte de la Nueva Galicia-, serán de suma utilidad al 
momento de explicar las facultades que en materia minera tuvo el alcalde mayor y el 
corregidor de Zacatecas.6s Demetrio Ramos ha estudiado el paulatino proceso de 
regulación provincial de las actividades mineras durante el siglo XVI en las colonias 
españolas, descubriendo extremos regionalistas y características casuistas, en las 
diferentes y múltiples ordenanzas de alcance provincial y hasta local.66 
El hecho de que las ordenanzas en cuestión fueran efectivamente vigentes para 
Zacatecas lo deducimos de la parte final de las ordenanzas en que el oidor mandó que 
todos los alcaldes mayores u otros justicias de todas las minas de la Nueva Galicia 
las cumplieran y ejecutaran. Y añadió que esas normas fueran pregonadas en las 
minas de Zacatecas y en las demás del reino. Están datadas en las minas de Zacatecas 
el domingo veinte de abril de mil quinientos cincuenta, y fueron pregonadas ese 
mismo día. A más de lo anterior, las atribuciones mineras de los justicias no sólo se 
encuentran en las ordenanzas de alcance provincial, como lo son las del oidor la 
Marcha y otras, 67 pues existieron también varios cuerpos normativos redactados por 
alcaldes mayores cuya vigencia fue estrictamente local y sobre temas diversos conec-
tados con las actividades extractivas. Pueden citarse en ese sentido las ordenanzas 
para la cosecha y repartimiento de la sal, dadas por la diputación de minas, junto con 
el alcalde mayor, Pedro de Ledesma, el 15 de diciembre de 1562.68 
Sin embargo, la intención fundamental que parece inspirar el origen de las orde-
nanzas de la Marcha en Zacatecas fue la de regular la actividad extractiva de la plata 
en N u e va Galicia, definiendo claramente las características de la propiedad minera, 
regulando todos los problemas jurídicos y económicos que pudieran derivarse de ella. 
Percibiéndose además que se hacía necesario unificar los criterios para el estableci-
miento de una jurisdicción especializada sobre la materia. En otros términos, los 
alcaldes mayores designados por la Audiencia de la Nueva Galicia, en los distritos 
mineros del reino, debían actuar en lo relativo a la resolución de controversias entre 
mineros bajo reglas claras y uniformes 
Las ordenanzas de Hernán Martínez de la Marcha se insertaron en el proceso de 
imposición de la autoridad real en la Nueva Galicia. Para ello, los funcionarios cla-
ves que quedaron investidos con facultades incuestionables de gobierno y justicia 
fueron los alcaldes mayores de los distritos mineros, que serían los gestores de la 
política de minería en el reino, tal y como lo harían sus colegas de la Nueva España. 
Paralelamente a la competencia en asuntos mineros que de manera general se 
asignaba a los alcaldes mayores de minas, las ordenanzas establecieron la prohibi-
ción de que tales justicias tomaran mina para sí, o en compañía, bajo ningún título ni 
vía, en la jurisdicción que tuvieran a su cargo, «so pena que la haya perdido y sea del 
que lo denunciare.» 
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4.4. Registro y regularización de la propiedad minera 
En cada una de las poblaciones mineras, debía existir un libro en el que se asen-
tarían los registros de las vetas que hubiese en la jurisdicción. En ese libro se orga-
nizaría un índice alfabético de los titulares de los registros en él contenidos; el volu-
men se conservaba en el arca de las tres llaves a cargo de los oficiales reales y del 
alcalde mayor, de donde no debía extraerse sino por causa de eventual litigio. En 
estos casos, citadas por el juez las partes involucradas y el escribano ante quien se 
hubiese realizado la inscripción, se exhibiría el registro original en limpio y sin 
enmiendas, a fin de solucionar el conflicto sobre propiedad. 
Se dispuso además que todas las personas que tuvieran minas en la Nueva 
Galicia, comparecieran ante los alcaldes mayores o demás justicias de la jurisdicción 
a presentar los registros y títulos que ampararan los derechos sobre sus vetas. En caso 
de que los interesados no tuviesen registradas debidamente sus minas debían de sub-
sanar su situación efectuando, dentro de los tres meses siguientes a partir de la fecha 
de publicadas las ordenanzas, el respectivo registro, en el cual debía de asentarse el 
cerro donde estuviera la mina en cuestión; las pertenencias o colindancias de la mina, 
mencionando la correspondencia de linderos con otros mineros colindantes, es decir 
enunciando las estacas 69 «a donde pertenecían»; un juramento sobre la veracidad de 
los datos contenidos en el registro y la firma y nombre del minero registrante, así 
como del juez y del escribano ante quien se verificaba el acto. 
La inobservancia de estos requisitos acarreaba como consecuencia que «la mina 
que no estuviere registrada como dicho es, cualquiera persona o personas se la pueda 
tomar por despoblada y la justicia le dé posesión de ella, aunque la tenga comprada 
o por cualquier otro título ... »7o 
Las ordenanzas imponían a los dueños de minas despobladas -registradas o no; y 
a los que en lo futuro registraran-, la obligación de ahondarlas en tres estados, 11 en 
el plazo de un año, contado a partir de que las ordenanzas fueran publicadas. De no 
cumplir esta condición, el infractor perdería la su mina y el alcalde mayor tenía facul-
tades para asignarla a quien la solicitara, acto que se llevaría a cabo aunque el afec-
tado lo apelara. 
La pérdida de la propiedad minera por causa de abandono o despoblación, estaba 
sujeta a un procedimiento dispositivo del que debía conocer el alcalde mayor: En pri-
mer lugar, el interesado en ocupar la mina despoblada, debía formular un pedimento 
ante el juez competente, manifestando en él su intención de labrarla, debiendo expre-
sar en él «clara y abiertamente» la ubicación de la mina, incluyendo el nombre del 
cerro donde estuviera, así como las estacas que referenciaran su posición, el estado 
en que se encontraba y si tenía o no tenía metales; luego de formulado el pedimento, 
el alcalde mayor de las minas debía hacer pregonar públicamente la solicitud, seña-
lando al interesado «para querer tomar y labrar». Dicho pregón debía realizarse en 
cuatro domingos sucesivos a la puerta de la iglesia principal de las minas o, en su 
caso, de la del pueblo más cercano «donde se juntan los mineros», precisamente en 
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el momento en que estuviera saliendo la gente de misa. Ante el pregonero debían 
estar presentes cuando menos ocho españoles. Una vez efectuado el pregón, se fija-
ría un traslado de él en la puerta principal de la iglesia, asentándose al calce la fe de 
cada una de las cuatro publicaciones dispuestas por las ordenanzas, «para que venga 
a noticia de todos». Los cuatro pregones sucesivos equivalían a una notificación per-
sonal y directa al dueño de la mina solicitada. El pedimento y publicación descritos 
arriba, debían realizarse con posterioridad a la publicación de las ordenanzas en los 
diversos distritos mineros. Si durante el plazo de los cuatro pregones, el dueño de la 
mina denunciada -o persona que la tuviere a su cargo-, llegara a comparecer ante el 
alcalde mayor y el escribano de las minas para contradecir la «manifestación» del 
peticionario y reclamar su propiedad, entonces, «constando estar registradas y ahon-
dadas como se contiene en las dichas ordenanzas susodeclaradas», se invalidaría la 
petición y se respetaría la propiedad de la mina. En contrapartida, si el contradictor 
no demostrara ante el alcalde mayor reunir cualquiera de las condiciones legales del 
registro y la profundidad exigida de la cata principal, se le daría posesión inmediata 
al peticionario, sin que al contradictor se le concediera recurso alguno en contra de 
tal resolución. 
Si nadie compareciera al llamado de los pregones del pedimento, el justicia podía 
dar licencia «al que manifestó la tal mina para que entre a labrar y sacar metal de 
ella». La condición para el otorgamiento de la licencia era que el peticionario debía 
ahondar la cata principal de la mina -en un plazo de tres meses siguientes a la con-
cesión-, en tres estados más de lo que tenía al momento de concedérsela. Si durante 
ese plazo se presentara ante el alcalde mayor el dueño de la mina, se le reconocería 
la propiedad pero se tendría al peticionario como su socio. Este hecho no liberaba al 
peticionario de su obligación de ahondar la cata principal en tres estados, de tal suer-
te que si no lo conseguía en el plazo establecido, la mina retornaría plenamente a la 
propiedad exclusiva del dueño que se había presentado en forma superveniente. 
Para dar posesión material de la mina al peticionario actuarían un alguacil, un 
escribano y dos testigos. En la misma diligencia se medirían los estados de profun-
didad de la cata principal. Por otra parte si el peticionario prefería trabajar en otra 
parte distinta a la original cata principal de la mina, podía hacerlo con la condición 
de ahondar la nueva cata en tres estados más otro tanto de la profundidad que tenía 
la principal, dentro de los tres meses siguientes a que se le permitiera el laboreo. 
Transcurridos los tres meses, el peticionario quedaba obligado a presentarse ante el 
alcalde mayor y el escribano de las minas, dándoles aviso del cumplimiento de la 
condición impuesta para la concesión de la licencia de laboreo. Teniendo el juez 
constancia del cumplimiento, procedería a darle posesión de la mina al peticionario, 
quien podía desde ese momento registrarla «como, cosa suya propia». Cuando el 
peticionario no cumplía las condiciones de la licencia, el alcalde mayor le ordenaría 
dejar la mina, e incluso le impondría una sanción en caso de renuencia; además per-
dería cualquier derecho sobre tal mina en lo sucesivo. El juez quedaba obligado 
entonces a conceder similar licencia a cualquier otra persona que volviera a denun-
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ciar la mina como abandonada, quien a su vez debería cumplir las obligaciones del 
procedimiento descrito.n 
La Marcha ordenó también que para pedir por despoblada una mina era preciso 
que el solicitante no tuviera mina en ese momento ni la hubiera tenido en ese distri-
to minero; en ambos casos se impedía al interesado el ejercicio de ese derecho. De 
igual forma la ordenanza XLV estableció que sólo podían pedirse por despobladas las 
minas que hubiesen sido tomadas, pero no las adquiridas mediante compra-venta. 
4.5. Atribuciones del alcalde mayor en materia de descubrimiento y creación 
del distrito minero 
En las ordenanzas se estableció un procedimiento para regular los descubrimien-
tos y tomas de minas en los que los alcaldes mayores de minas jugaron igualmente 
un papel preponderante, incrementando el número de sus facultades. 
El procedimiento planteaba que de tenía como Primero Descubridor a quien 
encontrara metal de oro o de plata en un sitio a partir del cual, en mil varas a la redon-
da 73 no hubiese una sola mina con metales descubierta con anterioridad. En con-
gruencia con la ley de Carlos I, recogida en la Recopilación, 74 el hallazgo debía ser 
registrado -mediante las formalidades indicadas arriba- en un plazo de 15 días pos-
teriores a la fecha de su descubrimiento ante los oficiales reales o ante el alcalde 
mayor más cercano, y dentro de cuya jurisdicción estuviera ubicado. Si fueran dos 
las personas que hicieran el primer descubrimiento, sería Primero Descubridor, aquel 
que acudiese en primer término a registrarlo ante el alcalde mayor -sin importar que 
el otro hubiese encontrado antes el metal en los hechos-, con la condición de que no 
estacara sobre la veta del otro descubridor, ni a menos de cinco varas de distancia. 
4.6. Atribuciones del alcalde mayor en materia de deslinde y estacamiento de 
las vetas 
Otra de las operaciones en materia de minas que quedaba a cargo del alcalde 
mayor, era la del deslinde de la propiedad de los fundos mineros, conocida en el siglo 
XVI como estacamiento. Es decir, la señalización, mediante estacas de madera, de los 
límites de cada propiedad minera o veta, la cual era siempre proyectada por medio de 
rectángulos. Todo minero que lograba formalmente el reconocimiento como primero 
descubridor estaba obligado a presentar sus estacas o límites a quien se lo solicitara y, 
en caso de ser renuente a dar estacas a los mineros solicitantes recién llegados, el 
alcalde mayor de la jurisdicción estaba a su vez obligado a proceder al acotamiento de 
la mina, «llevando consigo personas que las sepan estacar, juramentados»JS 
Si en el momento de la petición de estacas el primero descubridor no se encon-
trara en su mina pero sí en la comarca, estaba obligado a dar las estacas al día 
siguiente de que fuera formulada la petición. Si estuviera ausente de la comarca, el 
alcalde mayor procedería al acotamiento en los términos indicados. 
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4.7. Atribuciones del alcalde mayor en materia de mejoras de minas y de con-
trol de la explotación 
Los peticionarios de minas tendrían la obligación de ahondar en tres estados por 
lo menos una de las catas que tuvieran en su veta, para lo que se les otorgaba un plazo 
de cuatro meses subsecuentes a la fecha de registro; en caso de incumplimiento per-
dería la propiedad, la cual pasaría al denunciador del incumplimiento de la regla, «y 
el juez que lo meta luego en posesión al tal denunciador con el mismo cargo de la 
ahondar, sin embargo de ninguna apelación». 76 
Otra acción en materia de propiedad y explotación minera en la que el alcalde 
mayor de Zacatecas tenía especial encargo era la llamada mejora de la mina, la cual 
consistía en la posibilidad de cambiar la orientación del rectángulo que delimitaba la 
mina con la finalidad de aprovechar las vetas en mejores condiciones. En ocasiones 
-cuando el trazado original colindaba con otra mina-, era posible mejorarla respe-
tando las estacas concedidas al vecino. Cualquier minero que, habiendo dado estacas 
por alguno de los lados de su mina -o estando dándolas-, alguien llegara a pedirle 
estacas por el otro lado de la mina; el minero a quien se pedían estacas conservaría 
el derecho a mejorar su mina antes de conceder estacas a los recién llegados, es decir, 
se le reconocía el derecho a cambiar la orientación de su rectángulo, a condición de 
que la operación fuese «sin perjuicio de las estacas que tiene dadas al primero que se 
las pidió ... » 
La mejora era motivo de un procedimiento en el que los alcaldes mayores juga-
ban un papel primordial. El minero podía así incluir otras catas que hubiese hecho 
recientemente fuera de su traza original. El procedimiento indicaba que el interesado 
debía acudir ante el alcalde mayor para manifestar sus nuevas estacas, reubicadas a 
consecuencia de la mejora; entonces el justicia admitiría la mejora evitando perjui-
cios a terceros, y la asentaría al margen del registro original de la mina en el libro res-
pectivo, «señalando la cata que se hace por principal de su mina».77 
El laboreo de las minas también fue objeto de las ordenanzas de la Marcha y de 
su correcta ejecución quedó encargado el alcalde mayor, a fin de evitar que los tra-
bajos extractivos se convirtieran en motivo de disputa entre los mineros. Con el tra-
bajo y desmonte de sus vetas, ni los señores de minas ni sus mineros expertos y 
demás trabajadores, podían «echar en mina ni en pertenencia ajena la tierra que saca-
re de la dicha su mina, so pena de cincuenta pesos». En caso contrario la parte afec-
tada podía quejarse ante la justicia, y ésta actuaría en consecuencia disponiendo que 
fuera limpiada de tierra la mina del afectado, a costa del responsable, quien no ten-
dría derecho a apelar. 
Además, el minero afectado podía pedir directamente al alcalde mayor que le. 
amparara en su posesión, «de manera que contra su voluntad no le sea hecho agravio 
ni labre nadie por la dicha su mina».7s 
Otra de las atribuciones concedidas a los alcaldes mayores en esta misma mate-
ria era la de asumir la autorización a los mineros que pretendieran hacer laboreo o 
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saqueo por mina ajena aún en ausencia del dueño~ a tal efecto, se debía pedir a la jus-
ticia la licencia para la operación, so pena de cien pesos y perdimiento de cualquier 
derecho posterior para entrar y sacar material por la mina ajena. 
Finalmente, Martínez de la Marcha encargó a los alcaldes mayores la protección 
de los indios trabajadores respecto del mal trato del que pudieran ser objeto por sus 
patrones, ya que declaró estar enterado de que «muchos de los señores de cuadrillas 
y sus mineros tratan mal a los que así acogen para su servicio, que no los pueden 
sufrir». Fundamentándose en ello, dispuso que los trabajadores objeto de mal trato 
podían acudir ante el aicalde mayor del lugar y, «una vez hecha la averiguación y 
encontrando ser verdad», que la justicia «le dé por quito del servicio y no sea obli-
gado a servir» 
5. EL CORREGIMIENTO DE LA MUY NOBLE Y LEAL CIUDAD 
DE NUESTRA SEÑORA DE LOS ZACATECAS 
No podernos concluir este ensayo sin dar cuenta del otro importante oficio de jus-
ticia y gobernación que existió en Zacatecas durante el siglo XVI, a partir del 22 de 
mayo de 1580, previo a la concesión del título de ciudad, en 1585; se trata del 
Corregidor de la Ciudad Nuestra Señora de los Zacatecas 79 nombramiento del primer 
funcionario con este título en Zacatecas es más bien escueto si lo comparamos con el 
de los nombramientos que solía dar la audiencia a los alcaldes mayores que lo habían 
precedido hasta esa fecha. Y además hay que apuntar que en él se da por supuesta la 
existencia de un corregidor con anterioridad a la fecha de su expedición, y fundamen-
ta en los usos y las costumbres del lugar, las atribuciones del nuevo corregidor. 
Ateniéndonos al primer nombramiento de este género que se dio para Zacatecas, 
extendido a favor de don Félix de Zúñiga y Avellaneda, en 22 de mayo de 1580, so 
concluirnos que tenía las siguientes facultades: 
a) La administración de la justicia ordinaria en la jurisdicción de las minas en 
materia civil y criminal. 
b) La de nombrar uno o varios tenientes en los términos de la jurisdicción, para 
el auxilio en sus funciones. 
e) La facultad de portar vara de justicia. 
El corregidor de Zacatecas debe distinguirse de los corregidores de los pueblos de 
indios. En primer lugar su designación provenía directamente del rey, quien lo esco-
gía de entre un grupo de candidatos propuestos por el Consejo de Indias. Además 
debe destacarse que su salario era notoriamente mayor que el de los alcaldes mayo-
res y corregidores de indios nombrados por la Audiencia de la Nueva Galicia~ don 
Félix de Zúñiga percibía un salario de mil pesos de oro de minas al año, mientras los 
alcaldes mayores de Zacatecas ganaban, en 1570, 200 pesos de oro común. 
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El corregidor de la ciudad de Zacatecas se proveía por el término de cinco años. 
Y la audiencia no podía tomarle, al vencimiento del ejercicio de aquél, el juicio de 
residencia, el cual era competencia de las autoridades metropolitanas, quienes ade-
más delegaban tal facultad en el nuevo corregidor. Asumía las obligaciones, liberta-
des y preeminencias de sus predecesores los alcaldes mayores. El por qué de este 
cambio debemos encontrarlo en dos factores: en el empeño político de la oligarquía 
minera local por lograr para Zacatecas su condición de ciudad y, por otra parte, el 
interés de la Corona por ejercer un control más cercano y directo sobre uno de los 
enclaves mineros más importantes en sus dominios indianos. Con la real cédula que 
concedió el título de Noble y Leal Ciudad a Zacatecas, el rey procedió a dotarle de 
un juez-gobernador conforme a la idea de ennoblecimiento urbano que existía en la 
época. Al mismo tiempo se designó por primera vez en Zacatecas una figura auxiliar 
en la ejecución de la justicia del corregidor: el alguacil mayor. 
En todo el territorio del virreinato de la Nueva España, en esa época, el rey sólo 
proveía tres corregimientos, el de la ciudad de México, el de Puebla y el de 
Zacatecas. 
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41 LOPEZ PORTILLO Y WEBER, José. La Conquista de la Nueva Galicia. Peña 
Colorada. México. 1980. p. 120. 
42 AMAYA TOPETE, Jesús. Apéndice. Biblioteca de Occidente. Conquistadores y 
conquistas. Fundadores y fundaciones. Pobladores y poblazones. Incluso lo de 
Ameca. S. P. l. Guadalajara S.F.E. p. 53. 
43 AGI, Guadalajara 34, 5. Los mineros y demás personas que tienen minas de plata 
en los Zacatecas, del Nuevo Reino de Galicia. Sobre que se les haga la gracia de 
que, como pagan en diezmo a su majestad, sea el veintena, en atención a lo que 
componen. Zacatecas, 6 de febrero de 1558. 
44 AGI, Guadalajara 33, l. A su majestad, de los ofíciales de la Nueva Galicia. 
Zacatecas, 23 de septiembre de 1555. 
45 MOTA PADILLA, Matías de la. Historia de la conquista de la provincia de la 
Nueva Galicia. Ediciones de México. Guadalajara. 1920. p. 139. 
46 AGI, Guadalajara 33, l. A su majestad, de los oficiales ... 
47 AGI, Contaduría 841. Cargo que se hace al tesorero don Rodrigo de Velasco, de 
las penas de cámara que se meten en la caja de su majestad, desde el primero de 
abril de mil quinientos y setenta y uno en adelante. Zacatecas, 17 de marzo de 
1572. 
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48 AHZ, Libro Primero. Ffo.23v,25,26v y 35. 
49 AMAYA TOPETE, Jesús. Op. Cit. . 41 
50 Cfr. ACUÑA, René (editor). Relaciones geográficas de/ siglo XVI: México. 
Volumen 7, Tomo II. Universidad Nacional Autónoma de México. México. 1986. 
107-112. Passim. « ... durante un tiempo residió en Zacatecas, y casó en México 
con doña Catalina Ortiz criada de doña Ana de Castilla, esposa del virrey don Luis 
de Velasco el viejo. Fue alcalde ordinario de la ciudad de México en 1570, junto 
con Leonel de Cervantes, hoja del comendador del mismo nombre, y, simultánea-
mente, entre 1580 y 1581, alcalde mayor de Cuilapa y de Iztepec ... ».En una de 
sus cartas al rey en 1563 afirmó que « ... habiendo veinte y seis años que sirvo a 
vuestra majestad en las conquistas y pacificaciones destas partes ... », por lo que 
podemos inferir el año de su llegada a la Nueva España. El autor afirma que 
" ... debió ser un hombre honesto y, a juzgar por sus cartas, no exento de idealismo." 
51 Cfr. Recopilación de Leyes de los Reynos de las Indias. Consejo de la Hispanidad. 
Madrid. 1943. En adelante esta fuente será citada simplemente como 
Recopilación, seguida del número de libro en romanos, el título y el número de 
ley en arábigos. De tal manera que esta cita seria indicada como Recopilación IV: 
21: 1, 2 y 3. 
52 Recopilación IV: 21: 1 
53 Recopilación IV: 21:2 y 3 
54 Recopilación IV: 21:4 
55 Sobre los orígenes, naturaleza y organización de la Diputación puede consultarse 
ENCISO CONTRERAS, José. «La diputación de minas en Zacatecas, en el siglo 
XVI.» En la revista Vínculo jurídico. Revista de la Facultad de Derecho de la 
Universidad Autónoma de Zacatecas. Nums. 11 y 12. Zacatecas. julio-diciembre 
de 1992. pp. 50-67. Muy por el contrario a lo que sugiere el nombre que se le ha 
dado, la diputación de minas nunca tuvo atribuciones en materia minera. 
56 ldem. p. 55 
57 BAKEWELL, P, Op. Cit. p. 120 
58 AGI. Guada1ajara 35, No. 12. Corregidor de los Zacatecas. Licenciado Juan 
Núñez, sobre que pide no se nombren alcaldes ordinarios en la ciudad de la 
Concepción de los Zacatecas. Zacatecas, 4 de mayo de 1587. la primera elección 
de los regidores y alcaldes ordinarios del cabildo municipal de la ciudad de 
Nuestra Señora de los Zacatecas se efectuó el4 de enero de 1587, estando al efec-
to presentes el corregidor, don Félix de Zúñiga y Avellaneda, los oficiales reales 
Alonso Caballero y Fernando de Velasco; así como el alguacil mayor Remando 
Briseño. Los diputados mineros presentes fueron los mineros Cristóbal de 
Zaldívar y Baltasar de Rivera. Como alcaldes ordinarios resultaron electos 
Antonio de Salas y Alonso Hernández Bachiller, ambos viejos mineros locales. 
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Los primeros regidores del cabildo municipal de Zacatecas resultaron ser Alonso 
Sánchez, Mateo de Errio, Ruy García de Ortega, Francisco Trejo y Cristóbal de 
Argüello, uno de los decanos de la minería en Zacatecas. Nombraron como «pro-
curador general de esta ciudad» al ya citado regidor Alonso Sánchez, y como 
mayordomo del cabildo a Francisco Ramírez. Como mayordomo de la iglesia 
mayor se designó en esa ocasión a Antonio López de Cepeda; como fiel de pesas 
y medidas a Gonzalo de Cabañas, y como escribano, a Alonso de Avila León. 
También designaron un alarife llamado Juan. 
59 AHZ, Libro primero del gobierno, Ff' 52, 67v y 70. 
60 ldem. F 48 v. Véase también ENCISO CONTRERAS, José. «Mercado de vino ... 
» pp. 11 y 12. 
61 ENCISO CONTRERAS, José. «La Diputación ... » p. 60. Más tarde, en abierta dis-
puta con el justicia por esta prerrogativa, la audiencia de Guadalajara medió en el 
conflicto designando al fiel ella misma en diciembre de 1575. Esto se corrobora 
con otros indicios, pues ya para 1587 Baltasar de Bañuelos y los testigos que pre-
sentó para su descargo en el juicio de residencia que se le instruyó, aseguraban que 
desde hacía muchos años el control de las carnicerías, por ejemplo, era designado 
no ya por el alcalde mayor, sino directamente por la audiencia de Guadalajara, con 
un sal(}Tio de 200 pesos anuales. En 1580, la facultad para designar al fiel de las 
tomó a Zacatecas, pero como facultad reservada para el corregidor. 
62 Idem. En marzo de 1575, por ejemplo, requisaron importantes cantidades de maíz 
escondidas con fines especulativos. 
63 Idem. p. 61. 
64 El licenciado Hernán Martínez de la Marcha fue uno de los primeros cuatro oido-
res -el decano de la Audiencia de la Nueva Galicia, desde el21 de mayo de 1549. 
Emprendió su visita desde Compostela, el 3 de diciembre de ese mismo año; en 
abril de 1550 ya estaba en las Minas de los Zacatecas, donde redactó no sólo las 
ordenanzas de minería a que nos referimos, sino también otras sobre el trabajo 
indígena en las actividades extractivas. Su visita por el reino se prolongó hasta el 
mes de diciembre de 1550. Pueden verse a este respecto BAKEWEI-L, Peter. Op. 
Cit. pp. 35 y 36. Además puede consultarse a GARCIA-ABASOLO GONZA-
LEZ, Antonio Francisco. Resultados de una visita a Nueva Galicia en 1576. 
Separata del Tomo XXXVI, del Anuario de Estudios Americanos. Escuela de 
Estudios Hispano Americanos. Sevilla. 1979. Y también ROMAN GUTIERREZ, 
José Francisco. Sociedad y evangelización en Nueva Galicia durante el siglo XVI. 
Universidad Autónoma de Zacatecas -El Colegio de Jalisco- INAH. Guadalajara. 
1993. p. 69, 79 y ss. Las ordenanzas de Martínez de la Marcha fueron hechas dos 
meses después del llamado el «First American Minning Code», del virrey Antonio 
de Mendoza -también en 1550-, y contuvieron algunas diferencias significativas 
que nos revelan cierto grado de especificidad de las regiones jurisdiccionales 
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coloniales, y el celo que desde el principio de la creación de la Audiencia de la 
Nueva Galicia, se puso en la conservación de su jurisdicción sobre el nuevo y 
vasto territorio neogallego. 
65 Estas ordenanzas mineras de 1550, para la Nueva Galicia, por otra parte, son parte 
del proceso regulador de la minería que, a nivel provincial, se desató en las pose-
siones españolas de Ultramar durante el siglo XVI, con fundamento en la tradi-
ción iniciada por el emperador Carlos 1, desde 1526. 
66 RAMOS, Demetrio. Minería y comercio interprovincial en Hispanoamérica 
(siglos XVI, XVII y XVIII): Universidad de Valladolid. Valladolid. 1970. pp 57-76. 
El autor hace un amplio repaso a las regulaciones mineras dadas en la temprana 
ocupación de las Antillas, Nueva España, el Perú y Chile, así como de las varian-
tes que la tradición legislativa minera española sufrió en su adaptación a las con-
diciones concretas de las diversas regiones. De cualquier forma, no pude decirse 
que el recuento realizado en esta obra haya sido exhaustivo, puesto que las dispo-
siciones provinciales y hasta locales en materia minera debieron tener una profu-
sión de amplias proporciones, como el propio autor lo intuye. Por ejemplo, sólo 
en el caso de Zacatecas, Ramos cita exclusivamente ciertas ordenanzas mineras 
dadas por el oidor, doctor Gerónimo de Orozco, en 27 de noviembre de 1579, 
cuando en realidad tales ordenanzas se refieren a asuntos de Real Hacienda y, en 
cambio, desatiende la importante serie de ordenanzas dadas durante el siglo XVI 
para Zacatecas. El documento citado por Ramos contiene en realidad las Nuevas 
ordenanzas que el gobernador de la Nueva Galicia dio a los oficiales reales de 
ella, sobre el método que han de observar en la cobranza de la Real Hacienda. 
Guadalajara, 27 de noviembre de 1579, que se encuentra en AGI, Patronato Real, 
legajo 182, ramo 53, no 8. 
67 La regulación de asuntos mineros para el caso de Zacatecas provinieron en gran 
parte de las ordenanzas redactadas con motivo de las visitas de los oidores. Hubo 
varias visitas a Zacatecas y obviamente varias ordenanzas más. Cfr. A.G.l. 
Guadalajara 5, r 12, No 21-23, F 122. Ordenanzas que hizo en las minas de los 
Zacatecas, el señor licenciado Francisco de Mendiola, oidor alcalde mayor de la 
Real Audiencia de este reino de Galicia. Zacatecas, 6 de marzo de 1578. El licen-
ciado Mendiola anotó en el proemio de sus ordenanzas: "por cuanto de pedimen-
to de los oficiales de su majestad, y de los diputados y algunos mineros de este 
real de minas de Zacatecas, de este reino, por mí fueron vistas las ordenanzas y 
provisiones y otros mandos dados por los señores de la Audiencia Real y por el 
licenciado de la Marcha, oidor y visitador que fue de él; y de los alcaldes mayo-
res y jueces de residencia que aquí han sido ... " 
68 AHZ Libro primero, Ff'15-15v 
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69 En la jerga minera de la época, estaca era el trozo puntiagudo de madera que se 
utilizaba para señalizar los linderos y catas de una mina. Solía clavarse en los 
ángulos de la traza de la veta. 
70 A.G.I. Guadalajara 5, r 12, N2 12-JJ.Ordenanzas de minas que hizo el licencia-
do Hernando Martínez de la Marcha, oidor alcalde mayor que fue de esta real 
audiencia de/ Nuevo Reino de Galicia, siendo visitador general de él. Zacatecas, 
20 de abril de 1550. F' 105. 
71 BAKEWELL, P. Op. Cit. p. 33. Según el autor, los tres estados equivalen a 5.5 
metros. 
72 A.G.I. Guadalajara 5, r 12, No 12-13. Ordenanzas de minas que hizo el licencia-
do Hernando Martínez de la Marcha .. Véanse sobre este procedimiento las 
ordenanzas VIII, IX, X y XI. 
73 Mil varas equivalen a 838 metros; con lo que se obtiene que los metales descu-
biertos debían estar en el centro de una circunferencia que tenía por diámetro 
1,676 metros, y un área de 2.206 km2, o sea, 2,206,000 m2 en la cual no debía 
encontrarse descubierta mina alguna, con anterioridad. 
74 Recopilación, IV: 19:1 
75 A.G.I. Guadalajara 5, r 12, -N° 12-13. Ordenanzas de minas que hizo el licencia-
do Hernando Martínez de la Marcha- F' 109, ordenanza XVII. 
76 Idem. F2 1 09V, ordenanza XX 
77 Idem. F' 11 Ov, ordenanza XXVII. 
78 Idem. F' 11 2v, ordenanza XLI. 
79 Vale la pena señalar que el nombramiento del primer corregidor en Zacatecas por 
parte de la Corona, don Félix de Zúñiga, se dio en un contexto de contradicciones 
políticas de gran interés para quien desee investigar la sociedad zacatecana de la 
época. Véase al efecto ENCISO CONTRERAS, José. «Mercado de vino ... » p. 25. 
«La llegada de Félix de Zúñíga, un sevillano que fue el primero de los corregido-
res de Zacatecas, nombrado directamente por la Corona, señaló el principio de 
esta inestabilidad política que marcó la vida en las minas durante la primera mitad 
de la década de los 80 del siglo XVI ( ... ) Las actividades del corregidor atenta-
ban contra los mecanismos de funcionamiento burocrático y distribución de cuo-
tas económicas en torno a Zacatecas ... » 
80 AGI, Guadalajara 230, libro 1 f'. 359. Corregimiento de Zacatecas, Badajoz, 22 
de mayo de 1580. 
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EL DAÑO AMBIENTAL 
Y LOS DERECHOS DE LA PERSONAl 
ANTONIO CABANILLAS SÁNCHEZ 
Catedrático de Derecho Civil 
Universidad de Alicante 
A diferencia de lo que acontece en Alemania e Italia, carecemos de una ley que 
discipline la responsabilidad civil por daños ambientales, aunque nuestra 
Constitución la contempla, al establecer el art. 45 que «todos tienen derecho a dis-
frutar de un medio ambiente adecuado para el desarrollo de la persona, y que la vio-
lación de lo dispuesto en el apartado 2 (utilización racional de todos los recursos 
naturales, con el fin de proteger y mejorar la calidad de vida) da lugar a la obligación 
de reparar el daño causado», utilizándose casi los mismos términos que aparecen en 
el art. 1902 del Código Civil. 
Existe un Anteproyecto de Ley del medio ambiente de Euskadi (1994), que trata 
de hacer efectivo el principio «quien contamina, paga», como afirma la Memoria que 
lo presenta. El art. 65 se expresa de la siguiente manera: «Responsabilidad civil. Con 
independencia de las sanciones la Administración debe imponer al infractor las obli-
gaciones de restaurar el medio ambiente alterado y de indemnizar los daños y per-
juicios causados». 
A nivel de Derecho comunitario, tampoco existe una Directiva que contemple la 
reparación del daño ambiental, aunque sí una propuesta modificada de Directiva rela-
tiva a la responsabilidad civil por los daños y perjuicios causados al medio ambiente 
por los residuos (COM núm. 219, de 27 de junio de 1991). Además, es muy impor-
tante el Libro Verde sobre reparación del daño ecológico de la Comisión de las 
Comunidades Europeas (COM núm. 47, de 14 de mayo de 1993), ya que señala los 
problemas que plantea la responsabilidad civil por daños al medio ambiente y el 
camino más adecuado para solucionarlos. 
Hay que subrayar que España no ha ratificado todavía el Convenio del Consejo 
de Europa sobre la responsabilidad civil por los daños ocasionados por actividades 
peligrosas para el medio ambiente, aprobado en Lugano el 8 de marzo de 1993 y 
abierto a la firma a partir del 21 de junio de 1993. 
Conferencia pronunciada en el 11 Congreso Nacional de Derecho Ambiental y en el Ciclo de 
Conferencias sobre las fronteras de la responsabilidad civil en el siglo XXI, organizado por el Ilustre 
Colegio de Abogados de Madrid. 
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Este panorama evidencia las grandes dificultades que existen para perfilar el sig-
nificado del daño ambiental y las consecuencias jurídicas que derivan del mismo. 
Parece necesario que nuestro legislador elabore una ley que regule adecuada-
mente la responsabilidad civil por daños ambientales, siguiendo las directrices del 
Derecho comunitario europeo. La Declaración sobre el medio ambiente y el desarro-
llo sostenible, fruto de la Conferencia de Naciones Unidas que tuvo lugar en Río de 
Janeiro del 3 al 14 de junio de 1992, establece que los Estados deben desarrollar la 
legislación nacional relativa a la responsabilidad y a la indemnización respecto a las 
víctimas de la contaminación u otros daños ambientales (principio 13). El Ministerio 
de Medio Ambiente español ha manifestado su propósito de elaborar durante la pre-
sente legislatura un Proyecto de Ley sobre responsabilidad civil por daños al medio 
ambiente. 2 
El Libro Verde sobre reparación del daño ecológico se refiere a las grandes catás-
trofes ocurridas en la Comunidad Europea, evocando los nombres Seveso, Amoco-
Cádiz, Sandoz, La Coruña o Braer. Son accidentes que provocaron la indignación 
general y pusieron dramáticamente de manifiesto la necesidad de sanear y restaurar 
los medios tras un daño ecológico. No obstante, los daños consecuencia de acciden-
tes sólo constituyen una pequeña parte de los daños ecológicos que se producen hoy 
en día en la Comunidad. Las emisiones de instalaciones industriales y de vehículos 
de motor contaminan la atmósfera y provocan la muerte de los bosques. Las aguas 
residuales municipales y agrarias peligrosas depositadas en el pasado contaminan el 
suelo. Los daños ocasionados por estas actividades, que no constituyen accidentes en 
sí, son menos espectaculares, pero, en contrapartida, son más frecuentes y no por ello 
menos necesitados de medidas de reparación. 
El Libro Verde sobre reparación del daño ecológico considera fundamental con-
tar con una definición jurídica de daño al medio ambiente, pues ella va a regir el pro-
ceso de determinación del tipo y campo de aplicación de las correspondientes medi-
das de reparación y, consiguientemente, los costes que pueden llegar a recuperarse 
por la vía de la responsabilidad civil. A pesar de ello, sigue sin haber acuerdo acerca 
del objeto del daño ecológico, el grado a partir del cual un impacto puede conside-
rarse tal daño y quién tiene derecho a decidir sobre estos aspectos. 
La configuración del daño ambiental depende, lógicamente, de la noción que se 
adopte sobre el medio ambiente, y en este punto no hay concordia, porque hay opi-
niones que se inclinan por considerar que sólo deberían incluirse en este concepto la 
vida animal y vegetal y otros componentes de la naturaleza, así como las relaciones 
entre los mismos, mientras que hay otras opiniones favorables a la inclusión de obje-
2 Sobre el Anteproyecto de Ley de responsabilidad civil por daños al medio ambiente, véase 
DÍEZ-PICAZO GIMÉNEZ, «¿Es oportuno elaborar una Ley de responsabilidad civil medioambiental?», 
en La Ley, 1998, núms. 4472 y 4473; POVEDA GÓMEZ, «La responsabilidad civil derivada de activida-
des con incidencia ambiental. Líneas generales del Proyecto presentado a las Comunidades Autónomas en 
la conferencia sectorial de medio ambiente», RADAE, 1997, núm. 1, págs. 85 y ss. 
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tos de origen humano, si son importantes para el patrimonio cultural de un pueblo. 
En el Convenio del Consejo de Europa sobre responsabilidad civil por daños ocasio-
nados por actividades peligrosas para el medio ambiente, la acepción de medio 
ambiente es bastante amplia: incluye recursos naturales abióticos y bióticos, tales 
como el aire, el agua, el suelo, la fauna y la flora y la interacción de los mismos fac-
tores, los bienes que componen el patrimonio cultural y los aspectos característicos 
del paisaje (art. 2 (10). 
El criterio para determinar el grado de impacto a partir del cual existe un daño 
ambiental es establecido por la propuesta modificada de Directiva relativa a la res-
ponsabilidad civil por daños y perjuicios causados al medio ambiente por los resi-
duos, al definir el «deterioro ambiental» como cualquier degradación física, química 
o biológica importante del medio ambiente, siempre que no se considere daño a un 
bien (art. 2 d). 
Para el Convenio del Consejo de Europa sobre responsabilidad civil por los daños 
ocasionados por actividades peligrosas para el medio ambiente, el daño significa toda 
pérdida o daño que resulte de la alteración del medio ambiente (art. 2. 7 e). Sin 
embargo, el explotador no es responsable, en virtud del presente Convenio, si prue-
ba que el daño resulta de una contaminación de un nivel tolerable, teniendo en cuen-
ta las circunstancias locales pertinentes (art. 8 d). 
La Ley alemana sobre responsabilidad medioambiental de 1 de diciembre de 
1990 3 establece que un daño por influjo medioambiental existe si es causado por sus-
tancias, vibraciones, olores, presiones, rayos, gases, vapores, calores u otros fenó-
menos que se han propagado por el suelo, el aire o las aguas (art. 3. 1). 
Si la instalación se explotaba de conformidad con las disposiciones vigentes (art. 
6. 2. 2) se excluye el deber de indemnizar los daños en las cosas, si las mismas se 
dañan de forma insignificante o en una medida tolerable de acuerdo con las condi-
ciones del lugar (art. 5). 
A pesar de su título, esta Ley protege sólo de forma mediata al medio ambiente, 
ya que su objeto es reparar los daños causados a las personas (muerte o lesiones en 
el cuerpo o la salud) o a las cosas por influjos al medio ambiente, procedentes de 
determinadas instalaciones (art. l. 1). 
Sólo el que es directamente lesionado en uno de los bienes jurídicos protegidos 
puede demandar la indemnización del daño sufrido. 4 
3 Una excelente traducción de esta Ley por CAÑIZARES y RODRÍGUEZ TAPIA, «La nueva 
regulación alemana en materia de responsabilidad por daños causados al medio ambiente», ADC, 1994, 
págs. 209 y SS. 
4 LANDSBERG y LÜLLING, «Umwelthaftungsrecht», 1, Umwelthaftungsgesetz, Koln, 
1991, págs. 30 y ss.; SCHMIDT-SALZER, Kommentar zum Umwelthaftungsrecht, München, 1992, págs. 
400, 417, 842 y 843; SALJE, Umwelthaftungsgesetz. Komentar, München, 1993, págs. lOO y ss.; 
MEDICUS, Schuldrecht, /l, Besonderer Teil, München, 1993, pág. 790; Hager, «Das neue 
Umwelthaftungsgesetz>>, NJW, 1991, págs. 133 y 134. 
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La Ley italiana de 8 de julio de 1986, de constitución del Ministerio del Medio 
Ambiente, contiene -pesar de su objetivo primario- reglas sustantivas en materia de 
responsabilidad por daños ambientales, estableciendo que el daño surge cuando se 
altera, deteriora o destruye en todo o en parte el medio ambiente. Sin embargo, la 
responsabilidad del autor del daño, que obliga al resarcimiento respecto al Estado, 
se hace depender de que exista un hecho doloso o culposo que implique la violación 
de las disposiciones legales o de las resoluciones adoptadas con fundamento en la 
ley (art. 18). 
Tanto en nuestro Derecho como en el francés no es disciplinado legalmente el 
daño ambiental, lo cual hace extraordinariamente difícil su configuración. 
Caballero s destaca la indiferencia existente en el Derecho francés hacia el daño 
ecológico. 
Consciente de la amplitud y gravedad de la indiferencia del Derecho positivo, un 
sector de la doctrina se ha esforzado para remediarla proponiendo que se reconozcan 
nuevos derechos destinados a extender los medios para luchar contra las agresiones 
al medio ambiente. 
En su tesis sobre la reparación del daño ecológico, Girod 6 distingue entre dos cla-
ses de daños ecológicos: el daño ecológico en sentido amplio, es decir, todo lo que 
degrada el medio ambiente, y el daño ecológico en sentido estricto, es decir, la degra-
dación de los elementos naturales (aguas, aire, nivel sonoro). 
Siguiendo esta evolución, Caballero 1 preconiza el reconocimiento de un daño 
directo al medio ambiente, y da la siguiente definición: es daño ecológico todo daño 
causado directamente al medio considerado en cuanto tal independientemente de sus 
repercusiones sobre las personas y sobre los bienes. 
Si se atiende a los daños causados al medio ambiente en cuanto tal, debe eliminarse 
una masa considerable de daños causados a las personas y a los bienes por nuisances. 
Admitir la definición positiva de los daños ecológicos, es admitir que aliado del 
daño material, corporal o moral causado al hombre o a sus bienes, existe una nueva 
categoría de daños causados al medio ambiente. Sin duda una semejante categoría de 
daño es desconocida por el Derecho positivo. No es, sin embargo, una razón para 
rechazar sistemáticamente la idea. La originalidad del daño ecológico, la compleji-
dad de los problemas del medio ambiente que suscita su desconocimiento, merecen 
que los juristas lleven a cabo un esfuerzo de imaginación. 
Prieur s prefiere introducir una distinción entre los daños por contaminación, que 
serían sufridos por patrimonios identificables y particulares, y los daños ecológicos 
5 CABALLERO, Essai sur la notionjuridique de nuisance, París, 1981, págs. 287 y ss. 
6 GIROD, La réparation du dommage écologique, París, 1974, pág. 19. 
7 CABALLERO, op. cit., págs. 293 y ss. 
8 PRIEUR, Droit de l'environnement, París, 1991, págs. 293 y ss. 
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propiamente dichos, sufridos por el medio natural en sus elementos inapropiados e 
inapropiables y que afectan al equilibrio ecológico en tanto que patrimonio colecti-
vo. A menudo un mismo accidente entraña dos tipos de daños. 
Este autor evidencia la especificidad del daño ecológico. Los fenómenos que 
afectan al medio ambiente se caracterizan muy a menudo por su gran complejidad. 
Es preciso sobre todo poner de relieve los elementos siguientes que se encuentran 
raramente en los daños no ecológicos: las consecuencias dañosas de una agresión al 
medio ambiente son irreversibles (no se reconstituye un biotopo o una especie en 
peligro de extinción), están a menudo vinculadas al progreso tecnológico; la conta-
minación tiene efectos acumulativos y sinérgicos que hacen que las contaminaciones 
se adicionen y se acumulen entre ellas; la acumulación de nuisances a lo largo de la 
cadena alimentaria puede tener consecuencias catastróficas (enfermedad de 
Minamata en Japón); los efectos de los daños ecológicos pueden manifestarse más 
allá de la vecindad (efecto río abajo de una contaminación a larga distancia de SO 2); 
son daños colectivos por sus causas (pluralidad de autores, desarrollo industrial, con-
centración urbana) y sus efectos (costes sociales); son daños difusos en su manifes-
tación (aire, radioactividad, contaminación de las aguas) y en el establecimiento de 
la relación de causalidad; son repercutidos en la medida en que implican agresiones 
principalmente a un elemento natural y por rebote a los derechos individuales. 
Como subrayan Litmann-Martin y Lambrechts 9, la mayoría de los autores reser-
van el calificativo de «ecológico» para definir aquel daño que afecta al conjunto del 
medio natural o alguno de sus componentes considerando como patrimonio colecti-
vo independientemente de sus repercusiones sobre las personas y los bienes. 
Se habla de daño ecológico puro, ajeno a cualquier connotación personal, patri-
monial o económica (Martín). 
La situación existente en nuestro Derecho es semejante a la francesa. No existe 
una ley que contemple específicamente el daño ambiental y la responsabilidad que 
deriva del mismo. 
No obstante, del art. 45 de nuestra Constitución se infiere que el daño ambiental 
es el resultado de la lesión del derecho que «todos» tienen a disfrutar de un medio 
ambiente adecuado para el desarrollo de la persona. 
El daño ambiental implica un acto antijurídico, lesivo del derecho al medio 
ambiente, como subraya Postiglione 10. 
La emisión de gases, polvos y humos, así como los vertidos industriales, consti-
tuye la causa más frecuente de daños ambientales. 
9 LITMANN-MARTIN y LAMBRECHTS, «La spécificité du dommage écologique», en Le 
dommage écologique en droit interne, communautaire et comparé, bajo la dirección de Martin, París, 
1992, págs. 45 y SS. 
10 POSTIGLIONE, Il diritto al!' ambiente, Napoli, 1982, 1982, pág. 77. 
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El ámbito del daño ambiental está determinado, lógicamente, por el significado 
que se otorgue al medio ambiente, lo cual es señalado por el Libro Verde sobre repa-
ración del daño ecológico, como hemos visto. 
El art. 45 de nuestra Constitución aboga por una concepción amplia del medio 
ambiente, aunque no omnicomprensiva. El elemento nuclear del concepto constitu-
cional de medio ambiente no es otro que los recursos naturales. Por ello, como pun-
tualiza Díez-Picazo ll, el medio ambiente está constituido por el conjunto de ele-
mentos naturales que determinan las características de un lugar, tales como el aire, el 
agua, el suelo, la flora, la fauna, el paisaje y otras que contribuyen al goce de los bie-
nes de la naturaleza, como el silencio y la tranquilidad. 12 
En nuestro Derecho, no existe una limitación como la que establece la Ley italia-
na para la relevancia del daño ambiental. Según el art. 18.1 de esta Ley, el hecho pro-
ductor del daño sólo es considerado injusto en el caso de violación de disposiciones 
legales o de resoluciones adoptadas con base en la ley. De esta manera se establece 
una tipicidad del ilícito ambiental, que no sorprende a Visintini 13, porque se trata de 
una norma que considera que el Estado es la víctima del daño. Por ello, no todo daño 
al medio ambiente es considerado resarcible, sino sólo el «injusto», que es aquél que 
deriva de la violación de disposiciones legales o de resoluciones adoptadas con base 
en la ley. La doctrina italiana 14 destaca que el daño ambiental tiene naturaleza públi-
ca, basándose en el texto del art. 18.1. El daño se causa al Estado y por eso sólo él (o 
los entes territoriales) está legitimado para interponer una demanda de resarcimien-
to. El daño ambiental es el resultado de la lesión de un bien inmaterial con reflejos 
patrimoniales y tiene naturaleza pública. 
Perlingieri 15 afirma que el cuadro trazado por el legislador italiano de 1986 deja 
insatisfechos a los privatistas, cuando reduce el daño ambiental a la exclusiva agre-
11 DÍEZ-PICAZO, Fundamentos de Derecho civil patrimonial, JI/, Madrid, 1995, pág. 203. 
12 Sobre las diversas concepciones para caracterizar al medio ambiente como objeto del 
Derecho, MARTÍN MATEO, Tratado de Derecho ambiental,!, Madrid 1991, págs. 80 y ss; López Ramón, 
«El derecho ambiental como derecho de la función pública de protección de los recursos naturales», RDA, 
1994, no 13, págs. 38 y SS. 
13 VISINTINI, «Convegno su il danno ambientale con riferimento alla responsabilita civile», 
bajo la dirección de Perlingieri, Napoli, 1991, pág. 53. 
14 ALPA, «La natura giuridica del danno ambientale», en Il danno ambientale con riferimen-
to alta responsabilita civile, bajo la dirección de Perlingieri, Napoli, 1991, págs. 107 y ss.; BARBIERA, 
«Qualificazione del danno ambientale nella sistematica general del danno», en Il danno ambientale con 
riferimento alZa responsabilita civile, bajo la dirección de Perlingieri, Napoli, 1991, págs. 114 y ss.; 
GIAMPIETRO, «Azione di danno dello Stato e degli enti territoriali. Poteri di intervento in giudizio delle 
associazioni ambientali», bajo la dirección de Perlingieri, Napoli, 1991, pág. 171. 
15 PERLINGIERI, «Presentazione» a Il danno ambientale con riferimento a la responsabilita 
civile, bajo la dirección de Perlingieri, Napoli, 1991, pág. 5. 
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swn a un bien público inmaterial insusceptible de apropiacwn, perteneciente al 
Estado-persona, que monopoliza la acción resarcitoria. 
El hecho de que sólo se legitime al Estado ha determinado que el art. 18 haya 
tenido una escasa aplicación práctica en Italia. Por ello, como subraya Comporti 16, 
el art. 18 constituye en ciertos aspectos un retroceso respecto a los principios mayo-
ritariamente innovadores con anterioridad afirmados. 
En la misma línea, Giampietro n apunta que el Ministerio no ha dado hasta este 
momento prueba de dinamismo, ni en sede civil, ni, en algunas ocasiones, en sede penal. 
Tampoco son numerosas las iniciativas procesales de las regiones y/o los entes 
locales. Esto tiene una precisa explicación en el hecho de que las regiones y los entes 
locales están implicados, en diverso modo, en los hechos de contaminación ambien-
tal por defecto de vigilancia, situaciones de inercia organizativa, falta de personal y 
de estructuras técnicas apropiadas, incapacidad de gobierno del territorio, etcétera. 
De esta manera se corre el riesgo de que el daño ambiental sea de hecho consi-
derado jurídicamente irrelevante. 
En nuestra doctrina, Jesús Jordano Fraga 1s observa con toda razón que el plante-
amiento de la Ley italiana no puede ser más erróneo, siendo sorprendente que se haya 
desconocido la elaboración jurisprudencia! (italiana) sobre el derecho al medio 
ambiente. Y es que el ejercicio de resarcimiento se ha desconectado del derecho al 
medio ambiente. 
Afortunadamente en España no existe una ley como la italiana, que conciba de 
esta manera al daño ambiental. Cabe sostener por ello que este tipo de daño puede 
tener reflejos privatistas, teniendo en cuenta el derecho a un medio ambiente ade-
cuado para el desarrollo de la persona, reconocido en el art. 45 de nuestra 
Constitución. Por este motivo, no es preciso limitar la legitimación para exigir res-
ponsabilidad por daños ambientales al Estado, sino que las asociaciones y grupos 
afectados pueden invocar ante los Tribunales el derecho de «todos» a un medio 
ambiente adecuado para el desarrollo de la persona. El art. 24 de la Constitución, en 
interpretación concorde con el art. 9. 2 de la misma, permite establecer la efectividad 
del derecho a la jurisdicción que incluya en el concepto «sus derechos o intereses 
legítimos» la tutela de los intereses colectivos o difusos. La Ley Orgánica del Poder 
Judicial, de 1 de junio de 1985, confirma esta interpretación, al disponer el art. 7. 3 
que «los Juzgados y Tribunales protegerán los derechos e intereses legítimos, tanto 
individuales como colectivos, sin que en ningún caso pueda producirse indefensión. 
16 COMPORTI, «Tutela dell'ambiente e tutela della salute», RGA, 1990-2, págs. 208 y 209. 
17 GIAMPIETRO, «La proposta di direttiva comunitaria sui danni all'ambiente causati da 
rifiuti in relazione alla disciplina generale dell'art. 18 della legge núm. 349/1986», RGA, 1991-1, págs. 
49 y 50. 
18 Jesús JORDANO FRAGA, La protección del derecho a un medio ambiente adecuado, 
Barcelona, 1995, pág. 382. 
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Para la defensa de estos últimos se reconocerá la legitimación de las corporaciones, 
asociaciones y grupos que resultan afectados o que estén legalmente habilitados para 
su defensa y promoción». 
Así pues, se reconoce legalmente la necesidad de legitimaciones amplias que res-
ponden a la problemática de los denominados intereses difusos o colectivos. 19 
Asegurar el acceso a la justicia de los grupos de intereses difusos o colectivos 
para la defensa del medio ambiente, parece una tarea inexcusable, que encuentra 
apoyo en los arts. 45 y 24 de nuestra Constitución y en el art. 7. 3 de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial. En el marco de la responsabilidad civil por daños ambientales, 
parece oportuno reconocer a las asociaciones ecologistas y grupos afectados capaci-
dad procesal y legitimación para actuar ante cualquier jurisdicción, afirmando la efi-
cacia erga omnes de las sentencias en todo lo que no perjudique a los afectados. 
Otro argumento para sustentar la apuntada legitimación se encuentra en la rela-
ción existente entre el medio ambiente y la salud (arts. 43 y 45 de la Constitución) y, 
en general, los derechos de la personalidad, que gozan de una específica tutela civil. 
La conexión entre el derecho a disfrutar de un medio ambiente salubre, al que se 
refiere la sentencia del Tribunal de Casación italiano de 6 de octubre de 1979 20, y los 
derechos de la personalidad se advierte claramente en la Ley General de Sanidad de 
25 de abril de 1986, al aludir a la sanidad ambiental (art. 19), y en el propio texto del 
art. 45.1 de nuestra Constitución, al reconocer el derecho de «todos» a disfrutar de 
un medio ambiente adecuado para el desarrollo de la persona 21. 
La sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos de 9 de diciembre de 
1994, dictada en el asunto López Ostra contra España, manifiesta que los atentados 
graves al medio ambiente pueden afectar al bienestar de una persona hasta el punto 
de privarla de la tranquilidad de su domicilio, lesionando su vida privada y familiar, 
así como su salud. Se considera aplicable el art. 8 del Convenio Europeo para la 
Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales (Roma, 4 
de noviembre de 1950; Instrumento de ratificación de 26 de septiembre de 1979). 
El citado Tribunal no tuvo ningún inconveniente en estimar la demanda inter-
puesta por la señora López Ostra en la que alegaba que a consecuencia de inmisio-
nes de olores, ruidos y humos procedentes de una estación depuradora habían sido 
vulnerados los siguientes derechos fundamentales: el derecho a la integridad física y 
19 ALMAGRO y TOMÉ, Instituciones de Derecho procesal. Proceso civil, Madrid, 1994, 
págs. 239 y 240; GÓMEZ DE LIAÑO, «La legitimación colectiva y el artículo 7 de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial», Justicia, 1986, págs. 555 y ss.; Silguero, La tutela jurisdiccional de los intereses colecti-
vos a través de la legitimación de los grupos, Madrid, 1995, págs. 305 y ss. 
20 Giur. it., 1980, 1, págs. 463 y ss., y 159 y ss., con notas de PATTI y SALVI. 
21 CABANILLAS, La reparación de los daños al medio ambiente, Madrid, 1996, págs. 226 y ss. 
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moral y la proscripción de torturas y tratos inhumanos y degradantes y el derecho al 
respeto a la vida privada y familiar y al domicilio. 22 
Para ser relevante el daño ambiental ha de tener una cierta grav~dad. Si el daño 
es insignificante o tolerable de acuerdo con las condiciones del lugar, no surgirá la 
responsabilidad, y por tanto, no estaremos en rigor ante un daño ambiental resarci-
ble. Esta es a solución que se infiere, según hemos visto, de la propuesta modificada 
de Directiva relativa a la responsabilidad civil por los daños y perjuicios causados al 
medio ambiente por los residuos, del Convenio del Consejo de Europa sobre respon-
sabilidad civil por los daños ocasionados por actividades peligrosas para el medio 
ambiente y de la Ley alemana sobre responsabilidad medioambiental de 1 O de 
diciembre de 1990, y que es razonable sustentar también en nuestro Derecho en línea 
con la teoría de la normal tolerancia que, en el marco de las relaciones de vecindad, 
opera como límite de la responsabilidad por inmisiones, como se infiere de algunos 
preceptos concretos de nuestro Código civil (arts. 1908-2° y 7. 2) y de la posición 
adoptada por nuestra doctrina, en línea con el criterio imperante en el Derecho com-
parado 23. La tolerabilidad excluye la ilicitud y no surge, por tanto, la responsabili-
dad civil por daño ambiental. 
El hecho antijurídico puede consistir en una lesión efectiva o en una situación de 
peligro del medio ambiente. 
No puede desconocerse que el medio ambiente resulta comprometido también 
por la exposición al peligro, ya que implica per se una conducta lesiva. Por esto se 
afirma, como mecanismo de reparación, la eliminación de la exposición a peligro del 
medio ambiente. Este mecanismo se fundamenta en los valores jurídicos que requie-
ren una tutela anticipada. 24 
22 Sobre esta importante sentencia, EGEA, «Condiciones medioambientales y derechos fun-
damentales. Inmisiones perjudiciales que obligan a abandonar el domicilio (a propósito de la Sentencia del 
TEDH de 9 de diciembre de 1994), DP y C, 1996, n°9, págs. 323 y ss.; CARRILLO DONAIRE y GALÁN 
VIOQUE, «¿Hacia un derecho fundamental a un medio ambiente adecuado?», REDA, 1995, n° 86, págs. 
271 y ss.; GARCÍA SAN JOSÉ, «Derecho al medio ambiente y respeto a la vida privada familiar», La Ley, 
1995, núm. 3896, págs. 1 y ss. 
23 CABANILLAS, La reparaci6n de los daños al medio ambiente, cit., págs. 51 y ss., con 
amplia información doctrinal y jurisprudencia! sobre la responsabilidad civil por inmisiones en el marco 
de las relaciones de vecindad y el criterio de la normal tolerancia, que formulará Jhering, «Zur Lehre von 
den Beschrankungen des Grundeigentümers im Interesse der Nachbarn», Jherl, IV, 1863, págs. 81 y ss., 
esp. 113 y ss. 
24 POSTIGLIONE, Il diritto all'ambiente, cit., pág. 87; ALBAMONTE, Danni all'ambiente e 
responsabilita civile, Padova, 1989, págs. 39 y 40. 
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LA APLICACIÓN DE OFICIOS DE LA 
PRESCRIPCIÓN: EFECTOS SOBRE LA 
RENUNCIA A LA PRESCRIPCIÓN GANADA 
(Comentario a la sentencia del Tribunal Supremo de 14 de Febrero de 1997) 
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Departamento de Disciplinas Económicas y Financieras 
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SUMARIO: 1.- Introducción 
2.- Antecedentes y planteamientos del problema 
3.- Comentario a la sentencia del Tribunal Supremo de 14 de 
febrero de 1997 
3.1.- La admisibilidad de la renuncia a la 
prescripción ganada 
4.- Conclusión 
1.- INTRODUCCIÓN 
El instituto jurídico de la prescripción es, indudablemente, uno de los más rele-
vantes del régimen de la relación jurídico-tributaria, y más concretamente de la obli-
gación tributaria, a consecuencia tanto del tratamiento positivo como de su estudio 
doctrinal. 
El régimen jurídico de esta institución, de configuración compleja, es objeto de 
regulación en la Ley General Tributaria (en adelante LGT.) y en el Reglamento 
General de Recaudación (en adelante RGR.). Un aspecto especialmente destacable 
de su régimen es el relativo a la aplicación de la prescripción y la posibilidad de 
admitir la renuncia a la prescripción ganada en el ámbito tributario. La efectividad de 
este mecanismo extintivo depende, en gran medida, de su aplicación por parte de los 
órganos competentes. La posibilidad de renuncia de la prescripción ganada sería, 
pues, un instrumento distorsionador de la eficacia del instituto prescriptivo. 
La Sentencia del Tribunal Supremo (en adelante STS) de 14 de Febrero de 
1997 I que es objeto de comentario, analiza fundamentalmente la cuestión refe-
Aranzadi, Repertorio de Jurisprudencia [1997, 2391]. 
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rente a la admisibilidad o no por parte de nuestro ordenamiento de la renuncia a 
la prescripción ganada. 
2.- ANTECEDENTES Y PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
La cuestión litigiosa es instada ante el TS a través de un recurso de apelación con-
tra una Sentencia del Tribunal de Justicia (en adelante STSJ) de la Comunidad 
Valenciana, por parte de la Administración liquidadora del Impuesto sobre el 
Incremento del Valor de Terrenos de Naturaleza Urbana. 
El «iter judicial» de la cuestión es el siguiente. El contribuyente, ante una liqui-
dación del impuesto municipal, promovió recurso de reposición que fue estimado 
parcialmente modificando la inicial liquidación. Sin embargo, no estando conforme 
el contribuyente con la nueva liquidación, planteó una reclamación económica-admi-
nistrativa el 25 de marzo de 1984. Posteriormente, el 16 de enero de 1990 el mismo 
contribuyente presentó escrito ante el Tribunal Económico-Regional de Valencia en 
el que se denunciaba la mora en la resolución de la reclamación económico-admi-
nistrativa: 
«que hasta la fecha y transcurridos seis años desde la interposición, no ha 
recaído resolución alguna lo que está causándome un perjuicio, tanto por no 
haber sido resuelta la cuestión de fondo planteada, como por el desembolso 
económico que me está representando ( ... ) suplicando al Tribunal que se 
sirva admitir el escrito, teniendo por denunciada la mora en la resolución de 
este expediente.» 
El expediente estuvo paralizado desde 1984 hasta el 30 de marzo de 1990 en que 
se dictó resolución desestimatoria. Ante esta situación el contribuyente acudió a la 
vía jurisdiccional interponiendo recurso contencioso-administrativo alegando la pres-
cripción del débito tributario. La Sala de lo Contencioso-administrativo del TSJ de la 
Comunidad Valenciana dictó sentencia, ahora apelada ante el Tribunal Supremo por 
la Administración, liquidan te, declarando la prescripción. 
La Administración recurrente apoya sus alegaciones en la consideración de la 
existencia de una renuncia a la prescripción ganada por parte del contribuyente, 
deduciendo tal extremo de la aplicación del artículo 1935 del Código Civil2 a la peti-
Revista Información Fiscal (I.F.) no 23, 1997, págs. 137 y SS. 
Revista Tribuna Fiscal (T.F.) n° 85, 1997, págs. 33 y SS. 
2 Aplicable supletoriamente en el ámbito tributario. El tenor literal del mismo es el siguiente: 
«Las personas con capacidad para enajenar pueden renunciar a la prescripción ganada; pero no el derecho 
de prescribir para lo sucesivo. Entiéndase tácitamente renunciada la prescripción cuando la renuncia resul-
ta de actos que hacen suponer el abandono del derecho adquirido.» 
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ción ante el Tribunal económico-administrativo regional, por parte del contribuyen-
te, en la que se suplicaba la pronta resolución previa denuncia de la mora existente 
en el devenir del Tribunal Económico-Administrativo provincial. 
El Tribunal Supremo, en esta sentencia de 14 de febrero de 1997, analiza funda-
mentalmente, amén del examen de otros aspectos del régimen jurídico de la pres-
cripción, la admisibilidad en el ámbito del Derecho Tributario de la «renuncia a la 
prescripción ganada». 
La doctrina que emana de esta sentencia supone una confirmación de la nueva 
línea jurisprudencia! que mantiene el Tribunal Supremo, con respecto a la renuncia a 
la prescripción ganada, que se inició con la STS de 8 de febrero de 1995 3 y se con-
solidó con la posterior STS de 10 de marzo de 1995 4. Esta nueva jurisprudencia esta-
blece el criterio de que en el ámbito tributario «es lógicamente imposible admitir la 
renuncia a la prescripción ganada, sea expresa o tácita, máxime cuando el artículo 
60.1 del Reglamento General de Recaudación de 1990 obliga a reconocer de oficio 
la prescripción aunque se haya pagado la deuda una vez producida ésta.» s 
Se produce, pues, una ruptura en relación con la anterior jurisprudencia que man-
tenía y aceptaba la posibilidad de renuncia a la prescripción ganada de conformidad 
con el artículo 1935 del Código Civil. Podemos advertir una cierta evolución en la 
línea jurisprudencia! referente a la renuncia a la prescripción ganada. Así la STS de 6 
de junio de 1989 6 se manifiesta abierta e indubitadamente de la siguiente forma;«( ... ) 
había prescrito el derecho de la Hacienda para liquidar, pero también es cierto que la 
prescripción es renunciable, expresa o tácitamente, por quien la hubiere consumado 
a su favor, ( ... )de donde la intetposición del recurso de alzada operó aquella renuncia 
tácita ... » 7 
Sin embargo esta excesiva amplitud en la consideración de la admisibilidad de la 
renuncia a la prescripción ganada se fue progresivamente moderando y ya en la STS 
de 1 de febrero de 1993 se estableció que la renuncia a la prescripción ganada debía 
ser expresa, no bastando su «no alegación» en vía administrativa para entenderse pro-
ducida. Esta Sentencia, tras reconocer que el artículo 1935 del Código Civil admite 
tanto la renuncia expresa como tácita, establece unas bases de intetpretación del 
mecanismo de la renuncia aplicada al Derecho Tributario. Con el apoyo del artículo 
67 de la LGT que prescribe «la aplicación de oficio de la prescripción» el TS esta-
blece que la renuncia ha de ser expresa. s 
3 Aranzadi; [RJ 1995,1007]. 
4 Revista Tribuna Fiscal (TF) no 58-59; 1995, págs 38 y ss. 
5 Fundamento de Derecho Quinto (in fine) de la STS de 14 de Febrero de 1997. 
6 Aranzadi; (RJ 1989, 4618). 
7 Fundamento de Derecho Segundo de la STS 6 de junio de 1989. 
8 «(. .. )si bien alguna sentencia de esta Sala entendió renunciada la prescripción al no haber 
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El paso definitivo en esa evolución lo han dado las últimas sentencias del Tribunal 
Supremo sobre esta materia, una de las cuales es la STS de 14 de Febrero de 1997 
que es objeto de análisis específico en el comentario que a continuación se propone. 
Una cuestión a analizar es, ya no cuál ha sido la solución que el Tribunal Supremo 
ha considerado para una cuestión concreta, sino cómo ha llegado el órgano jurisdic-
cional a esa 
solución. El Tribunal utiliza el argumento de la distinta naturaleza que tienen la 
prescripción civil y la prescripción tributaria. En base a la consideración de obliga-
ción «ex lege» de la obligación tributaria, con la consiguiente imperatividad de su 
régimen, frente al carácter «ex contracto» de las obligaciones civiles, la Sala entien-
de que la consecuencia «ex lege» de la prescripción, la extinción de la obligación, 
impide que « ... pueda el contribuyente renunciar a la prescripción ganada», de tal 
manera que «el artículo 67 de la LGT, correctamente interpretado, obliga a afirmar 
que no cabe la renuncia de los sujetos pasivos a la prescripción ganada.» 
Esta conclusión del Tribunal Supremo es derivación de su argumentación, en la 
cual utiliza como fundamento de la inadmisibilidad de este instrumento abdicativo, 
la existencia y vigencia de una normativa que no estaba en vigor en la fecha de los 
hechos. Así, el Tribunal Supremo apoya su decisión en la nueva regulación existente 
en el nuevo RGR de 29 de diciembre de 1990 9 y en el Decreto 1163/1990 de 21 de 
septiembre por el que se regula el procedimiento para la realización de devoluciones 
de ingresos indebidos de naturaleza tributaria. 10 El Tribunal Supremo únicamente 
hace una inconsistente referencia al Reglamento General de Recaudación de 1968 
que era el vigente en el momento de los hechos; y que admitía la renuncia a la pres-
cripción ganada u, describiendo la regulación existente y censurando el fundamento 
de la misma. Sin embargo no utiliza ese instrumento normativo como «ratio deci-
dendi» de su fallo, sino que llega a su conclusión en base a la normativa referida, que 
es la vigente en el momento de dictar la sentencia. 
El problema fundamental que trata esta sentencia, como es evidente tras la intro-
ducción referida, es el de la determinación de la admisibilidad, o no, de la renuncia 
sido alegada en vía administrativa, la actual doctrina de esta Sala entiende que la renuncia de derechos ha 
de ser expresa, y no basta su no alegación en vía administrativa para que se entienda renunciada, dada la 
obligación de la Administración de aplicar de oficio la prescripción ... » (Fundamento de Derecho Tercero). 
9 En el cual se suprime la referencia existente en el anterior RGR relativa a la renuncia a la 
prescripción ganada y se establece que «la prescripción ganada extingue la deuda». Artículo 62.4 del RGR 
de 1990. 
1 O En el cual se recoge como uno de los supuestos de ingresos indebido que implica su devo-
lución « ... el ingreso, después de prescribir la acción para exigir el pago, de deudas tributarias liquidadas 
por la Administración, auto liquidadas por el propio sujeto pasivo ... » Artículo 7°.l.c). 
11 El antiguo artículo 62.2 del RGR de 1968 establecía que «puede renunciarse a la prescrip-
ción ganada, entendiéndose efectuada la renuncia cuando se paga la deuda tributaria.» 
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a la prescripción ganada en nuestro ordenamiento tributario. Si bien éste es el tema 
esencial de la sentencia, y por ende del comentario, no renunciaremos a considerar 
otros aspectos que tangencialmente son examinados por la sentencia y que por su 
importancia serán comentados brevemente. 
3.- COMENTARIO A LA STS DE 14 DE FEBRERO DE 1997 
Antes de entrar a fondo en el tema esencial que aborda la Sentencia, debemos 
constatar que el TS con carácter previo recuerda la distinción existente en el artículo 
64 de la LGT referente a los supuestos de prescripción .. 
Se establece que: «Prescribirán a los cinco años los siguientes derechos 
y acciones>>: 
a) El derecho de la Administración para determinar la deuda tributaria 
mediante la oportuna liquidación 
b) La acción para exigir el pago de las deudas tributarias liquidadas. 12 
De acuerdo con la doctrina más autorizada, parece claro que no estamos en pre-
sencia de derechos y acciones «strictu sensu», sino que lo que la Administración 
tiene son potestades administrativas para determinar la deuda y para exigir el pago B. 
Dada la imprescriptibilidad de las potestades administrativas, parece claro que debe 
entenderse que lo que se regula en el artículo 64, a) y b) de la LGT hace referencia a 
la prescripción de la obligación tributaria principal. En ambos casos, «se está hacien-
do referencia, de uno u otro modo, a supuestos de prescripción de la obligación tri-
butaria». 14 
Estos dos supuestos de prescripción están íntimamente relacionados, y así el TS dice 
que «la prescripción del derecho a determinar la deuda dejaría sin sentido a la acción 
recaudatoria, aunque no hubiera prescrito ésta, y viceversa ... » Se trata, en definitiva de 
dos prescripciones distintas que recaen sobre la misma obligación tributaria. 1s 
Es preciso constatar que la Sentencia trata otros temas relacionados con el régi-
men jurídico de la prescripción tales como la paralización de la vía económico-admi-
12 La ley 1/1998 de 26 de febrero, de Derechos y Garantías de los Contribuyentes, en su artí-
culo 24 establece, un nuevo plazo de prescripción de cuatro años. Igualmente la Disposición Final prime-
ra da una nueva redacción al artículo 64 de la LGT estableciendo el nuevo plazo de cuatro años. (B.O.E. 
de 27 de Febrero de 1998). 
13 FALCON Y TELLA, R.; «La prescripción en materia tributaria». Editorial La Ley, 1992. 
Madrid. Pág. 44. 
14 GÉNOVA GALV ÁN, A.; «La prescripción tributaria>>. Civitas R.E.D.F. no 57, 1988, pág. 34. 
15 FALCON Y TELLA propone la acepción: prescripción de la obligación tributaria provoca-
da por la no actuación del derecho a liquidar y prescripción de la obligación tributaria provocada por el no 
ejercicio de la acción recaudatoria. («La prescripción en materia ... » Ob.cit.). 
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nistrativa durante más de cinco años por causas no imputables al sujeto pasivo y la 
interrupción de la prescripción por la interposición de reclamaciones o recursos. Sin 
embargo por tratarse, éstas, de cuestiones ya analizadas por una copiosa jurispru-
dencia anterior y por carecer de innovación la doctrina que manifiesta esta sentencia, 
no serán objeto de comentario específico, ciñéndonos fundamentalmente al estudio 
de la doctrina emanada del TS en relación a la admisibilidad de la renuncia a la pres-
cripción ganada. 
3. 1.- La admisibilidad de la renuncia a la prescripción ganada 
Sin duda alguna, la posibilidad de configurar la prescripción como un instituto 
susceptible de disposición concretada a través de la renuncia a la misma, se nos 
muestra como una cuestión de especial interés desde el punto de vista jurídico. 
Esta cuestión se reconduce, en último término y como posteriormente se verá, al 
estudio de los efectos de la prescripción en relación con la aplicación de la misma. 
El problema de fondo en la consideración de la renuncia a la prescripción es la 
configuración de la eficacia del instituto de la prescripción como mecanismo extinti-
vo de la obligación tributaria. 
La regulación de la prescripción y de su aplicación ha sido objeto de variaciones 
legislativas en los últimos años El punto de partida en el estudio de estas cuestiones 
lo constituye el artículo 67 de la LGT: «La prescripción se aplicará de oficio, sin 
necesidad de que la invoque o excepcione el sujeto pasivo.» 
Partiendo de ese marco de eficacia aplicativa, la normativa reglamentaria ha con-
cretado, con cambiantes criterios, la regulación del régimen jurídico 1 a prescripción. 
Así el anterior R.G.R de 1968, que es la normativa vigente en el momento de los 
hechos que valora la sentencia que comentamos, establecía en su artículo 62.3 que 
«puede renunciarse a la prescripción ganada, entendiéndose efectuada la renuncia 
cuando se paga la deuda tributaria.» 
En el nuevo R.G.R. de 1990 desaparece toda referencia a la renuncia a la pres-
cripción ganada estableciendo en su artículo 62.4 que «la prescripción ganada extin-
gue la deuda». 
Este marco legislativo nos servirá de apoyo para establecer una consideración 
acerca de la admisibilidad o no de la renuncia a la prescripción ganada, como meca-
nismo que pudiere ser de aplicación en el ámbito tributario, con independencia de las 
concretas y temporales regulaciones que de su aplicación se tipifiquen en la norma-
tiva reglamentaria. 
Como hemos anunciado anteriormente, el tema fundamental es el de la conside-
ración o no de la eficacia extintiva automática de la obligación tributaria a causa de 
la prescripción. La eficacia extintiva automática o no de la obligación será el presu-
puesto sobre el cual deberemos analizar, y admitir o rechazar, la renuncia a la pres-
cripción ganada. 
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La doctrina se ha dividido en múltiples posturas. Todas ellas tratan de manifestar 
la compatibilidad o incompatibilidad del deber de aplicación de oficio del artículo 67 
con la posibilidad de renuncia a la prescripción ganada. 16 Podemos reconducir las 
distintas posturas doctrinales a dos; aquella que considera que la prescripción es un 
modo automático de extinción de la obligación tributaria, rechazando la renuncia a la 
prescripción (Tesis de la extinción), y aquella postura que no configura la prescrip-
ción como ese modo automático de extinción de la obligación, admitiendo, por lo 
tanto, la renuncia a la prescripción ganada (Tesis de la subsistencia de la obligación) 
La STS de 14 de febrero de 1997 opta por considerar que la eficacia del artículo 
67 de la LGT impide admitir la renuncia a la prescripción ganada, en base al carác-
ter extintivo de este instituto: 
«tampoco es admisible que producida la prescripción, es decir, la extinción 
de la obligación tributaria, pueda el contribuyente renunciar a la prescrip-
ción ganada.» 
La consideración de la prescripción como modo «ipso iure» de extinción de la 
obligación no es una cuestión pacífica en la doctrina. 
Los autores que consideran que la prescripción es un modo de extinción automá-
tico, basan su argumentación en el imperativo de la aplicación de oficio establecido 
en el artículo 67 de la LGT, que exonera al particular de su alegación, censurando la 
posibilidad que admitía el anterior RGR de 1968. 17 
La relación entre la consideración extintiva de la prescripción en relación con la 
obligación y la posibilidad de la renuncia a la prescripción ha sido manifestada de 
forma clara por DIEZ-ALEGRÍA, 18 quien además vuelve a utilizar como criterio de 
la automaticidad en la extinción de la obligación el artículo 67 de la LGT: « ... la pres-
cripción se convierte, en virtud del artículo 67 en causa de extinción de la obligación, 
sin que pueda el sujeto pasivo renunciar a su aplicación, ya que la extinción se pro-
duce «ope legis» 
16 En efecto, pues si se entiende que la prescripción extingue automáticamente la obligación, 
no puede volver a extinguirse la obligación a causa del cumplimiento derivado de una posible renuncia. 
17 VEGA HERRERO, M.: «La prescripción de la obligación tributaria». Edit. Lex Nova. 
Valladolid, 1990. pág 98. 
Al respecto de la compatibilidad entre LGT y RGR manifiesta: «estas previsiones reglamentarias 
no tienen apoyo en la LGT y colisionan con lo en ella establecido, puesto que si la prescripción que ha de 
aplicarse de oficio ha extinguido la obligación, la renuncia carece de objeto.» 
18 « ... se deduce la imposibilidad de trasladar al campo tributario la posibilidad establecida en 
el artículo 1935 del Código civil, de renunciar a la prescripción ganada, puesto que esta posibilidad deri-
va lógicamente del hecho de que la prescripción no es, en Derecho civil, una causa automática de extin-
ción, por lo tanto el artículo 1935 no puede aplicarse a la obligación tributaria.» DIEZ-ALEGRIA, M.: «La 
extinción de la obligación tributaria». R.D.F.H.P. no 68, 1967, pág.60. 
163 
Del mismo modo, algún sector de la doctrina ha considerado como consecuencia 
directa de la aplicación de oficio de la prescripción, la extinción automática de la 
obligación; 19 si bien esta misma doctrina cambiará posteriormente de parecer y 
manifestará el carácter no automático de la extinción así como la posibilidad de 
renuncia a la prescripción ganada. 
La doctrina mantenida por la sentencia que analizamos, infiere de la aplicación 
de oficio del artículo 67, la extinción de la obligación y la imposibilidad de renunciar 
a la prescripción ganada. 
En nuestra opinión la consideración del carácter extintivo de la prescripción, que 
impediría volver a extinguir la obligación con el pago de una deuda prescrita, no debe 
conducirnos a una errónea confusión de conceptos. Debemos distinguir la aplicación 
de ·oficio y la posibilidad de renuncia a la prescripción. Como dice FALCON y 
TELLA «una cosa es que la prescripción no haya de ser alegada por el particular, y 
otra muy distinta que éste pueda renunciar a la misma. 2o La aplicación de oficio esta-
blecida en el artículo 67 de la LGT debe examinarse desde un punto de vista proce-
sal; es una inversión de la carga de la prueba, dado que el particular ya no debe alegar 
la existencia de la prescripción, a diferencia del régimen de Derecho Civil, sino que la 
Administración, entendida en un sentido amplio, es quien debe aplicar de oficio la 
misma. La posibilidad de renuncia a la prescripción requiere otro análisis indepen-
diente, pero integrado en el régimen de la prescripción, que nos llevará al examen de 
la obligación tributaria como elemento esencial de la «relación jurídico-tributaria». 
La tesis de la subsistencia mantiene que a pesar de producirse la prescripción, la 
obligación tributaria subsiste aunque «debilitada» dado que la Administración ya no 
puede ejercer sus facultades de autotutela. 
Esta doctrina parte de la no-consideración de la prescripción como causa de 
extinción de la obligación. A pesar de la rúbrica del RGR que se refiere a «Otras for-
mas de extinción», FALCON Y TELLA considera que el término «extinción» tiene 
un sentido impropio, utilizando como argumento de la relatividad de este término, el 
efecto que se provoca por la prescripción del derecho a liquidar de la Administración 
cuando ha mediado 
liquidación provisional: no se extingue la deuda sino que se convierte en inalte-
rable o «definitiva». Igualmente la doctrina utiliza como argumento la existencia de 
la norma del anterior RGR de 1968 que permitía la renuncia a la prescripción gana-
da, de donde se deducía que no era posible hablar de extinción de la obligación. 
19 MARTIN CACERES, A.F.: Comentarios a la LGT y líneas para su reforma. Homenaje a 
Fernando Sainz de Bujanda. Volumen 11. Comentarios a los artículos 64-67. I.E.F. Madrid, 1991. 
Pág.1042. 
20 FALCON Y TELLA, R.: «La prescripción en materia tributaria». Edit. La Ley, Madrid, 
1992, pág. 187. 
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Consideramos que el verdadero significado de la prescripción y sus efectos así 
como su aplicación, dependen de la configuración de la obligación tributaria y de su 
régimen jurídico, con independencia de cuestiones terminológicas, que son variables 
en función de la distinta normativa, y en ningún caso se puede renunciar a un exa-
men depurado sobre el funcionamiento de una institución que se proyecta directa-
mente sobre la obligación tributaria, argumentando la existencia de una norma regla-
mentaria 21 que no debería condicionar nuestro análisis. 
Siguiendo el análisis de la tesis de la subsistencia de la obligación, FERREIRO 
ha mantenido que la aplicación de oficio no implica necesariamente el automatismo 
en la extinción, concluyendo que es válida y admisible la renuncia a la prescripción 
ganada, « ... al no haber norma ni principio jurídico tributario que lo impida». 22 
En nuestra doctrina, FALCON Y TELLA ha mantenido una postura favorable a 
la admisibilidad de la renuncia a la prescripción ganada, apoyándose en una cons-
trucción novedosa que parte de una especial consideración del efecto extintivo de la 
prescripción. 23 En su opinión la prescripción no es una causa de extinción de la obli-
gación, sino que se produce una «debilitación de la misma» pues la Administración 
ya no podrá ejercitar sus facultades de autotutela. 24 La norma del anterior RGR que, 
admitía la renuncia a la prescripción ganada es un apoyo, para este autor, que confir-
ma sus criterios en la concepción de la prescripción y de la posible renuncia a la 
misma. 
Esta doctrina mantiene que en el ordenamiento tributario no se extingue la obli-
gación, ni surge un derecho subjetivo a la prescripción, sino que se extingue la 
«acción»; la posibilidad de obtener la tutela del derecho, lo que se manifiesta en un 
debilitamiento de las potestades de gestión y recaudación, pero subsistiendo en todo 
caso la obligación. 2s 
El antiguo RGR permitía la renuncia a la prescripción ganada de una forma 
expresa o tácita, entendiéndose efectuada cuando se pagara la deuda tributaria. Este 
precepto es mencionado por el Tribunal Supremo en su análisis pero no es objeto de 
21 Actualmente derogada por el nuevo RGR de 20 de diciembre de 1990 (Real Decreto 
1684/1990) que no recoge expresamente la renuncia a la prescripción ganada. 
22 FERREIRO LAPATZA, J.J.: «La extinción de la obligación tributaria». R.D.F.H.P. no 77, 
1968, pág. 1070. 
23 FALCON Y TELLA, R.: «La prescripción en materia tributaria». Ob. cit. 
24 «La prescripción de la obligación tributaria no supone la extinción de la obligación, sino el 
debilitamiento de las potestades de la Administración». FALCON Y TELLA, R.: «La prescripción en ... >>. 
Ob. cit. 
25 Como dice FALCON y TELLA, la aplicación de oficio de la prescripción « ... es una norma 
dirigida a la Administración, de prohibición de ejercitar las potestades administrativas tendentes a la exi-
gencia de una obligación cuando ésta ha prescrito; no de una prohibición de renuncia impuesta al particu-
lar.» Ob. cit. pág 182. 
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un profundo estudio por parte del tribunal, como sería de desear dada la vigencia del 
mismo en la fecha de los hechos. El Tribunal Supremo considera que la ubicación 
normativa de ese precepto en el RGR de 1968 supone una limitación de su aplicación 
sólo al supuesto de prescripción de la acción para exigir el pago, pero nunca a la del 
derecho a liquidar por parte de la Administración. Sin embargo parece que el 
Tribunal Supremo olvida la copiosa jurisprudencia que ha convertido la renuncia 
tácita del anterior RGR en una «presunción iuris et de iure» y que ha extendido la 
misma, más allá del propio RGR, a la prescripción del derecho a liquidar. 26 
La configuración de la prescripción efectuada por FALCON Y TELLA 27 se con-
vierte en el pretexto para afirmar que no existe ninguna norma que prohiba la renun-
cia, no siendo contraria a los principios del ordenamiento tributario. La nueva regu-
lación contenida en el RGR no es obstáculo para seguir manteniendo la renuncia en 
el ámbito tributario pues aunque ha desaparecido toda mención a la renuncia a la 
prescripción ganada, no existe una prohibición de la misma. 28 
Otro grupo de autores manteniendo la tesis de la subsistencia de la obligación 
consideran que la mejor manera de configurar la prescripción es como una facultad 
que la ley atribuye al sujeto pasivo consistente en negarse a cumplir lo que debe 
cuando se le exija pasado dicho período. 29 
Una postura particular que intenta conjugar la automaticidad extintiva con la 
admisibilidad de la renuncia es aquella que entiende que la prescripción opera auto-
máticamente, bien entendido que lo que se extingue de modo automático son las 
facultades de liquidar y exigir las deudas, así como la posibilidad de ejercitar las 
potestades de que la Administración se encuentra investida para verificarlo, pero la 
obligación subsiste. De este modo el efecto extintivo no se proyecta sobre la obliga-
ción sino sobre las facultades de la Administración. 30 Desde este punto de vista, que 
26 GARCÍA NOVOA, C.: «La renuncia a la prescripción ganada y el Reglamento General de 
Recaudación». Tribuna Fiscal n° 10-11, 1991, pág. 64. 
27 Este autor considera que a pesar de que el vigente Reglamento declara que la prescripción 
extingue la obligación, la existencia de igual norma en el anterior RGR que admitía la renuncia a la pres-
cripción ganada, nos indica que la situación sobre la cuestión que tratamos no ha variado. 
28 En opinión de FALCON Y 1ELLA el nuevo RGR lo que supone es la exclusión de la pre-
sunción de renuncia tácita por cualquier acto que suponga reconocimiento de obligación. 
29 CORRAL GUERRERO, L.: Comentarios a las Leyes Tributarias y Financieras. Edersa. 
Madrid, 1982. Tomo l. pág. 558. 
Del mismo parecer es GENOVA GALV ÁN quien opina que « .. .la prescripción no tiene carácter 
automático, no es un medio ipso iure de extinción de la obligación tributaria, sino que es el presupuesto 
para el nacimiento de un derecho subjetivo del sujeto pasivo para oponerse al ejercicio tardío del derecho 
del sujeto activo, articulándose como una excepción.» en CIVITAS R.E.D.F. n° 57, 1988, pág. 60. 
30 MARTÍN CÁCERES, A.F.: «La prescripción del crédito tributario.» I.E.F. Marcial Pons. 
Madrid, 1994. pág. 215. Sin embargo esta misma autora mantuvo una posición contraria en anteriores tra-
bajos, manifestando el carácter automático de la extinción de la obligación tributaria y la inadmisibilidad 
de la renuncia a la prescripción ganada. 
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en cierto modo es beneficiario y partícipe de la doctrina mantenida por FALCON y 
TELLA, ·la lógica interna del razonamiento nos conduce a admitir la renuncia a la 
prescripción de la deuda tributaria prescrita: si se acepta que lo que se extingue ipso 
iure no es la deuda tributaria sino las facultades para exigir su cumplimiento a través 
del despliegue de las potestades administrativas, se compatibiliza el régimen de la 
LGT con la renuncia a la prescripción». 31 
El problema que plantean estas doctrinas que afirman la admisibilidad de la 
renuncia a la prescripción ganada en base a la consideración del efecto extintivo 
sobre las potestades de la Administración parte de una, a nuestro entender, errónea 
consideración del crédito tributario. Esta cuestión, como afirman BAYONA y 
SOLER, debe ser analizada desde la relativa autonomía de los conceptos tributarios 
respecto de los civiles, «considerando que el crédito tributario es un derecho de cré-
dito funcionalizado, y es la dejación de la actuación administrativa más allá de un 
período de tiempo, lo que invalida el ejercicio ulterior de dicha función y produce la 
extinción de la obligación tributaria». 32 
El verdadero sentido de la obligación tributaria nos conduce a su configuración 
como elemento central de la relación jurídico-tributaria que tiene una naturaleza 
compleja, de donde surgen potestades funcionalizadas para la Administración, confi-
guradas como «poderes-deberes», que facultan y obligan a la misma al ejercicio de 
los mismos. En nuestra opinión la estructura compleja de esa relación exige la pre-
sencia ineludible de dos elementos; por una parte la obligación tributaria y por otra 
parte las potestades funcionalizadas de la Administración que derivan de la existen-
cia de la primera. Tanto la obligación como las facultades debidas de la 
Administración se encuentran esencialmente unidas. 
La existencia de un deber de contribuir se manifiesta en la presencia de una obli-
gación tributaria. Esa presencia de un elemento pasivo de la relación tributaria exige, 
lógicamente, una potestad contraria destinada a la exigencia de la obligación. Así si 
no existieran las potestades (derecho-deber) para hacer efectivo el crédito tributario 
no cabría hablar de obligación. Del mismo modo si no existiera una obligación no 
tendría cabida la presencia de potestades funcionalizadas destinadas a la exigencia de 
una inexistente obligación. 
En definitiva, lo que manifestamos es la inherente cohesión entre la obligación y 
las potestades de la Administración para hacerla efectiva, pues si no hay mecanismos 
de exacción, que son un derecho y un deber para la Administración, la obligación tri-
butaria deja de ser un débito. El crédito funcionalizado y su unidad es el argumento 
que nos sirve de apoyo para valorar aquellas construcciones que mantienen que la 
31 MARTIN CACERES, A.F.: «La prescripción del ... » Ob cit pág.225. 
32 BAYONA DE PEROGORDO, 1.1. y SOLER ROCH, Ma.T.; «Materiales de Derecho 
Financiero». Librería Compás. Alicante, 1997, pág. 320. 
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prescripción produce el efecto extintivo sobre las facultades de la Administración, 
dejando subsistente la obligación tributaria. En nuestra opinión no cabe hablar de un 
debilitamiento de la obligación a consecuencia de tal efecto. ¿En qué consiste ese 
debilitamiento? Se trata de un argumento poco perfilado, pues no tendría sentido con-
figurarlo de tal modo que se debiera esperar un nuevo plazo de tiempo con el fin de 
comprobar si el interesado renuncia o no a la prescripción ganada. 
Incluso autores que se muestran partidarios de la tesis de la subsistencia de la 
obligación, son conscientes de las dificultades que existen, desde un estricto punto de 
vista jurídico, para mantener esa postura. 33 
FALCON y TELLA, que no comparte la tesis de la extinción automática de la 
obligación aceptando la renuncia a la prescripción ganada, admite que el objeto de la 
prescripción es la obligación tributaria y manifiesta su convicción de que se trata de 
dos prescripciones distintas, pero que recaen sobre la misma obligación, lo cual le 
lleva a afirmar que « ... más que prescripción del derecho a liquidar y prescripción de 
la acción recaudatoria, habría que hablar de prescripción de la obligación tributaria 
provocada por la no-actuación del derecho a liquidar y de prescripción de la obliga-
ción tributaría provocada por el no-ejercicio de la acción recaudatoria». 34 
En opinión de SAINZ DE BUJANDA hay que hablar de prescripción del crédito 
tributario, que goza del mismo fundamento que la prescripción en general pero con 
particularidades específicas de la obligación tributaria. 35 
Una adecuada configuración de la relación jurídico-tributaria en la que aparezca 
como elemento esencial de la relación la obligación tributaria que encuentra su fun-
damento en la propia existencia de potestades administrativas funcionalizadas, nos 
lleva a rechazar la posibilidad de renuncia a la «prescripción ganada, dado que la 
obligación tributaria ya ha quedado extinguida. 36 
33 Así, CORRAL GUERRERO, L. afirma que« ... no tiene sentido que permanezca viva inde-
finidamente una obligación tributaria ilíquida y por tanto inexigible, al haber prescrito la potestad liqui-
dadora de la Administración.» «Comentarios a las Leyes tributarias y financieras». Edersa, Tomo 1, 
~adrid, 1982,pág. 557. 
34 PALCO N y TELLA, R.; «La prescripción en materia ... » Ob. cit. Pág. 77-79. La consecuen-
cia de esa configuración de la obligación como el objeto de la prescripción es que el efecto de la misma 
recae sobre la obligación, provocando, en nuestra opinión, la extinción de la obligación tributaria, sin posi-
bilidad de renuncia por tratarse de un régimen, el de la prescripción, de Derecho imperativo. 
35 Estas peculiaridades no han sido, en opinión de SAINZ DE BUJANDA, tenidas en cuenta 
debidamente por la LGT, lo que produce importantes confusiones, tanto en la terminología de la ley como 
en el esquema normativo utilizado. (SAINZ DE BUJANDA, F.: «Lecciones de Derecho Financiero». 
Sección de publicaciones de la facultad de Derecho de la Universidad Complutense. ~adrid, ga edición, 
1990. 
36 Al respecto de la posibilidad de la renuncia los Profesores BAYONA y SOLER opinan que 
esa posibilidad «pugna con la indisponibilidad de las situaciones jurídicas subjetivas en el ámbito tributa-
rio y plantea dificultades en relación con la extinción de la obligación tributaria». BAYONA de PERO-
GORDO, J. J y SOLER ROCH, ~a. T.: «Derecho Financiero» Librería Compás, Alicante, 1989, pág. 210. 
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En definitiva, la doctrina ha mantenido posturas encontradas sobre la posibilidad 
o imposibilidad de renunciar a la prescripción ganada en función de la consideración 
referida al efecto que produce la prescripción. 
La STS de 14 de febrero de 1997 que comentamos, llega al criterio de que no es 
posible la renuncia a la prescripción ganada, confirmando la reciente jurisprudencia, 
pero, en nuestra opinión, el proceso lógico-argumentativo que sigue el Tribunal no es 
el más adecuado. 
El Tribunal Supremo es consciente que la normativa vigente en el momento de 
los hechos es la contenida en el RGR de 1968, que contenía -como ya hemos mani-
festado-la posibilidad de renuncia a la prescripción ganada, tanto expresa como táci-
ta. El Tribunal considera aplicable esta posibilidad, dada su ubicación en el RGR, 
únicamente al supuesto de prescripción de la acción para exigir el pago, nunca a la 
prescripción del derecho de la Administración para liquidar; consideración ésta que 
no es mantenida por la doctrina a causa de la interpretación jurisprudencia!, amplia, 
sobre el particular. 37 
A pesar de considerar la presencia de la normativa vigente en el momento del 
conflicto, el Tribunal Supremo no analiza el verdadero sentido de la norma existente 
en aquel momento, sino que con el apoyo de la normativa actual al tiempo de dictar 
sentencia (el RGR de 1990 y el Decreto que regula el procedimiento para la realiza-
ción de los ingresos indebidos de 1990 38) establece la doctrina jurisprudencia! que 
quiere mantener. Se produce, en nuestra opinión, un análisis de un hecho utilizando 
como «ratio decidendi» una normativa posterior, con el consiguiente riesgo de la 
temporalidad o derogabilidad a la que está sometida toda norma por la aparición de 
otra norma posterior que sea contraria al tenor de la primera. 
Consideramos que el Tribunal Supremo debería haber realizado un examen ana-
lítico de la legislación vigente en el momento de los hechos, valorando la solución 
que ofrecía la normativa del RGR de 1968 e incidiendo en consideraciones decisivas 
de su fallo. 39 De hecho el Tribunal Supremo parece considerar, aunque por otras vías, 
que la normativa del artículo 62.3 del RGR que admitía la renuncia a la prescripción 
ganada era inadmisible y suponía el prescindir de consideraciones jurídicas. El 
Tribunal Supremo lo manifiesta así: 
37 FALCON y TELLA, R. junto con GARCÍA NOVOA, C. consideran que precisamente la 
amplitud de la interpretación jurisprudencia! aconsejan considerar de aplicación la figura de la renuncia a 
la prescripción ganada a la prescripción del derecho de la Administración a liquidar. 
38 Real Decreto 1163/1990 de 21 de Septiembre. 
39 El TS no analiza la normativa que debía haber considerado y plantea la cuestión en térmi-
nos de hipótesis: en referencia a la norma del artículo 62.3 del RGR de 1968, el TS se pronuncia: «Esta 
norma, de admitirse su validez sería ... » Fundamento jurídico QUINTO de la STS de 14 de febrero de 1997. 
169 
« ... el instinto subconsciente recaudador llevó a los redactores a admitir la 
posibilidad de la renuncia de la prescripción ganada, y a considerar que el 
pago implica tácitamente dicha renuncia, algo así como prescindir de las 
sutilezas jurídicas y considerar que el dinero en caja bienvenido sea.» 
De acuerdo con ese razonamiento el Tribunal debió haber declarado la ilegalidad 
del Reglamento en el caso de estimar, previo examen preciso de su fundamento y de 
su acomodo a la relación jurídico-tributaria compleja, que el mecanismo abdicativo 
de la renuncia a la prescripción ganada no fuera admisible en nuestro Derecho, en 
función de su propia consideración de la prescripción, en lugar de justificar su deci-
sión en otra normativa posterior. 40 
Quizá la razón por la cual el Tribunal Supremo no entra a valorar la controverti-
da norma del anterior RGR se encuentra en que en el momento de fallar se trata de 
una norma derogada, de tal modo que no tendría sentido, así debió proceder el 
Tribunal, declarar la ilegalidad de una normativa ya derogada cuando se puede llegar 
a la misma consecuencia a través de otros mecanismos. 
Esta forma tan sorprendente de proceder nos plantea el interrogante de conocer 
qué es lo que hubiera ocurrido si no hubiera existido esa posterior normativa que 
parece no admitir la renuncia a la prescripción. En tales casos el Tribunal podría 
haber optado por declarar la ilegalidad o quizá no hubiera percibido con tanta clari-
dad las carencias de la normativa contenida en el RGR de 1968. 
El Tribunal Supremo opta por valorar la línea legislativa actual, pero aún así, no 
es ésta, una cuestión totalmente diáfana para la doctrina que sigue considerando que 
con la legislación actual es posible la renuncia a la prescripción ganada. 41 
Introduciéndonos en las alegaciones de las partes, hemos de considerar, con inde-
pendencia de cuál sea la postura sobre el efecto extintivo de la prescripción y la admi-
sibilidad o rechazo a la renuncia, si el acto que realiza el particular puede ser consi-
derado como un acto de renuncia a la prescripción ganada. 
Las posibilidades que la Jurisprudencia ha considerado como merecedoras del 
calificativo de renuncia a la prescripción ganada se circunscriben a actos expresos de 
renuncia o actos tácitos. En nuestro caso no cabe hablar de un acto expreso de renun-
cia puesto que el particular no lo manifiesta de ese modo y no realiza el acto conclu-
yente del pago de una deuda prescrita. Sobre la posibilidad de configurar la actitud 
40 Teniendo en cuenta que no existe ninguna disposición de Derecho Transitorio en el RGR de 
20 de diciembre de 1990 que pudiera hacemos pensar en la aplicación retroactiva del mismo a situaciones 
anteriores a su vigencia, rigiendo por tanto la regla general de la irretroactividad de las normas tributarias. 
41 «El nuevo Reglamento de Recaudación no constituye ninguna novedad en este punto. Del 
mismo ha desaparecido toda referencia a la renuncia a la prescripción ganada, pero ello no implica una 
prohibición de la misma que sólo podría establecerse en una norma con rango de ley.» FALCON y 
TELLA, R.: «La prescripción en materia ... >> Ob. cit. Pág.188 
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del particular como acto tácito de renuncia, nuestra jurisprudencia ha considerado 
que tal renuncia opera cuando se plantee ante la misma Administración la pretensión 
primitiva, haciendo caso omiso de los beneficios de la prescripción ganada: 
« ... de donde la interposición del recurso de alzada ante el Tribunal 
Económico-Administrativo Central operó. aquella renuncia tácita, desde el 
momento en que postuló de nuevo ante la propia Administración su preten-
sión primitiva con renuncia tácita a hacer uso de aquella prescripción gana-
da». 42 
De acuerdo con esa doctrina la apreciación de la renuncia tácita se produce cuan-
do el particular beneficiado con la prescripción lleva a cabo actos cuyo objeto es el 
enjuiciamiento de algunos de los elementos de la primitiva pretensión, como pudie-
ra ser su cuantía. Por ello consideramos que la actitud del particular relatada en los 
hechos enjuiciados por la Sentencia que comentamos, no son, en ningún caso, sus-
ceptibles de ser considerados como renuncia tácita a la prescripción ganada, dado 
que lo que hace el particular es presentar un recurso en el que denunciaba la mora del 
Tribunal Económico-Administrativo inferior suplicando la pronta resolución del 
asunto, habiendo transcurrido más de cinco años. En nuestra opinión, a pesar de que 
el Tribunal no entra a analizar esa cuestión, es necesario constatar con carácter pre-
vio que la actitud del particular no debería ser considerada como renuncia tácita, sin 
que se pueda inferir «ex artículo 1935» la existencia de la misma, al margen de su 
admisibilidad o no en Derecho Tributario. No se produce ningún acto por parte del 
particular que haga suponer «el abandono del derecho adquirido». Antes al contrario, 
el particular intenta adquirir ese pretendido derecho a la prescripción, si bien poste-
riormente veremos que no se puede configurar como una facultad o derecho del suje-
to a la prescripción. 
En el razonamiento del Tribunal Supremo tendente a configurar una sólida doc-
trina sobre la renuncia a la prescripción ganada podemos encontrar, según nuestra 
apreciación, una cierta incoherencia en el devenir de sus argumentos. El Tribunal de 
forma indubitada afirma que, de acuerdo con el RGR de 1990, « ... es lógicamente 
imposible admitir la renuncia a la prescripción ganada, sea expresa o tácita, máxi-
me cuando el articulo 60.1 del Reglamento General de Recaudación de 20 de 
Diciembre de 1990, obliga a reconocer de oficio la prescripción, aunque se haya 
pagado la deuda, una vez producida ésta.» 
42 Fundamento de Derecho SEGUNDO de la Sentencia del Tribunal Supremo de 6 de junio de 
1989. [Aranzadi: 1989, 4618]. 
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El rechazo a la renuncia a la prescripción ganada por parte del Tribunal no deja 
lugar a dudas, con independencia de nuestra coincidencia con su forma de proceder. 43 
Sin embargo el siguiente párrafo del fundamento de derecho QUINTO sostiene, 
sorprendentemente, que « ... el escrito mencionado de 16 de enero de 1990 (se trata 
del recurso del particular que denuncia la mora) aunque pudiera interpretarse como 
renuncia a la prescripción ganada del derecho a liquidar, es INEFICAZ, por no admi-
tirse en el Derecho Tributario tal renuncia.» 
El Tribunal en este punto prescinde de la tradicional distinción de dos conceptos 
esenciales de la Teoría General del Derecho: la validez y la eficacia. Parte el 
Tribunal de su afirmación de que la renuncia es lógicamente inadmisible en Derecho 
Tributario, con lo cual se manifiesta sobre la INVALIDEZ de la misma en Derecho 
Tributario. Pero seguidamente plantea la hipótesis de que la misma pudiera ser váli-
da, argumento rechazado por el propio Tribunal en el precedente párrafo, siendo en 
tal caso INEFICAZ. 
No podemos mantener ese criterio. La validez se configura como el presupuesto 
esencial para hablar de eficacia. La validez opera en el campo teórico de su acomo-
do con los principios generales, mientras que la eficacia se refiere al campo de su 
aplicación. No cabría hablar de EFICACIA de un mecanismo INVÁLIDO. En este 
sentido podemos apuntar la «inconsistencia» argumental del Tribunal. Sin embargo, 
es cierto que podemos salvar esa disfunción entendiendo que el empleo de esos dos 
conceptos no responde a un empleo terminológico en un sentido técnico-jurídico. Lo 
que el Tribunal ha querido decir, en nuestra opinión, es que la voluntad del sujeto es 
ineficaz para provocar una renuncia a la prescripción, a pesar de que el sujeto quiera 
conseguir ese efecto abdicativo. 
Enlazando esta cuestión con la verdadera significación de la prescripción, debe-
mos considerar que ésta no aparece configurada como un derecho o facultad del par-
ticular. La prescripción forma parte del régimen jurídico de la obligación tributaria, 
elemento esencial de la relación jurídico-tributaria compleja. En opinión de BAYO-
NA de PEROGORDO y SOLER ROCH, la posibilidad de renuncia a la prescripción 
ganada « ... responde a una primacía del interés recaudatorio, injustificable más allá 
de los plazos de prescripción, que pugna con la INDISPONIBILIDAD de las situa-
ciones jurídicas subjetivas en el ámbito tributario y plantea dificultades en relación 
con la extinción de la obligación tributaria.» 44 
43 Recordemos nuestra disconformidad con el hecho de utilizar como base del fallo la norma-
tiva actual de recaudación sin que el Tribunal valorase la legalidad del, anterior y vigente en el momento 
del conflicto, RGR de 1968. Igualmente mantenemos, con FALCON y TELLA que nos encontramos ante 
dos cuestiones distintas: la aplicación de oficio, que es una regla procesal sobre la carga de la prueba, y la 
posibilidad de renunciar, que deberá se analizada de acuerdo con el Régimen jurídico «ex lege» de la obli-
gación tributaria. 
44 BAYONA DE PEROGORDO, J.J. y SOLER ROCH, Ma.T.: «Derecho Financiero». Ob. cit. 
pág. 210. 
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La relación jurídico-tributaria de donde nace la obligación tributaria supone una 
relación de Derecho público y se configura como una relación «ex lege», en res-
puesta al principio de legalidad, 45 lo cual nos permite sostener que esa relación y la 
obligación que genera son inalterables por el particular, así como el régimen jurídi-
co que informa el desarrollo de la obligación desde su nacimiento hasta su extinción. 
La inderogabilidad de la obligación tributaria, junto con su régimen jurídico, con-
figurada como una institución de Derecho imperativo, es una de las características 
que distinguen a la obligación tributaria de las obligaciones voluntarias. 46 
Estas consideraciones nos permiten apuntar, de acuerdo con el régimen de dere-
cho imperativo y la indisponibilidad de las situaciones jurídicas subjetivas que deri-
van de una obligación «ex lege» como es la obligación tributaria, que no es admisi-
ble y por extensión no es válida, y en ningún caso eficaz, la renuncia a la prescrip-
ción ganada en Derecho Tributario. 
Las bases normativas, no vigentes en el momento de producirse los hechos, que 
sirven de fundamento para la decisión del Tribunal Supremo son el RGR de 1990 y 
el Decreto 116311990 de 21 de Septiembre por el que se regula el procedimiento para 
la realización de devoluciones de ingresos indebidos de naturaleza tributaria. 
Hay que decir que de acuerdo con el artículo 7.1 ,e) del Decreto 116311990, se 
establece como un supuesto de ingresos indebidos, el pago de débitos tributarios 
prescritos. 47 La consecuencia de rechazar la renuncia a la prescripción ganada con 
base a ese artículo, que mantiene la Sentencia que comentamos, ha sido mantenida 
por parte de la doctrina, pero no es una cuestión pacífica. LOZANO SERRANO con-
sidera que este supuesto de devolución de ingresos indebidos « ... plantea una autén-
tica novedad en el Derecho positivo, zanjando la ardua cuestión de si en el ordena-
miento tributario es admisible o no la renuncia a la prescripción ganada ... ». 48 
Sin embargo, como hemos apuntado, existe doctrina contradictoria que mantiene 
que, dado que no hay ninguna norma que prohibe la renuncia a la prescripción gana-
da, nada impide entender que la devolución de oficio en el supuesto que comentamos 
sólo es procedente si no ha existido una renuncia a la prescripción ganada. 49 En opi-
45 SAINZ de BUJANDA, F.: «Lecciones de Derecho Financiero» cit. Pág. 188-190. 
46 CORTES DOMINGUEZ, M.: «La capacidad contributiva y la técnica jurídica». R.D.F.H.P. 
n° 59-60. (XV). 1965. Pág. 1024. 
47 «Cuando se haya ingresado, después de prescribir la acción para exigir el pago, las deudas 
tributarias liquidadas por la Administración o autoliquidadas por el propio obligado tributario así como 
cuando se hayan satisfecho deudas cuya autoliquidación haya sido realizada hallándose prescrito el dere-
cho de la Administración para practicar la oportuna liquidación.» Artículo 7. 1, e) del Decreto 116311990. 
48 LOZANO SERRANO, C.; «Notas al Decreto regulador de la devolución de ingresos tribu-
tarios indebidos». Tribuna Fiscal no 2, 1990. Pág.42. 
49 FALCON y TELLA, R.; «La prescripción en materia ... » Ob cit. Pág. 187. 
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nión de FALCON y TELLA el Decreto 116311990 sólo supone la derogación de la 
presunción de renuncia a la prescripción del artículo 62.3 del RGR de 1968, pero no 
de la posibilidad de la renuncia. 
Una de las cuestiones, que a nuestro juicio merecen comentario, se refiere a una 
alegación que plantea la Administración liquidadora, en este caso un Ayuntamiento, 
frente al reconocimiento de la prescripción. Esa alegación se basa fundamentalmen-
te en considerar que una Administración local no se puede perjudicar por la inac-
tividad de determinados órganos administrativos (los Tribunales Económicos-Admi-
nistrativos) que no dependen de la misma. 5o 
El Tribunal Supremo utiliza la argumentación basada en la propia organización 
de la Administración local que partía de la tutela del Estado sobre los municipios en 
materia tributaria. Esa organización tutelar desapareció con la Ley 711985 regulado-
ra de las Bases del régimen Local. En cualquier caso el Tribunal Supremo mantiene 
que la organización funcional del acreedor tributario es indiferente para el sujeto 
pasivo a efectos de prescripción, produciéndose la misma por la inactividad de los 
órganos correspondientes durante el plazo de cinco años. 
Sobre esta cuestión el Tribunal Supremo no menciona una importante y reciente 
jurisprudencia que mantiene la consumación de la prescripción aunque la 
Administración exaccionante sea distinta de la Administración responsable de la 
paralización. La Sentencia del Tribunal Supremo de 20 de Febrero de 1996 reitera 
que la paralización durante más de cinco años supone la prescripción incluso cuan-
do el sujeto activo es una Administración distinta a la del Estado. La Sentencia supe-
ra la personificación de cada Administración y pone el acento en la única y real rela-
ción entre el ciudadano y el poder, ciñendo los perjuicios que una Administración 
pueda causar a otra a sus relaciones interadministrativas, sin perjudicar, en ningún 
caso, al particular deudor. 51 
4.- CONCLUSION. 
Podemos decir que la Sentencia de 14 de Febrero de 1997 confirma la línea juris-
prudencia! que el Tribunal venía manteniendo años atrás en relación con la no-admi-
50 « ... el Ayuntamiento considera que esa doctrina no es aplicable a su caso concreto, porque 
dicha doctrina es válida cuando el acreedor tributario es el Estado y son sus PROPIOS órganos los que por 
su inactividad originan la prescripción (Tribunales Económicos-Administrativos), pero no es el caso de 
autos, en que el Ayuntamiento no tiene culpa alguna por la inactividad de dichos Tribunales y nada puede 
hacer para evitarlo». Fundamento de derecho CUARTO de la STS de 14 de febrero de 1997. 
51 « ... la existencia de diferentes planos administratívos es fruto de la decisión política ( ... ) y 
no puede alterar la relación esencialmente unívoca entre el ciudadano y el poder y menos justificar la pér-
dida de derecho alguno por el administrado, que no puede terminar sufriendo el perjuicio de inactividades 
de otros y de retrasos que le sean ajenos.» Fundamento de Derecho CUARTO de la STS de 20 de Febrero 
de 1996. En Quincena Fiscal, n°. 9, 1996, pág. 19. 
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sibilidad de la renuncia a la prescripción ganada, siendo además ésta una de las carac-
terísticas que diferencian el Derecho tributario del Derecho civil. 
Este criterio supone una ruptura en relación con la doctrina tradicionalmente 
mantenida por el Tribunal que admitía la renuncia a la prescripción ganada, inicial-
mente expresa y tácita pero posteriormente sólo expresa. 
El Tribunal mantiene el criterio de rechazo de la renuncia, pero su proceder argu-
mental plantea algunas críticas desde el punto de vista jurídico, las cuales han sido 
expuestas líneas arriba. En todo caso la cuestión de la renuncia a la prescripción 
ganada no es un tema pacífico en la doctrina, sino que se han planteado variadas pos-
turas en los últimos años. 
El verdadero entendimiento de la obligación tributaria y la precisa consideración 
del efecto extintivo del instituto de la prescripción son los criterios o puntos de apoyo 
sobre los cuales deberemos examinar la operatividad del mecanismo abdicativo de la 
renuncia a la prescripción ganada en Derecho Tributario. A pesar de algunos defec-
tos técnicos de la comentada sentencia, la reciente Jurisprudencia, en general, man-
tiene la doctrina de no admitir la renuncia a la prescripción ganada en aras a un mejor 
entendimiento de la obligación tributaria y un claro deslinde del régimen de Derecho 
civil y de Derecho tributario. 
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BREVE COMENTARIO A LA LEY 28/1998, 
DE 13 DE JULIO, DE VENTA A PLAZOS 
DE BIENES INMUEBLES! 
CARMEN PASTOR ÁLVAREZ 
Cartagena (Murcia), Noviembre de 1998 
SUMARIO: l. INTRODUCCIÓN. II. NOVEDADES MÁS IMPORTANTES DE LA 
NUEVA LEY DE VENTA A PLAZOS DE BIENES MUEBLES. III. EL 
ENTORNO NORMATIVO DE LA LEY DE VENTA A PLAZOS DE 
BIENES MUEBLES Y SU CONFIGURACIÓN JURÍDICA: 1.- La coe-
xistencia normativa. 2.- ¿Carácter dispositivo o necesario de la 
LVPBM?. 3.- Ámbito de aplicación. 4.- Régimen jurídico aplicable: 
4.1.- Forma y eficacia del contrato. 4.2.- Contenido «obligatorio» del 
contrato de venta. 4.3.- Claúsulas ineficaces. 4.4.- La facultad de desis-
timiento del comprador. 4.5.- El incumplimiento por el comprador. 4.6.-
Competencia y función judicial. 4.7.- La publicidad en el «precio» de los 
bienes objeto de esta Ley. 5.- El Registro de Venta a Plazos de Bienes 
Muebles y otras garantías. 5.1.- El Registro de Venta a Plazos de Bienes 
Muebles. 5.2.- Otras garantías: Especial referencia a la cláusula de 
reserva de dominio (pactum reservati dominii). 6.- El procedimiento a 
seguir en caso de incumplimiento del deudor. 
l. INTRODUCCIÓN 
La Ley 50/1965, de 17 de Julio, de Venta de Bienes Muebles a Plazos abordó en 
un momento crucial los problemas derivados de las ventas a plazos de bienes mue-
bles como una modalidad de crédito que constituía un factor importante en los pla-
nes de desarrollo económico y cuya extensión era característica de la vida moderna. 
Con anterioridad a la misma las operaciones de esta especial naturaleza jurídica eran 
objeto de regulación por las normas generales del ordenamiento jurídico, pero la 
cambiante realidad social y económica reclamaba imperiosamente una regulación 
Por María del Carmen Pastor Álvarez. Doctora en Derecho y Profesora del Departamento 
de Derecho Civil de la Universidad de Murcia. 
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especial que estableciese los justos límites de facilidad y garantía para compradores 
y vendedores (Exposición de Motivos de la Ley de 1965). 
Esta Ley era la respuesta jurídica a una realidad social y económica, cual era prin-
cipalmente la demanda de los compradores o consumidores de adquirir y disfrutar 
determinados bienes en un momento determinado, cuando carecían de la liquidez 
necesaria para realizar tales adquisiciones mediante compras al contado. No obstan-
te, también se intentó responder a las expectativas de los vendedores, centradas en las 
especiales garantías que la venta a plazos requería, así como de los terceros, estable-
ciendo un sistema de publicidad igualmente adecuado a tal circunstancia 2. 
No hay duda pues que la finalidad esencial de la Ley de 1965 que lo es también 
en gran medida de la actual Ley 2811998, de 13 de Julio, de Venta a Plazos de Bienes 
Muebles (en adelante LVPBM), que viene a sustituirla y que ahora es objeto de 
comentario, fue y es una finalidad política derivada de las circunstancias económicas 
y sociales que en su momento propiciaron su aparición y que aún hoy mantienen su 
actualidad, cual es corregir y paliar la desigualdad existente entre vendedor (normal-
mente grandes empresas) y comprador. Por este motivo las normas que priorizan la 
protección al comprador constituyen el eje alrededor del cual parece girar el resto de 
disposiciones normativas, que igualmente tienen esa finalidad proteccionista del con-
sumidor en general. Es lo que se ha venido llamando legislación sobre el consumo y 
de protección al consumidor. 
La Ley de 1965 así lo manifestaba, y la actual Ley de 1998 reafirma aun con 
mayor énfasis esta finalidad, cumpliendo de este modo una demanda normativa que 
igualmente se manifestaba en el Derecho europeo y en otras normas de Derecho 
interno, que tendremos ocasión de mencionar en estas líneas. 
11. NOVEDADES MÁS IMPORTANTES DE LA NUEVA LEY DE 
VENTA A PLAZOS DE BIENES MUEBLES 
La Exposición de Motivos de la nueva Ley 1998 se centra en dos grandes líneas 
para destacar las novedades más relevantes que se han introducido. Una, marcando 
las diferencias con la Ley anterior de 1965 y, otra, resaltando la necesaria armoniza-
ción con la Ley 711995, de 23 de Marzo, de Crédito al Consumo; lo que fundamen-
talmente se resume en lo siguiente: 
2 Para un mayor visión del entorno socio-económico de esta Ley vid. MARTÍNEZ DE AGUI-
RRE Y ALDAZ, C.: Las ventas a plazos de bienes muebles. Madrid 1988, págs. 149 y ss., así como la 
bibliografía en él citada. 
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a) Con relación a la Ley 50/1965, de 17 de Julio, de Venta de Bienes Muebles 
a Plazos. Ésta ha quedado expresamente derogada con la nueva Ley (Disposición 
Derogatoria Única 1 °) aunque de hecho parezca más una «modificación» que una 
«derogación» expresa. Se ha respetado, sin embargo y en gran medida, no sólo la 
denominacion de la Ley, en la que únicamente se ha trastocado el orden de los tér-
minos utilizados (Venta de Bienes Muebles a Plazos por el de Venta a Plazos de 
Bienes Muebles), sino incluso la estructura del texto -si bien la actual consta de 
tres Capítulos que como tales no existían con anterioridad, así como tampoco el 
título con que la actual enuncia el contenido de cada artículo para designar la mate-
ria a tratar- 3 y la redacción del articulado con algunas variaciones: se ha reducido 
el número de preceptos ( 16 artículos, frente a los 24 de la Ley antigua) debido, por 
un lado, a la remisión que se ha hecho a la Ley de Crédito al Consumo de 1995 de 
todas aquellas cuestiones derivadas de la defensa del consumidor y, por otro lado, 
por el gran número de preceptos que han quedado vacíos de contenido por razones 
administrativas y de práctica económica por la aparición de nuevas formas de pago 
(arts. 12 o 22, entre otros). 
Se ha mantenido el ámbito de aplicación de la Ley (art. 1 °), si bien con una nueva 
precisión: sólo los contratos que tengan por objeto bienes muebles «identificables» 
accederán al Registro previsto en la Ley y se beneficiarán de las garantías de su ins-
cripción. Permanecen la definición de los contratos de préstamo de financiación, la 
facultad de desistimiento del comprador, el Registro de reservas de dominio y prohi-
biciones de disponer 4, la competencia judicial y facultad moderadora de Jueces y 
Tribunales, y la ineficacia de los pactos, claúsulas y condiciones que se dirijan a elu-
dir su cumplimiento. 
3 La estructura concreta de la actual Ley, precedida de una Exposición de Motivos, parte de 
tres grandes Capítulos: Capítulo 1 «Definiciones y ámbito de aplicación», y los preceptos que comprende, 
del 1 al 5, recogen las siguientes materias: Ámbito de aplicación, Aplicación supletoria de la Ley, 
Definición del contrato de venta a plazos, Contratos de préstamo de financiación para las ventas a plazos, 
Exclusiones. Capítulo 11 «Régimen aplicable», comprende los arts. 6 a 14 y se refiere a: Forma y eficacia, 
Contenido del contrato, Penalización por omisión o expresión inexacta de claúsulas obligatorias, Facultad 
de desistimiento, Incumplimiento del comprador, Facultad moderadora de Jueces y Tribunales, 
Competencia Judicial, Publicidad y Claúsulas ineficaces. Capítulo III «Otras disposiciones», que recoge 
los arts. 15 y 16, relativos a: Registro de Venta a Plazos de Bienes Muebles e Incumplimiento del deudor. 
Además consta de tres Disposiciones Adicionales, relativas a: Arrendamiento financiero, Anotación pre-
ventiva de demanda y embargo, y Registro de Bienes Muebles; una Disposición Transitoria Única y tres 
Disposiciones Finales. 
4 Manteniéndose casi a modo de excepción la normativa sobre dicho Registro (Orden de 15 
de Noviembre de 1982, por la que se aprobó la Ordenanza para el Registro de Venta a Plazos de Bienes 
Muebles) « ... en todo aquello que no se oponga a la presente Ley» (Disposición Derogatoria Única 3" de 
la LVPBM), pues ésta únicamente deja vigente la Ley de Crédito al Consumo, excepto su Disposición 
Final 2", y la citada Orden (Disposición Derogatoria Única 2" y 4" de la LVPBM). 
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Se prevé asímismo la anotación preventiva de demanda y embargo, y la integra-
ción del Registro de Venta a Plazos de Bienes Muebles en el futuro Registro de 
Bienes Muebles, a la vez que se ha facilitado el procedimiento previsto para el cobro 
de los créditos nacidos de los contratos inscritos en el Registro a través de ciertos 
mecanismos (como fijar el tipo de la primera subasta en el precio de venta al conta-
do si, a este efecto, las partes no han fijado otro en el contrato). 
Por el contrario, se ha suprimido el desembolso inicial como condición necesaria 
para la perfección del contrato y se ha excluído expresamente el contrato de arren-
damiento financiero en el objeto de la Ley, si bien se prevé la posibilidad de su ins-
cripción (Disposición Adicional 1 a), pero haciendo constar su especial y propia natu-
raleza jurídica distinta de la compraventa a plazos. 
b) Con relación a la Ley 711995, de 23 de Marzo, de Crédito al Consumo (en ade-
lante LCC). La nueva Ley ha demostrado especial sensibilidad al intentar lograr la 
máxima coherencia entre sus normas y las de ésta, en tanto que sus preceptos afec-
tan y modulan el régimen de las ventas a plazos de bienes muebles. Existen por ello 
algunas coincidencias (por ejemplo, los arts. 7-7° y 13-2° de la LVPBM de idéntica 
redacción que el art. 17 de la LCC) y numerosas remisiones, ya mediante referencias 
expresas, ya trayendo a la Ley aquellas disposiciones que han sido declaradas de apli-
cación necesaria por estar dirigidas a la protección del consumidor s, como son bási-
camente las relativas a: 
a) La tasa anual equivalente (art. 7-7°, y en la LCC los arts. 6-2° a) y 18) y su 
modificación con arreglo a la LCC, la cual además establece en su Anexo una fór-
mula matemática para su cálculo basado en el coste total del crédito, y quedando 
expresado éste en un porcentaje anual sobre la cuantía concedida. 
b) El régimen de penalizaciones que se prevé para para la omisión o expresión 
inexacta de claúsulas obligatorias (art. 8, y en la LCC el art. 7). 
e) La publicidad relativa al precio de las cosas ofrecidas en venta a plazos (art. 
13, y en la LCC el art. 17). 
5 La protección al consumidor en la LCC se centra primordialmente en la publicidad, en la 
información que se le ha de proporcionar, en el contenido, la forma y los supuestos de nulidad de los con-
tratos, y en la determinación de conceptos tales como el coste total del crédito y la tasa anual equivalen-
te, que han de servir no sólo para informar mejor a los consumidores, sino también para dar mayor tras-
cendencia al coste de los créditos y permitir el contraste entre las distintas ofertas (Exposición de Motivos 
de la LCC). 
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d) Las deducciones a favor del vendedor o prestamista que, ante el incumpliento 
de las obligaciones del comprador, haya optado por resolver el contrato (art. 10, y en 
la LCC el art. 9). 
III. EL ENTORNO NORMATIVO DE LA LEY DE VENTA 
A PLAZOS DE BIENES MUEBLES Y SU CONFIGURACIÓN 
JURÍDICA 
l. La coexistencia normativa 
La nueva LVPBM requiere una importante y obligada armonización con la abun-
dante legislación que actualmente se dirige a la protección del consumidor, y en la 
que esta Ley incide en gran medida, sobre todo en lo que respecta a la LCC; deter-
minando, en su caso, la aplicación preferente o supletoria, dispositiva o necesaria de 
sus normas. 
El primer dato a tener en cuenta es el hecho de que la anterior Ley de 1965 de 
Venta de Bienes Muebles a Plazos ha quedado total y expresamente derogada y, en 
consecuencia, sustituida por la actual LVPBM (Disposición Derogatoria Única la) 
que, sin embargo, sí ha declarado expresamente vigente la Ley 7/1995 de Crédito al 
Consumo (excepto su compleja Disposición Final 2a, objeto de derogación por la 
Disposición Derogatoria Única 2a de la LVPBM) mediante un sistema de remisión 
que la LVPBM ordena en todo aquello relacionado con las medidas dirigidas al 
incremento del nivel de «protección al consumidor», considerando incluso determi-
nados preceptos como de aplicación imperativa o necesaria. Por ese motivo, el legis-
lador de la nueva LVPBM más que en la citada protección -que no queda descuida-
da en absoluto- ha creído más oportuno concentrar su atención en el «contenido» del 
propio contrato de venta a plazos de bienes muebles, tal y como vamos a tener oca-
sión de comentar. 
En este sentido, y ya en su momento, la Disposición Final 3a de la LCC previó la 
necesidad más o menos urgente de que se modificase la entonces y aún vigente Ley 
de 1965, con el fín de dotar a esta materia de una regulación legal uniforme; motivo 
por el cual se autorizó al Gobierno a desarrollar por medio de Real Decreto lo dis-
puesto en la presente Ley (LCC) en un plazo máximo de seis meses desde su publi-
cación en el BOE. Las razones concretas de tal necesidad modificativa fueron esen-
cialmente dos: 
Primera, la coincidencia parcial o superposición del ámbito de aplicación de 
ambas leyes (Ley de 1965 y LCC), que requerían una armonización legal casi 
inmediata. 
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Segunda, la peculiar caracterización de la actual legislación dirigida al incremen-
to de la protección que se dispensa al consumidor de todo tipo de bienes y servicios. 
De hecho, la LCC tuvo por objeto incorporar al Derecho español la Directiva del 
Consejo de las Comunidades Europeas 87/102/CEE, de 22 de Diciembre de 1986, 
relativa a la aproximación de las disposiciones legales, reglamentarias y administra-
tivas de los Estados miembros en materia de crédito al consumo, y su posterior modi-
ficación por la Directiva 90/88/CEE, de 22 de Febrero de 1990. 
La reciente LVPBM se ha dictado, pues, para responder a estas exigencias inicia-
les, no sólo por imperativo de la LCC, sino para incrementar la base normativa exis-
tente dirigida a la adopción de mayores medidas de protección al consumidor. 
Respuesta que se produce fundamentalmente a través de dos vías: una, con disposi-
ciones que obligan al concedente a informar, en los términos legalmente previstos, 
acerca de las características y condiciones del crédito al consumidor para la satisfac-
ción de necesidades personales, así como a mantener su oferta durante un plazo 
determinado. Y otra, permitiendo al consumidor, previo cumplimiento de lo dispues-
to en el art. 15 LCC, oponer las excepciones derivadas del contrato no sólo frente al 
empresario con el que hubiera contratado sino frente a otros empresarios a quienes 
aquél hubiera cedido sus derechos o que hubieran estado vinculados con él para 
financiar el contrato mediante la concesión de un crédito al consumidor. 
Esta coexistencia de ambas normas se realiza en todo caso por imperativo legal, 
a través de un precepto que expresamente establece el sistema de aplicación «prefe-
rente» y «supletoria» de ambos cuerpos legales (art. 2 de la LVPBM); y en caso de 
yuxtaposición normativa de ambas leyes, la solución que arbitra el legislador se cana-
liza a través de dos vías: 
a) Mediante la aplicación «preferente» de la LCC con relación a aquellos contra-
tos sujetos a la LVPBM, siempre y cuando también sean objeto de inclusión en aque-
lla Ley en todo lo que favorezca al consumidor, con la consiguiente aplicación suple-
toria de la LVPBM, en tales casos (art. 2 de la LVPBM). 
b) Mediante la «incorporación» a los preceptos de la LVPBM del contenido de 
parte del articulado de la LCC. Buena muestra de ello, a título de ejemplo, son los arts. 
6-2 a) y 13 que se corresponden con los arts. 18 y 17 de la LCC, respectivamente. 
Pero es más, la actual LVPBM necesita armonizarse con otras normas legales de 
carácter interno y general, surgidas con anterioridad y posterioridad a la LCC y que 
igualmente tienen como finalidad el incremento de la protección del consumidor. 
Este es el caso de las siguientes leyes: 
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a) La Ley 2611984, de 19 de Julio, General para la Defensa de los Consumidores 
y Usuarios 6 (en adelante LGDCU), cuyas normas en algunos aspectos concretos 
serán de aplicación a las ventas a plazos, en tanto que constituye una norma especial 
y de aplicación general dirigida a la defensa de consumidores y usuarios. En este 
caso, el comprador de los bienes sujetos a la LVPBM (y de los no sujetos a dicha ley, 
pero que realicen operaciones a plazo) no deja de ser un consumidor o usuario y, 
como tal, sujeto de la protección que le dispensa la LGDCU, siempre que el supues-
to concreto quede incluido en el campo de aplicación de esta Ley (Cap. I), sus nor-
mas resulten más beneficiosas para el comprador-consumidor, y éste sea el destina-
tario final de los bienes y servicios (el art. 1-3° de la LGDCU excluye, a efectos de 
la misma, del concepto de consumidor o usuario al que no sea destinatario final). 
b) La reciente Ley 711998, de 13 de Abril, sobre Condiciones Generales de la 
Contratación (en adelante LCGC) que modifica en su Disposición Adicional! a deter-
minados preceptos de la LGDCU, con relación a las claúsulas abusivas en los con-
tratos (arts. 2°, ap.1 b ), 1 O, 23, 34) además de añadir la Disposición Adicional 1 a y 2\ 
mantiene un concepto amplio de consumidor, siguiendo el criterio de la Directiva que 
es objeto de transposición por la presente Ley, la Directiva 93/13/CEE, del Consejo, 
de 5 de Abril de 1993 sobre claúsulas abusivas en los contratos celebrados con con-
sumidores, en virtud de la cual ha incluído no sólo las claúsulas abusivas extraídas 
en líneas generales de la Directiva, sino que ha añadido aquellas otras que, aún sin 
estar previstas en ella, se estima necesario que estén incluídas en el Derecho español 
por su carácter claramente abusivo. A ello se suma la pormenorizada regulación de 
las condiciones generales de la contratación, respecto de las que el legislador hace un 
especial énfasis en describir sus diferencias respecto de las cláusulas abusivas. 
Siempre y cuando el caso concreto sometido a la LVPBM sea susceptible de ser 
incluído en el ámbito de aplicación de la Ley: el objetivo (art. 1), el subjetivo (art. 2) 
y el territorial (art. 3), y no sea uno de los contratos excluídos expresamente de la 
misma (art. 4), habrá que tener presente su más que evidente incidencia en las ven-
tas a plazos de bienes muebles. 
6 Antes de la vigencia de esta Ley no existía una regulación específica, ningún precepto con-
creto que tratase de condiciones generales, únicamente habían normas aisladas (Ley del contrato de 
Seguro, Ley cambiaría y del cheque, Ley General de la Publicidad, Ley de Defensa de la Competencia, 
etc). Se puede decir que con esta Ley se dió el primer paso para armonizar la incipiente protección al con-
sumidor o usuario y las nuevas fórmulas contractuales nacidas ante las nuevas exigencias del mercado 
(contratación en masa), mención aparte del respaldo constitucional que la protección y defensa de los con-
sumidores recibió expresamente en los arts. 51 y 53 de la Constitución de 1978. Precisamente en desarro-
llo de este mandato constitucional se promulgó la LGDCU, cuyo mérito más importante fue consagrar la 
defensa de consumidores y usuarios (art. 1-1 °) como principio general de nuestro ordenamiento jurídico. 
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e) Ley 711996, de 15 de Enero, de Ordenación del Comercio Minorista (en ade-
lante LOCM), que tiene por objeto regular determinadas ventas especiales y activi-
dades de promoción personal. Si el pago en alguna de los tipos de ventas recogidos 
en esta Ley se realiza de forma aplazada también se verá afectada en la medida opor-
tuna por la LVPBM en los términos que la misma señala. 
Sin embargo, nuestro objetivo no pretende ser ambicioso en el sentido de conec-
tar en profundidad toda la legislación vigente de protección al consumidor, de ahí que 
nos ceñiremos a comentar diferencias y similitudes de la presente LVPBM con la 
anterior Ley de 1965, a la que sustituye, y con la LCC, a la que expresamente se 
remite. 
2. ¿Carácter dispositivo o necesario de la LVPBM? 
En cuanto al carácter dispositivo o necesario de las normas que integran la 
LVPBM, podemos decir que ha sido una de las cuestiones más debatidas en la doc-
trina surgida a raíz de la Ley 5011965. Y aún cuando han existido dos claras tenden-
cias, una en defensa de su carácter dispositivo 7, y otra, que propugnaba su carácter 
imperativo o necesarios, pensamos que actualmente lo más correcto y coherente es 
afirmar el carácter imperativo de la mayor parte de sus disposiciones ( «imperatividad 
limitada»), máxime a la vista de la numerosa normativa y preceptos concordantes 
que, tras la Ley de 1965, se han ido dictando en esta materia con el claro objetivo de 
proteger al consumidor, tratando de evitar que el principio de autonomía de la volun-
tad se convirtiera en la válvula de escape de vendedores y grandes empresas, cerrán-
doseles así la posibilidad de redactar cláusulas unilaterales que en mayor o menor 
medida pudieran contener situaciones desfavorables para el comprador-consumidor. 
Los argumentos en favor de esta postura son muy variados, pero tal vez el más sig-
nificativo de todo ellos es el que resulta del mismo texto legal que hoy comentamos. 
La propia Exposición de Motivos de la LVPBM así lo expresa de forma indubitada 
al declarar que « ... se ha incorporado el contenido de los artículos de la Ley de 
Crédito al Consumo que son de aplicación necesaria ... », por lo que, como mínimo, 
7 El mayor defensor de esta tendencia claramente minoritaria es BERCOVITZ: «Las ventas a 
plazos de bienes muebles», ADC/1966, págs. 117 y ss.; La claúsula de reserva de dominio. Madrid 1971; 
y en Comentarios a la Ley de Venta a Plazos de Bienes Muebles. Madrid 1977. 
8 Esta tendencia es la predominante en nuestra doctrina y son partidarios de ella, entre otros, 
BALDO DEL CASTAÑO: Régimen jurídico de las ventas a plazos. Madrid 1974, págs. 28 y ss.; TORRES 
LANA, J.A.: «Notas críticas a la Ley de Venta a Plazos de Bienes Muebles», RDP/1975, págs. 604 y ss.; 
CABANILLAS SÁNCHEZ, A.: <<Elleasing financiero y la Ley de Venta a Plazos de Bienes Muebles», 
ADC/1980, págs. 765 y ss.; SOTO NIETO: Derecho vivo. Jurisprudencia comentada, vol. 11. Madrid 
1971; MARTÍNEZ DE AGUIRRE Y ALDAZ; C.: Las ventas a plazos de bienes muebles. Madrid 1988, 
págs. 27 y SS. 
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los preceptos que de esta Ley se han incorporado directamente así como aquellos 
otros a los que se hace referencia expresa en la LVPBM gozan de dicho carácter 
imperativo. A ello se añadiría la principal finalidad que se persigue con la presente 
Ley (art. 1 °), cual es la regulación de las adquisiciones a plazos y la protección del 
comprador-consumidor en ese ámbito. 
3. Ámbito de aplicación 
Tanto la Ley de 1965 como la actual han recogido de forma casi idéntica el ámbi-
to de aplicación de esta norma, el cual además ha venido y viene determinado por un 
doble aspecto: 
a) Un aspecto positivo, que determina expresamente aquello que es objeto de 
inclusión en la Ley (art. 1 o actual y antiguo art. 1 °). Inclusión que se determina tanto 
en atención a un determinado tipo de bienes (bienes muebles corporales no consu-
mibles e identificables) como en atención a un determinado tipo de relaciones jurí-
dicas proyectadas en el contrato de compraventa a plazos y en el contrato de présta-
mo de financiación (a comprador y vendedor 9), el cual además es objeto de inclu-
sión en el art. 1 de la LCC que sujeta a su ámbito de aplicación dicho contrato 10 y 
siempre que los sujetos intervinientes en el mismo sean el empresario o concedente 
(art. 1-1° de la LCC), de un lado, y el consumidor (art. 1-2° de la LCC), de otro. Por 
último, también es objeto de inclusión en el art. 1 o de la LVPBM las garantías que se 
constituyan para asegurar el cumplimiento de las obligaciones nacidas de tales con-
tratos (como son, a título de ejemplo, la determinación del tipo de la primera subas-
ta en el precio de venta al contado si no se ha fijado otro en el contrato, o la fuerza 
ejecutiva de los contratos debidamente inscritos en el Registro). 
Incidiendo con más detalle en este precepto, hay que destacar, primeramente, y 
en cuanto al tipo de bienes que pueden ser objeto de los contratos sometidos a esta 
Ley, que la redacción actual es prácticamente idéntica a la del art. 1 de la Ley de 1965 
con la única salvedad de que no se mencionaba el adjetivo «identificables», en tanto 
que la actual Ley lo considera uno de los rasgos definitorios más importantes del 
objeto, máxime si tenemos en cuenta que el legislador ha estimado oportuno recoger 
su concepto en el párr. 2° del art. 1 o del mismo texto legal: <<A efectos de esta Ley se 
9 Los dos tipos de financiación, a comprador y a vendedor (art. 4 de la LVPBM) ya aparecí-
an en la ley de 1965, aunque se incorporaron de ese modo durante su tramitación parlamentaria, ya que en 
el Anteproyecto de la LCC tan sólo figuraba la financiación a vendedor; fue tras el debate de la Comsisión 
cuando se incluyó también en el texto definitivo el préstamo a comprador. 
1 O Aunque para la LCC lo realmente trascendente no es tanto la forma jurídica adoptada como 
la función económica que mediante ella se pretende conseguir, cual es la de financiar un acto de consumo 
(vid. ESTRADA ALONSO, E.: «El crédito civil al consumo en la Ley 711995, de 23 de Marzo», 
CDC/1997, no 22, pág. 116). 
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considerarán bienes identificables todos aquellos en los que conste la marca y núme-
ro de serie o fabricación de forma indeleble o inseparable en una o varias de sus 
partes fundamentales, o que tengan alguna característica distintiva que excluya 
razonablemente su confusión con otros bienes». La Ley anterior no incorporaba tal 
definición en su propio texto, aunque sí lo hizo a través de la normativa complemen-
taria 11 • 
A sensu contrario todos aquellos bienes, aunque sean muebles y corporales no 
consumibles que no puedan ser identificables quedarían excluídos del ámbito de la 
Ley y, por consiguiente, también excluídos de la inscripción en el Registro de Venta 
a Plazos de Bienes Muebles. Añadir que quedamos a la espera, según preceptúa la 
Disposición Final Única de la Ley, de que «El Gobierno, a propuesta conjunta de los 
Ministros de Justicia y de Economía y Hacienda, dictará las disposiciones necesa-
rias para el desarrollo y aplicación de esta Ley». 
Y, segundo, el art. 1 recoge qué tipo de relaciones jurídicas son objeto de la pre-
sente Ley, para posteriormente en los arts. 3 y 4 proceder a su definición. Hablamos 
de los contratos de venta a plazos o contrato de adquisición y del de préstamo de 
financiación, coincidentes en gran medida con la regulación que de los mismos se 
contenía en el anterior art. 2 de la Ley de 1965. Pero, veámos las variaciones más 
relevantes introducidas por la actual normativa: 
Una primera cuestión a destacar en este tipo especial de compraventa es su carac-
terización no sólo como una compraventa de carácter civil 12 sino sobre todo su cata-
11 La Ley de 1965 no desconocía este rasgo a la hora de definir el objeto de la misma, si obser-
vamos su inclusión y su definición en una norma complementaria de las muchas que se dictaron con este 
carácter. Hablamos del Decreto 1193/1966, de 12 de Mayo (así como de la Orden de 15 de Noviembre de 
1982, en su art. 7), cuyo art. 2 exigía como uno de los requisitos para que tales bienes quedaran someti-
dos a la Ley de 1965, que fueran «identificables>>, realizando a tal efecto una definición muy similar a la 
contenida en el 1-2° de la actual Ley: «Se considerarán bienes identificables, a efectos del Registro de 
reservas de dominio y prohibiciones de disponer, todos aquellos en los que conste la marca y número de 
serie o fabricación de forma indeleble o inseparable, en una o varias de sus partes fundamentales». 
Decreto que, por otro lado, ha sido objeto de derogación expresa en la Ley actual, en la Disposición 
Derogatoria Única 3a, acabando definitivamente con algunas divergencias que suscitaba la diferente redac-
ción de la Ley de 1965 y del Decreto de 1966, sobre todo en el punto relativo a la «identificabilidad» del 
objeto (pues en dichos textos parecía distinguirse entre identificabilidad general, a efectos de la aplicación 
de la Ley, e identificabilidad registral, a efectos de su inscripción en el Registro). 
12 La atribución del carácter civil o mercantil a este tipo de compraventa ha sido un tema muy 
controvertido en nuestra doctrina, sin embargo, parece que resulta predominante la postura que preconi-
za su naturaleza civil (TORRES LANA, BERCOVITZ, V ÁZQUEZ RICHART, MARTÍNEZ DE AGUI-
RRE ... ) frente a los que difienden su naturaleza mercantil (BALDO DEL CASTAÑO, ALBALADEJO ... ), 
máxime si tenemos en cuenta la expresa exclusión del art. 5-1 o en clara referencia a las compraventas 
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logación como contrato realB, alejándose así de la normativa general de la compra-
venta regulada en el Código Civil que la considera de carácter consensual, como es 
sabido. Y ello, porque la perfección del tipo de contrato que nos ocupa está condi-
cionada a la entrega de la cosa objeto del contrato (sin que entremos a considerar el 
tipo de entrega 14); constituyendo una cuestión muy debatida en la doctrina que se 
ocupó del tema a raíz de la Ley de 1965. Debate que aún hoy mantiene su actualid,ad, 
y a él nos remitimos, sobre todo si tenemos presente que la Ley de 1998 sigue con-
figurando con caracter real la venta a plazos de bienes muebles, precisamente porque 
se mantiene, al menos, la exigencia de la entrega de la cosa para la perfección del 
mismo 15. 
mercantiles, y que se mantiene en los mismo términos que la anterior legislación, por lo que la discusión 
doctrinal en esta cuestión sigue conservando su actualidad, y a ella remitimos todas las consideraciones 
que este tema conlleva. 
13 Los contratos reales han sido calificados doctrinalmente como excepción al principio de 
perfección consensual del contrato, al supeditar a la entrega de la cosa el nacimiento o existencia de éste. 
En la doctrina española han mantenido el carácter real de estos contratos, entre otros, DE COSSÍO: «La 
Ley de Ventas a Plazos», RCDI/1965 (XLI), págs. 1126 y ss.; CABANILLAS, P.: «Discurso ... », cit., pág. 
1145; BERCOVITZ: «Las ventas ... >>, cit., pág. 134; SOTO NIETO: Derecho vivo ... , cit., pág. 523; 
TORRES LANA: «Notas críticas ... », cit., pág. 613. Sin embargo, quien más ha cuestionado la existencia 
como categoría de los contratos reales ha sido JORDANO BARBA: La categoría de los contratos reales. 
Barcelona 1958, págs. 140 y ss., y su conocida tesis de que, en nuestro Derecho, la entrega de la cosa 
puede quedar fuera del proceso formativo del contrato, admitiendo la configuración consensual de estos 
contratos. ROCA GUILLAMÓN, J.: Comentarios al Código Civil y Compilaciones Forales (Dir. ALBA-
LADEJO), T. XVII, vol. 1°-A (art. 1258 del CC). Edersa, Madrid 1993, pág. 437, que más recientemente 
también ha abordado esta cuestión, resume el problema en los siguientes términos: « ... una vez prefeccio-
nado el contrato, éste será existente y válido, aunque no plenamente eficaz, en tanto no se cumpla el requi-
sito de la datio rei. Pero es que precisamente por ser parcialmente eficaz obliga a las consecuencias que 
derivan de su naturaleza y que sean conformes a la buenafé, al uso o a la ley, según el art. 1258, conse-
cuencias entre las que cabe incluir la obligación de establecer los presupuestos que la ley exige para la efi-
cacia del contrato que tanto puede consistir en la da ti o rei como en la predisposición por la otra parte para 
recibir la cosa». Vid. también ATAZ LÓPEZ, J. en estos mismos Comentarios, pág. 42 que también se 
refiere a este tema en conexión con el art. 1254 del CC. 
14 Según DÍEZ-PICAZO Y GULLÓN: Sistema de Derecho Civil, T.II. Madrid 1983, pág. 381, 
la entrega de la cosa no tiene que ser sólo la real o material, pues la Ley no deroga las formas espirituali-
zadas de entrega o traditio. Para BERCOVITZ: Comentarios a la Ley ... , cit., pág. 204, en cambio, ha de 
tratarse de una entrega real, debiendo quedar eliminadas las diversas formas de tradición fingida o docu-
mental; de la misma opinión MARTÍNEZ DE AGUIRRE: Las ventas ... , cit., págs. 66-67, para quien esta 
Ley lo que pretende es la entrega real o material de la cosa, es decir, la entrega en el sentido del art. 1462-
1 o del CC, de forma que las formas más o menos espiritualizadas que establece el CC no supondrán entre-
ga a efectos de dicha Ley. 
15 Aunque el actual art. 3 ya no exija el desembolso inicial para la perfección del contrato, ello 
no implica que el mismo haya perdido su naturaleza real. Sigue siendo un contrato con un predominio de 
su naturaleza real, si tenemos presente que dicho carácter real se deriva precisamente de la entrega de la 
cosa, única prestación cuya consecuencia exige la Ley para el perfeccionamiento de la venta. Podríamos 
decir, en todo caso, que se trataría de un contrato de naturaleza mixta: por una lado, real en cuanto a la entre-
ga por el vendedor de la cosa vendida; afirmación que viene apoyada por la redacción del propio art. 3 de 
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El contrato de venta a plazos se define en el actual art. 3 introduciendo una de las 
más importantes novedades respecto a la anterior regulación: la relativa al pago del 
precio. El precepto dice que el pago del precio se realizará « ... de forma total o par-
cialmente aplazada en tiempo superior a tres meses desde la peifección del mismo». 
Es decir, mientras que la Ley de 1965 exigía del comprador, en el «mismo momento 
de la entrega» de la cosa por el vendedor una «parte del precio», el llamado «desem-
bolso inicial» como requisito de perfección del contrato, la actual normativa no lo 
exige bajo esta caracterización, sin que por ello esta figura haya dejado de regularse 
u omitirse por la actual ley. El desembolso inicial sigue siendo posible, si bien ya no 
condiciona la propia perfección del contrato. Su vigencia dependerá de que haya sido 
o no pactado expresamente por las partes (art. 7-4°) y, en tal caso, sin la función que 
anteriormente cumplía en la perfección del contrato. 
Otra variación en el actual contrato de venta a plazos se sitúa en el señalamiento 
de los períodos de aplazamientos de los pagos. En este sentido existe una coinciden-
cia sólo parcial respecto de la ley anterior. Ambas normas coinciden en señalar el 
aplazamiento mínimo de tres meses, pero no presentan tal coincidencia en cuanto al 
aplazamiento máximo. La Ley anterior marcaba con carácter imperativo tal período 
máximo mediante remisión al art. 20 de la misma Ley (que concedía tal facultad al 
Gobierno); la actual Ley, por el contrario, omite toda referencia al respecto, por lo 
que debemos deducir que no ha sido voluntad del legislador la de establecer perío-
dos máximos, dejando tal extremo a la voluntad de las partes. Para la nueva norma-
tiva lo realmente importante es señalar el tiempo mínimo de tres meses, haciendo 
abstracción del plazo máximo e incluso del número de pagos aplazados. Estas afir-
maciones se ven reforzadas no sólo por el propio art. 3 sino inclusive por el art. 4 
apartados b) y e), referidos al contrato de financiación. En concreto el apartado e) 
expresa fielmente esta afirmación: « ... quedando obligado el comprador a devolver el 
importe del préstamo en uno o varios plazos superiores a tres meses». Este aspecto 
se complementa con el art. 2 b) de la LCC que prohibe, por un lado, el pago en un 
único plazo si éste se realiza en un tiempo inferior a tres meses y, por otro lado, el 
reembolso del crédito en cuatro plazos, como máximo, en un período de tiempo no 
superior a los doce meses. 
la Ley « ... una de las partes entrega a la otra ... », en comparación con el art. 1445 del CC. regulador de la 
compraventa en general « ... uno de los contratantes se obliga a entregar ... ». Y, de otro lado, sería consensual 
en cuanto al pago de los plazos por el comprador, los cuales no precisan realizarse en el mismo momento de 
la entrega para que el contrato quede perfeccionado (vid. en este sentido la doctrina anterior a la nueva Ley, 
entre otros, BALDO DEL CASTAÑO: Régimen jurídico ... , cit., págs. 63 y ss.; MARTÍNEZ DEAGUIRRE: 
Las ventas a plazos ... , cit., pág. 64, para quienes, a pesar de la exigencia del desembolso inicial para la per-
fección del contrato, entendían que dicha entrega no afectaba negativamente a la perfección del contrato). 
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Con relación al préstamo de financiación -cuya «cierta dependencia» del contra-
to de compraventa no ofrece ningún genero de dudas 16_ tanto la Ley anterior (art. 3) 
como la actual (art. 4) regulan las dos modalidades que puede revestir este contrato: 
el préstamo de financiación a vendedor, por un lado, y el de financiación a compra-
dor, por otro, máxime si tenemos presente que las ventas a plazos son vehículos de 
crédito y la financiación se configura como pieza esencial en estas compraventas. La 
redacción de ambas modalidades es muy similar, únicamente que la ley actual ha 
cuidado más el aspecto sistemático separando claramente ambos supuestos en sus 
tres párrafos, a la vez que mejora las expresiones utilizadas. 
Las novedades más destacables que se han producido han sido a propósito del 
préstamo de financiación a comprador 11. En este sentido, la redacción del actual art. 
4-3° contiene algunas variaciones destacables con relación al anterior art. 3-2°: pri-
mero, se permite que el tercero pueda facilitar al comprador, como máximo, el «coste 
de adquisición del bien», mientras que anteriormente la aportación máxima del ter-
cero se reducía al «importe aplazado del precio», no pudiendo cubrir con su finan-
ciación el coste total del bien; lógica consecuencia, en cierto modo, de la obligación 
que asumía el comprador de realizar el desembolso inicial para lograr la perfección 
del contrato. Y, segundo, para la devolución del importe del préstamo se ha fijado un 
plazo mínimo (uno o varios plazos superiores a tres meses), pero no el máximo, 
cuando la normativa anterior sí lo fijaba (art. 20). Esta cuestión queda además afec-
tada por la remisión expresa del art. 3-2° a la LCC, la cual excluye de su ámbito de 
aplicación a aquellos contratos que impongan unos determinados plazos, y que su art. 
2 b) concreta. 
Al hilo de estas observaciones nos surge la siguiente interrogante: ¿el importe del 
préstamo ha de destinarse, en todo caso, a pagar el precio del bien comprado a pla-
zos?. Parece que si la Ley regula expresamente este tipo especial de préstamo es por-
que su «destino» se halla fijado de antemano a la adquisición del bien objeto de la 
venta a plazos 1s; en caso contrario, si el prestatario o comprador pudiese destinarlo 
16 Vid. al respeto la STS de 17 de Junio de 1970, que constituyó la afirmación más clara en 
este sentido al declarar la ineficacia de las garantías inscritas a favor del financiador si la venta no se per-
feccionó por falta de entrega de la cosa; así como las distintas teorías que califican esa relación de inter-
dependencia contractual en TORRES LANA: «Notas críticas ... », cit., págs. 625 y ss. 
17 En el supuesto de financiación a vendedor no se ha introducido novedades destacables y, en 
principio, tampoco surgen problemas de relevancia, recogiéndose en términos idénticos tanto por la Ley 
anterior como por la actual las dos formas que se admiten de este supuesto: mediante cesión o subroga-
ción del crédito del vendedor al financiador, o bien mediante concierto conjunto de ambos en proporcio-
nar la adquisición al comprador. 
18 La actual Ley así lo entiende en la literalidad que se deriva del concepto de préstamo de 
financiación del art. 4-1°: «Los préstamos destinados a facilitar la adquisición, a los que se refiere el art. 
1 ... ». Y del párrafo 3°: « ... aquellos configurados por vendedor y comprador, determinantes de la venta 
sujeta a esta Ley ... » 
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a otra finalidad, estaríamos ante un préstamo normal regido por las normas genera-
les del Código Civil, relativas al contrato de préstamo (arts. 1740 y ss.). La exigen-
cia de ese destino específico se podría incluso configurar como una obligación del 
comprador derivada de su propia naturaleza o específica finalidad financiadora, tanto 
si se pacta expresamente, asumiendo la forma de condición resolutoria expresa, como 
si no; y seguirá siéndolo también por constituir una obligación derivada de la propia 
esencia del contrato de préstamo de financiación 19. 
b) Un aspecto negativo, que provoca la exclusión expresa de determinados 
supuestos (art. 5° de la Ley de 1998 y 4° de la Ley anterior). Lo más destacable es 
que se introduce como novedad la exclusión del ámbito de la Ley de los contratos de 
arrendamiento financiero, que bajo la Ley de 1965 no se excluían. No obstante, la 
Ley prevé expresamente su inscripción haciendo constar su especial y propia natura-
leza jurídica (DA primera), que declara distinta de la compraventa a plazos. 
Por lo demás, tanto la redacción anterior como la actual también son similares: 
los párrafos 1° y 2° son idénticos (el párr. 1° sigue excluyendo las compraventas mer-
cantiles, y el párr. 2o sigue exigiendo la confluencia de los factores de la ocasionali-
dad y la falta de finalidad de lucro para que opere la exclusión de la venta y del prés-
tamo de esta Ley). Los párrafos 3° y 4° han cambiado únicamente el orden numéri-
co, aunque el 3° ahora es más preciso al incluir ademas de los préstamos a las ven-
tas; y el actual párr. 4° remite a la determinación reglamentaria la fijación de la cuan-
tía inferior, con el fín de excluir los contratos de venta a plazos o préstamos de finan-
ciación que no superen dicha cuantía (cuando anteriormente se dejaba su determina-
ción expresa al Gobierno, completándose con el art. 20, que concedía a éste además, 
otras facultades). 
En resumen, las diferencias más relevantes se reducen fundamentalmente a dos: 
1) la nueva Ley se abstiene de mencionar qué ocurre con las operaciones de comer-
cio exterior, que anteriormente se excluían expresamente del ámbito de aplicación de 
la Ley (art- 4-5°); de donde podemos inferir que sí podrían quedar incluídas si se 
adaptan a las exigencias de la presente Ley, bajo la amplitud que permite el art. 3-2°, 
y porque si el legislador las hubiese querido excluir expresamente habría mantenido 
la redacción anterior como ha hecho con los apartados mencionados. Y, 2) la nueva 
Ley excluye de forma novedosa el arrendamiento financiero, cuando la ley anterior 
no contenía referencia alguna en este sentido; siendo de destacar la regulación que 
del mismo se realiza en la DA primera, a efectos de inscripción, haciendo constar su 
especial y propia naturaleza jurídica (distinción que anteriormente ya se venía esta-
bleciendo, aunque se carecía del apoyo legal actual). 
19 Cfr. TORRES LANA: «Notas críticas ... », cit., págs. 622-623. BERCOVITZ: Las ventas a 
plazos ... , cit., págs 163-164, por el contrario, no incluye esta obligación de invertir el importe del présta-
mo en el bien comprado a plazos entre las obligaciones del comprador. 
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Este sistema de exclusiones queda afectado por la LCC, que en su art. 2° recoge 
los supuestos que no quedan amparados por su normativa y que por tanto se exclu-
yen de su ámbito de aplicación 20. Ello implica que las venta a plazos de bienes mue-
bles queda afectada por un doble sistema de exclusiones: el art. 5° de la Ley de 1998 
y el art. 2° de la LCC; consecuencia del carácter imperativo que la LCC posee en vir-
tud de la afirmación que a tal efecto contiene el art. 2 de la LVPBM 
4. Régimen jurídico aplicable 
4.1. Forma y eficacia del contrato 
Al igual que ocurría con su antecesora, la reciente LVPBM condiciona la validez 
de los contratos 21 sometidos a ella al requisito de la forma escrita (art. 6-1 o y antiguo 
art. 5, asímismo el art. 6-1 o de la LCC en idénticos términos, y de forma similar el 
art. 5-1 o de la LCGC 22), constituyéndose como contratos formales 23 y, a nuestro 
20 El ámbito de exclusión de determinados supuestos de la LCC han sido clasificados doctri-
nalmente en cuatro grupos: límites objetivos (art. 1-3°), cuantitativos (art. 2-1° a), temporales (art. 2-1° b) 
y funcionales (art. 2-1 e) y d), sin que en ningún caso sean coincidentes con los de la LVPBM. 
21 Sin ánimo de pormenorizar en la interrelación de cuestiones tan importantes y debatidas del 
Derecho de obligaciones y contratos como son las relativas a forma, validez, eficacia o perfección de los 
contratos, creemos oportuno incidir muy brevemente en la interpretación de algunas de las nociones y 
expresiones a que la redacción del Cap. 11 de la Ley pudiera dar lugar. 
El párr. 1 o del art. 6 de la Ley actual determina claramente el carácter formal de estos contra-
tos y condiciona la validez de los mismos a la forma escrita. Si nos trasladamos a la regulación general 
contenida en ce, observamos como su art. 1258 presupone la existencia y perfección misma del con-
trato mediante la prestación del consentimiento; sin embargo, la perfección no supone en manera algu-
na que el contrato formado sea válido y eficaz, sino sólo que ha alcanzado existencia como acto jurídi-
co negocia!. En este caso concreto, el contrato existe, pero sino se respeta la forma carecerá de validez. 
La perfección es, pues determinante del momento inicial de la existencia del contrato y, por tanto, nor-
malmente, también de su eficacia. 
La perfección es, como dice LALAGUNA DOMÍNGUEZ, E.: «Sobre la perfección de los con-
tratos y el Código Civil», en Hom. a J. ROCA. Univ. de Murcia 1989, págs. 1071 y ss., presupuesto de 
validez y de eficacia contractual, pero no determinante de ésta. En realidad, la perfección del contrato 
determina el comienzo posible y normal de los efectos del contrato, pero la eficacia, expresada en la gene-
ración de obligaciones dimanantes del mismo se hace depender de que concurran las condiciones necesa-
rias para su validez (vid. también en este sentido ROCA GUILLAMÓN: Comentarios al Código Civil ... 
(art. 1258), cit., págs. 420 y SS.). 
22 Excepcionalmente al régimen establecido en estas normas, que no lo es respecto del régi-
men general de libertad de forma recogido por el CC en el art. 1278, el art. 11 de la LOCM se decanta por 
la libertad de forma, si bien supeditada a « ... su expresa sumisión a lo señalado en el CC, en el CCom., y 
en esta o en otras leyes especiales». Entre éstas se encontraría la LVPBM, que impone la formalización 
de sus contratos, y ésta sería la fórmula aplicable dada la especialidad de la Ley y la salvedad que realiza 
la propia LOCM. 
23 Como dice ROCA GUILLAMÓN: Comentarios al Código ... , cit., págs. 420 y ss., « ... el 
principio de que los contratos se perfeccionan por el mero consentimiento encuentran su excepción en los 
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modo de ver, en un doble aspecto: uno, en el sentido de que la forma escrita se añade 
al consentimiento, objeto y causa (art. 1261 del Código Civil) como elemento esen-
cial de los mismos 24; y otro, ante la exigencia legal de que tal formalización se rea-
lice de una manera determinada: «Se formalizará en tantos ejemplares como partes 
intervengan, entregándose a cada una de ellas su correspondiente ejemplar debida-
mente firmado». (frase ésta última que constituye, a efectos de redacción, la única 
diferencia con su correlativo art. 5 de la Ley anterior), proporcionándose de este 
modo una completa información del contenido del contrato a cada uno de los inter-
vinientes en el mismo. 
Aunque el art. 6 de la LVPBM no establece expresamente la sanción aplicable 
ante la falta de las mencionadas formalidades (lo que sí hace respecto de otras omi-
siones), creemos oportuno recurrir al art. 7-1 o de la LCC que sí sanciona explícita-
mente la falta de forma con la nulidad 25. 
Tal consideración como contrato formal, no obstante, parece perder su inicial ase-
veración si observamos lo dispuesto en el art. 3-2° de la Ley (antiguo art. 2-2° de 
forma casi idéntica) cuando expresa que: «También se entenderán comprendidos en 
esta ley los actos o contratos, cualquiera que sea su forma jurídica o la denomina-
ción que las partes le asignen, mediante las cuales las partes se propongan conse-
guir los mismos fines económicos que con la venta a plazos». De este precepto, la 
primera idea que nos surgiría sería afirmar el expreso reconocimiento del principio 
de libertad de forma (art. 1278 del Código Civil) al utilizar la expresión «cualquiera 
supuestos de datio rei y cumplimiento del requisito de forma ad solemnitatem». Afirmación que se cum-
ple sin duda en este tipo de contratos, y a la vista están los arts. 3 y 6 de la LVPBM. 
24 Bajo la Ley anterior se inclinaban por el carácter esencial de la forma la doctrina mayorita-
ria (vid. DE COSSÍO: «La ley ... », cit., pág. 1129; BERCOVITZ: «Las ventas ... », cit., págs. 148-149; 
TORRES LANA: «Notas críticas ... », cit., pág. 612. En concreto MARTÍNEZ DE AGUIRRE: Las ven-
tas ... , cit., pág. 69, que resume las diversas fundamentaciones que conducen a dicha posición: por lo tajan-
te de la expresión utilizada en el art. 5, por el carácter imperativo de la Ley, y por las finalidades perse-
guidas en el art. 6). Por el contrario, BALDO DEL CASTAÑO: Régimen jurídico ... , cit., págs. 50 y ss., 
disentía de esa opinión mayoritaria, en el sentido de de entender que sólo un análisis superficial del tema 
conduciría a afirmar que al venta a plazos es un contrato formal. 
25 Sanción que ha sido criticada por su dureza por algún sector doctrinal, así como por los per-
juicios que puede ocasionar al consumidor (art. 1303 del CC), proponiendo como solución la adoptada por 
el Derecho alemán que establece, en principio, la nulidad del contrato que no conste por escrito excepto 
en el caso de que el dinero hubiese sido entregado al consumidor. En tal caso, el contrato sería válido y 
podría completarse con el derecho del consumidor de exigir, conforme a los arts. 1279 y 1280 del CC, la 
correspondiente documentación por escrito (vid. ROCA GUILLAMÓN, J.: «Los contratos de crédito al 
consumo. Forma y contenido, reembolso anticipado y cobros indebidos (Ley 7/1995, de 23 de Marzo))), 
en Crédito al Consumo ... , pág. 155, ALFARO AGUILA-REAL, J.: «Observaciones ... , pág. 1042; 
ANDREU MARTÍ, M.M.: El cliente bancario, pág. 160). 
192 
que sea su forma»; sin embargo, -y con respeto en todo caso a las normas anteriores 
de carácter imperativo, pues, afirmar lo contrario carecería de sentido alguno- cree-
mos que no debiera entenderse en este sentido sino que, al amparo del principio de 
libertad de contratación, las partes pueden utilizar otras figuras contractuales para los 
mismos fines. 
El resto de apartados del art. 6 de la LVPBM, que coinciden literalmente con el 
art. 14-1 o de la LCC, se refieren a la eficacia del contrato de venta 26 cuando exista 
vinculación entre el contrato de venta (o adquisición) y el de obtención de un crédi-
to de financiación, haciéndose depender la eficacia del propio contrato o la eficacia 
de ciertas cláusulas, del cumplimiento de determinadas circunstancias. Tales cir-
cunstancias son las siguientes: 
a) La eficacia general del contrato de venta se hará depender de la efectiva con-
cesión del crédito (art. 6-2°). 
b) Si alguna cláusula o pacto obliga al comprador a un pago al contado o a otras 
fórmulas de pago si no se obtiene el crédito de financiación previsto (art. 6-3°, ap. 
1 °), se producirá la nulidad de las mismas. 
e) Si en alguna de las cláusulas del contrato el vendedor exigiese que el crédito 
de financiación únicamente fuese otorgado por un determinado concedente, ésta se 
tendría por no puesta (art. 6-3, ap. 2°). 
El art. 14, párr. 2° de la LCC amplia y matiza los supuestos anteriores, exten-
diendo la ineficacia del contrato de venta al contrato de financiación cuando concu-
rran las circunstancias previstss en los párrafos a), b) y e) del art. 15-1 o de la LCC, 
en cuyo caso se producirán los efectos previstos en el art. 9 de la misma Ley (esta-
bleciendo un detallado sistema de liquidaciones, que se aplicará igualmente cuando 
cuando proceda la resolución del contrato de adquisición). Y, finalmente, el párr. 3° 
del mismo precepto exige que conste de forma obligatoria, mediante documento, la 
acreditación de la identidad del proveedor de los bienes o servicios objeto del con-
26 Al igual que hemos hecho en la nota anterior respecto de la forma, la eficacia del contrato 
a la que se alude directamente en la Ley, en sus párrafos 2° y 3° (art. 6), también debe ser objeto de mati-
zación. En principio, el consentimiento actúa como factor desencadenante de la eficacia del contrato, sin 
embargo, esa dualidad consentimiento (perfección)-eficacia no siempre es cierta, puesto que ésta última 
no siempre se sigue de manera inmediata del hecho de la perfección, ya que una vez perfeccionado el con-
trato, el comienzo de la produción de efectos puede quedar supeditado al cumplimiento de determinados 
presupuestos previos, en función de la propia voluntad de las partes o de una exigencia legal. Tal es el caso 
del párr. 2°, que subordina la producción de dichos efectos a una condición: la obtención del crédito de 
financiación (vid. sobre este tema LALAGUNA: «Sobre la perfección ... », cit., págs. 1071 y ss.). 
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trato de consumo y la del concedente del contrato de crédito, de forma que cada uno 
de ellos aparezca ante el consumidor como sujeto de las operaciones relacionadas 
con los respectivos contratos de los que es parte (sin perjuicio de lo establecido en el 
art. 15 LCC). Por otro lado, al consumidor, en el precepto in fine, se le concede la 
opción de no concertar el contrato de crédito realizando el pago en la forma que 
acuerde con el proveedor del contrato de consumo. 
En definitiva, el art. 6 párrafos 2° y 3° de la LVPBM ha de concectarse, en todo 
caso, con los preceptos mencionados de la LCC, siempre que exista una vinculación 
entre el contrato de adquisición de bienes o servicios y el contrato de financiación de 
los mismos. Es decir: 
a) Se condiciona la eficacia del contrato de venta a plazos a la obtención del cré-
dito de financiación, cuando se establezca expresamente que tal operación incluya la 
obtención de dicho crédito. Se sancionará con la nulidad el pacto por el cual se obli-
gue al comprador al pago al contado a otras fórmulas de pago, para el supuesto de 
que no se obtenga el crédito de financiación previsto (arts. 6-2° y 3° de la LVPBM y 
14-1° de la LCC). 
b) Como consecuencia de tal vinculación el art. 15 de la LCC permite al compra-
dor o adquirente el ejercicio de los derechos que le correspondan tanto frente al pro-
veedor de los bienes y servicios adquiridos mediante el contrato de crédito como fren-
te al empresario que hubiera concedido el crédito, siempre que concurran «todos» los 
requisitos que el citado precepto prevé. Solución legislativa en favor del comprador-
consumidor que se justifica plenamente por la aparente debilidad de éste frente a la 
otra parte de la relación jurídica, en principio más fuerte por estar integrada por el pro-
veedor de los bienes o servicios y el empresario concedente del crédito. 
4.2.- Contenido «obligatorio» del contrato de venta 
El contenido de un contrato es todo el entramado de decisiones adoptadas por las 
partes que establecen las reglas de conducta y la regulación de los intereses adecua-
do a las necesidades y deseos de las partes, y que éstas amparan y confirman 27; o 
como decía el profesor DE CASTRO 2s, la «médula» del contrato. 
Por ello, quizás, el art. 7 de la LVPBM se ha querido referir expresamente a esta 
cuestión, si bien con la peculiaridad de combinar el aspecto dispositivo, propio y 
27 En estos términos REVERTE NAVARRO, A.: Comentarios al Código Civil y 
Compilaciones forales (Dir. ALBALADEJO), T.XVII, vol1°-A (art. 1255), págs. 100 y ss. 
28 Cfr. DE CASTRO, F.: El negocio jurídico. Madrid 1963, págs. 31-32. 
194 
característico de nuestro sistema contractual, con el aspecto imperativo que se refle-
ja en una enumeración de «circunstancias» (en palabras del propio texto) que con 
carácter obligatorio se ha de contener en los contratos sujetos a esta Ley. 
El primero, el aspecto dispositivo resulta del principio general recogido en el art. 
1255 del CC y que en materia de contratos rige en nuestro ordenamiento jurídico, es 
decir, el principio de libertad contractual o autonomía de la voluntad; pues como dice 
ALBALADEJO 29 con relación a esta terminología: «la noción de autonomía privada 
incluye, como una de sus manifestaciones más genuina, la libertad contractual. La 
noción, más específica, de libertad contractual presupone la de autonomía privada» 30. 
De hecho, la redacción del art. 1255 coincide en parte con la del art. 7 de la Ley ab 
initio (cuando utiliza la frase «Los contratos sometidos a la presente Ley, además de 
los pactos y claúsulas que las partes libremente estipulen ... »), lo cual aleja toda inter-
pretación en otro sentido. 
Sin embargo, no podemos dejar de mencionar una circunstancia que también 
habremos de tener presente y que viene a ensombrecer el aludido carácter dispositi-
vo del contenido del contrato, cual es el hecho de que tales pactos y claúsulas, en vir-
tud sobre todo de los sujetos que intervienen (vendedores-empresas y compradores-
consumidores-usuarios), se engloban dentro de las llamadas «claúsulas o condicio-
nes generales de la contratación» 31• Claúsulas que, hasta hace bien poco, implicaban 
su sometimiento a la LGDCU, y cuyo art. 10-2° definía (de modo también muy seme-
jante al art. 1255 del Código Civil) de la siguiente manera: <<A los efectos de esta Ley, 
se entiende por claúsula, condiciones o estipulaciones de carácter general, el con-
junto de las redactadas previa y unilateralmente por una empresa a grupo de empre-
sas para aplicarlas a todos los contratos que aquella o ésta celebren, y cuya aplica-
29 Cfr. ALBALADEJO, M.: Derecho Civil, 11-1°. Barcelona 1989, pág. 391. 
30 Veáse para un estudio detallado de este tema, así como la bibliografía más relevante, en 
REVERTE NAVARRO: Comentarios al Código ... , cit., págs. 100 y ss. 
31 Según afirma REVERTE NAVARRO: Comentarios al Código ... , cit., págs. 162 y ss., la 
intervención de consumidores y usuarios, como es el caso, hace que hablemos de un «contenido predis-
puesto» (arts. 55-1° y 53-3° de la Constitución), es decir, de condiciones generales de la contratación; ello 
hace que se genere una peculiar relación jurídica entre consumidor-usuario y el empresario o comercio, 
siempre que las partes intervinientes se sumerjan en los conceptos legales que les atribuyen tal posición 
en una relación jurídica (art. 1-2° de la LGDCU, y actual art. 1 de la LCC que también realiza una defini-
ción en este sentido -el último añadido es nuestro-) que por su real y aparente desigualdad ha configura-
do toda una legislación proteccionista. Sigue añadiendo el autor (págs. 17 5-17 6) que se trata de claúsulas 
que vienen impuestas al cliente, consumidor o usuario por una empresa, y que deseando obtener el bien o 
servicio, vendrá abocado a concluir el contrato sin entrar a discutir sobre el contenido del mismo. Le vie-
nen dadas a una de las partes las reglas de comportamiento contractual, contenido del contrato, modaliza-
ción de sus efectos, etc. 
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ción no puede evitar el consumidor o usuario, siempre que quiera obtener el bien o 
servicio de que se trate». Estipulaciones, cláusulas o pactos de carácter «general» 
que habían de conjugarse con las que tuviesen, en su caso, carácter «particular» y que 
el art. 10-2° in fine de la misma Ley declaraba prevalentes si eran más beneficiosas 
para el comsumidor (precepto que se completaba con el art. 8-2° de la Ley que 
igualmente declaraba tal prevalencia cuando éstas clásulas formaban parte del conte-
nido de la oferta, promoción o publicidad). 
Actualmente, la vigencia de la reciente LCGC de 1998 viene a modificar el marco 
jurídico preexistente de protección al consumidor, que hasta ahora quedaba engloba-
do en la LGDCU de 1984, la cual queda modificada en los términos de la Disposición 
Adicional 1 a de la nueva Ley, que subraya con especial énfasis la diferencia entre las 
claúsulas abusivas y las condiciones generales de la contratación. Así, la nueva Ley 
define las condiciones generales de la contratación en su art. 1-1° como: « ... las cla-
úsulas predispuestas cuya incorporación al contrato sean impuesta por una de las 
partes, con independencia de la autoría material de las mismas, de su apariencia 
externa, de su extensión y de cualesquiera otras circunstancias, habiendo sido redac-
tadas con la finalidad de ser incorporadas a una pluralidad de contratos». Única-
mente añadir -y dado que nuestro trabajo no abarca el estudio de esta nueva norma-
que la misma será de aplicación a los contratos sometidos a la LVPBM en tanto que 
el contenido de éstos incluyan condiciones generales de la contratación y las partes 
que lo otorgan, en principio, también queden sometidas al ámbito subjetivo de la Ley 
( art. 2 de la LCGC). 
El segundo aspecto, de evidente carácter imperativo, resulta claramente excep-
cional, máxime a la vista de la regulación general de los contratos de compraventa en 
el Código Civil. Es lo que se ha venido denominando como contenido «mínimo» 
obligatorio, y que aparece recogido con carácter taxativo en la propia LVPBM (art. 
7), la cual recoge hasta 14 circunstancias (incluso si tenemos en cuenta lo dispuesto 
en el art. 6-3° de la LCC, éstas podrían ampliarse por vía reglamentaria), de las cua-
les, la mayoría de ellas guardan cierta similitud con el anterior art. 6 de la Ley de 
1965 (y con el art. 6-2° de la LCC 32), si bien conviene poner de manifiesto las dife-
rencias en cuanto a los supuestos recogidos: 
32 Dicha similitud en este supuesto es, sin embargo, una similitud relativa, porque: a) el art. 6-
20 de la LCC no contiene la parte dispositiva que sí se expresa en la LVPBM, la cual deja a la voluntad de 
las partes la redacción de una parte del contenido del contrato (en el mismo sentido que el art. 1255 CC) 
pero siempre respetando la otra parte del contrato, de contenido mínimo obligatorio. b) El art. 6-2° de la 
LCC utiliza la expresión « ... además de las condiciones esenciales del contrato ... », la cual no se contiene en 
la LVPBM. Esta expresión nos resulta ciertamente desafortunada, pues no parece que con la misma se esté 
haciendo referencia a los requisitos esenciales de los contratos (art. 1261 del CC); más bien habría de enten-
derse que el legislador ha querido aludir a los «datos esenciales» del contrato, tales como identificación de 
las partes, tipo de las operaciones, plazo, etc. (en este sentido ROCA GUILLAMÓN: «Los contratos ... >>, 
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a) El apartado 1 o no sufre alteración alguna, y alude al lugar y fecha del contra-
to. Sí se modifica y se muestra con más amplitud el párr. 2° al incluir, además de los 
datos personales de las partes intervinientes (que era el único contenido de la antigua 
circunstancia 23 ), los datos personales del financiador, así como los datos de identi-
ficación fiscal de todos los intervinientes. 
b) El apartado 3°, relativo a la descripción del objeto, permanece de forma idén-
tica; en cambio, el párr. 4°, relativo al pago del precio, contiene una importante dife-
rencia con la regulación anterior al establecer el desembolso inicial con carácter 
potestativo (cuando anteriormente el desembolso inicial era una circunstancia esen-
cial del contrato determinante de su perfección); a la vez que aglutina en un sólo pre-
cepto lo que antes se contenía en los apartados 4°, so y 6° (Ley de 196S). 
e) Los apartados so a 8° introducen importantes novedades (a diferencia de la 
regulación contenida en los anteriores apartados 7o a 1 0°), cuando se trate de una ope-
ración sometida al pago de intereses (fijo o variable). Entre otras figuran: la determi-
nación y descripción de las operaciones con interés (ap. so y 6°, y art. 6-2° b) de la 
LCC); la indicación de la «tasa anual equivalente» (ap. 7°) que aparece recogida tam-
bién por el art. 6-2° a) de la LCC como contenido obligatorio de los contratos suje-
tos a dicha Ley, y asímismo definida en el art. 8 de la misma Ley; y el concepto de 
«coste total del crédito» y los elementos que lo componen (ap. 8°, y art. 6-2° e) de la 
LCC, que añade algunos elementos más -seguro de amortización del crédito por 
fallecimiento, invalidez, enfermedad o desempleo del titular, en su caso-), a su vez 
definido en el art. 18 de la LCC 33, y con posibilidad de su modificación en virtud de 
lo establecido en el art. 8 de esta misma Ley). Por lo demás, queda suprimida, de 
forma novedosa, toda referencia a los «recargos» u otras circunstancias de la misma 
índole recogidas en la Ley anterior (ap. 8° y 14°). Con ello se persigue cumplir una 
cit., pág. 160). e) En lo que sí parecen coincidir ambas normas es en calificar como «contenido obligato-
rio» (la LCC dice « ... el documento contendrá necesariamente ... », mientras que la LVPBM dice « ... con-
tendrá con carácter obligatorio ... ») a una serie de circunstancias, algunas coincidentes, que cada una de 
estas leyes enumera taxativamente, siendo más extensa la enumeración que realiza la LVPBM. 
33 Art. 18 de la Ley de Crédito al Consumo: 
«a) Se entenderá que el coste total del crédito comprende los intereses y todos los demás gas-
tos y cargas que el consumidor esté obligado a pagar para el crédito, incluidos los de seguros de amor-
tización del crédito por fallecimiento, invalidez, enfermedad o desempleo del titular, que sean exigidos 
por el empresario para la concesión del mismo. 
b) Se entenderá por tasa anual equivalente el coste total del crédito, expresado en un porcen-
taje anual sobre la cuantía del crédito concedido. 
La tasa anual equivalente igualará, sobre una base anual, el valor actual de todos los com-
promisos (créditos, reembolsos y gastos) existentes o futuros asumidos por el empresario y por el con-
sumidor, y se calculará de acuerdo con la fórmula matemática que se expresa en el anexo». 
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finalidad muy concreta: que no se produzcan efectos perturbadores en el consumidor 
estableciendo índices de diferente naturaleza, quedando como punto de referencia 
más adecuado el de los tipos de interés 34. 
Estas tres circunstancias (tasa anual equivalente, coste total del crédito y tipo de 
interés) además de su constancia obligatoria en el contenido del contrato debe tam-
bién ponerse de manifiesto en la publicidad sobre las ofertas de crédito (art. 13 de la 
LVPBM y art. 17 de la LCC). 
d) Por último, los apartados 12°, 13° y 14° son de nueva redacción. De éstos 
adquiere especial trascendencia la facultad de desistimiento regulada de forma espe-
cífica en el art. 9 de la Ley (antiguo art. 8°) con una amplitud de la que carecía la Ley 
anterior, y que analizamos más adelante. 
Podemos decir que la LVPBM en este precepto contiene una enumeración decir-
cunstancias obligatorias ciertamente exhaustiva, en tanto que la LCC ha querido 
dotar de este carácter únicamente a aquellas que considera de especial relevancia: a) 
la tasa anual equivalente que constituye la pieza central del sistema de información 
y protección de los consumidores; b) el importe, número y periodicidad de los apgos 
a realizar por el consumidor para reembolsar el crédito, el pago del interés y demás 
gastos; e) los elementos que componen el coste total del crédito. 
Por último, el art. 8 (antiguo art. 7) consituye una norma sancionadora del art. 7 
y es el que se encarga de establecer el régimen de penalizaciones por omisión o 
expresión inexacta de tales claúsulas obligatorias 3s consistente en la reducción o 
modulación de obligaciones y no exigibilidad de los pagos o gastos en las condicio-
nes iniciales, y en función del tipo de cláusula afectada de entre las mencionadas en 
el artículo anterior y de las circunstancias en que tal omisión o expresión inexacta se 
haya producido. Se ha establecido, pues, un sistema de sanciones de tipo económico 
34 No obstante, algún vestigio ha quedado de la referencia al «recargo>> a la vista del art. 11 de 
la nueva Ley relativa a la facultad moderadora de Jueces y Tribunales, en su párr. 1°: « ... podrán señalar 
nuevos plazos o alterar los convenidos, determinando, en su caso, el recargo en el precio por los nuevos 
aplazamientos de pago», que únicamente se explicaría por la repetición casi exacta que el legislador de la 
Ley de 1998 ha hecho de la Ley de 1965, con relación a muchos de sus preceptos. 
35 El art. 7 de la LCC establece asímismo el sistema de penalizaciones para el supuesto de que 
se produzca el incumplimiento de alguno de los supuestos del art. 6°, pero utilizando una terminología algo 
diferente a la de la LVPBM, bajo la expresión «Penalizaciones por falta de forma y por omisión de cláu-
sulas obligatorias», pero que igualmente acoge un sistema de reducciones y modulaciones de la obligación 
de pagar intereses o del pago del propio crédito. Únicamente destacar un dato diferenciador: el art. 7 LCC 
impone expresamente la sanción de nulidad por incumplimiento de la forma escrita mientras que la 
LVPBM no menciona dicha sanción, simplemente la omite. 
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que lleva a la aplicación imperativa de la ley, alejando la sombra de otro tipo de san-
ciones, en especial de aquellas que pudieran llevar aparejada la nulidad del contrato. 
4. 3. Cláusulas ineficaces 
El art. 14 de la Ley se ha redactado en términos idénticos al art. 18 de la Ley 
de1965, y de forma similar al art. 3 de la LCC. Es la norma que completa y cierra el 
régimen general de eficacia regulado por el art. 6. A tal efecto, se sanciona con la ine-
ficacia o nulidad parcial (el precepto dice «Se tendrán por no puestas ... ») a aquellas 
claúsulas, pactos o condiciones que aún incorporadas al contrato sean contrarias a los 
preceptos de la propia Ley o se dirijan a eludir su cumplimiento 36. 
Sin embargo, tampoco podemos obviar que la nueva LCGC va a dejar sentir su 
influencia sobre tal precepto, siempre que en estos contratos se incluyan condiciones 
generales de la contratación para lo cual habrá de tener en cuenta fundamentalmente 
sus arts. 6 (reglas de interpretación), 7, 8, 9 y 10 (sobre no incorporación y nulidad 
de condiciones generales), pero en lo que de momento no podemos entrar. 
4.4. La facultad de desistimiento del comprador 
La nueva Ley dedica a este tema una gran extensión, y a la vista está el art. 9 que 
regula expresamente la facultad de desistimiento del comprador (a la vez que le da 
título al precepto), y las importantes diferencias respecto a la regulación anterior (art. 
8). Diferencias que sintetizamos en las siguientes: 
a) La facultad de desistimiento por el comprador ve ampliado el plazo para su 
ejercicio de tres a siete días 37, siempre y cuando se cumplan «todos» los requisitos 
legalmente exigidos. En este sentido, el precepto en su párrafo 1 o apartados a) y b )-
1, coincide exactamente con el contenido del antiguo art. 8, excepto en el dato aña-
dido de que el comprador ha de comunicar su desistimiento no sólo al vendedor sino 
también al financiador, en su caso, cuando el anterior precepto sólo se refería al ven-
dedor. Los apartados e) y d) del párr. 1°, relativos al derecho del vendedor a ser 
indemnizado por la eventual depreciación del bien, y la obligación del comprador de 
reintegrar el préstamo en el supuesto del art. 4-3°, son de nueva redacción. 
36 Como dice BERCOVITZ: Comentarios ... , cit., pág. 252, citando a BALDO, «Toda claúsu-
la que determine una alteración de dicho equilibrio de intereses debe ser considerada como inexistente de 
acuerdo con el precepto ( art. 18 antiguo)». 
37 Este plazo de siete días coincide con el que establece la LOCM en su art. 10-2°, que igual-
mente recoge el derecho de desistimiento del comprador a propósito de la oferta comercial en general; y 
asimismo el art. 44-1 o en el caso de ventas a distancia. 
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b) El párr. 2° también es de nueva redacción, introduciendo como importante 
novedad la facultad de desistimiento, configurado como un derecho de carácter irre-
nunciable, aún cuando no conste expresamente en el contrato. No es preciso, pues, 
que se pacte expresamente para que el comprador tenga derecho a ejercitarlo, como 
ocurría con antrioridad (art. 8: «Si se hubiera pactado ... ») que sí debía formar parte 
del contrato para proceder a su ejercicio. 
e) El párr. 3o 38 (que sustituye al antiguo art. 10 con algunas variaciones) conce-
de al comprador la posibilidad de realizar el pago o reembolso anticipado del precio 
pendiente, total o parcialmente; lo que sin duda modaliza el régimen general esta-
blecido en los arts. 1125 y 1127 del Código Civil, según los cuales el acreedor no 
queda obligado al pago anticipado. Solución jurídica que se explicaría por la pre-
ponderancia que esta Ley dispensa a la protección al consumidor. Las principales 
diferencias respecto a la regulación anterior en esta cuestión son: 
Primero, el precepto actual permite, una vez trascurrido el plazo para el ejercicio 
de la facultad de desistimiento, que el comprador pueda «en cualquier momento de 
vigencia del contrato» realizar el pago anticipado del precio pendiente, total o par-
cialmente (el anterior art. 1 O permitía dicho pago anticipado en un momento muy 
concreto: al vencimiento de cualquiera de los plazos, y con relación a la parte del pre-
cio pendiente); si bien con una salvedad: si es parcial, no podrá ser inferior al 20% 
del precio, salvo pacto (matización que no se recogía en la Ley anterior). 
Y, segundo, al comprador se le concede una reducción cuantitativa en el pago de 
intereses, no quedando obligado al pago de intereses no devengados por el hecho del 
pago anticipado, excepto si se hubiese pactado compensación. Si, por el contrario, se 
pacta una compensación, ésta opera con unos límites máximos: no podrá exceder del 
1,5% en los contratos bajo interés variable y del3% en los de interés fijo 39. En con-
secuencia, el legislador parece que ha querido evitar todo signo de enriquecimiento 
3 8 Redactado de forma muy similar al art. 1 O de la LCC, aunque con algunas diferencias, como 
las de utilizar la expresión «reembolso» en vez de «pago», o la no utilización de los términos «interés 
variable» o «interés fijo» que sustituye por los de contratos «con» o «sin» modificación del coste del cré-
dito. Sí coinciden ambas en señalar como compensación por el reembolso o el pago anticipado los mis-
mos porcentajes: ell,5 y el3%, respectivamente. Y lo que no se recoge, en la LCC, es la limitación del 
20% con carácter mínimo para los pagos parciales anticipados, salvo pacto. 
39 La diferencia entre estos porcentajes en la reducción de intereses tiene su justificación en 
los distintos perjuicios que se puedan ocasionar a la entidad financiadora. Así, en los créditos a interés 
variable el daño es menor porque el interés pagado por el consumidor se modula con arreglo a la evoul-
ción real del mercado; por el contrario, en los créditos a interés fijo no se producen variaciones, generan-
do a la entidad mayor seguridad tanto en la rentabilidad que producirá la operación como en su posible 
movilización (cfr. ANDREU MARTÍ: El cliente ... , cit., pág. 168). 
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injusto por el vendedor o prestamista, que de hecho se produciría si el comprador 
tuviese que reembolsar la totalidad de los intereses del precio aplazado. Y éste pare-
ce ser el principal motivo que ha llevado a la desaparición de los gastos y recargos 
que el anterior art. 10, apartados ¡o y 2° le atribuía al comprador. 
d) La única excepción que cabe oponer a dicha facultad es la establecida en el 
párr. 4°: cuando la adquisición aplazada por el comprador tiene por objeto vehículos 
de motor susceptibles de matriculación, en cuyo caso, la facultad de desistimiento 
puede ser objeto de exclusión, si existe pacto al respecto, e incluso se apunta la posi-
bilidad de que dicha facultad se modalice de forma distinta a lo que se prevé para la 
misma con carácter general en la Ley. 
4.5. El incumplimiento por el comprador 
El art. 1 O de la Ley es el que básicamente proporciona al vendedor los derechos 
(sin olvidar que también se le reconocen garantías, y que veremos más adelante) que 
le son reconocidos por su posición jurídica en el contrato (y, en su caso, igualmente 
al prestamista). El párr. 1 o contempla expresamente este supuesto, regulando la doble 
posibilidad para el vendedor de exigir el pago de todos los plazos pendientes o bien 
optar por la resolución del contrato ante el incumplimiento por mora del comprador 
de dos plazos o del último de ellos 40. Dicho párrafo aparece redactado en casi los 
mismos términos que el anterior art. 11, respecto del que se ha variado únicamente 
la redacción del párr. 2°, apartado 2° (consecuencia de la anterior obligatoriedad del 
desembolso inicial), a la vez que se ha suprimido el párr. 4o (referido a las acciones 
de resarcimiento), que actualmente ya no se recoge. 
Cuando el vendedor opte por la resolución del contrato, ante el incumplimiento 
por el comprador de sus obligaciones contractuales, la actual Ley sigue manteniendo 
la concesión de deducciones o indemnizaciones a favor de éste (o del prestamista, en 
su caso, y cuya referencia a él no se contenía en la redacción anterior que se cir-
cunscribía únicamente a la figura del vendedor) de forma precisa y concreta, ni más 
ni menos. En este sentido la redacción del precepto marcando el cuantum no deja 
lugar a dudas (apartados a) y b) del párr. 1 °). Hay que destacar en esta sede que la 
40 Vid. MARTÍNEZ DE AGUIRRE: Las ventas ... , cit., págs. 86 y ss. y las conexiones que se 
pueden derivar entre este precepto y el art. 1124 del Código Civil. 
Añadir además que el retraso por incumplimiento a efectos del art. 1 O de la Ley hay que diferen-
ciarlo del mero retraso en el cumplimiento -cualquier vencimiento del plazo que quede impagado-. El pre-
cepto no viene referido al mero retraso en el cumplimiento sino al incumplimiento efectivo, el cual se 
entiende que tiene lugar cuando se produce el impago de dos plazos o del último de ellos, sin necesidad 
de ningún otro requisito (vid. en este tema CRISTOBAL MONTÉS: La mora del deudor en los contratos 
bilaterales. Madrid 1984, págs. 61 y ss.). 
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actual redacción de dicho párrafo, en el ap. b ), es prácticamente idéntica a la anterior, 
con un importante añadido: «Cuando no exista el desembolso inicial, o éste sea supe-
rior a la quinta parte del precio de venta al contado, la deducción se reducirá a esta 
última»; lo cual no es sino la consecuencia lógica de la no obligatoriedad del desem-
bolso inicial. 
El párr. 2° contempla, por otra parte, los derechos para el tercero que haya finan-
ciado la adquisición de los bienes muebles en los términos del art. 4 de la presente 
Ley ante la falta de pago de dos plazos o del último de ellos por el comprador, con-
sistente en el abono de la totalidad de los plazos pendientes, sin perjuicio del ejerci-
cio de sus derechos como cesionario del vendedor y de lo preceptuado en el art. 11 
de la Ley. 
El art. 9 de la LCC establece, en tales casos, un sistema de liquidaciones similar, 
haciendólo extensivo no sólo a los supuestos de resolución del contrato de adquisi-
ción o financiación, sino también a los supuestos de ineficacia del contrato respecti-
vo. Tal sistema consiste en la restitución recíproca de las prestaciones realizadas con 
la finalidad de evitar supuestos de enriquecimiento injusto y desequilibrios patrimo-
niales. N o obstante, se reconoce el derecho a practicar las deducciones previstas al 
empresario o prestamista al que no pueda imputársele la nulidad del contrato (mati-
zación que no realiza el art. 10-1 o de la LVPBM, en tanto que reconoce esas deduc-
ciones al vendedor o prestamista sin más, por el hecho de la resolución del contrato). 
Este precepto se completa con el art. 11 de la LCC que regula la cesión a un tercero 
de los derechos del concedente de un crédito; en cuyo caso, el consumidor (o com-
prador) podrá oponer contra el tercero las mismas excepciones que le hubieran 
correspondido contra el acreedor originario, inclusive, si procede, la compensación 
conforme al art. 1198 del ce. 
4. 6. Competencia y función judicial 
La competencia judicial territorial que se prevé en el actual 12 ha diferido dia-
metralmente del anterior art. 14. El art. 12 ha sido redactado de forma más precisa, 
concreta y acertada al establecer la competencia y conocimiento de los litigios rela-
tivos a los contratos regulados en esta Ley de los Jueces y Tribunales del domicilio 
del «demandado», cuando anteriormente se señalaba el domicilio del «comprador». 
Este precepto, no obstante, puede entrar en conflicto con el art. 4 de la LCC que 
establece como Juez competente el del domicilio del «consumidor». Esta contradic-
ción normativa, en principio, quedaría solventada mediante la aplicación preferente 
de la LCC (art. 4), siempre y cuando el demandado sea el consumidor, por el princi-
pio de protección que a éste se le dispensa en toda la legislacion sobre consumo; no 
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solucionándose el supuesto de que el demandado sea el vendedor. Pero es más, tam-
bién entra en contradicción con el art. 9-3° de la LCGC que establece como Juez 
competente el del domicilio del «demandante». 
En este sentido, hay que hacer notar que el último párrafo del precepto (art. 12 de 
la LVPBM): « ... siendo nulo cualquier pacto en contrario», que también existía en la 
regulación anterior, lo que hace es cerrar la posibilidad de estipular la sumisión 
expresa prevista en el art. 57 de la LEC. Y, por consiguiente, cuando se trate de con-
tratos sometidos a la LVPBM parece que será de aplicación lo previsto en esta norma 
frente a las otras dos anteriores, dado su evidente carácter imperativo y la especifici-
dad de su materia frente a la regulación más general de las otras normas. 
En razón de esa competencia judicial, serán los Jueces y Tribunales del domici-
lio del demandado los que asuman las facultades que le atribuye el art. 11. Por un 
lado, en el párr. 1 o se establece la facultad de señalar nuevos plazos o alterar los ya 
convenidos así como los recargos en el precio por dichos aplazamientos en determi-
nados casos (en una redacción idéntica al antiguo art. 13); y por otro lado, el párr. 2, 
señala la facultad moderadora de las claúsulas penales pactadas en caso de pago anti-
cipado o incumplimiento del comprador (precepto que no aparecía en la redacción 
anterior). Dichas facultades, no obstante, son de ejercicio restringido, al establecerse 
en el precepto su carácter «excepcional» y sólo por «causas justificadas apreciadas 
discrecionalmente» (el precepto ejemplifica como tales causas las desgracias fami-
liares, el paro, los accidentes de trabajo, una larga enfermedad y otros infortunios), 
con un contenido, por otro lado, muy similar al del art. 1124-3° del Código Civil. 
4. 7. La publicidad en el «precio» de los bienes objeto de esta Ley 
El art. 13 de la Ley 2811998 ha venido a sustituir al anterior art. 15, y si bien el 
precepto ab initio es semejante («La publicidad relativa al precio de los bienes ofre-
cidos en venta a plazos deberá expresar el precio de adquisición al contado y el pre-
cio total a plazos .... »), el resto carece de tal semejanza. 
Actualmente, el párr. 1 o establece de forma precisa que el contenido de dicha 
publicidad debe expresar, si se ha estipulado un tipo de interés variable, el precio esti-
mado total según el tipo vigente al momento de la celebración del contrato. Es ésta 
una obligación informativa de carácter precontractual 41 que asume el vendedor o 
41 Esta función informativa en período precontractual obliga al vendedor o empresario no sólo 
a establecer un contenido mínimo de la publicidad que se realice, sino que además la oferta realizada le 
obliga a la realización del contrato que posteriormente se realice individualmente con arreglo a ese conte-
nido mínimo (arts. 17 y 18 de la LCC). Vid. sobre esta cuestión y colaterales ANDREU MARTÍ, M.M.: 
El cliente bancario. Madrid 1998, págs. 156 y ss. 
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empresario que fija su oferta en locales comerciales, y únicamente referida a la infor-
mación sobre el precio; se obvia toda referencia a otras circunstancias del contrato. 
El párr. 2°, que no hace sino reproducir el tenor casi literal del art. 17 de la LCC, 
se refiere a un supuesto muy concreto: la publicidad, anuncios y ofertas exhibidos en 
locales comerciales cuando ofrezcan un crédito o la intermediación para la celebra-
ción de un contrato sujeto a esta Ley. En este caso la ley establece de forma obligato-
ria ( bajo la expresión « ... deberá, en todo caso ... ») que se indique el tipo de interés 42 
y la tasa anual equivalente, y ello mediante un ejemplo representativo. Conceptos 
ambos que la Ley de 1995 define en su art. 18. 
Estos preceptos se conectarán con las normas respectivas de la LOCM cuando 
haya que informar de las actividades de promoción de ventas (si éstas son a plazos) 
mediante anuncios (arts. 19, 20, 29, entre otros), y con la Disposición Adicional 1 a 
de la LCGC que modifica el art. 10-1° de la LGDCU, y que se refiere a los requisi-
tos (art. 10-1° a), b) y e)) que deben cumplir «Las claúsulas, condiciones y estipula-
ciones que se apliquen a la oferta o promoción de productos o servicios, y las claú-
sulas no negociadas individualmente relativas a tales productos o servicios, incluí-
dos los que faciliten las Administraciones públicas y las entidades y empresas de 
ellas dependientes ... ». 
S. El Registro de Venta a Plazos de Bienes Muebles y otras garantías 
5.1. El Registro de Venta a Plazos de Bienes Muebles 
El legislador de la nueva Ley ha pretendido no sólo aproximar el régimen de 
garantías recogido para las ventas a plazos al que se reconoce en el ámbito inmobi-
liario, sino que además ha querido dejar patente la trascendental importancia que ha 
de atribuirse al Registro de Ventas a Plazos de Bienes Muebles, así como a los efec-
tos de los actos que en él se inscriban, con un precepto ciertamente amplio (art. 15 
de la LVPBM). No sólo porque en su párr. 2° transcribe literalmente el art. 38 de la 
Ley Hipotecaria, sino porque además la nueva Ley ha mantenido expresamente en 
vigor la norma que lo regulaba (Orden de 15 de Noviembre de 1982 por la que se 
aprueba la nueva Ordenanza para el Registro de Ventas a Plazos de Bienes Muebles, 
a su vez sustitutoria de la Orden de 8 de Octubre de 1966) en todo lo que no se opon-
ga a la presente Ley (Disposición Derogatoria Única, ap. 4° de dicha Ley); la cual, 
tanto en su Exposición de Motivos como en la Disposición Adicional 3a, destaca y 
pine de relieve que el citado Registro « ... se "integrará" en el futuro Registro de 
42 El art. 17 de la Ley de 1995 indica que puede constar « ... el tipo de interés o cualesquiera 
cifras relacionadas con el coste del crédito ... ». 
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Bienes Muebles, a cargo de los registradores de la Propiedad y Mercantiles, confor-
me disponga su Reglamento» 43. Añadir que si el contrato contiene condiciones gene-
rales de la contratación deberá proceder su inscripción en el Registro que a tal efec-
to regula la LCGC en su art. 11. 
Debemos resaltar que la reciente LVPBM restringe el acceso a dicho Registro, 
permitiéndo la inscripción únicamente de aquellos contratos que tengan por objeto 
bienes muebles identificables, y sólo ellos se beneficiarán de las garantías de su ins-
cripción (principio de especialidad). 
Por último, el legislador ha previsto asimismo una serie de mecanismos con el 
objeto de facilitar al vendedor el cobro de sus créditos como, por ejemplo, ocurre con 
la determinación del tipo de la primera subasta en el precio de venta al contado si, a 
este efecto, las partes no han fijado otro en el contrato. Y, derivada de la inscripción 
registra!, ante cualquier tipo de incumplimiento, los contratos que hayan sido regis-
trados gozan de fuerza ejecutiva, que es un procedimiento mucho más rápido. 
5.2. Otras garantías: Especial referencia a la claúsula de reserva de dominio 
(pactum reservati dominii) 
Las garantías reconocidas en la LVPBM, que desde una visión general de las mis-
mas debemos entenderlas referidas tanto al contenido obligatorio del contrato (en 
concreto el art. 7-1 oo y 11 °) como a la estricta función de garantía y eficacia erga 
omnes en virtud de su inscripción en el Registro (art. 15), se constituyen para asegu-
rar el cumplimiento de las obligaciones nacidas de los contratos de venta a plazos de 
bienes muebles y de los de préstamo destinados a facilitar su adquisición (en expre-
sión del art. 1-1 °). Son fundamentalmente la cláusula de reserva de dominio y la 
prohibición de disponer 44 y, aunque ambas son de diversa naturaleza, producen un 
43 Norma que ha de coordinarse con la Disposición Final 28 de la Ley 19/1989, de 25 de Julio, 
de Reforma parcial y adaptación de la legislación mercantil a las Directivas comunitarias, y que contem-
pla la refundición en un único Registro de la Propiedad Mobiliaria del Registro de Venta de Bienes 
Muebles a Plazos del Libro de Buques y Aeronaves y del registro de Hipoteca Mobiliaria y Prenda sin 
Desplazamiento. 
44 Es normal y habitual que en el mismo contrato concurran ambas garantías aunque la eficacia 
de la reserva de dominio aborbe normalmente a la prohibición de disponer (si a ello añadimos que desde el 
punto de vista procesal también se encuentra en una clara posición de desventaja). Como vamos a detener-
nos brevemente en el pacto de reserva de dominio por su relevancia, respecto de la prohibición de disponer 
señalar únicamente que sus consecuencias, una vez inscrita en el Registro, se dirigen a provocar la nulidad 
de pleno derecho de la disposición realizada por el comprador cuando la contravengan; y con ello la facul-
tad del vendedor para pedir la nulidad del acto o contrato en que se hubiera producido dicha disposición. 
Como corolario a esta situación se produciría el retomo de la cosa vendida al patrimonio del comprador, y 
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efecto idéntico un vez inscritas: desvirtuar la presunción de buena fe del tercero para 
que su derecho no prevalezca sobre el derecho del vendedor o financiador; así como 
consecuencias similares: nulidad de los actos de disposición que la contravengan, 
incluso, si proceden de la autoridad judicial, aunque por medio de instrumentos jurí-
dicos diferentes. Sin embargo, es la reserva de dominio la que constituye la pieza 
angular y toda una institución en este tipo de ventas y por ello hemos querido dete-
nemos, siquiera brevemente, en ella. 
A pesar de su larga y difícil trayectoria tanto doctrinal45 como jurisprudencial46, 
la Ley de 1965 constituyó la primera norma que reconoció de forma expresa la vir-
tualidad de esta claúsula, continuando la nueva Ley con dicho reconocimiento y en 
la misma línea normativa. 
Dado que, actualmente, esta cláusula se ha regulado en los mismos términos que 
la Ley de 1965 (básicamente los arts. 19 y 23, y que la Ley actual de 1998 recoge en 
los arts. 15 y 16-5°), las polémicas doctrinales que en su día se suscitaron acerca de 
su eficacia, naturaleza jurídica o su auténtica función, podemos decir que hoy en día 
mantienen su vigencia. 
Acerca de su naturaleza jurídica existen básicamente dos formulaciones mayori-
tarias. De un lado, la más clásica que asimila al pacto de reserva de dominio con la 
de este modo seguir garantizando al vendedor o financiador bien la devolución del bien (si opta por la reso-
lución), bien las preferencias del art. 16-5° (si opta por el cumplimiento). 
45 Cfr. CANDIL: Pactum reservati dominii. Madrid 1925; OERMANN: «La reserva de domi-
nio en la compraventa (Pactum reservati dominii)~~. RDP/1930; POMPEYO CLARET: «El contrato de 
compraventa con reserva de dominio según la legislación y la jurisprudencia española», RDP/1930; 
BLANCO: «Venta con reserva de dominio», RDP/1947; V ÁZQUEZ RICHART, J.: La compraventa a 
plazos (de los bienes muebles). Madrid 1963, págs. 171 y ss.; BULLÓN, S.: Las ventas a plazos según la 
nueva Ley. Madrid 1966; BERCOVITZ: Las ventas a plazos ... , cit., págs. 127 y ss.; también en La Ley 
sobre venta de bienes ... , cit., pág. 243, y de forma más específica en La claúsula de reserva de dominio. 
Estudio sobre su naturaleza jurídica en la compraventa a plazos de bienes muebles. Madrid 1971, pág. 
17; SOTO NIETO: Derecho vivo ... , cit., págs. 484 y ss.; ZUMALACÁRREGUI: «El Registro de reservas 
de dominio de bienes muebles vendidos a plazo», RCDU1974, págs. 551 y ss.; TORRES LANA: «Notas 
críticas ... », cit., págs. 630 y ss.; EGUSQUIZA BALMASEDA, M.A.: «Sobre el pacto de reserva de domi-
nio (a propósito de la Sentencia de 19 de Mayo de 1989)», RCDU1991, págs. 9 y ss. Más recientemente 
RIVERA FERNÁNDEZ, M.: La posición del comprador en la venta a plazos con pacto de reserva de 
dominio. Valencia 1994. 
46 La jurisprudencia admitió su empleo en el negocio jurídico de compraventa con precio apla-
zado, sobre todo si tenía por objeto bienes de carácter mueble, desde antiguo (SSTS de 16 de Febrero de 
1894,6 de Marzo de 1906, 1 de Diciembre de 1909, 13 de Diciembre de 1911, etc.), considerando que era 
posible y lícita en virtud de la libertad concedida a los contratantes por el art. 1255 del Código Civil. 
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condición suspensiva 47 y, de otro lado, la elaborada posición de BERCOVITZ 48 (res-
tringida al ámbito legal y difícilmente aplicable a los contratos excluídos de la misma 
y no inscritos) por la base legal sobre la que se asienta, es decir, la propia Ley de ven-
tas a plazos y la posición privilegiada que asumen los acreedores preferentes de los 
arts. 1922-2° y 1926-1 o del Código Civil a los que se remite expresamente la actual 
Ley en su art. 16-5° (lo que también hizo la Ley anterior en su art. 19, y en los mis-
mos términos). Esta autor parte de la idea de que la prenda puede cubrir los supues-
tos, contenido y funciones desempeñadas por el pacto de reserva de dominio, y por 
tanto son asimilables (entre otras similitudes estarían el respeto a la prohibición del 
pacto comisorio o la falta de desplazamiento a favor del acreedor-vendedor que aquí 
queda sustituída por la publicidad registra! 49). 
Otro criterio al que se ha acudido, en torno a su naturaleza jurídica es aquél que 
ve en el pacto de reserva de dominio un tipo de condición resolutoria, tomando como 
base el funcionamiento de dicho pacto a propósito de la compraventa de bienes 
inmuebles so; sin embargo las consecuencias que se derivarían de tal afirmación serí-
an las mismas que si no mediase el pacto de reserva de dominio, de ahí la escasa uti-
lidad de este criterio. 
No obstante, la jurisprudencia relativamente reciente, aunque ha resuelto de 
forma diversa, parece decantarse por la primera formulación que atribuye al pacto de 
reserva de dominio la naturaleza propia de la condición suspensiva, fundamentándo-
se en criterios tales como el principio de libertad contractual, la Ley 483 del Fuero 
de Navarra que lo configura de este modo, o el hecho de que dicha cláusula actúa 
47 Postura sostenida por CABANILLAS, P.: «Discurso en Cortes de la Ley de venta de bienes 
muebles a plazos, presentado por el Minsterio de Justicia}}, RCDU1965, págs. 1139 y ss.; y seguido por 
ALONSO PÉREZ: El riesgo en el contrato de compraventa. Madrid 1972, págs. 363 y ss.; TORRES 
LANA: «Notas críticas ... }}, cit., págs. 631 y ss.; MARTÍNEZ DE AGUIRRE: Las ventas a plazos ... , cit., 
págs. 100 y SS. 
48 Vid. BERCOVITZ: «Las ventas a plazos de bienes muebles}}, ADC/1966, págs. 117 y ss.; 
La claúsula de reserva de dominio. Estudios sobre su naturaleza jurídica en las compraventas de bienes 
muebles. Madrid 1971, págs. 46 y ss.; Comentarios a la Ley de Ventas de Bienes Muebles a Plazos. Madrid 
1977; «Comentario a la STS de 11 de Junio de 1983}}, CCJC no 3, págs. 873 y ss.; «Comnetario a la STS 
de 26 de Marzo de 1984», CCJC no 5, págs. 1541 y ss.; «Comentario a la STS de 19 de Mayo de 1989}>, 
CCJC n° 20, págs. 571 y ss.; seguido de cerca por BALDO DEL CASTAÑO: Régimen jurídico ... , cit.; de 
forma implícita SANTOS BRIZ: Derecho de cosas. Madrid 1973, págs. 685 y ss. que, aunque no se pro-
nuncia expresamente, estudia la reserva de dominio como derecho real de prenda y la incluye dentro de 
los derechos de garantía mobiliaria. 
49 Cfr. BERCOVITZ: La claúsula ... , cit., págs. 43 y ss. 
50 Vid. en este sentido CASAS VALLÉS: «La reserva de dominio en la venta de inmuebles}}, 
RJC/1986, págs. 641 y ss.; DÍEZ-PICAZO: Fundamentos de Derecho Civil patrimonial, 11. Madrid 1986, 
págs. 82 y SS. 
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condicionando únicamente la transmisión de la propiedad, no el negocio jurídico 
celebrado. Y así lo puso de relieve la relevante STS de 19 de Mayo de 1989 51 (ale-
jada de la línea jurisprudencia! que se abrió con la STS de 11 de Junio de 1983, 
cuya linea argumental atribuía la propiedad al vendedor en tanto que el comprador 
no cumpliese la condición suspensiva 52), cuyos considerandos resumieron corno 
formulación más adecuada la construcción jurídica del pacto de reserva de domi-
nio como condición suspensiva 53, y que si bien ésta recaía sobre bienes inmuebles, 
pensarnos que no existe inconveniente en predicar la misma solución respecto de 
los bienes muebles, en tanto que el pacto de reserva de dominio cumple un estric-
to papel de garantía. 
51 Sentencia que vino a confirmar lo expuesto en la SAT de Bilbao de 4 de Junio de 1987, al 
criticar lo expuesto en la STS de 11 de Julio de 1983 por la desventaja en que se dejaba al comprador si 
se aceptase la ejecución para los acreedores del vendedor: « .. .la posición del comprador estaría entonces 
a merced no ya del cumplimiento de sus obligaciones, sino de la situación jurídica del vendedor ... y que 
el adquirente con reserva de dominio que cumple con sus obligaciones puede ser privado del bien por ter-
ceros acreedores del vendedor» . 
52 Postura jusrisprudencial que ha sido criticada por BERCOVITZ: CCJC no 3, págs., 873 y 
ss., y que creemos de absoluta justicia; también EGUSQUIZA: «Sobre el pacto ... », cit., pág. 36, al consi-
derar que la consecuencia de la tesis expuesta por el Supremo es que la reserva de dominio únicamente 
desplegaría sus efectos a favor del vendedor, ya que el comprador sujeto a aquella logrará la adquisición 
de la propiedad del bien solamente si lleva a cabo el pago del precio, y no se produce en el ínterin ejecu-
ción alguna del bien, por él detentado, por parte de los acreedores del vendedor. En contra de la postura 
de BERCOVITZ, TORRES LANA: «Notas críticas ... », cit., pág. 634, para quien la cláusula de reserva de 
dominio mantiene la propiedad de la cosa en el vendedor o su cesionario. 
53 Resumiendo y destacando lo más esencial de esta Sentencia, en su considerando 3° se expo-
ne que: « ... se somete a la resolución de esta Sala un mismo y único problema, cual es el de si el compra-
dor de un bien inmueble ... a precio aplazado y con pacto de reserva de dominio, a favor del vendedor hasta 
que quede totalmente pagado el precio, que se halla en posesión del inmueble comprado, por habérselo 
entregado el vendedor y que va cumpliendo exacta y puntualmente su obligación de pago en los respecti-
vos vencimientos de los plazos estipulados, puede ejercitar la acción de tercería de dominio ante un embar-
go trabado, antes del vencimiento de todos los referidos plazos, sobre dicho inmueble por un acreedor del 
vendedor para el cobro, por la vía de apremio, de las deudas que éste tiene contraídas en favor de ese acre-
edor. La solución que corresponde al enunciado problema ... , entendemos que ha de ser afirmativa, y ello 
con base en las siguientes consideraciones: a) la acción de tercería de dominio, que no puede ser identifi-
cada con la reivindicatoria, aunque presenta ciertas analogías con ella, tiene por finalidad principal no ya 
la obtención o recuperación del bien, que generalmente posee el propio tercerista, sino el levantamiento 
del embargo sobre el mismo ... o, lo que es igual, sustraer de un procedimiento de apremio bienes no per-
tenecientes al patrimonio del apremiado ... ; b) aunque carente de regulación legal (salvo las referencias de 
la Ley de ventas a plazos de bienes muebles) el pacto de reserva de dominio ... , viene a constituir simple-
mente ... , una garantía del cobro del precio aplazado, cuyo completo pago actúa a modo de condición sus-
pensiva de la adquisición por el comprador del pleno dominio de la cosa comprada. Durante el período de 
la pendencia de la expresada condición ... , se produce esta doble situación jurídica: por una parte, y desde 
el lado del comprador, éste ... , carece en absoluto de poder de disposición o facultad transmisiva a un ter-
cero, por lo que si, antes de haber completado el pago, dispone voluntariamente de ella o se ve forzado a 
tal transmisión ... , el vendedor con base en el citado pacto de reserva de dominio, podrá ejercitar las accio-
nes procedentes ... , para obtener la recuperación de la cosa ... ; por otra parte, y desde el lado del vendedor, 
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Dejando de un lado estas posiciones doctrinales en torno a su debatida naturale-
za jurídica, no debemos obviar el hecho de que cuando un sujeto realiza un pacto de 
estas características, se pretende alguna finalidad concreta. En realidad lo que persi-
gue no es tanto la satisfacción del crédito en sí como garantizar la posición contrac-
tual. El principio de seguridad del tráfico jurídico exige no sólo la tutela de la posi-
ción del vendedor respecto a los acreedores del comprador sino también la del com-
prador respecto de los acreedores del vendedor 54• Por tanto, la función esencial que 
se quiere conseguir mediante este pacto no es otra que establecer -además de su con-
figuración propia como claúsula de garantía- un cierto equilibrio en las posiciones 
de vendedor y comprador; lo que tras la nueva normativa en esta materia se ha tra-
ducido en un importante incremento de la protección al comprador como consumi-
dor, tal y como estamos viendo a lo largo de este trabajo. 
Una última pregunta (sin que ni mucho menos con ella agotemos este tema) que 
nos puede surgir en este tema es ¿cabe la posibilidad de que garantizar una compra-
venta de bienes muebles no sometidas a la Ley con el pacto de reserva de dominio?. 
En principio parece que no existiría inconveniente alguno el admitir tal posibilidad en 
base al art. 1255 ce, aunque ello no implicaría la atribución de los mismos efectos 
jurídicos que a los contratos sometidos a la Ley. De tal modo que si atendemos al texto 
de la misma, observamos como su actual art. 15 «exige» la inscripción en el Registro 
de Ventas a Plazos de dicho pacto de reserva de dominio, si es que se pretende su opo-
nibilidad frente a terceros, lo cual sólo será posible respecto de aquellos contratos 
sujetos a la Ley, y no lo será respecto de los contratos excluidos de la misma, en los 
que el posible pacto de reserva de dominio únicamente tendrá efectos inter partes 55. 
éste, pese al expresado pactum reservati dominii, carece igualmente de poder de disposición o facultad de 
transmisión de la cosa a un tercero, mientras que el comprador esté dando cumplimiento a la obligación 
del pago aplazado ... , de tal manera que si, durante el expresado período de pendencia de la condición, el 
vendedor dispone voluntariamente de la cosa a favor del tercero o se ve forzado a ello ... , el comprador ... , 
no puede quedar inerme e indefenso ante esa situación a la que es totalmente ajeno ... Ante la situación aquí 
contemplada ... , es evidente que el único medio de que el comprador dispone para la conservación de su 
derecho ... , es el ejercicio de la acción de tercería de dominio para el levantamiento del embargo trabado 
sobre la cosa, la cual no forma parte del patrimonio del vendedor apremiado, al no tener éste, como antes 
se ha dicho, la libre disposición de ella, sin que esto implique desvirtuación alguna del expresado pacto de 
reserva de dominio, el cual solamente podrá desplegar su verdadera efectividad, en cuanto simple garan-
tía que es el pago del precio ... ». 
54 Cuestión íntimamente relacionada con el ejercicio de la tercería de dominio, cuyo mecanis-
mo procesal parece el más adecuado ante el embargo de terceros acreedores y puesto que el fín que per-
sigue es el levantamiento del embargo (La jurisprudencia anterior permitía al vendedor el ejercicio de la 
tercería de dominio con el consiguiente efecto frente a los terceros acreedores de una cláusula que en prin-
cipio sólo afectaba al ámbito interno de la relación contractual). 
55 No obstante, MARTÍNEZ DE AGUIRRE: Las ventas a plazos de bienes muebles. Madrid 
1988, págs. 137 y ss., duda de esta solución a la vista de la Jurisprudencia más antigua (cuando aún no 
estaba vigente la Ley de 1965 y la necesidad de inscripción que ésta imponía para la eficacia erga omnes) 
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6. El procedimiento a seguir en caso de incumplimiento del deudor 
Es el procedimiento a seguir ante el incumpliento del deudor el que más preocu-
pación ha suscitado en el legislador, lo cual tiene su lógica explicación en la propia 
existencia y finalidad de la venta a plazos, cual es la situación de iliquidez del com-
prador en el momento de la adquisición que no permite el pago al contado. 
Preocupación que se manifiesta en la extensión dada al art. 16 mediante un detalla-
do y exhaustivo enunciado 56, y con un contenido muy semejante al anterior art. 19, 
sobre todo en sus párrafos 3°, 4°, SO y 6° (actual párr. 2°) relativo al procedimiento de 
ejecución cuando se produzca el incumplimiento. 
En concreto, el párr. 1 o recoge las consecuencias que el incumplimiento desenca-
dena en el ámbito general del mismo con relación a las obligaciones contractuales 
(ejercicio de acciones declarativas y ejecutivas), para después excepcionar en su 
apartado 2° que la acción ejecutiva sólo procederá cuando se trate de ventas a plazos 
de bienes muebles, debidamente inscritas, y si reunen las formalidades del art. 1429 
de la Ley de Enjuiciamiento Civil 57. 
El párr. 2o recoge el procedimiento de ejecución, que básicamente consiste en una 
subasta notarial (arts. 1872 y ss. de la Ley de Enjuiciamiento Civil) con la peculiaridad, 
respecto a la regulación anterior, de que en el ap. e), n° 2 se dice que: «En la primera 
subasta servirá como tipo el valor fijado a tal efecto por las partes en el contrato». 
que aceptó la eficacia de tales pactos frente a terceros si tal situación entre comprador y vendedor consta-
ba por escrito con fecha anterior a la ejecución, dado que aún no existían los medios de publicidad nece-
sarios. Dicho autor entiende que cabría seguir manteniendo esta posibilidad, a propósito de la STS de 26 
de Marzo de 1984. En contra BERCOVITZ: CCJC No 5, págs. 1545 y ss. 
56 Para MARTÍN BERNAL, J .M.: «Notas apresuradas sobre la Ley 28/1998, de Venta a Plazos 
de Bienes muebles», LA LEY/1998, este precepto es ciertamente desmedido en su redacción literal. 
Añadiendo este autor, respecto al contenido del mismo que, se hace necesario advertir que la determina-
ción exacta de la deuda adquiere especial relevancia a efectos de la ejecución, sobre todo en aras de la pro-
tección del consumidor, pues las leyes que lo protegen nacen con ese designio. 
57 Precepto ciertamente criticable en su redacción si tenemos en cuenta, como dice MARTÍN 
BERNAL: «Notas apresuradas ... », cit., que: « .. .la trascendencia del párrafo va mucho más allá al otorgar 
fuerza ejecutiva, a los efectos del art. 1429 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, a los contratos debida-
mente inscritos en el Registro, pues ... conviene resaltar que el acceso directo a esta oficina pública de 
documentos privados, que precisamente por el acto formal de su inscripción registral adquieren fuerza 
ejecutiva, constituiría una singular excepción al criterio general que viene rigiendo en nuestro Derecho 
en cuya virtud la ejecutividad de un título viene conferida no sólo por su inscripción en un Registro 
Público, sino por la precisa formalización en documento público como establece el art. 1216 de nuestro 
Código Civil, intervenido por fedatario público y dotado en consecuencia de las presunciones de auten-
ticidad y veracidad, y hacen prueba (art. 1218 del Código Civil); y, que precisamente en razón de tal con-
dición accede al Registro». 
210 
Más conflictivo resulta el procedimiento cuando tales bienes se hallaren en poder 
de un tercero. En tal caso se le requerirá para el pago en los términos previstos por el 
precepto, distinguiendo una doble posibilidad: una, si el tercero paga, se subroga en 
el lugar del acreedor satisfecho, aunque « ... si desamparase el bien, se entenderán 
con él todas las diligencias del trámite ejecutorio ya se siga éste ante fedatario públi-
co o en vía judicial, entregándose/e el remanente que pudiera resultar después de 
pagado el actor>>; y, otra, si el poseedor del bien se opone al pago o al desamparo, se 
seguirá lo dicho en la letra d) de este precepto, es decir, el tercero-acreedor podrá ins-
tar del Juez de Primera Instancia competente la ejecución sobre el bien o bienes 
adquiridos a plazos con arreglo a lo dispuesto en la LEC para el juicio ejecutivo, 
salvo las especialidades presentadas en este precepto. 
El párr. 5a actual, en su primer apartado, igualmente aparece redactado en tér-
minos muy similares a los del párr.1 o del anterior art. 19, concediéndosele al acree-
dor la preferencia y prelación de sus créditos, según establecen los arts. 1922-2° y 
1926-1 o del Código Civil. No obstante, tales derechos de prelación y preferencia, 
actualmente, se conceden no sólo a los contratos inscritos en el Registro de venta a 
plazos de bienes muebles (el anterior art. 19, párr. 1 o sólo recogía este supuesto), 
sino también a aquellos créditos nacidos de contratos otorgados en escritura públi-
ca o en póliza intervenida por Corredor de Comercio colegiado. El último apartado 
de este párrafo no ofrece mayor dificultad, y se expresa de forma idéntica a su redac-
ción anterior (art. 19-2°). 
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EL CONSEJO JURÍDICO CONSULTIVO 
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l. INTRODUCCIÓN 
El presente trabajo pretende dar una visión lo más clarificadora posible de la tra-
yectoria de la función consultiva de nuestro país, y en especial el de la Comunidad 
Valenciana. 
Teniendo en cuenta que en la historia de nuestra comunidad no encontramos ante-
cedentes de un órgano de las características del que es objeto de estudio, es necesa-
. rio acudir a la tradición de la figura 6el Consejo de Estado para poder tener un refe-
rente que nos permita enmarcar nuestro Consejo Jurídico Consultivo. 
Por ello en la primera parte del presente trabajo se hace un breve estudio de la 
evolución histórica del Consejo de Estado. Esto nos permite analizar tanto la trayec-
toria política como jurídica de la función consultiva de nuestro país, haciendo espe-
cial hincapié en la etapa constitucional que supuso el pasar de un modelo político 
basado en el centralismo a un modelo autonómico basado en poderes territoriales 
autónomos. Siendo necesario que las instituciones preconstitucionales experimenta-
ran las transformaciones exigidas por el nuevo modelo político 
Es este contexto histórico lo que nos permite analizar toda la polémica suscitada 
en torno al Consejo de Estado. En primer lugar y a tenor de parte de la doctrina, por 
mantener una institución no necesaria en nuestro actual modelo constitucional, en 
segundo lugar la dificultad de ajuste del mismo al actual modelo autonómico y final-
mente la relación competencia! con los consejos consultivos de las Comunidades 
Autónomas. 
La segunda parte del trabajo analiza el propio encuadre de los consejos consulti-
vos autonómicos en sus respectivas organizaciones institucionales. En este caso el 
debate fundamental radica en la forma de incorporación a la estructura organizativa 
de las respectivas CCAA. Parte de la doctrina consideraba que solo los consejos con 
reserva estatutaria absoluta podían tener la consideración de «instituciones de auto-
gobierno», mientras que las que carecían de previsión expresa estatutaria se configu-
raban como parte de la «Administración consultiva». Por el contrario se argumento 
que la falta de previsión no era óbice para la creación dada la competencia de las 
CCAA. para la autoorganización de sus instituciones. 
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Finalmente, una vez despejadas las distintas cuestiones de fondo se procede al 
estudio del Consejo Jurídico Consultivo de la Comunidad Valenciana. Este se encua-
dra desde una perspectiva comparativa con sus homólogos de nombre para poder 
apreciar las similitudes y diferencias y saber que tipo de órgano se ha instaurado en 
nuestra organización institucional, así como un breve, aunque suficiente, estudio del 
texto articulado. 
11. EL CONSEJO DE ESTADO COMO ORGANO CONSULTIVO 
DEL GOBIERNO 
El Consejo de Estado previsto en la Constitución de 1978 tiene muy poco que ver 
con sus precedentes históricos. Tanto en sus orígenes decimonónicos 1 como en su 
trayectoria posterior la influencia de su homólogo francés fue decisiva. La Ley de 1 
de enero de 1845 instaura la nueva institución como «Cuerpo Supremo de la 
Administración del Estado», dotándole de funciones no solo de índole consultiva 
sino también judiciales en el ámbito contencioso-administrativo. La transcendencia 
política que esto representaba en dicha época es indudable dado que a partir de esta 
fecha el ordenamiento administrativo se configura de forma totalmente separada de 
la jurisdicción civil. Si a esto añadimos que esta nueva institución, además de care-
cer de fundamento y naturaleza constitucional, estaba fuertemente vinculada o 
dependiente del Ejecutivo, es indudable que para éste suponía estar en una situación 
de predominio sobre las Cortes y los Tribunales. Naturalmente el Consejo siempre 
provocó el rechazo, ya histórico, de los partidos mas liberales a lo largo de toda su 
trayectoria. 2 
El apogeo de la nueva institución empezó a decaer con la aprobación de la Ley 
Santamaria de Paredes sobre la Jurisdicción Contencioso Administrativa, de 13 
Septiembre de 1888, modificando sus competencias al crearse el Tribunal 
Contencioso Administrativo. Este a pesar de estar integrado en el propio Consejo, 
goza de absoluta independencia y se le dota de funciones propias. Este camino de 
merma competencia! se profundiza con la aprobación de la Ley de 5 de Abril de 1904 
que supuso el traspaso de esta competencia a los Tribunales ordinarios. Durante la 
Segunda República se disolvió el Pleno y la audiencia paso a ser facultativa. Tras la 
guerra civil se restableció teniendo inicialmente competencia en la jurisdicción de 
agravios y en los conflictos de atribuciones entre órganos administrativos y las cues-
tiones de competencia entre la Administración y los Tribunales. 
El Consejo de Estado con las características que le son inherentes tuvo como primer diseño 
el contemplado en la Constitución de Bayona y posteriormente en la de Cádiz, esta con la peculiaridad de 
configurarlo totalmente desvinculado del Gobierno y su Administración. 
2 La consecuencia de este rechazo supuso que cuando los partidos políticos mas liberales 
alcanzaron el poder tanto durante la Primera República, como durante la Segunda República, unas de las 
medidas que tomaron fue proceder a la disolución del Consejo. 
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El momento culminante de la pérdida definitiva del carácter jurisdiccional se pro-
duce con la instauración plena y definitiva de la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa en 1956, como orden judicial ordinario 3. 
La Constitución Española de 1978 diseña un sistema asentado sobre unos pilares 
básicos entre los que se encuentran el principio de unidad judicial y el de plena res-
ponsabilidad del Gobierno en las funciones ejecutivas y reglamentarias no condicio-
nadas a ningún tipo de consultas o dictámenes preceptivos o vinculantes. Por lógica 
se hubiera podido prescindir de esta institución en nuestro sistema democrático dado 
que las funciones que le restan podían ser ya fácilmente cubiertas por otra institución 
como la Dirección General de lo Contencioso del Estado u otro cuerpo de funciona-
rios letrados. 4 En todo caso esta opción no se consideró y los constituyentes optaron 
por mantenerlo, siendo recogido en el art. 107 de nuestra actual Constitución, con 
carácter de «supremo órgano consultivo del Gobierno», con la característica funcional 
de «velar por la Constitución y el resto del ordenamiento jurídico». 
El mandato de velar por la Constitución, supone implícitamente también los prin-
cipios inspiradores de la misma, así nos encontramos con el principio de eficacia 
como mandato en la actuación administrativa (art. 103 CE), que se traduce en la obli-
gación para el Consejo de Estado de optar en caso de diversas opciones de regla-
mentación por aquella que mejor cumple dicho mandato. El mismo criterio surge con 
los principios de oportunidad, bien sea respecto a la globalidad del proyecto consul-
tado o a partes del mismo, y conveniencia, tanto a instancia del órgano competente 
como por la propia naturaleza del proyecto. Queda patente que la actuación del 
Consejo de Estado va mas allá de la esfera de la mera legalidad. 
Respecto al «resto de ordenamiento jurídico», comprende una función de garan-
tía tanto para el interés público como para los derechos de los particulares, que supo-
ne no solo un control de legalidad del contenido de la propuesta, sino también la veri-
ficación del procedimiento seguido y la regularidad del mismo dado que la presencia 
de vicios tanto en un aspecto como en el otro puede ser causa de nulidad de la dis-
posición legislativa o reglamentaria o bien de anulabilidad en caso de un acto admi-
nistrativo. 
La figura constitucional del Consejo de Estado, fue pacíficamente aceptada al 
contemplarlo como un órgano consultivo del Gobierno y de su Administración, res-
petando el ámbito competencia! autonómico diseñado en la propia Constitución. 
La polémica se inicia con la aprobación de la Ley Orgánica 3/1980, del Consejo 
de Estado, en aras a desarrollar el art. 107 CE. El nuevo texto jurídico introdujo una 
anomalía al establecer su art. 23.2 «El dictamen será preceptivo para las 
3 Sobre la creación y la evolución histórica de nuestro Consejo de Estado, véase RAMON 
PARADA, «El Consejo de Estado», en Documentación Administrativa. Instituto Nacional de 
Administración Publica, no 221, 1991. 
4 Vid. cita n.0 3 
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Comunidades en los mismo casos previstos en esta Ley para el Estado, cuando hayan 
asumido las competencias correspondientes». Con esta nueva función, al Consejo se 
le restablecía en una posición característica de su etapa preconstitucional por diver-
sas razones: en primer lugar, aunque es cierto que el Consejo se encuentra desvincu-
lado orgánicamente del Gobierno, no es menos cierto que es éste el responsable de 
los nombramientos de la práctica totalidad de los miembros que lo integran; en 
segundo lugar nos encontramos que mediante ley se desnaturaliza el marco compe-
tencia! que la propia Constitución enmarca, ampliándole las competencias hasta el 
punto de transformarlo en un órgano de control de las Comunidades Autónomas. s 
La polémica que suscitó dicha medida es un reflejo más del auténtico debate de 
fondo que tiene como eje el problema de deslinde competencia! entre la 
Administración central y las Comunidades Autónomas. 
a. La tesis expansiva 
La necesidad de mantener la intervención del Consejo de Estado en el ámbito 
competencia! de las Administraciones autonómicas previsto en el art. 23.2 de la 
LOCE, fue defendida en sus líneas básicas por distintos autores como Gálvez 
Montes 6 y Garcia.-Trevijano Garnica 7. Con diferentes matices se argumenta: 
l. En el plano jurídico administrativo el único limite competencial del art. 107 
CE, es el establecido en su propia Ley Orgánica que lo desarrolla. 
2. Se cumple con el principio constitucional de igualdad, dado que al configurar 
el Consejo de Estado como instrumento de coordinación de todas las adminis-
traciones, se garantiza un tratamiento común a todos los administrados. s 
3. La competencia exclusiva del Estado previsto en el art. 149.1.18 CE y en el 
procedimiento administrativo común de las Administraciones Públicas. 9 
5 A pesar de la distancia histórica en el tiempo entre el momento en que se instaura esta ins-
titución en nuestro país y su regulación en la etapa constitucional, llama la atención la similitud en el pro-
cedimiento seguido. En ambos casos se utiliza un instrumento jurídico para vulnerar en la práctica el pro-
pio modelo político constitucionalmente previsto. 
6 Galvez Montes, J. «Artículo 107: El Consejo de Estado», en Comentarios a las leyes políti-
cas: la Constitución Española de 1978, Edersa, 1985 pag. 388. El autor sostiene que «nuestra Constitución 
ha previsto la transferencia a las CCAA de unas competencias para cuyo ejercicio se requería el previo 
dictamen del Consejo de Estado. En estas condiciones sólo la concurrencia de una razón objetiva justifi-
caría que se prescindiese de la garantía que el dictamen del Consejo de Estado supone para el interés públi-
co, pero esta razón no se advierte». 
7 García Trevijano Garnica. «Efectos de la omisión del preceptivo dictamen del Consejo de 
Estado», RAP, n. 118, 1989 pag. 163 
8 Criterio mantenido fundamentalmente por Rodríguez Oliver, J. Ma en <<Las competencias 
consultivas del Consejo de Estado y las Comunidades Autónomas». REDA, na 33, 1982 p. 258. 
9 Respecto al sometimiento del ejercicio de la potestad reglamentaria por la Administración 
autonómica al procedimiento común, el Tribunal Constitucional en sentencia 227/1988, de 29 de 
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Este criterio también se refleja en las Memorias del Consejo de Estado de los 
años de 1983 y 1986. La primera establece «l. Que, en principio, la LOCE enume-
ra los asuntos en que es preceptiva la consulta desde la perspectiva del Estado; 2. 
Que, sin perjuicio de la libertad de las Comunidades Autónomas para requerir con-
sultas potestativas del Consejo de Estado, deben recabarlas preceptivamente cuando 
asumen competencias que, ejercidas por el Estado, obligan a ésta consulta precepti-
va, sin que se sacrifique, por tanto, las garantías implicadas en la intervención del 
Consejo de Estado; 3. Queda a salvo lo que, por precepto expreso de una Ley pueda 
establecerse.» 
Asimismo en la Memoria del año 1986 fundamenta el mismo criterio en aras del 
«delicado proceso requerido por el cambio en la titularidad de competencias hasta 
entonces estatales( ... ) la transferencia de su titularidad no comportará efectos inde-
seables como lo sería sin duda la cancelación de garantías insertas en la entraña 
misma del procedimiento administrativo». 
De una lectura conjunta de ambas queda manifiesta la voluntad de salvaguardar 
el principio de unidad del Estado, como protección de la cohesión de las institucio-
nes. Criterio que recoge el Tribunal Supremo en diversas sentencias, en especial la 
del18 de marzo de 1988 fundamentándolo en «aras de la unidad del Estado, siendo 
concebido el Consejo de Estado como el protector de la cohesión institucional». 
b.- La tesis restrictiva 
La posición contraria al criterio expansivo ya fue tempranamente manifestada por 
Muñoz Machado 10, tesis actualmente mayoritaria y compartida por autores como 
noviembre, en su fundamento jurídico 32 ha declarado que «El adjetivo "común" que la Constitución uti-
liza en su artículo 149.1.18 lleva a entender que lo que dicho precepto constitucional ha querido reservar 
en exclusiva al Estado es la determinación de los principios o normas que, por un lado, definen la estruc-
tura general del iter procedimental que ha de seguirse para la realización de la actividad jurídica de la 
Administración y, por otro, prescriben la forma de elaboración, los requisitos de validez y eficacia y los 
modos de revisión, incluyendo señaladamente las garantías generales de los particulares en el seno del pro-
cedimiento». 
lO Muñoz Machado, S.: Derecho público de las Comunidades Autónomas. Civitas, T 11 1984. 
El autor aporta uno de los fundamentos más importante contra la tesis expansiva al afirmar que «el Estado 
puede ordenar una garantía, pero no imponer el garante». 
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Rodríguez Arana u, Navarro Ruiz 12, Montoro Chiner 13, Bravo- Ferrér 14, Gumersindo 
Trujillo 1s y Tolivar Alas 16. Siguiendo a estos autores del siguiente modo: 
l. Cuando la Constitución ha pretendido extender la esfera de actuación de una 
institución estatal a las Comunidades Autónomas, lo ha establecido así expre-
samente. 
2. La función consultiva consiste en un control de la regularidad del funciona-
miento de la Administración, y la Constitución no atribuye esta función de con-
trol al Consejo de Estado con carácter general, sino sólo de modo especifico 
respecto de las funciones delegadas, conforme al art. 153.b de la CE, 11 atribu-
ción positiva que permitiría excluir otras manifestaciones de control ejercidas 
por el mismo órgano. 
3. Cuando los dictámenes preceptivos, y particularmente los vinculantes se esta-
blecen en relación con competencias exclusivas de las Comunidades 
Autónomas, se está incidiendo en el orden constitucional de competencias, 
porque se rompe el régimen de exclusividad en un punto constitucionalmente 
imprevisto, sin una cobertura expresa. 
11 Rodriguez Arana, J.: «La funcionalidad de los Consejos Consultivos de las Comunidades 
Autonomas. Revista de Derecho Público, n°. 107, 1987 p. 406-407. 
12 Navarro Ruiz, J.C.: El Consejo Jurídico Consultivo de la Comunidad Valenciana», en 
Estudio sobre el Estatuto Valenciano, T. 11, Consell Valencia de Cultura, 1996 p. 268-269, obra destacable 
por la claridad conceptual y sistematización en todos sus apartados. 
13 Montoro Chiner, Ma. J.: «De nuevo sobre procedimiento y seguridad jurídica: los Organos 
Consultivos Autonómicos». RAP no. 122, 1990 p. 388. 
14 Bravo Ferrer Delgado,M.: «Consejo de Estado y Estado de Autonorrúas». REDA n°. 60, 1988. 
15 Gumersindo Trujillo.: «La función consultiva en las Comunidades Autónomas :sus órganos 
específicos y sus relaciones con el Consejo de Estado». DA, n°. 226, 1991 p. 192-193. En un brillante tra-
bajo el autor no sólo aporta argumentos en defensa del criterio autonomista, sino que hace un análisis cri-
tico de algunas de las sentencias en las que el Tribunal Supremos de forma sorprendente sustentaban la 
tesis expansiva y la ausencia de límites en la función del Consejo de Estado, ya que se podría confundir 
con «una especie de cheque en blanco a favor de dicho legislador. Es cierto que se podrá argüir que el 
órgano judicial sólo esta autorizado para inaplicar los reglamentos, pero no las leyes, y que en el caso de 
tener dudas sobre la congruencia constitucional de estas lo procedente sería plantear ante el Tribunal 
Constitucional/a correspondiente cuestión. Pero no lo es menos que la obligación de interpretar la ley de 
conformidad con la Constitución debiera haber obligado , cuando menos, a realizar algunas considera-
ciones sobre los confines respectivos del sometimiento obligado de las Comunidades Autónomas. 
16 Tolivar Alas, L.: «El Consejo de Estado y las Comunidades Autonomas» REDA no 28, 
1981 p. 74. 
17 El art. 153.b CE establece que : «El control de la actividad de los órganos de las 
Comunidades Autónomas se ejercerá :b. Por el Gobierno, previo dictamen del Consejo de Estado, el del 
ejercicio de funciones delegadas a que se refiere el apartado 2 del artículo 150 de la Constitución». 
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4. La supremacía del Consejo de Estado tiene un ámbito estrictamente estatal y en 
manera alguna cabe extenderla al resto de las Administraciones Públicas, pre-
tender sostener sin más la aplicación del principio de jerarquía equivale a desco-
nocer los principios que rigen las relaciones entre el ordenamiento estatal y los 
ordenamientos autonómicos y particularmente el de separación competencia!. 
El Tribunal Supremo inició en la Sentencia de 17 de febrero de 1.988 una ten-
dencia favorable a la tesis autonomista o restrictiva al entender que si a tenor del art. 
23.2 de la LOCE fuera preceptivo el dictamen del Consejo de Estado en las materias 
de competencia exclusiva de las CCAA se «habría modificado la previsión constitu-
cional ( art. 107 CE) que configura al Consejo de Estado como órgano consultivo del 
Gobierno de España, no de las CCAA» y asimismo, que una interpretación distinta 
del artículo en cuestión «sería atentatoria del principio de autonomía, el cual postu-
la como uno de sus contenidos el de autoorganización». 
c.- Posición ecléctica 
Ha habido finalmente un grupo de autores que ante la polémica suscitada por el 
artículo 23.2 de la LOCE, parten de una lectura que favoreciese la convergencia entre 
la Ley orgánica y la autonomía territorial. Así Bosch Benitez 1s, distingue entre las 
Comunidades Autónomas con órgano específico, siendo únicamente aplicable el cri-
terio interpretativo del artículo 23.2 LOCE, a aquellas que no cuentan con el mismo. 
Es de destacar la tesis de Escuin Palop, que configura lo establecido en el artícu-
lo 23.2 de la LOCE como ley ordinaria de aplicación supletoria cuando las 
Comunidades Autónomas regulan la materia correspondiente. 19 Criterio ya apunta-
do por el Tribunal Constitucional en su Sentencia de 6 de noviembre de 1986, al esta-
blecer en su fundamento jurídico tercero: 
... «para alcanzar el deslinde competencia! es necesaria una indagación material 
que permita identificar cuales de entre las disposiciones contenidas en la Ley orgá-
18 Bosch Benitez, 0.: Consejo de Estado y Consejo Consultivo de Canarias :problemas de arti-
culación de la competencia consultiva en el Estado autonómico», en AA, no 44, 1987. 
Bravo-Ferrer Delgado, J.F, op cit. 15, refutaron este argumento por dos razones: «a) El precepto 
no realiza la distinción de presupuestos y efectos apuntada, luego donde la ley no distingue, no debemos 
distinguir. b) Seguira siendo inconstitucional la intervención del Consejo de Estado respecto de las 
Comunidades Autónomas sin órgano consultivo propim>. 
19 Escuin Palop, C.: «La potestad reglamentaria de las Comunidades Autónomas, Valencia, 
Tirant lo Blanch, 1990.» La autora apunta como linea argumental que «En mi opinión la exigencia del dic-
tamen del Consejo de Estado es constitucional siempre que se prevea para los reglamentos autonómicos 
que desarrollan las leyes marco o las leyes orgánicas de transferencia o de delegación e inconstitucional 
cuando se extienden a los reglamentos que las Comunidades Autónomas adoptan en el ejercicio de las 
competencias que le son propias. Ahora bien, en éste caso el vicio de inconstitucionalidad no deriva de la 
exigencia de un dictamen consultivo ( ... ) sino de la previsión de que ese dictamen sea emitido por un órga-
no de la Administración del Estado. 
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nica encierran normas básicas» ( ... ) «Solo estas marcaran el límite de las disposi-
ciones autonómicas». 
d.- Análisis de la doctrina del Tribunal Constitucional 
l. Deslinde competencia[ en materia legislativa 
Sobre los posibles vicios de inconstitucionalidad por la falta del dictamen del 
Consejo de Estado, el Alto Tribual establece que en este caso la posible inconstitu-
cionalidad no derivaría de la exigencia del dictamen en si, sino de la previsión de ser 
emitido por un órgano de la Administración. Así en su Sentencia de 29 de Noviembre 
de 1988 declara que: 
... «no habiendo duda de que la potestad de autoorganización administrativa se 
halla limitada por la competencia del Estado sobre las bases del régimen jurídico de 
las Administraciones públicas, es también evidente que éste titulo competencia! del 
Estado no es bastante, en ningún caso, para legitimar la inserción forzosa en el seno 
de la Administración autonómica de un órgano dependiente de la Administración del 
Estado, pues a ello se opone de raíz el derecho ( ... ) a la autonomía (arts. 2 y 137 
CE),cuya más genuina expresión es la capacidad de autoorganizarse libremente, con 
respeto a los mandatos constitucionales». 
A tenor de esta sentencia queda por dilucidar si el Consejo de Estado se concibe 
o tiene carácter de Administración del Estado. A este respecto el Alto Tribunal en su 
sentencia 5611990 en su fundamento jurídico 37 ha declarado que: 
«En efecto, el Consejo de Estado, pese a la dicción literal del art. 107 de la CE, 
que se refiere a él como supremo órgano consultivo del Gobierno ... , tiene en reali-
dad el carácter de órgano del Estado con relevancia constitucional al servicio de la 
concepción del Estado que la propia Constitución establece. Así resulta de su com-
posición y de su funcion consultiva que se extienden también a las Comunidades 
Autónomas ... » 
La polémica sobre la delimitación competencia! entre los Consejos Consultivos 
autonómicos y el Consejo de Estado 2o fue definitivamente resuelta,no por la vía del 
recurso de inconstitucionalidad interpuesto por el Estado contra la Ley Canaria 
13/86 21, sino por la cuestión de inconstitucionalidad núm. 2414/91, planteada por 
20 El pronunciamiento sobre la cuestión de inconstitucionalidad del Tribunal Constitucional no 
se pudo producir con anterioridad dado que cuando la LOCE fue aprobada sólo estaban constituidas dos 
Comunidades Autónomas y éstas dejaron transcurrir el plazo sin interponer el correspondiente recurso de 
inconstitucionalidad. 
21 El Consejo Consultivo Canario, creado en 1984, es modificado en 1986 estableciendo su 
capacidad de informar preceptivamente en aquellas materias en que el Consejo de Estado lo hiciera res-
pecto al Estado. Precisamente dicha modificación anticipó la solución que posteriormente se recogió en la 
STC 204/1992, de 26 de noviembre. 
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la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de la 
Comunidad Valenciana en la STC 204/92, de 26 de Noviembre 22, que a continua-
ción pasamos a analizar 
El abogado del Estado en sus alegaciones defiende la tesis de que dado que el pro-
pio art. 107 de la C.E., no circunscribe la función de este órgano a las consultas del 
Gobierno, se establece de forma implícita una reserva de la Ley Orgánica, que ha de 
fijar el ámbito y el alcance de su intervención. 
El Alto Tribunal considera la reserva de ley pero asimismo considera que esta «no 
altera ni permite alterar el régimen de competencias que se deduce del Titulo VIII de 
la Constitución. La Ley Orgánica que lo desarrolla debe atenerse al mismo y a las 
normas del bloque de la constitucionalidad correlativa.». 
Una vez descartada la tesis del Abogado del Estado, se considera que para resol-
ver la cuestión debemos acudir a las reglas competenciales prescritas en la 
Constitución y los Estatutos de Autonomía .Reconociendo que la intervención pre-
ceptiva de un órgano consultivo de las características del Consejo de Estado puede 
considerarse como una garantía procedimental, esta debe 
«cohonestarse con las competencias que las Comunidades Autónomas han 
asumido para regular la organización de sus instituciones de autogobier-
no( ... ). Ningún precepto constitucional impide que en el ejercicio de esa 
autonomía organizativa las Comunidades Autónomas puedan establecer en 
su propio ámbito, órganos consultivos equivalentes al Consejo de Estado 
( ... ) y puede dotarlo, en relación, con las actuaciones del Gobierno y la 
Administración autonómica, de las mismas facultades que la L. O. C. E. atri-
buye al Consejo de Estado, salvo que el Estatuto de Autonomía establezca 
otra cosa y sin perjuicio de lo dispuesto en el art. 153 b en relación con el 
150.2 de la Constitución.» 
El Abogado del Estado aún aceptando lo anterior postula el no considerar con-
forme a la Constitución que dichas facultades de los consejos de las CCAA excluyan 
la intervención del Consejo de Estado en los mismos casos, prescribiendo que sería 
necesario también su dictamen en virtud de lo que denomina «supremacía asesora», 
siendo su dictamen posterior al de los consejos autonómicos. 
El Alto Tribunal una vez mas desecha los criterios aludidos al considerarlos gra-
vemente lesivos de los principios en que se funda la organización territorial del 
Estado conforme al diseño de la Constitución, estableciendo que 
22 Sentencia resultado de los recursos acumulados 1.368/90 y 1.370/90, sobre la supuesta 
inconstitucionalidad del artículo 23.2 de la LOCE en relación con el artículo 22.3 de la misma ley, en cuan-
to pudiera vulnerar los arts. 2, 137, 148.1.1 y 153 CE. 
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«la aplicación de aquellos principios, esenciales para el correcto funciona-
miento del Estado de las Autonomías, debe llevar a concluir que la interven-
ción del órgano consultivo autonómico excluye la del Consejo de Estado, 
salvo que la Constitución, los Estatutos de Autonomía, o la Ley Autonomica, 
establezcan lo contrario para supuestos determinados.( ... ) En aquellas 
Comunidades Autónomas que no cuenten con esta especialidad derivada de 
su organización propia, las garantías procedimentales mencionadas exigen 
mantener la intervención preceptiva del Consejo de Estado.» 
2. Deslinde competencia[ en materia reglamentaria 
Las competencias que aquí nos interesan, parten de la LRJAE de 1957, cuyo artí-
culo 10.6 exige el previo dictamen del Consejo de Estado «en la aprobación de los 
reglamentos para la ejecución de las leyes», lo que matiza la LOCE en su artículo 
22.3 al establecer la consulta preceptiva no vinculante de la Comisión Permanente en 
la tramitación de «reglamentos o disposiciones de carácter general que se dicten en 
ejecución de las leyes, así como sus modificaciones». 
Como ya hemos visto con el desarrollo del Estado de las Autonomías se cuestio-
nó la legitimación del Consejo para intervenir en los desarrollos normativos de las 
CCAA respecto de materias de su competencia exclusiva, lo que dio lugar a una juris-
prudencia contradictoria, en tanto la STS de 17 de febrero de 1988 estimó que en 
éstos no era preceptiva la consulta, la del 18 de marzo de 1988 siguió considerando 
obligatorio el dictamen del Consejo también en estos casos. 
La discrepancia quedó zanjada por la Sala de Revisión del Tribunal Supremo, en 
sentencia del24 de noviembre de 1989, al considerar correcta la primera tesis, enten-
diendo además que en el supuesto de que exista un órgano consultivo de la respecti-
va Comunidad Autónoma, es a éste al que remite el artículo 23.2 de la LOCE 23. En 
ello abunda definitivamente el propio Tribunal Constitucional como ya vimos en la 
Sentencia 204/92 24 al considerar que en el supuesto de que exista un órgano consul-
tivo de la respectiva Comunidad Autónoma, es a éste al que remite el artículo 23.2 de 
la LOCE, siendo competente para dictaminar los proyectos de norma reglamentaria 
23 Arozamena Sierra, J.: «La función consultiva del Consejo de Estado, en DA, n° 226, 1991, 
pag. 144-149 
24 STC 204/92,de 26 de noviembre asimismo respecto a la normativa reglamentaria rechaza la 
doctrina que diferenciaba entre «aquellos casos en que se exigen el dictamen del Consejo de Estado para 
la elaboración de un reglamento autonómico ejecutivo de una Ley estatal o Autonomica pero en materia 
de la competencia del Estado transferida ex art. 150 CE( ... ) y aquellos otros casos en que se impone su 
intervención para la elaboración de un reglamento ejecutivo de una Ley autonómica en materia de com-
petencia propia, estatutariamente asumida ( ... ) puesto que la Ley no distingue entre unas y otras resulta 
difícil proceder a la distinción>). 
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en desarrollo de una Ley, criterio reiterado en 1993 por la Sala 3a de la contencioso-
administrativo conociendo de un recurso extraordinario de revisión 2s. 
Aunque no se haya creado un órgano equivalente al Consejo de Estado, de acuer-
do con los criterios que adoptan las sentencias que abogan por la denominada posi-
ción intermedia, tampoco se requiere aquel dictamen cuando se trate de reglamentos 
de las Comunidades Autónomas sobre materias «reguladas por normas no estatales 
de su exclusiva competencia, sea ésta inicial o transferida» 26. 
Por otra parte debemos analizar si el desarrollo reglamentario autonómico de nor-
mas básicas estatales ha de considerarse incluido en la previsión del citado artículo 
22.3 LOCE, o lo que es lo mismo, lo que haya de entenderse por «reglamentos eje-
cutivos». 
En la doctrina se ha distinguido tradicionalmente los Reglamentos en función de 
sus relaciones con la Ley, caracterizando así a los Reglamentos ejecutivos como nor-
mas que desarrollan lo establecido en una Ley, frente a los independientes que no se 
conectan inmediatamente con ella, sino que operan sus disposiciones de acuerdo con 
autorizaciones, explícitas o implícitas, que permiten a la Administración desarrollar 
sus propias competencias y cometidos. 27 
Al margen de su identificación por el contenido, la relación queda evidenciada 
por la remisión normativa usualmente expresa,que la Ley hace al Reglamento y la 
recepción que éste formula de completar y desarrollar aquélla. Hay que recordar en 
cualquier caso que no existe en nuestro sistema constitucional una reserva expresa al 
poder reglamentario de la Administración, a diferencia de lo que sucede en la 
Constitución francesa, por lo que la Ley puede intervenir en cualquier momento y en 
cualquier espacio social que previamente haya sido normado reglamentariamente 
La exigencia del Dictamen del órgano consultivo sólo es procedente cuando el 
reglamento encaje en la noción de reglamento ejecutivo zs. En sentido contrario, esta 
noción deviene capital o determinante a ese propósito, en tanto que los reglamentos 
que se consideren independientes no requieren de aquella preceptiva consulta 29. 
25 STS de 16 de enero de 1993, también recogida por la STS de 21 de marzo de 1995. 
26 SSTS de 9, 16 y 24 de octubre de 1995. 
27 Martín Mateo, R. Manual de Derecho Administrativo, Madrid 1970 
28 STS de 25 de octubre de 1991 (A.8178) para la cual tienen esa naturaleza los que «ejecu-
tan, desarrollan, completan, cumplimentan o pormenorizan una Ley o disposición normativa con fuerza de 
ley, o uno de sus preceptos o un conjunto de estos o de aquéllas». 
29 STS de 8 de julio de 1984 afirma « ... es la incondicionalidad y amplitud que el contenido 
de la norma remisora confiere al destinatario de la delegación, lo que en definitiva excluye la imprescin-
diblidad de la intervención previa del Consejo de Estado en su función homologadora consultiva, que en 
este caso carece de referentes directos sobre los que materializarse, salvo los que se deriven de la 
Constitución o del conjunto del ordenamiento jurídico». 
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En consecuencia, la línea jurisprudencia! mayoritaria no se decanta a nuestro 
entender por una perspectiva formal -el dictamen, se considera uno de los tramites 
mas relevantes en el procedimiento de elaboración de las disposiciones reglamenta-
rias (en consonancia con las previsiones de los arts. 10.6 LRJAE, 129 y sigs. de la 
LPA de 1958 y art. 20 y sigs. de la LOCE)- sino por una material que al margen 
de la habilitación legal del órgano toma en consideración el contenido que corres-
ponde regular al reglamento 30. 
Podemos concluir que la intervención del Consejo de Estado, sea o no vinculan-
te, supone una garantía del interés general y de la legalidad y por ende de los dere-
chos y legítimos intereses de quienes son parte de un procedimiento administrativo . 
Sin embargo esta garantiza procedimental debe ser compatible con la competencia de 
las Comunidades Autónomas para regular sus propias instituciones de autogobierno. 
Pues bien como afirma el Tribunal Constitucional 31 «no solo hay que reconocer las 
competencias de las Comunidades Autónomas para crear, en virtud de sus potesta-
des de autoorganización, órganos consultivos propios de las mismas características 
y con idénticas o semejantes funciones a las del Consejo de Estado, sino, por la 
misma razón, estimar posible constitucionalmente la sustitución del informe precep-
tivo de este último por el de un órgano superior consultivo autonómico( ... ) si es pre-
ciso reconocer esa posibilidad de sustitución, también es necesario afirmar que en 
donde o en tanto semejantes órganos consultivos( ... ), no existan, es decir, en aque-
llas Comunidades Autónomas que no cuenten con esta especialidad derivada de su 
organización propia, las garantías procedimentales mencionadas exigen mantener la 
intervención preceptiva del Consejo de Estado ... » 
Ill. LA FUNCION CONSULTIVA EN EL AMBITO AUTONOMICO 
a.- La problemática de la previsión Estatutaria 
Al comienzo del trabajo señalábamos la tendencia generalizada en las CCAA de 
dotarse de órganos de asesoramiento. Se trata por norma general de instituciones que 
encuentran sus patrones respectivos en la organización general del Estado, reprodu-
ciendo en el ámbito autonómico un esquema bastante similar de la organización polí-
tica estatal. Así, sucede en nuestra propia comunidad, por ejemplo con el Sindic de 
Vid. En línea con estos planteamientos, entre otras las SSTS de 11 de abril de 1981, 16 de junio de 1984 
-A.3613-, 18 de marzo de 1985 A-1621-, 12 de noviembre de 1986 -A.8063-, 22 de mayo de 1991 -
A.4337- o 18 de marzo de 1993 -A.1771-. 
30 Así, las SSTS de 22 de mayo de 1991 (A.4337) estimado que «por su contenido y finalidad)) 
la norma combatida «no aparece como complemento de la ley)); 8 de julio de 1994 (A.5677) entendiendo 
que la disposición reglamentaria dada <<la incondicionalidad y amplitud que el contenido de la norma remi-
sora confiere al destinatario de la delegacióm), no tiene «como objetivo básico inmediato la ejecución de 
un mandato legal)). 
31 STC 204/92 fundamento 5 
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Comptes (Tribunal de Cuentas), Síndico de Agravios (Defensor del Pueblo), el 
Comité Económico y Social (Consejo Económico y Social) y finalmente el Consejo 
Jurídico Consultivo, como equivalente del Consejo de Estado. 
Analizar el encuadre institucional de las Consejos consultivos autonómicos es el 
primer paso para poner de manifiesto las diferencias que existen entre organismos de 
similar nombre pero con diferentes funciones. A tenor de esto se podrán comprender 
el porqué unos tienen realmente capacidad dictaminadora y otros se configuran con 
funciones de asesoramiento propio de la Administración consultiva autonómica 32. 
Una primera distinción a analizar es la forma de incorporación de estos órganos 
a la estructura organizativa de las respectivas CCAA, así distinguimos entre los que 
tienen previsión estatutaria 33 y otros cuya creación se ha introducido ex novo, es 
decir aquellos que el Estatuto ni crea y ni siquiera lo contempla. 34 Criterio utilizado 
para afirma que la fundamentación estatutaria mediata o indirecta tiene repercusión 
a la hora de su configuración como institución de autogobierno dentro de la «estruc-
tura institucional autonómica», al no integrarse en el modelo previsto del artículo 152 
de la CE, ni en sus respectivos Estatutos, configurándose así como parte de la 
«Administración consultiva dependiente del respectivo Gobierno autónomo». 
La falta de previsión expresa de este tipo de órganos consultivos no impide en nin-
gún caso su creación dado que las competencias organizativas que son genéricamen-
te asumidas por los respectivos Estatutos implican su potestad de autoorganización. 35. 
32 Gumersindo Trujillo, en «La función consultiva en las Comunidades Autónomas.)), DA, na. 
226, pag. 156, 1991 
33 Estatuto de Autonomía de Cataluña, art. 41 establece: «Una Ley de Cataluña creará y regu-
lará el funcionamiento de un organismo de carácter consultivo que dictaminará en los casos que la propia 
Ley determine, sobre la adecuación al presente Estatuto de los proyectos o proposiciones de Ley someti-
dos a debate y aprobación del Parlamento de Cataluña.)) 
Ley 111981, de 25 de febrero, de creación del Consell Consultiu de la Generalidad de Cataluña 
Estatuto de Canarias, art. 54 dispone: «Por Ley del Parlamento Canario podrá crearse un orga-
nismo de carácter consultivo que dictamine sobre la adecuación al presente Estatuto de los proyectos o 
proposiciones de ley que se sometan al Parlamento, así como sobre las restantes materias que determine 
su ley de creación.)) 
Ley 411984 de 6 de julio, de creación del Consejo Consultivo de Canarias. 
Estatuto de Autonomía de Extremadura, art. 54 dispone: «Una Ley de la Asamblea. A propuesta 
de la Junta de Extremadura, creará y regulará el funcionamiento de un órgano de carácter consultivo no 
vinculante que dictaminara en los casos que la propia Ley determine, sobre la adecuación al presente 
Estatuto y al ordenamiento jurídico vigente, de las normas, disposiciones y leyes que hayan de ser apro-
bados por los órganos de la Comunidad Autónoma)). 
34 Es el caso del Consejo Jurídico Consultivo de la Comunidad Valenciana, Ley 10/1994, de 
19 de diciembre; Consejo Consultivo de Andalucía, Ley 8/1993, de 19 de octubre; Consejo Consultivo de 
las Islas Baleares, Ley 5/1993, de 15 de Junio. 
35 Baena del Alcazar, M.: «Curso de Ciencia de la Administracióm), Tecnos, Madrid 1985, p. 283. 
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También parte de la doctrina considera que si una de las funciones de estos 
Consejos es determinar la correcta acomodación estatutaria de las leyes autonómicas 
expresando un juicio de legalidad de las mismas con una incidencia directa sobre 
todo el procedimiento legislativo es indudable que el consejo consultivo respectivo 
debe estar forzosamente situado en un nivel institucional equiparable al de la 
Asamblea Legislativa, es decir debe tener naturaleza estatutaria. 36 
Los criterios anteriores habría que matizarlos, ya que puede introducir un ele-
mento restrictivo a la voluntad de profundización en el modelo autonómico, de aque-
llas comunidades que no explicitan mediante un nomen iuris especial cualquier ins-
titución de autogobierno en sus respectivos Estatutos. 
Cabe decir que la constitución no establece una reserva estatutaria absoluta y por 
tanto la libertad de conformación del Legislador autonómico no se halla constreñida 
por el específico condicionamiento de su Norma fundamental. Asimismo, lo afirma 
el Tribunal Constitucional en su sentencia 35/82, de 14 de junio que establece como 
único límite del legislador autonómico la acomodación de su normativa dentro del 
«ámbito del propio Estatuto y de las normas de delimitación competencia!» 37 
Cuestión distinta son las diferentes opciones de contenido por las que se han 
inclinado las Comunidades Autónomas al dotarse de estos órganos. 
La práctica totalidad de las Comunidades Autónomas configuran este órgano como 
supra partes cuya autoridad deriva de las respectivas disposiciones estatutarias. Todos 
los Consejos autonómicos tienen como obligación de forma explícita o implícita el 
velar por la Constitución, los respectivos Estatutos y el ordenamiento jurídico. A pesar 
de esta consideración y a diferencia del Consejo de Estado, ninguno de los consejos 
esta facultado para dictaminar sobre cuestiones de «oportunidad y conveniencia» 
b.- Semejanzas y diferencias orgánicas y funcionales 
En todos ellos la autonomía orgánica y funcional tiene la finalidad de garantizar 
la objetividad e independencia respecto a los órganos legislativos, ejecutivos y juris-
diccionales. Esto se traduce por una parte en la atribución de determinadas potesta-
des como es la capacidad autoorganizativa al tener la facultad de elaborar la pro-
puesta 38 de su Reglamento de organización y funcionamiento, así como interpretar 
36 Font i Llovet, T.: «Los Consejos Consultivos de las Comunidades Autonomas», en «Las 
Cortes Generales» Vol 11 D,L. 1987. Dirección General del Servicio Jurídico del Estado. Instituto de 
Estudios Fiscales, pág. 1203. 
37 STC 35/82, de 14 de junio en su fundamento 2 establece que «las instituciones de autogo-
biemo ( ... )son primordialmente las que el mismo Estatuto crea y que están por ello constitucionalmente 
garantizadas, pero no sólo ellas, pues la Comunidad puede crear otras en la medida en que lo juzgue nece-
sario para su propio autogobiemo ( ... ) su composición y sus funciones sólo serán constitucionalmente 
legítimas en la medida en que se acomoden al propio Estatuto y a las restantes normas de delimitación 
competencia!». 
38 La potestad reglamentaria queda limitada a la elaboración de la propuesta, correspondiendo 
la decisión final al órgano ejecutivo superior de las respectivas CCAA. 
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y suplirlo en caso de duda y ostentar además ·¡a potestad reglamentaria interna 39; y 
por otra parte la configuración del status de sus miembros. Esta última faceta se 
garantiza por una parte al proclamar la inamovilidad de los miembros en el ejercicio 
del cargo, regulándose con carácter tasado las causas del posible cese que por regla 
general son las que se contemplan jurídicamente como impedimentos o inhabilita-
ciones tanto de ámbito administrativo como para actos civiles; v.g. la renuncia, 
defunción, expiración de mandato, inhabilitación, etc. Asimismo se establece el 
correspondiente régimen de incompatibilidades que abarca todo el mandato repre-
sentativo. 40 
La actividad propia de los distintos consejos es el ejercicio de la función consul-
tiva, aspecto donde realmente se producen dos diferentes categorías de órganos: 
aquellos que se configuran en meros órganos de consulta del ejecutivo, es decir, per-
teneciendo a la propia Administración y los que dependen del legislativo respectivo, 
lo cual les dota de una propia dimensión independiente y autónoma con contenido 
fiscalizador. 
Los Consejos consultivos de Cataluña 41, Canarias, La Rioja, Extremadura y en 
el caso del País Vasco la Comisión Arbitral 42 tienen en común realizar ex ante un 
examen de legalidad de las propuestas normativas al tener una función dictaminado-
ra sobre la adecuación al Estatuto de proyectos y proposiciones de Ley de la respec-
tiva Comunidad Autónoma 43, lo cual implica la iniciativa rogatoria no solo del 
Gobierno, sino también de las respectivas Asambleas. 
39 La facultad que asiste a la práctica totalidad de los consejos autonómicos es la de elaborar 
y aprobar un Reglamento de Régimen Interior, esto no implica en ningún momento un aumento del ámbi-
to de la potestad de elaboración normativa, dado que solo puede ir referido al ámbito organizativo inter-
no. 
40 La incompatibilidad va referida en líneas generales al ejercicio de cargos públicos, funcio-
nes administrativas, funciones dirigentes en partidos y sindicatos y actividades mercantiles o profesiona-
les. 
41 Decreto 429/1981, de 2 de Noviembre que aprueba el Reglamento Provisional de 
Organización y Funcionamiento del Consell Consultiu de la Generalitat de Catalunya, en su artículo 13, 
en el caso de normas generales dictadas por el Gobierno de la Generalitat para la ejecución de las leyes 
legítima la solicitud de dictamen a: «los jueces y tribunales de orden civil con sede en Catalunya, el Síndic 
de Greuges ... ». 
42 Ley 13/1994, de 30 de Junio de la Comisión Arbitral del País Vasco en su art. 2.a también 
le atribuye la función de dictaminar «los Proyectos y proposiciones de norma foral en tramitación en las 
Juntas Generales,» y también legitima la solicitud de dictamen a «las instituciones comunes o las de los 
territorios históricos que integran la Comunidad Autónoma». 
43 Indudablemente cada Consejo en este aspecto tiene sus matices, así el régimen catalán 
incluso tiene facultad de intervención en el trámite parlamentario dado que su dictamen puede ser recaba-
do para un texto aprobado por la Comisión parlamentaria respectiva, así como sobre las enmiendas trami-
tadas a Pleno (art. 97 de Reglamento) 
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Los Consejos Consultivos de Andalucía 44, Comunidad Valenciana, Baleares 45, 
Aragón 46 y Galicia 47 se configuran como órganos preferentemente consultivos de los 
respectivos gobiernos autónomos, con unos mínimos matices . 
De las restantes funciones todos tienen en común que cooperan a la defensa juris-
diccional tanto de las competencias autonómicas como de la jurisdicción constitu-
cional48. 
Respecto a la composición y organización, todos parten de una estructura cole-
giada, dándose pocas variaciones en los distintos consejos, oscilando la composición 
entre un mínimo de cinco miembros y un máximo de doce. La mayor diferencia está 
entre aquellos donde prevalece la posición del legislativo para la designación de 
miembros, frente a la del ejecutivo. Esto es natural si tenemos en cuenta que la fun-
ción primordial de algunos consejos es la de asesorar al legislativo, como ya vimos 
anteriormente. En cualquier caso siempre son miembros designados por instituciones 
políticas de la respectiva Comunidad Autónoma. 
Finalmente los miembros deben ser juristas de reconocido prestigio con una anti-
güedad en el ejercicio de la profesión que oscila entre siete y diez años. La duración 
del cargo es variable oscilando entre los cuatro y los seis años y en algunos se esta-
blece la regla de renovación parcial de miembros cada dos años. 
Donde existe una profunda discrepancia es en torno al carácter electivo o de 
miembro nato y permanente. Los consejos que han optado por introducir esta última 
figura 49 lo argumentan sobre el elemento de la estabilidad y profesionalidad de sus 
respectivos órganos, convirtiéndose así en lo que Ramón Parada so califica el cargo 
público más protegido de todo el Estado, pues son nombrados con carácter inamo-
vible sin límite de tiempo. En contraposición a éstos los que han optado por contar 
sólo con miembros electivos, rechazan la figura de miembros natos alegando que se 
La Comisión Arbitral del País Vasco extiende el conocimiento no solo a aquellas cuestiones que se for-
mulen respecto de Proyectos y Proposiciones de Ley en tramitación en el Parlamento Vasco, sino también 
a las del ámbito foral que se tramiten en las Juntas Generales. 
44 Ley 8/1993, de 19 de Octubre, de creación del Consejo Consultivo de Andalucía. 
45 Ley 5/1993, de 15 de junio, del Consejo Consultivo de las Islas Baleares. 
46 Ley 1/1995, de 16 de Febrero, del Presidente y del Gobierno de Aragón. 
47 Ley 9/1995, de 10 de noviembre, del Consejo Consultivo de Galicia. 
48 En este aspecto algunos autores han planteado la cuestión de la falta de contar con un 
Tribunal «Estatutario» (Constitucional) propio de cada Comunidad Autónoma, que protegiera la primacía 
del Estatuto y «anular las leyes de su mismo Parlamento que lo vulneren>>( ... ) «La creación del Consejo 
Consultivo ( ... ) puede significar, sin lugar a dudas, una suerte de sustitutivo en este ámbito» (Font i Llovet, 
pág. 18-19) 
49 Vid. Consejo Consultivo de Castilla La Mancha, ley 811995 de 21 de diciembre, ya citada. 
50 Ramón Parada, en <<El Consejo de Estado». DA, n°. 226, 1991, pág. 120. 
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puede petrificar «la doctrina del Consejo, obstaculizando su adaptación a nuevas 
líneas políticas o signifiquen instrumentos de recorte de independencia al aportar 
orientaciones de otras instituciones». 51 
Respecto a la organización, la gran mayoría prevé la posibilidad de comisiones o 
secciones de trabajo, aunque por el reducido número de sus miembros lo normal será 
el funcionamiento en Pleno, siendo así mismo posibles los votos particulares. 
Existe gran similitud en los plazos establecidos para emitir dictamen establecién-
dose el ordinario en un mes y los urgentes entre diez y quince días. 
IV. EL CONSEJO JURIDICO CONSULTIVO DE 
LA COMUNIDAD VALENCIANA 
A)Concepto y naturaleza jurídica 
Por Ley 10/1994, de 19 de Diciembre, se crea el Consejo Jurídico Consultivo de 
la Comunidad Valenciana 52, a los efectos de una mayor profundización en la auto-
nomía de nuestra Comunidad y de contar con un nuevo órgano garante de la legali-
dad. Este nuevo órgano carece de previsión expresa en el Estatuto 53, lo cual no es 
impedimento para considerarlo como una institución de autogobierno. 
Las características con que se ha dotado a nuestro Consejo es similar al del 
Consejo de Estado, es decir se concibe como el órgano consultivo supremo del 
Gobierno y su administración, al cual auxilia y asesora, y de las administraciones 
locales radicadas en la Comunidad Valenciana. 
Su función es estrictamente jurídica velando por la Constitución, el Estatuto de 
Autonomía y el resto del ordenamiento jurídico. Excepcionalmente puede . funda-
mentar sus opiniones en criterios de oportunidad y conveniencia de los proyectos y 
resoluciones que se le consultan. 
B)Autonomía orgánica y funcional 
Indudablemente, tiene carácter público y goza de una autonomía orgánica y fun-
cional plena con el fin de garantizar la objetividad e independencia del mismo. El 
51 Vid. Exposición de Motivos de la regulación canaria, ley 4/1984, de 6 de julio, ya citada. 
52 Cabe destacar la brevedad en el trámite parlamentario. El acuerdo de tramitación se inicia 
el 21 de Abril de 1994, el Informe de Ponencia el 7 de Octubre de 1994, Dictamen de la Comisión el 2 de 
diciembre del mismo año (BOCV 236) y se plasma en la Ley 10/1994, ell9 de Diciembre de 1994.BOCV 
184. 
53 Tal como argumenta Navarro Ruiz, J. C. en «El Consejo Jurídico Consultivo de la 
Comunidad Valenciana» , en Estudio sobre el Estatuto Valenciano Tomo 11, Consell Valencia de Cultura-
1996 pág. 272; «Que nuestro Estatuto de Auntonomia no haya previsto expresamente la existencia de un 
supremo órgano consultivo de la Comunidad no impide su creación :el art. 148.1 CE (organización de las 
instituciones de autogobierno de la CA) y el31.1 EACV lo permiten, como afirmamos antes». 
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Reglamento del Consejo Jurídico Consultivo 54 establece en su artículo segundo «No 
forma parte de la administración activa ni está integrado en ninguna de las 
Consellerias u otros órganos o entidades de la comunidad autónoma ; precede a 
cualquier otro órgano consultivo autonómico y sustituye, en los mismos términos, al 
Consejo de Estado, salvo aquellos casos que expresamente le estén reservados a éste 
último.» Es difícil concebir un órgano con este alto cometido integrado en la estruc-
tura organizativa de la Administración autonomica 55, como tampoco seria adecuado 
configurarlo como dependiente de las respectivas Asambleas legislativas. 
La autonomía orgánica y funcional implica ciertas potestades relativas, como es 
la elaboración de su propio Reglamento de régimen interno, sin embargo la aproba-
ción definitiva corresponde al Gobierno Autonómico 56. 
Nuestra regulación inicial del Consejo carecía por completo de la potestad de 
«interpretar y suplir el propio reglamento en los casos de duda y omisión cuestión 
subsanada con la aprobación del Reglamento que otorga esta facultad al Presidente. 
C) Ambito objetivo 
C. J. Competencia y funciones 
U na vez analizadas algunas cuestiones esenciales alrededor de los se estructuran 
nuestro Consejo Jurídico Consultivo, profundizaremos en el contenido de la Ley y su 
correspondiente Reglamento. 
La Ley del Consejo Jurídico Consultivo de la Comunidad Valenciana esta dividi-
da en una Exposición de Motivos, cinco Títulos, dos Disposiciones Adicionales y tres 
Finales. 
La Exposición de Motivos se hace referencia en primer lugar a su fundamenta-
ción jurídica y los motivos últimos que han impulsado la creación de este organismo; 
«El Gobierno Valenciano viene obligado, por diferentes preceptos normativos, a 
someter su actuación al dictamen de un órgano independiente y objetivo que vele por 
el cumplimiento de la Constitución, del Estatuto de Autonomía de la Comunidad 
Valenciana y del resto del ordenamiento ( ... )».Esta función se concibe como una 
garantía de legalidad no solo para la Administración sino también para la ciudadanos. 
Respecto a los asuntos a tratar éstos se establecen a tenor de un criterio de afec-
tación, es decir, «se han limitado a aquellos en los que la ciudadanía más directa-
54 El Reglamento del Consejo Jurídico Consultivo de la Comunidad Valenciana se aprueba por 
Decretol38/1996, de 16 de Julio. 
55 Cabe recordar que el Anteproyecto de Ley lo adscribía orgánicamente a la Presidencia de la 
Generalitat. Finalmente durante el trámite parlamentario fue modificado, introduciendo el criterio de no 
adscripción al igual que sus homólogos de otras Comunidades Autonomas. 
56 Vid. Disposición final primera. 
232 
mente se ve afectada por la actuación administrativa, dotándole de una garantía pro-
cedimental sin que ello menoscabe la necesaria agilidad administrativa». 
El carácter de «órgano supremo» es una calificación que se ha dado tradicional-
mente a todos los consejos, este carácter implica que los asuntos sobre los que haya 
dictaminado el Consejo Jurídico Consultivo no podrán remitirse a informe de ningún 
otro órgano de la administración de la Generalitat Valenciana ni de ninguna otra 
administración salvo que la Ley expresamente lo establezca 57. 
La actividad propiamente dicha es el ejercicio de la función consultiva, conside-
rada ésta en un aspecto amplio tal como contempla la Exposición de Motivos : 
«puede ser consultado en cualesquiera asuntos». Este tendrá carácter preceptivo 
cuando así se prevea en esta o en otras Leyes, y facultativo en los demás casos. La 
función institucional la desarrolla el Consejo mediante la emisión de dictámenes, no 
vinculantes salvo que las leyes dispongan lo contrario, que serán de carácter ténico-
jurídico. Asimismo solo se valoraran los criterios de oportunidad y conveniencia de 
forma excepcional si así lo solicita expresamente la autoridad consultante. 
En la Ley el término autoridad consultante va referido prácticamente de forma 
exclusiva a aquellos que tienen la facultad de iniciativa rogatoria, sin embargo en este 
precepto se produce una innovación a través del art. 3 de su correspondiente 
Reglamento al facultar al Presidente del Consejo poner de manifiesto a la autoridad 
consultante la conveniencia de «dictaminar acerca de la oportunidad, quedando 
interrumpido en ese caso, el plazo para emitir dictamen». 
Dado que la finalidad es establecer una nueva garantía procedimental, sin menos-
cabar la necesaria agilidad administrativa, los plazos para emitir los dictámenes se 
establecen en un mes desde la recepción del expediente. Una vez queda el asunto dic-
taminado por el Consejo, a la Administración le quedan dos opciones a la hora de 
emitir la correspondiente disposición o resolución, o bien dar su conformidad al dic-
tamen, bien apartarse del mismo. En el primer caso se usará la fórmula «Conforme 
con el Consejo Jurídico Consultivo»; en el segundo, la de «Oído el Consejo Jurídico 
Consultivo» (art.2.5 LCJC). 
Los efectos jurídicos de la discrepancia no existen, el Consejo es un mecanismo 
de garantía, en el sentido que la autoridad competente tenga una opinión cualificada 
sobre la adecuación de las normas al ordenamiento jurídico. En ningún caso la dis-
crepancia con el Consejo puede significar la vulneración de la libertad del Gobierno, 
sustentado por el Parlamento, que es donde reside la soberanía legislativa. Asimismo 
no se puede obviar que aunque una norma o reglamento tenga el dictamen favorable 
del Consejo, bien puede el Tribunal Constitucional apreciar cualquier defecto o vicio 
en la misma. 
57 Vid. Art. 2.4 de la Ley y art. 5 del Reglamento. 
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C. 2 Legitimación restringida 
Teniendo en cuenta que nuestro Consejo pertenece al genero clásico, este se 
caracteriza como «Órgano consultivo supremo del Gobierno valenciano y de su admi-
nistración, y, en su caso de las administraciones locales radicadas en la Comunidad 
Valenciana.» 
La Ley catalana es bastante más generosa que nuestra regulación. Así nos encon-
tramos con que pueden tomar la iniciativa de solicitud de dictamen sobre un texto que 
se debate en el Parlamento bien dos Grupos Parlamentarios, o una décima parte de 
los Diputados. Entretanto el procedimiento legislativo queda en suspenso. Así afirma 
Font i Llovet 58 que «es interesante observar que la regulación de la iniciativa con-
sultiva permite adivinar en la mecánica del dictamen un nuevo matiz: instrumento de 
protección de las minorías parlamentarias, en unos casos o bien mecanismo de segu-
ridad que refuerza la posición del Gobierno ante el Parlamento al obtener el respal-
do del dictamen del Consejo consultivo en relación con sus iniciativas legislativas.» 
Además de esta posibilidad, también se faculta para solicitar el correspondiente dic-
tamen a los jueces y Tribunales del Orden Civil con sede en Cataluña y al Síndic de 
Greuges. 59 
De todo lo anterior queda patente que la Ley catalana concibe a su Consejo como 
órgano consultivo de toda la Comunidad, de la practica totalidad de sus instituciones 
a diferencia del Consejo Jurídico Consultivo de la Comunidad Valenciana que lo con-
cibe principalmente para el Gobierno y su Administración. Se ha perdido una opor-
tunidad de profundizar y avanzar en nuestro sistema democrático, en la participación, 
y en la eficacia que es en definitiva lo que más se reclama y tiene en consideración 
de las instituciones. 
C.3 Eficacia del Dictamen 
El Título III de la Ley del Consejo Jurídico Consultivo determina el objeto de la 
consulta. Nos encontramos con una doble posibilidad: el emitir dictamen de forma 
potestativa sobre «cuantos asuntos sometan a su consulta el Presidente de la 
Generalidad Valenciana, el Gobierno valenciano o el conseller competente», y aque-
llos otros dictámenes que son preceptivos. Corresponden a esta categoría todos los 
enumerados en el art. 1 O de la Ley. 
58 Font i Llovet: «Los Consejos Consultivos de las Comunidades Autónomas» en Las Cortes 
Generales, Jornadas organizadas por la Dirección General del Servicio Jurídico del Estado, Madrid. 
59 Navarro Ruiz, considera que se «desempeña, de forma indirecta, un papel de defensa en 
materia de derechos y libertades en una doble vertiente: en primer lugar, al asesorar al Síndic de Greuges, 
algo importante cuando éste ejerce la potestad de elevar al Consell o al Parlament, la adopción de normas 
en garantía de los derechos y libertades.», vid cita nota 51. 
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l. Anteproyectos de reforma de Estatuto o Leyes.(art.l y 2 LCJC) 
Dado que no estamos ante un órgano que interviene a instancia del legis-
lativo, sino principalmente del ejecutivo, debemos entender que el informar 
preceptivamente y de forma no vinculante sobre los anteproyectos, es decir, 
antes de iniciarse cualquier trámite parlamentario e incluso antes de que el 
Gobierno apruebe el texto del Proyecto, el dictamen en si se convierte en una 
garantía de refuerzo de la posición del ejecutivo a la hora de remitirlo al 
Parlamento. Indudablemente esto no implica que durante la tramitación par-
lamentaria no pueda recibir el Proyecto modificaciones profundas y substan-
ciales. 
2. Recursos de inconstitucionalidad y conflictos de competencia ante el 
Tribunal Constitucional 
Dada la naturaleza de nuestro Consejo, esta función debemos entenderla 
con el contenido clásico de asesoramiento altamente cualificado sobre la via-
bilidad del recurso, es decir, una cierta seguridad para los órganos políticos 
legitimados. 60 
El carácter preceptivo no tiene virtualidad en caso de que sean las Cortes 
Valencianas las que decidan plantearlo, así establece la Disposición Adicional 
segunda: «Excepcionalmente y para el caso de que las Cortes Valencianas 
debatan la posibilidad de formular un recurso de inconstitucionalidad en 
conflictos competenciales, podrán aquéllas recabar del Consejo Jurídico 
Consultivo un dictamen urgente previo». Por lo tanto y a pesar de la intensi-
dad del debate durante el trámite parlamentario 61, solo se contempla con 
carácter excepcional y facultativo. 
3. Examen de la legalidad de los Proyectos de Decretos Legislativos, de los 
Proyectos de Reglamento o Disposiciones de carácter general 
Es preceptivo el dictamen cuando se trata de Proyectos de Decretos 
Legislativos, proyectos de Reglamentos o disposiciones de carácter general 
que se dicten en ejecución de leyes y sus modificaciones (art. 10.3 y 4). Nos 
60 Respecto al recurso de inconstitucionalidad y conflictos de competencias, Navarro Ruiz, J. 
C. afirma: «En este punto la Ley no distingue entre la interposición de los mismos y la personación en el 
recurso de inconstitucionalidad, por lo que parece que también cuando el Consell decida personarse en un 
recurso de inconstitucionalidad deberá producirse la consulta al Consejo Jurídico, lo que inevitablemente 
exigirá la petición del dictamen por el trámite de urgencia. 
61 Ver Diario de Sesiones no. 190 y 191, de113 de Diciembre de 1994. 
235 
encontramos aquí con la ya tradicional polémica sobre el ámbito y extensión 
de la potestad reglamentaria en el caso de los reglamentos ejecutivos, polémi-
ca zanjada por la jurisprudencia. Sin entrar en mayor profundidad se trata de 
determinar el ámbito de actuación del Consejo de Estado en relación con la 
actividad autonomica, es decir, quien dictamina en los reglamentos elabora-
dos por los órganos autonomicos en desarrollo de una ley estatal. El 
Reglamento del Consejo Jurídico Consultivo en su Disposición Transitoria 
Primera apunta que el carácter preceptivo del dictamen( ... ) contenido en 
leyes que afectan al funcionamiento de la administración en el ámbito de la 
Comunidad Valenciana se entenderá referido al dictamen del Consejo 
Jurídico Consultivo(. .. ) exceptuando de lo previsto en el párrafo anterior los 
supuestos en los que por la naturaleza del asunto a dictaminar deba conti-
nuar entendiendo el Consejo de Estado». 
4. Otras competencias 
El Consejo Jurídico Consultivo cumple con la obligación de examen pre-
vio de legalidad re[specto a una serie de materias que a diferencia de las ante-
riores tienen un carácter prácticamente administrativo, tales como conflictos 
de atribuciones entre los distintos Departamentos del Gobierno Valenciano, 
revisión de oficio de expedientes administrativos, reclamaciones de daños y 
perjuicios; interpretación, resolución y nulidad de contratos 62 y concesiones 
administrativas cuando se formule oposición por parte del contratista o con-
cesionario y, en todo caso, en los supuestos previstos en la legislación de con-
tratos del Estado; modificación de planes de urbanismo, sus normas comple-
mentarias y subsidiarias y los planes de actuación que tengan por objeto una 
diferente zonificación o uso urbanístico de las zonas verdes o de los espacios 
libres previstos 63; los asuntos de organización interna y funcionamiento del 
propio Consejo. 
En los Convenios o acuerdos de cooperación con otras Comunidades 
Autónomas (art.10.6), es indudable que la actuación tiene que producirse 
antes de que las Cortes Valencianas tomen la determinación respectiva. 
62 Vid. Art. 42 EACV. 
63 Garrido Mayol, Vicente, en «El Consejo Jurídico Consultivo, Nueva Institución de la 
Generalidad Valenciana», Revista Valenciana D'Estudis Autonomics, no 20, pag. 396, establece que «son 
estos últimos de responsabilidad patrimonial los que constituyen el grueso de asuntos sometidos a con-
sulta del Consejo, pues más del 56 % de los expedientes corresponden a esta materia,resultando a veces 
incomprensible, si consideramos la mínima cuantía de algunas indemnizaciones solicitadas y el elevado 
coste que comporta la instrucción de los expedientes>>. 
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En relación con la Administración Local se establece una actuación pre-
ceptiva y previa en los supuestos de alteración de términos municipales a que 
se refiere el artículo 13.1 de la Ley de Bases de Régimen Local. Dictamen que 
podrá ser emitido por el Consejo de Estado cuando así lo acuerde el órgano 
competente. Simultáneamente a la petición de este dictamen se dará conoci-
miento a la Administración del Estado. 
Finalmente se establece una cláusula abierta por la que sería preceptivo el 
dictamen ante cualquier otra materia que fuese competencia de la Generalidad 
Valenciana o de las administraciones locales radicadas en la Comunidad 
Valenciana, cuando así lo contemple la ley. 
D) Composición y funciones 
Como viene siendo habitual en los órganos consultivos institucionales la estruc-
tura es colegiada. El Consejo Jurídico Consultivo de la Comunidad Valenciana esta 
constituido por el Presidente y un número de cuatro consejeros/as. Dado que el 
Consejo valenciano tiene como función principal asesorar al Gobierno nos encontra-
mos con una formula pura de designación gubernamental, 64 a diferencia de lo exis-
tente en otros ordenamientos autonómicos;así el Consejo catalán esta compuesto por 
siete miembros, cinco a propuesta del Parlamento por mayoría de tres quintos y dos 
a propuesta del Gobierno; el Consejo canario esta compuesto por cinco miembros, 
tres propuestos por el Parlamento por mayoría de tres quintos, y dos por el Gobierno. 
En cualquier caso siempre estamos ante la figura de miembro electivo, no existiendo 
los miembros natos y permanentes. 
Como requisito o perfil para ser miembro del Consejo 65 se exige ser un «profe-
sional o científico que se hayan distinguido en el campo del derecho con más de diez 
años de ejercicio profesional, o entre personas de reconocido prestigio por su expe-
riencia en asuntos de Estado o autonómicos y que tenga la condición política de 
valenciano». 
La obligación de guardar fidelidad a la Constitución, al Estatuto de Autonomía de 
la Comunidad Valenciana, a las instituciones de gobierno valencianas y el Presidente, 
se impone a todos los miembros del Consejo y personal adscrito, debiendo guardar 
secreto de las deliberaciones . 
A tenor de las importantes funciones a desarrollar y la naturaleza institucional del 
cargo a los miembros del Consejo se les garantiza su independencia, designándoles 
por un periodo superior a la duración de la legislatura, se les dota un sistema de 
incompatibilidades y se les garantiza la inamovilidad, aspectos estos que vamos a 
analizar a continuación. 
64 Art. 3 LCJC. 
65 Las funciones de los Consejeros vienen reguladas en la sección cuarta del Reglamento, art. 
29 a 32 inclusive. 
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l. Término y pérdida de status 
Respecto a la duración del mandato establece el articulo tercero in fine : «Los 
miembros del Consejo Jurídico Consultivo serán nombrados por un período de cinco 
años, pudiendo ser confirmados hasta un máximo de tres períodos». 
Además de la finalización del mandato por término temporal del mismo, en el 
artículo séptimo se recogen los motivos por los cuales se pierde la condición de 
miembro, que al ser una enumeración taxativa, garantizan la inamovilidad de los 
miembros. Las causas que se exponen se contemplan jurídicamente como impedi-
mentos o inhabilitaciones tanto de áreas administrativas como para actos civiles, así 
están contempladas la defunción, la renuncia, extinción del mandato, por incapaci-
dad o inhabilitación por resolución judicial firme, por pérdida de la condición políti-
ca valenciana y por incompatibilidad e incumplimiento de su función. Esta última la 
resuelve el Pleno del Consejo Jurídico Consultivo el cual, previa audiencia al intere-
sado, adoptará el acuerdo por mayoría absoluta. 
2. Régimen de incompatibilidades 
Las incompatibilidades vienen recogidas en el artículo sexto de la Ley, siendo 
estas las mismas que se establece con carácter general para los altos cargos de la 
administración, 66 exceptuando las actividades docentes e investigadoras y aquellas 
de carácter privado no sujetas a retribución siempre y cuando no afecten a intereses 
susceptibles de dictamen preceptivo. Asimismo serán incompatibles con todo man-
dato representativo, cargo político o administrativo, el desempeño de funciones 
directivas de un partido político, sindicato o asociación patronal. 
E) Estructura orgánica y funcional 
a.- Organos unipersonales 
Los miembros del Consejo Jurídico Consultivo, incluido el Presidente son nom-
brados directa y libremente por el Consell, mediante Decreto. En ese caso no se ha 
seguido un camino que viene siendo habitual en este tipo de órganos, cual es la desig-
nación del Presidente por el resto de los componentes 67. En caso de ser necesaria la 
sustitución, por vacante, ausencia o enfermedad este será sustituido por el Consejero 
66 El régimen de incompatibilidades de los altos cargos se regula con carácter general por la 
Ley estatal 1211995, de 11 de mayo. 
67 El órgano del País Vasco, tiene como Presidente al Presidente del Tribunal 
Superior de Justicia. 
En el Consejo Andaluz, el Presidente también es nombrado por el Presidente de la Junta. 
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de mas antigüedad y en caso de igualdad, se opta por el de mayor edad. Al Presidente 
se le encomiendan las siguientes funciones: 
• Ostentar la representación del Consejo. 
• Autorizar con su firma los dictámenes emitidos por el Consejo así como aque-
llos escritos dirigidos al presidente de la Generalitat Valenciana y a los 
Consellers. 
• Presidir, convocar y fijar el orden del día de las sesiones del Consejo. 
• Elevar anualmente al Gobierno Valenciano una memoria de las actividades. 
• Adoptar las medidas necesarias para el funcionamiento del Consejo e interpre-
tar el Reglamento. 
• Formular motivadamente los anteproyectos de presupuesto del Consejo. 
• Autorizar el gasto y proponer los pagos como consecuencia de la ejecución del 
presupuesto del Consejo. 
• Ejercer con respecto al Consejo, las funciones que la legislación de hacienda de 
la Generalitat Valenciana atribuye a los consellers en relación con sus departa-
mentos, siendo de su exclusiva incumbencia las relativas a la ejecución y liqui-
dación del presupuesto. 
• Ostentar la jefatura de todas los servicios del Consejo y asumir respecto al 
mismo las atribuciones propias de los consellers de acuerdo con la legislación 
vigente, excepción hecha de las que sean inherentes a la condición de miembro 
del Gobierno valenciano. 
Esta última engloba a su vez una serie de facultades y potestades de funciona-
miento interno, a título de ejemplos mas significativos podemos apuntar: ostentar la 
jefatura superior del personal, servicios y dependencias, máxima dirección del con-
sejo, presidir y dirigir con voto de calidad en los empates las sesiones del mismo y 
constituir comisiones y secciones de trabajo. 
La figura del Vicepresidente no se contempla en la ley, sin embargo el 
Reglamento la contempla en su artículo dieciocho al establecer «En casos de ~-·acan­
te, ausencia o enfermedad (del Presidente) será sustituido por el vicepresidentf ». La 
titularidad no es por designación ni por elección sino que la ostentara «el Consejero 
más antiguo o, en su caso el de mayor edad». 
El Secretario General será nombrado por el Gobierno Valenciano a propuesta del 
Presidente del Consejo Jurídico. Le corresponden las funciones de secretario del 
• pleno, de jefe directo de personal y el de régimen interior de los servicios y depen-
dencias del Consejo, sin perjuicio de la superior autoridad del presidente y de las atri-
buciones del pleno y de los consejeros. 
El resto del personal se compone de los Letrados y el personal administrativo. A 
los letrados les corresponde la asistencia técnica en régimen de dedicación exclusiva. 
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b.- Organos colegiados 
• El Pleno 
Es el principal órgano cuya misión esencial es reunir a los miembros para deli-
berar, a fin de formar, por el sistema del consenso, la voluntad soberana del Consejo. 
El pleno es un órgano soberano pero indudablemente no lo es omnímodo. El ámbito 
de sus facultades está limitado por su propia competencia establecida en los precep-
tos de la Ley y su Reglamento, conociendo así de los anteproyectos de leyes, de 
reforma del Estatuto, de decretos legislativos o reglamentarios, recursos de inconsti-
tucionalidad y conflictos de competencia ante el Tribunal Constitucional, convenios 
o acuerdos con otras comunidades autónomas o el Estado. 
También se le asignan las competencias consultivas sobre los conflictos de atri-
buciones entre los distintos Departamentos del Consell; sobre nulidad, interpretación 
y resolución de los contratos concesiones administrativas cuando se formule oposi-
ción por parte del contratista o concesionarios. Asimismo conocerá las disposiciones 
administrativas que afecten a la organización, competencia y funcionamiento del pro-
pio Consejo. 
El pleno se reunirá periódicamente y siempre que lo convoque el presidente para 
atender asuntos de su competencia. 
• Secciones y Comisiones 
Estos órganos de trabajo no viene recogidos en la Ley, sino que vienen regulados 
por el Reglamento 6&. Se contemplan dos tipos: obligatorias y facultativas. Estas últi-
mas se constituyen cuando la naturaleza de los asuntos a dictaminar así lo aconseje, 
estarán compuestas por dos o mas consejeros y presididas por el que designe el 
Presidente. 
El Consejo contará con cuatro secciones permanentes, presididas por un conseje-
ro y la asistencia letrada teniendo por cometido elaborar los proyectos de dictamen 
que posteriormente se elevan al Pleno. 
F)Funcionamiento 
El Consejo carece en la práctica de iniciativa. Son los órganos legitimados para 
solicitar dictamen los que la tienen que como ya hemos visto son principalmente el 
Presidente, el Gobierno y el Conseller competente a tenor de la materia. También se 
faculta, pero de forma excepcional, a las Cortes Valencianas en caso de recurso de 
constitucionalidad por conflictos de competencia. 
68 Art. 63 a 65 inclusive del Reglamento del Consejo Jurídico Consultivo de la Comunidad 
Valenciana. 
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Las entidades locales tienen una legitimación restringida limitada a los supuestos 
en que sea obligatoria para la Administración Local69, y además es indirecta a través 
del Conseller de Administración Pública. 
Una vez que el órgano legitimado solicita el dictamen correspondiente y se reci-
be el expediente, el Consejo dispone del plazo de un mes para emitirlo, éste sin 
embargo queda interrumpido en caso de necesidad de requerir un periodo de infor-
mación y documentación de especial competencia técnica. Si en el escrito de solici-
tud de dictamen y remisión de expediente se hace constar la urgencia, el plazo máxi-
mo de emisión será de diez días 7o. El plazo nunca será interrumpido por razón de 
vacaciones. 
Las deliberaciones y acuerdos del Consejo requieren la presencia del Presidente 
o de quien le sustituya, de al menos la mitad de los Consejeros que lo forman y del 
secretario general. Sus acuerdos son adoptados por mayoría de votos de los asisten-
tes y en caso de empate el Presidente tiene el voto de calidad. Salvo caso de inhibi-
ción no cabe la abstención de los miembros. Los consejeros que disientan del senti-
do mayoritario podrán formular por escrito un voto particular en un plazo de diez 
días que se acompañara al dictamen e incluso pueden solicitar que el asunto quede 
sobre la mesa. 
El Pleno a iniciativa propia pueda proponer mociones de oportunidad o conve-
niencia al Gobierno Valenciano. 71 Estas tendrán por objeto elevar las propuestas que 
el Consejo juzgue oportunas acerca de cualquier asunto que la práctica y experiencia 
de sus funciones le sugiera. 
En la formalización del dictamen se expondrán separadamente los antecedentes 
de hecho, las consideraciones de derecho y la conclusión o conclusiones, que en 
casos justificados podrán formularse de modo alternativo o condicional. 
G) Publicidad de las actuaciones 
La publicidad queda asegurada de manera asimétrica. El Consejo Consultivo hace 
entrega de su dictamen solamente al órgano que lo ha instado. Las sesiones del pleno 
no serán publicas donde se proceda a la lectura del acta de la sesión anterior, ni en la 
que sé de cuenta de algún expediente sometido a consulta. 
Hay que destacar que existe un vacío legal en lo que respeta a publicidad en el 
caso de los dictámenes solicitados por el Parlamento relativos a las cuestiones de 
inconstitucionalidad. Dada la estructura plural del mismo, la necesidad de publicitar 
las deliberaciones del consejo resulta no sólo congruente sino también imprescindi-
69 Art. 11 y 10.8.f de la LCJC. 
70 Art. 15.1 de la LCJC y 71 del Reglamento. 
71 Reglamento, art. 76. 
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ble con el fin de que todos los diputados puedan crear su propio criterio en igualdad 
de condiciones para poder defender sus pretensiones de interponer o no el recurso. 
Dada la importancia que tienen los dictámenes, desde el punto de vista doctrinal, 
el Reglamento prevé la publicación. Así establece el art. 78 del Reglamento:«El 
Consejo publicará, omitiendo los datos concretos sobre la procedencia y caracterís-
ticas de las consultas, recopilaciones de la doctrina legal sentada en sus dictámenes 
y demás decisiones adoptadas». 
V. RECAPITULACION 
Esta exposición ha pretendido clarificar la organización y ordenación de la fun-
ción consultiva en general y la especifica de nuestra comunidad. Es necesario desta-
car que el Consejo Jurídico Consultivo supone un avance en las garantías de nuestro 
autogobierno autonómico, acotando y defendiendo nuestro propio espacio normativo 
y acervo competencia!. 
No es preciso insistir sin embargo que se hubiera podido optar por un órgano más 
ambicioso, tanto en las funciones a desarrollar como en los legitimados para ser ase-
sorados. 
Se ha perdido una oportunidad de crear una institución mas abierta a la sociedad, 
cada vez más compleja tanto en los problemas como en sus soluciones, facilitando 
una mayor información cualificada e independiente a los poderes públicos a la hora 
de tomar decisiones. 
Finalmente se debe llamar la atención a la renuncia de la facultad fiscalizadora 
respecto de los procesos legislativos que tienen algunos de sus homólogos, quedán-
dose reducido a la mera función consultiva, carente en la praxis diaria de iniciativa 
propia. 
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~ 
DESDE LA GLOBALIZACION HASTA LA 
CONFERENCIA DE ESTOCOLMO 
FERNANDO DE ROJAS MARTÍNEZ-PARETS 
Universitat d' Alacant-Universidad de Alicante 
Nuestra opulenta y a la par desorientada sociedad tiene cuanto desea, excepto la 
capacidad de desear lo que de veras necesita. 
De ahí su vergonzosa y oronda pobreza: para disponer de muchas cosas que no 
valen lo que cuestan destruye recursos que todavía no cuestan lo que realmente valen. 
Disponemos de una rica sociedad moralmente empobrecida, porque rico es 
quien tiene lo que precisa, no quien tira cuanto desea. 
Ramón Folch. Naturalista catalán; de su libro 
«Que lo hermoso sea poderoso» 
Entiendo que lo más importante que tenemos entre manos, es implantar un sis-
tema de manejo adecuado de nuestro Planeta. Sin ello lo verosímil es que no demos 
paso al relevo que nos viene detrás y desaparezcamos como especie. De las cien-
cias de la naturaleza aprendemos lo que se debe hacer, pero las ciencias sociales no 
dicen cómo. Quizás porque nuestros congéneres no quieren más que gratificaciones 
inmediatas o porque la tarea es desmesurada: asimilar los 12.000 millones de terrí-
colas que seremos en breve y compartir lo que tenemos. Las instituciones básicas 
de que hoy disponemos, el estado-nación y el mercado no valen para esto. 
Ramón Martín Mateo. Director del Instituto del Agua y de las Ciencias 
Ambientales. Alicante. Del libro 
«Bosque de bosques» 
Quan una espécie d' animal o planta desapareix per extinció, s' emporta amb ella 
lligons de supervivéncia codificades en els seus gens, durament guanyades al llarg 
de milions d'anys d'evolució i adaptació. 
L' extinció per a les especies té el mateix astigma que la mort per a I' individu: 
és per sempre ... No deixem que el nombre d'especies extingides creixca més enllá 
del que és biológicament raonable i evolutivament necessari. 
No permetem que els museus de zoología i els jardins botánics, que hui expo-
sen esquelets i animals morts o plantes aclimatades pertanyents a especies vives, 
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acaben essent inmensos mostraris de les faunes les flores que nosaltres mateixos 
haurem ajudat a extingir. Ens hi juguem també la nostra extinció. 
Joandoménec Rós i Aragonés. Profesor de Ecología. De su libro 
«La nostra ecología de cada día» 
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Texto de la conferencia de Estocolmo 1972 
Bibliografía 
INTRODUCCIÓN. 
El medio ambiente cada día adquiere mayor importancia en nuestra sociedad y 
despierta una vertiente nueva en muchas ramas del saber. Este interés social e indi-
vidual que se revela como idea necesaria para el presente y el futuro inmediato de 
nuestro mundo, así como la aparente novedad que supone el que en casi todas las dis-
ciplinas del conocimiento se estén conformando especializaciones relacionadas con 
el medio ambiente, a menudo olvida sus tiempos de génesis; el idealismo y la tensión 
que lo generó. 
Hubo un tiempo no muy lejano en que algunas personas y movimientos sociales 
empezaron a plantearse, de forma a veces casi compulsiva, hacia dónde nos llevaba 
el sistema mundial en el que todos vivimos inmersos. Aquel tiempo en el que la ame-
naza de la destrucción nuclear, el ritmo frenético de producción y consumo que se 
expandía a velocidades hasta entonces nunca sospechadas así como la insostenibili-
dad de un sistema que condenaba a insalvables abismos de pobreza a un creciente ter-
cer mundo, dio lugar a un movimiento de catastrofismo antropológico y ambiental 
que soñaba con restablecer el equilibrio humano y planetario. 
Aquellos sueños y aquellos temores los hemos metabolizado y sirvieron para 
hacerse muchas preguntas y plantar las simientes de muchas conscienciaciones, per-
sonales siempre y colectivas a veces, por lo que no han muerto ni han sido absurda-
mente estériles. 
Ahora que todo se tecnifica y se razona, en definitiva que medimos los riesgos, 
no debemos olvidar el espíritu y la inquietud que nos llevaron hasta este inicio del 
camino. 
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En esta obra se ha pretendido recordar, aunque sea brevemente, el nacimiento 
remozado y la difusión popular de los ideales que nos acompañan hacia el siglo XXI; 
solidaridad, globalización, medio ambiente, calidad de vida, antibelicismo, humanis-
mo, pluralidad. Todos ellos constituyen el magma de esa preocupación por el futuro 
de nuestra civilización, incluso de nuestra especie y de nuestro actual medio ambien-
te, que siempre estuvo ahí pero que particularmente hierve y se expande ante la insos-
tenibilidad del modelo de crecimiento imperante. 
Ante las evidencias, se concluye; el mundo y los países que lo integran tienen un 
futuro común, interrelacionado, que sobrepasa fronteras y que no puede continuar en 
la dinámica ciega y frenética en la que actualmente vive. 
Es en este contexto en el que nace la Conferencia de las Naciones Unidas de 
Estocolmo de 1972, la primera carta que de manera global hace patente la preocupa-
ción mundial por el sistema de desarrollo y por el medio ambiente. 
Antes de dedicarse, especializarse o preocuparse por la defensa del medio huma-
no o por la conservación de la Naturaleza, debiéramos reflexionar y conocer estos 
pensamientos, estas corrientes y esta acta internacional que suponen sus orígenes 
más claros. 
Jurídicamente en Estocolmo se comenzó la base de las grandes reuniones interna-
cionales sobre el medio ambiente mundial que han tenido su continuidad en Río de 
Janeiro en 1992, pero también asentará una época en que los grandes bloques regio-
nales como Europa toman para sí una política conjunta de protección ambiental. 
Así pues, no ignoremos, aunque sea de manera esquemática, el esfuerzo, génesis 
e ideales del movimiento ambientalista y veamos el texto de Estocolmo no como una 
mera declaración de principios sino como el inicio de la consciencia global y del 
mandato de defensa del medio ambiente y el equilibrio social que se hace impres-
cindible atender en este final de siglo. 
ANTECEDENTES: LA PERCEPCIÓN DEL ENTORNO 
El hombre, en tanto género, pero sobre todo como individuo, en su capacidad de 
percepción y especialmente de sensibilidad, ha sentido -debe haber sentido- siempre, 
un impulso, una llamada añorante a menudo enfrentada a su progreso, ignorada y 
postergada, hacia su reintegración con la Naturaleza, tanto más cuanto el sistema que 
él mismo creaba iba produciendo complejas problemáticas y alienaciones. 
En los valores, mitos y creencias del hombre primitivo la Naturaleza y sus ele-
mentos son en sí mismos divinidades, expresiones de la divinidad o intermediadores 
entre la realidad y lo sobrenatural. En las religiones antiguas de oriente la Naturaleza 
en sí constituye un círculo completo y complementado de lo divino con lo humano 
que de otra manera queda roto, incomprensible. 
No es este sentido cíclico, integracionista, el de los grandes monoteísmos judea-
cristianos, (incluido el mahometano, y otras derivaciones religiosas del tronco gené-
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sic o monoteístico) donde el ser humano es el elemento cumbre, dominador, el que 
legitima para su prosperidad al resto de la creación. I 
Partiendo de tal antropocentrismo esta consciencia de sí mismo ha difundido entre 
el ser humano la idea de que su propio destino, su particular naturaleza, se hallaban 
fuera y por encima de la Naturaleza e incluso que su porvenir se debatía en paráme-
tros diferentes a los del planeta en todo aquello que no fuera la progresiva instrumen-
talización de la misma Tierra como solar y proveedor del desarrollo del hombre. z 
Como el profesor Martín Mateo señala así y todo, las modulaciones posteriores 
de estas religiones no dejan de aportar una interpretación responsabilizadora y equi-
libradora de la relación entre la obra divina y los hijos de Dios con posiciones natu-
ralistas como las de San Francisco de Asís. 
Será en Europa, con el surgimiento de los pensamientos racionalistas e ilustra-
cionistas junto con el progreso de las ciencias cuando se dé, en cierta manera, el pre-
cedente más cercano de constitución de corrientes donde una cierta ecología, un cier-
ta concepción de la Naturaleza, empieza a contraponerse a los primeros avances de 
la civilización industrial; es una reacción contra el dominio del orden y el artificio, la 
obra humana, por lo que pensamientos como los de Rousseau 3 o Chateaubriand no 
son una filosofía del medio sino una reacción que los identifica más con lo que será 
típico del romanticismo; la vuelta a lo primitivo, a los escenarios agrarios o selvíco-
las, anhelo que se repetirá bien desde las filosofías naturalistas y colectivistas o con-
MARTÍN MATEO, Ramón. El hombre una especie en peligro. Capt. V. 2. Págs. 84 y 85. 
Edit. Campomanes Libros. Año 1993. 
2 A este respecto solamente mencionar que el antropocentrismo constituye parte intrínseca y 
constante del pensamiento e incluso de las creencias occidentales desde tiempos clásicos, baste referirse a 
la Biblia o al entendimiento histórico griego del mundo cuyos mitos ya remiten a un antropomorfismo 
cuanto menos. Desde el punto de vista filosófico la cosmogonía aparece en el pensamiento clásico griego 
hacia el siglo VII A.C. con los órficos, que incluso hacen referencias al origen del mundo en el mar o el 
tiempo, pero ya desde Sócrates pero sobretodo desde los sofistas el hombre constituye el tema central del 
pensamiento clásico definiéndose inclusive la filosofía como «la retórica sobre el ser y los asuntos huma-
nos». Igual ocurre desde Herodoto con el conocimiento histórico, en este último aspecto resulta interesante 
y muy accesible la breve obra de ROMERO, José Luis. De Herodoto a Polibio. Edit. Espasa. 1952. 
ODUM, E. En; Ecología. Peligra la vida. Edit. B. 2a Edición, 1995 Capt. «Dominio o 
Mayordomía» pág. 248 trata igualmente del mandato bíblico de dominio de la Tierra por el hombre en 
clave de una nueva interpretación. 
3 GONZÁLEZ ALVAREZ, Aligel. Manual de Historia de la Filosofía. Editorial Gredas. Año 
1957. Colección: Biblioteca Hispánica de la Filosofía Volumen 11. Capt. 11 Arts. 4 y 5. De aquí se detrae 
que la Ilustración asienta la filosofía del siglo XVIII en la razón como elemento único e independiente con 
existencia propia y al tiempo suprema. Al contrario del racionalismo anterior, la razón ilustrada aúna lo 
empírico con lo racional o recogiendo la cita que se reseña de Voltaire «la antorcha de la experiencia y el 
compás del matemático» creando una fuerza de conquista de la Naturaleza, de progreso sobre las cosas. 
Rousseau es el precursor del naturalismo en el que la bondad del hombre y sus circunstancias en estado 
natural se quebrantan en sociedad. Ya con el siglo XIX aparece el romanticismo y en su extremo contra-
rio el materialismo científico. 
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trariamente desde la óptica de los movimientos conservacionistas y científicos de 
finales del XIX que se toman como primeras referencias en los tratados 4 que glosan 
las génesis de la preocupación medioambiental. Todo lo cual no deja de situarnos 
bien en concepciones sentimentales de un ser humano que busca proteger los entor-
nos naturales que le impresionan o por el contrario investigar los recién descubiertos 
sistemas de la biología, pero sin plantear una alternativa viable que reconvierta y 
aborde el modelo occidental e industrializado y su civilización respecto del mundo. 
Podríamos incluso decir que se trata en muchos casos de sociedades cerradas, filan-
trópicas a veces, ajenas al sistema o de exclusivo «leit motiv» científico. 
En cualquier caso, lo que sí va despuntando en la percepción de la sociedad en 
aquellos momentos de maquinismo y librecambismo, es, una progresiva sensibiliza-
ción y mentalización de que la acción del hombre destruye parajes humanos y sil-
vestres y que la Naturaleza tiene ciertos valores intrínsecos que deben ser salvaguar-
dados de determinadas acciones y ambiciones humanas. Es por esto que se crean las 
primeras figuras de protección de espacios naturales, (los Parques Nacionales de 
Estados Unidos y posteriormente de Europa) y en el mundo anglosajón las primeras 
asociaciones activistas de carácter ecologista y conservacionista como la Sociedad 
Americana Sierra Club o la Sociedad de Ecología Británica. s 
Podríamos pues resumir este estadio que hemos llamado de antecedente o sobre 
la percepción del entorno en estos términos: 
• El ser humano desde los tiempos antiguos se ha visto en la función de dominio 
del mundo y en la creencia de ser el centro o motivo de la creación. 
• Las filosofías o corrientes de pensamiento que reaccionaban ante el fenómeno 
del desarrollo industrial no enjuician su rumbo sino que, más bien, quedan entre 
anhelos sensibles o motivaciones de investigación científica. 
• La protección a la Naturaleza que nace de los Estados de ésta época es parcial 
(protección de parajes, medidas higienistas, etc.) aunque empieza a organizarse 
un movimiento conservacionista un tanto culto. 
PRECEDENTE: LA CONSCIENCIACIÓN MEDIOAMBIENTAL 
Será con la llegada del postindustrialismo, 6 en los umbrales de la década de los 
60 cuando las consideraciones de tipo perceptivo, sensible, o las primeras resolucio-
4 En este sentido lo explica MARTÍN MATEO, Ramón, en su Tratado de Derecho Ambiental. 
Editorial Trivium. Año 1991, Volum. l. Capt. 1: Fundamentos. Págs. 25, 26. 
5 Idem. Págs. 26.27 
6 Todavía no hay un ténnino aceptado para designar la época tecnológica y económica nacida 
tras la II Guerra Mundial y que empieza a manifestarse plenamente en los 60, aquí empleamos la acuñada 
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nes a los problemas sectoriales que ya van planteándose comienzan a transformarse 
en una consciencia más global, completa e interiorizada de la interdependencia que 
existe entre la sociedad humana y el medio ambiente, entre el porvenir del hombre y 
la Tierra. 
Así, lo que se ha venido en llamar literatura ambientalista 7 de los sesenta y prin-
cipios de los setenta transforma esta sensibilidad de lo perceptible por una conscien-
cia en la que hombre y medio constituyen una univocidad mundial, la cual se halla 
seriamente afectada hasta el punto de que nuestro modo de vida se halla gravemente 
comprometido, por lo que se achacó a esta corriente de alarmista y de padecer de un 
«pesimismo ecológico». s 
El clima desarrollista que siguió a la II Guerra Mundial así como la política com-
petitiva y la carrera bélico-nuclear que se expandió ya por todo el mundo, hizo que 
este periodo histórico supusiera el de agresión más intensa y directa tanto al Medio 
como a la Humanidad, 9 buscándose el potenciamiento tecnológico y la máxima 
internalización de beneficios de un sistema de crecimiento al que esta oleada de auto-
res oponía un catastrofismo ambiental y humano que tenía su acogida entre las 
corrientes sociales de los años setenta que veían con bastante prevención el indus-
trialismo desatado y sobretodo el peligro nuclear. 
Así en la obra del filósofo Bertrand Russell 10 se aprecia un alarmismo sobre la 
propia capacidad de la raza humana para comportarse con responsabilidad suficien-
te como para evitar la destrucción del planeta, señalándose que el aumento de nues-
tras capacidades -se refiere a las humanas- deviene principalmente de conocimien-
por el sociólogo Daniel BELL para referirse a una economía basada en los servicios. Aunque indudable-
mente en aquella década también se acuñaron otros términos como «postcivilización» por K. BOULDING 
o «sociedad tecnocrática» por ZBIGNIEW. 
7 RUSSELL, Bertrand. Has Mana Future?. ¡a Edición 1961, Allen &Unwin. Aquí emplea-
mos la edición de Penguin Special. 
CARSON, Rachel. Silent Spring. 1 a Edición 1962, Houghton Mifflin. Manejamos aquí la edición 
de 1991 de Penguin Books. 
WARD y DUBOIS, Una sola Tierra (Just one Earth). 1972 Edita FCE. 
TOFFLER. Alvin. Future Shock, 1 a Edición 1970. Empleamos la edición en castellano; El Shock 
del Futuro, 1973 de Plaza & Janés. 
Sociedad de Amigos de la Tierra, (F.O.E.), Sólo una Tierra. 1972.Editorial Vicens-Vives.Colec. 
Libros U, Ecología y Sociedad. 
8 MARTÍN MATEO, Tratado de Derecho Ambiental. Editorial Trivium. Año 1991 Volum. l. 
Capt.l. Fundamentos. Págs. 31, 32. Este autor también señala un cierto catastrofismo en las conclusiones 
que aportan los estudios a cargo del Club de Roma en la página 13 de la Introducción a su libro El 
Hombre: una especie en peligro ya citado aquí. Este pesimismo también lo reseña en la Introducción al 
segundo informe del Club de Roma, en su versión española de 1975 Fernando de YBARRA 
LÓPEZ-DÓRIGA. 
9 MARTÍN MATEO. Tratado de Derecho Ambiental. Vol. l. Capt. 11. Apt.II.3.2 Pág. 97. 
1 O RUSSELL, Bertrand Has ManA Future ?. Ed. Penguin Special. 
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tos adquiridos y transmitidos por la tradición y educación, siendo uno de los proble-
mas de nuestro tiempo que nuestros hábitos y pensamientos no pueden cambiar tan 
aprisa como las técnicas. Es, en definitiva, el desfase entre el avance científico y tec-
nológico y la falta correlativa de una evolución social que propicie una asunción 
ordenada y consciente del potencial material de la humanidad. 11 
Esta misma sensación de que el desarrollo corre fuera de control más que la 
propia capacidad de adaptación y asimilación del hombre y, por tanto, con objeti-
vos propios y a veces excedentes a nuestra responsabilidad es observado como un 
auténtico problema por diferentes autores, incluso como una auténtica trampa para 
el ser humano. 12 
A la percepción personal de degradación de nuestro entorno, de deterioro de 
determinados parámetros de nuestra calidad de vida (precisamente de aquellos que 
quedan fuera de los propios de mercado y consumo) que percibe la generación occi-
dental de postguerra tal y como manifiesta en su análisis social Alvin Toffler en 
forma de auténtica falla psicológica (un «shock» de los individuos con un consumo 
y un cambio de hábitos atropellado, puramente mercantilista), se suma esta corrien-
te de pensamientos sociológicos -y medioambientales- 13 que alimentando los 
movimientos convulsionadores de los 60 y 70 se llegó a constituir en una demanda 
política y social. 14 
Lo que en cualquier caso constituye una conclusión definitiva tanto para los que 
escriben y reflexionan sobre esta problemática, como para las diferentes corrientes 
de opinión o los foros científicos que analizan el desarrollismo reinante es que nos 
11 MARTÍN MATEO, Ramón. El hombre: una especie en peligro. Edita Campomanes. Libros. 
Año, 1993. 
12 TOFFLER, A1vin. El Shock del Futuro. Ed. Plaza & Janés. Barcelona. 1973. 
13 A la corriente que hemos referenciado como literatura ambientalista de la cual sólo hemos 
citado aquí algunas obras (5) y a las que cabría añadir otros autores de la misma como Dorst, Before 
Nature Dies, Udall; Quiet Crisis, Danscreau; Challenge jor Survival, y otros tantos, hemos de añadir como 
colofón The Limits to Growth de MEADOWS, RANDERS y BEHRENS cuyas palabras a nuestro juicio 
resumen explícitamente el pensamiento medioambiental que como hemos dicho convulsionó las concep-
ciones económico-desarrollistas de la época creando una demanda política que propició la Conferencia de 
Estocolmo de 1972: «Las necesidades y modos de vida de una población mundial siempre creciente que 
utiliza a tasa acelerada los recursos naturales disponibles, causa daños con frecuencia irreparables al medio 
y pone en peligro el equilibrio ecológico global» (pág. 11) «la conclusión a la que se llega es que la pobla-
ción y producción globales no pueden seguir creciendo indefinidamente" (pág.14). Límites del 
Crecimiento, Edición del Fondo de Cultura Económica 1972. 
14 Así MARTÍN MATEO dice en Tratado de Derecho Ambiental pág. 15 respecto de la posi-
tivización de las demandas sociales en realidades político-administrativas y en normas, «El impulso que 
las convicciones morales transmiten, vía ideología formalizada, a los centros políticos de decisión, culmi-
na con la materialización legal de reformas que aparecen como deseables al cuerpo social». En cualquier 
caso, simplemente recordemos la relación directa existente entre los planteamientos del Club de Roma y 
la Conferencia de Estocolmo. 
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hallamos ante una situación de dimensiones y escala mundial que nada más puede ser 
eficazmente comprendida y solventada mediante medidas globales y por tanto desde 
escenarios internacionales. Y es precisamente en este escenario donde se plantean las 
principales carencias de orden 1s y las barreras orgullosas de los nacionalismos esta-
tales. A pesar del escollo del patrioterismo de los estados parece que la voluntad de 
una autoridad representativa a nivel mundial no es en si misma una quimera y sí una 
solución deseable y posible para hacer frente a los problemas estructurales mundia-
les que afectan al conjunto de los Pueblos, nacionalidades y regiones que requieren 
de una planificación y resolución globales como son la demografía el medio ambien-
te, la paz, la explotación y administración energética, etc. 16 
Nos encontramos pues en la época en que, desde una población afectada y cons-
cienciada por el futuro humano y desde un grupo de pensadores, se empieza a asu-
mir el proceso de globalización y la peligrosidad de determinadas políticas arries-
gadas de la humanidad, sugiriéndose con mayor o menor realismo, vehemencia o 
espíritu confrontativo la limitación del desarrollo económico ante la disminución 
progresiva de los recursos y la escalada en el deterioro de los sistemas naturales. 
15 RUSSELL, Bertrand Has Mana Future? Capt. 6 y 7. En sus consideraciones sobre un posi-
ble gobierno mundial. 
MEADOWS y otros. Limits to Growth. Nueva York 1972. Empleamos la edición de 1972 del 
FCE. México. Pág. 13. En referencia a abordar los problemas desde una institución global como la ONU 
dice, <<En el seno de las Naciones Unidas ( ... ) la visión del futuro de la humanidad no tiene hoy gran 
alcance. En lo político se carece de meta, los obstáculos para la paz están a la vista sin que las Naciones 
Unidas como tal sean capaz de removerlos» A pesar de esta desconfianza en la institución este informe del 
Club de Roma insiste en la globalidad de problemas y de sus soluciones. 
LÓPEZ BUSTOS. Feo. Luis. La Organización Administrativa del Medio Ambiente. Universidad 
de Granada. Cuadernos Cívitas. 1992. <<En el ámbito internacional no existe según cada Tratado, 
Convenio. Acuerdo, etc. sobre Medio Ambiente, un aparato internacional ni una organización administra-
tiva específica que se ocupe de decidir, gestionar, vigilar o imponer sanciones en esta materia. Solamente 
pueden mencionarse organismos internacionales ya de carácter universal como las Naciones Unidas bila-
terales desarrollan con carácter muy general competencias ambientales en los que hay mínimos esbozos 
administrativos que se traducen, por ejemplo, en comisiones o reuniones pero que regional o derivados de 
convenios y acuerdos multi o sin potestades punitivas por lo que consiguen que la eficacia se diluya~~. 
16 RUSSELL, Bertrand. Has ManA future? Ed. Penguin Special. En el Cap t. 6. «Condiciones 
a largo plazo para la supervivencia humana» cita al que fue Ministro de Defensa norteamericano Mr. MAC 
MILLAN respecto de la positiva viabilidad técnica, y la conveniencia política de un Gobierno Federativo 
Mundial y un Sistema Internacional de Justicia para garantizar la paz y estabilidad en el planeta. 
También sobre esta conveniencia de llegar a un sistema global de acuerdo o gobernación en deter-
minados aspectos se manifiestan MEADOWS, Denis L. en Límites del Crecimiento pág, 236, o MARTÍN 
MATEO, Ramón. En Tratado de Derecho Ambiental. Vol. l. págs. 20, 67, 203, 204. 
También MARTÍN MATEO en El Hombre: Una especie en Peligro. Pág. 16. en que se refiere a 
la necesidad de «abrir jurídicamente al Estado por arriba para dar lugar a la intervención económica supe-
rior y por abajo para permitir la diversidad cultural ( ... ) que le subyace» igualmente alude a la Unión 
Europea como elemento esperanzador. 
252 
Podemos definir por tanto unos años de grave dinámica de desarrollo contra el 
medio ambiente pero también como un periodo ya de conscienciación ambiental de 
las sociedades: 
• Se alcanzan unas dinámicas de desarrollo en casi todo el mundo excepcionales 
que, en cambio, constituyen un mapa de países ricos y pobres con diferencias 
crecientes y un Medio Ambiente maltratado. 
• Se denuncia el modelo del desarrollismo, o al menos su ritmo, y se explica al 
Medio Ambiente como escenario y fuente limitada de la vida en todo el planeta. 
• Crece una demanda de limitación o cambio de rumbo de las políticas bélicas, 
industrialistas, consumistas, etc. porque se estima amenazan la supervivencia 
del hombre actual. 
ANÁLISIS: DIAGNÓSTICO DEL SISTEMA GLOBAL 
Estas corrientes de opinión y otras equivalentes nacidas en un principio de la 
revulsión social de la década 11 y de la que se ha llamado, como ya vimos, «literatu-
ra ambientalista», se difundieron entre las sociedades industrializadas impulsando lo 
que hemos definido como demanda política y social. 
Es por esto que pasamos de una literatura de conscienciación a una de análisis de 
la situación del desarrollo humano y el medio ambiente que intente encuadrar desde 
ópticas más o menos realistas, más o menos científicas, las primeras respuestas a 
estas preocupaciones sociales. 
Si en el capítulo anterior vemos como se va declarando como elemento esencial 
la globalidad del problema, en los setenta se inicia una expansión de las comunica-
ciones que interconecta el planeta de manera decisiva. 1s Es en esta progresiva inte-
rrelación de los países del mundo que se expresa la óptica de la globalización de las 
soluciones desde planteamientos científicos y técnicos. 19 
17 MARTÍN MATEO, Ramón. Tratado de Derecho Ambiental. Págs. 27 a 29, refiere los movi-
mientos de carácter juvenil principalmente a menudo con una carga contestataria que aparecen en Europa 
o en la Costa Oeste de EEUU. como los pacifismos, comandos ecologistas, movimiento hippy, etc. 
18 Precisamente RUSSELL en la ya citada obra Has Mana Future? Capt. 7. «¿Porqué moles-
ta la idea de un gobierno?» Alude como una de las facilidades para superar el insularismo de los Estados 
a las vías de comunicación. Ciertamente sabemos que en la actualidad el mundo de la interconexión y las 
comunicaciones ha sido el que ha tenido un mayor crecimiento acentuando la «consciencia planetaria» y 
la globalización de los problemas y sobretodo de los mercados, hasta tal punto que existe un fenómeno 
que se ha venido en llamar «efecto mariposa» en alusión a la interrelación de los sucesos en el mundo y 
que tanto afecta al mundo de la prensa, el arte, la política o la economía. 
19 MEADOWS. Denis L. The Limits to Growth. Nueva York 1972. Trad. Cast. Edita; Fondo de 
Cultura Económica. México 1972. Prólogo. Pág. 27. «ningún país puede resolver sus propios problemas 
si antes no resuelve los que amenazan al sistema global». 
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Es decir, los informes y las principales obras de tipo técnico que van a llegar para 
analizar el estado del medio humano y su estrategia de crecimiento económico y pro-
ductivo lo hacen desde la concepción global, y señalan que no puede ser de otra 
manera el análisis pues nos encontramos con una situación de carácter mundial, no 
porque todos los países y regiones del mundo se hallen en igual situación (que como 
es obvio y confirmaremos más adelante no es así, sino de grandes y crecientes dife-
rencias) sino precisamente por que la situación del hombre, el medio y el nivel de 
desarrollo es una tupida red de interdependencias y relaciones a escala planetaria. 
Dentro de la nueva literatura que toma el relevo ya con un prisma y una inten-
cionalidad científica destacará el Club de Roma 20 asociación privada cuyo objeto 
fue precisamente el análisis social independiente y cuyos informes marcarán la suce-
siva conscienciación y la actitud institucional dado el prestigio que alcanzaron 
Precisamente lo que vienen a señalar desde el Club de Roma es la comprensión 
de la Tierra como un sistema cerrado y finito en el que la actividad económica debe 
evitar el derroche de recursos y elementos disponibles. 
Así, desde los análisis de este club, se planteaba la limitación del crecimiento; 
tesis que, como señala el profesor Martín Mateo en su Tratado de Derecho 
Ambiental, no constituye una proposición nueva dentro de las teorías económicas, 
inclusive desde el liberalismo. 21 Ya Malthus señalaba la gravedad y necesidad de 
20 MEADOWS, Denis L. y otros. The Limits to Growth. Obra ya citada aquí con anterioridad 
y que constituye un estudio de la problemática mundial en el que diferentes miembros del Instituto 
Tecnológico de Massachusetts estructuran un modelo mundial en lo que se ha denominado «Primer 
Informe» para el Club de Roma. Según autodefine esta obra (pág. 13) «El estudio del Club de Roma es 
ante todo un instrumento o método en que por medio de la técnica del análisis dinámico de sistemas se 
interrelacionan cinco géneros de variables; monto y tasa de incremento de la población mundial, disponi-
bilidad y tasa de utilización de los recursos naturales del planeta, crecimiento del capital y la producción 
industrial, producción de alimentos y extensión de la contaminación mundiah>. También hemos manejado 
la versión francesa de este libro titulada Halte a la Croissance? editada en 1972 por Fayard, Collection 
Écologie ya que ésta recogía una introducción de Robert LATTES (miembro del Club de Roma) y un tra-
bajo de Janine DELAUNAY sobre las motivaciones del Club y el semblante de sus miembros, bastante 
interesante y de la que carecía la versión en castellano. 
MESAROVIC, M- y PESTEL L., La Humanidad Ante la Encrucijada; Segundo Informe Del 
Club de Roma Año 1974. Aquí hemos manejado la edición en castellano del Instituto de Estudios de 
Planificación.de 1975. Esta obra continua la línea de estudio del Primer Informe para el Club de Roma. 
FRIENDS OF THE WORLD. ONU. La Conferencia de Estocolmo: Sólo una Tierra. Editorial 
Vicens-Vives. Libros U. Ecología y Sociedad. Año 1972. 
21 MARTÍN MATEO, Ramón, en su Tratado de Derecho Ambiental. Vol. l. Pág. 41, cita en 
este mismo sentido expresado además de a MALTHUS: a TAMAMES, RICARDO o STUART MILL. 
Igualmente añade al propio John Maynard KEYNES por su obra Eassays In Persuation. Nueva York, 
1936. por haber anticipado que la prevalencia del objetivo de la calidad de vida sobre el de desarrollismo 
productivo llegaría a producirse y transcribe de esta obra el siguiente párrafo: no está lejano el día en que 
los problemas económicos retrocederán a los asientos traseros que les corresponden, siendo ocupados o 
recuperados los principales por nuestros problemas, los problemas de la vida, las relaciones humanas, la 
creatividad, el comportamiento o la religión». 
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abordar el problema demográfico en correlación con el de los recursos y el propio 
estado estacionado de crecimiento había sido sugerido también desde los economis-
tas clásicos. Sin embargo, es desde la denuncia del punto de inflexión a que parecía 
se dirigía el actual desarrollo económico y productivo que realizan los miembros del 
Club de Roma cuando mayor presión viene a aliniarse del costado de la solución del 
crecimiento cero o al menos de la inmediata y contundente limitación del crecimien-
to, sobretodo en determinados parámetros. 
Esta teoría del crecimiento en estado de equilibrio viene precedida en el capítulo 
del mismo nombre del libro Limits to Growth por la sentencia del economista Stuart 
Mili de que tal posibilidad no supone ningún tipo de estancamiento en la mejora del 
nivel de vida y el progreso humano 22 y define tal estado como una equilibración de 
las constantes de relación capital-población que es la misma que analiza el Club de 
Roma como supuesto de equilibrio para el desarrollo de la humanidad. 
Averiguada por tanto la premisa de lo que constituye la solución del crecimiento 
cero, su antecedente teórico, su replanteamiento por el equipo del informe en cues-
tión del grupo de Roma, cabe ya que nos planteemos qué conclusiones extraen del 
modelo que para ellos elaboró el Instituto Tecnológico de Massachusetts y los datos 
recogidos y analizados. Por lo que paso a sintetizarlas: 23 
l. Debemos percatamos de las limitaciones cuantitativas del medio ambiente 
mundial y las graves consecuencias de nuestros comportamientos. 
2. Dadas las actuales circunstancias ambientales y humanas nos hallamos cerca 
del punto crítico demográfico. 
3. La brecha entre los países ricos y los subdesarrollados debe superarse o la ten-
sión que la misma generaría a nivel mundial acabaría por devenir en insopor-
table. 
4. Con el desarrollo global al ritmo actual y si se incorporan al mismo los países 
subdesarrollados el medio ambiente mundial no puede sostenerse y entraría en 
grave crisis. 
5. La validez del estudio reside principalmente en su enfoque cuantitativo del pro-
blema y las fuentes. 
6. Hacen falta nuevas ideas, enfoques alternativos y soluciones cada vez más plu-
ridisciplinares. 
7. La soluciones expuestas son inaplazables. 
8. El esfuerzo requiere una cooperación y política asumida a nivel mundial pero 
principalmente desde los países desarrollados. 
22 MEADOWS, Denis L. Limits to Growth. En su versión en castellano citada en anteriores 
referencias. Pág. 218. 
23 Idem. Págs. 238 a 244. 
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9. Paralizar el crecimiento no equivale a congelar el status económico ni el nivel 
de vida. 
10. Toda esta situación requiere emprender un cambio de valores. 
Los propósitos que se debe plantear la sociedad estable en sus nuevos campos de 
actividad constituye un punto intermedio de las políticas necesarias 24 en su objetivo 
de conseguir las macrorregulaciones a nivel global del sistema social y productivo 
que, estimo, constituyó un preámbulo más accesible sin recurrir (pero no por ello sin 
justificarse) en predicciones más alarmistas, falibles y por tanto inestables y critica-
bles 2s como han resultado posteriormente las predicciones del Club de Roma (pese 
a su innegable utilidad como motor de arranque de la regulación y atención interna-
cional hacia el proceso de desarrollo en el mundo y hacia la situación del medio 
humano). 
Pero decíamos anteriormente que había un alineamiento favorable al crecimiento 
cero, o cuanto menos a la limitación del crecimiento sobretodo de determinados pará-
metros, a partir del primer informe del Club de Roma; una de estas macrorregula-
ciones que ya hemos visto seria la del capital que equipararía la tasa de inversión a 
la de depreciación, otra sería la de uso de materias primas que reduciría los insumas 
de las mismas a favor de una nueva demanda de menos productos y más servicios que 
mejoraran la calidad de vida y también hacia el reciclaje, y finalmente las relativas al 
control de la demografía y al desequilibrio mundial entre países desarrollados y sub-
desarrollados. 
Respecto del parámetro demográfico hemos de resaltar su importancia a la hora 
de afrontar la problemática desde una perspectiva global, es quizá un requisito pre-
vio y fundamental abordar el desfase que Malthus ya en sus tesis denunciaba de cre-
cimiento geométrico de la población frente a un crecimiento aritmético de los recur-
sos. 26 Lo que resulta evidente es que las tendencias disparadas de crecimiento pobla-
cional sobretodo del Tercer Mundo resultan físicamente difíciles de soportar, en este 
24 Idem. Pág. 221. Donde relaciona algunos de los «descubrimientos» de la sociedad estable 
que ya hoy empiezan a constituir lo que yo denomino «políticas intermedias» del desarrollo sostenible 
como métodos de reducción de la contaminación, tasas eficientes de reciclaje, mayor durabilidad de los pro-
ductos, energías alternativas, control natural de plagas, anticonceptivos, avances médicos, etc. y que con una 
importancia económica cre.ciente cumplen su objetivo incardinándose al tiempo dentro del sistema. 
25 Algunos de los autores consultados que manifiestan el pesimismo del que se acusó al CLUB 
DE ROMA vienen en este mismo sentido consignados en la referencia 8 del presente. 
26 MARTÍN MATEO, Ramón. Tratado de Derecho Ambiental. Vol. l. Pág. 37 y siguientes. En 
su apartado sobre el neomalthusianismo cita estas viejas posiciones de MALTHUS sobre la demografía 
señalando que, si bien han sido objeto de objeciones científicas, cuentan con el respaldo de las teorías de 
Josué DE CASTRO que llama la atención sobre la desigual distribución de la riqueza entre la población a 
escala mundial y con la explícita defensa de GENDARME. La Pobreza de las Naciones. Edita B.O.E. 
Madrid 1967. Que insiste en el crecimiento progresivo de la población sobretodo entre los países subde-
sarrollados y la problemática que esto conlleva. 
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mismo sentido el Informe del Club de Roma dice textualmente 21 «La conclusión a 
que se llega es que la población y producción globales no pueden seguir creciendo 
indefinidamente» y añade más adelante «las políticas de población deben desde 
ahora tender a reducir hacia fines del presente siglo la tasa de natalidad». Esto inci-
de de nuevo en el presupuesto defendido por varios autores como el propio Keynes 
de que el verdadero problema del ambiente humano a escala planetaria es de orden 
-o mejor dicho de desorden- social. 
Volviendo al Tratado de Derecho Ambíental de Martín Mateo; en el mismo se 
señala que 28 entre los países del Tercer Mundo los incrementos de natalidad que 
duplican cada veinte años a la población acaban por ahogar cualquier intento de 
mejora del nivel de vida. Pero es más, nosotros añadimos desde un punto de v"ista 
egoísta ¿Qué pasaría entre los países desarrollados si el conjunto de la población 
mundial, incluidos los países subdesarrollados alcanzaran siquiera los umbrales que 
nosotros estimamos mínimos de nivel de vida? Los informes que ha ido lanzando el 
Club de Roma, por limitarnos a la fuente que hemos conocido y estudiado, 29 nos res-
ponden estimo que claramente; desde el punto de vista de producción, salud ambien-
tal y materias primas, el resultado sería inviable con los actuales parámetros. 
Vemos pues, que si hasta ahora hemos hablado del ambiente como escenario fini-
to y agotable de la vida y las actividades humanas, con toda una literatura e incluso 
unas tesis científicas y técnicas que nos lo han hecho así entender y aceptar, hemos 
ido progresivamente transcendiendo desde el mismo hacia el Medio Humano; enten-
dido como el ambiente y el conjunto de parámetros que hacen posible unas ciertas 
condiciones de vida no sólo para el planeta Tierra sino también para el ser humano y 
su desarrollo sostenible. 
La importancia del parámetro demográfico para el denominado Medio Humano 
nos lleva a otro elemento esencial ya citado aquí y que es constitutivo de toda una 
nueva política mundial de desarrollo y reparto de la riqueza que va incluso a consti-
tuir el punto de reflexión de la Comunidad Internacional a la hora de entender con-
juntamente los problemas del genero humano y las naciones de la Tierra, nos referi-
mos a la necesidad de superar el desequilibro entre Norte y Sur, entre países desa-
rrollados y países subdesarrollados o en vía de desarrollo. 
En este mismo sentido Víctor Urquidi en su prólogo «Allende el Año 2000» 
entiende: Jo «las naciones industrializadas que consumen la mayor parte de los recur-
sos naturales del mundo en beneficio de una pequeña parte de la población marchan, 
casi ciegamente, hasta niveles de consumo material y deterioro físico que a la larga 
27 MEADOWS, Denis L. Limits to Growth. Págs. 14 y 17. 
28 MARTÍN MATEO, Ramón. Tratado de Derecho Ambiental Vol. l. Pág. 39. 
29 MEADOWS, Denis, L. Limits to Growth. Págs. 17 y 18. 
30 ldem. Pág. 12. Prólogo a la edición en castellano de URDIQUI. Víctor L. México 1972. 
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no puede sostenerse. Las naciones de menor desarrollo, en las que viven casi dos ter-
cios de los habitantes del globo, en que hay un punto de partida de grave deterioro 
ambiental y baja productividad tienen una escasa capacidad para alcanzar niveles 
medios de bienestar». Es de tal importancia el desequilibrio entre los países indus-
trializados y el conjunto de los no desarrollados que ante la perspectiva de un enfria-
miento de los niveles de producción y de estabilización de las economías de los desa-
rrollados (por ejemplo Japón que parecía habérselo planteado) se crea una alarma y 
unas condiciones negativas para el lento proceso de recuperación de los países en 
vías de desarrollo 31 que nos llevan a entender las desconfianzas que se manifiestan 
hacia cualquier política de reducción o de crecimiento limitado por parte de estos. 
La importancia pues del equilibrio entre países es de tal importancia como señala 
Janine Delaunay 32 que el tema de la superación de los desequilibrios es la que prin-
cipalmente moviliza a los organismos internacionales (UNESCO, ONU, FAO, etc.) 
Estos son pues, en resumen, los planteamientos y los retos que se han ido plante-
ando a la sociedad internacional para el sostenimiento de nuestro Medio Humano. El 
que los pronósticos de aquellos estudios del Club de Roma en los años setenta no 
hayan sido exactos, o que, se haya criticado como excesivo el carácter predictivo con 
que pretendía concluir este grupo y la literatura que lo envolvió en nada altera el espí-
ritu, bastante vigente, de la nueva mentalidad anti-desarrollismo y prosostenibilidad 
que forma parte ya de las planificaciones institucionales y las políticas de casi todo 
el mundo. 
U na nueva corriente de valores que busca lo cualitativo y lo humano más que lo 
cuantitativo de los viejos mercados constituye el futuro y la postmodernidad 33 y los 
postulados de los 90 34 han pasado de una preocupación genérica por el Medio 
Ambiente al análisis de las interrelaciones globales entre la actividad económica y el 
equilibrio ecológico del planeta. La consciencia ecológica ya no es priorativa de gru-
pos sensibilizados ni de especialistas y constituye una prioridad, tanto para la opinión 
pública como para los gobiernos. Se sigue pensando que el consumo de recursos 
naturales y de emisiones contaminantes se ha sobrepasado ya. Con todo además, 
como señala Altvater se pone especial importancia al estudio de las causas del blo-
queo del desarrollo de los países el sur, preocupación que se agrava con la integra-
ción al mercado de los antiguos países soviéticos. 
31 Idem págs. 16 y 17. 
32 DELAUNAY. Janine. «Enquéte de Janine Delaunay. Pág. 22. en el libro HaZte a la 
Croissance? Edita Fayard. 1972. Collection Écologie. 
33 BALLESTEROS, Jesús. Postmodernidad: Decadencia o Resistencia. Tecnos. Madrid 1990. 
34 ALTVATER, Elmar. El Precio del Bienestar. Münster (Alemania) 1992. Empleamos la edi-
ción en castellano que editó Edicions Alfons el Magnrulim. Valencia 1994. 
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Por tanto cerramos un capítulo centrado en unas nuevas teorías con fundamenta-
ción científica que han diagnosticado, con bastante certeza y de forma generalmente 
aceptada por la comunidad internacional un estado de salud y unas problemáticas 
mundiales y regionales del Medio Ambiente, a su vez interconectado con lo que de 
manera más amplia se ha llamado el Medio Humano. Sintetizamos el diagnóstico en: 
• Falta sincronizar e interconectar el conocimiento científico y el social. No puede 
existir avance en un campo sin un equilibrio en el otro. 
• El sistema organizatorio estatal por si sólo no vale para un mundo de solucio-
nes cada vez más interdependientes y necesitado de estabilidad. 
• El Medio Humano y los recursos de la Tierra necesitan de una planificación glo-
bal que substituya el desarrollismo por el crecimiento sostenible y elimine pro-
gresivamente los desequilibrios regionales. 
LA POSITIVIZACIÓN DEL MEDIO: 
LA CONFERENCIA DE ESTOCOLMO 
La regulación positiva de temas que afectan a nuestro entorno natural viene pro-
duciéndose desde antiguo, al fin y al cabo desde el viejo Derecho Romano se están 
regulando materias como las rústicas y agrarias que tienen incidencia directa en el 
medio ambiente. No es por tanto el caso fijarnos en las materias normadas que tie-
nen trascendencia para el medio pues Derecho y Medio Ambiente son dos campos 
tan amplios que resulta difícil por el contrario comprender que no se afecten entre sí 
y que no impliquen casi a cualquier aspecto de nuestra vida y nuestro entorno. 
Realmente hablar de una «Positivización del Medio Ambiente» con el referente 
puesto en la Conferencia de Estocolmo puede ser interpretado cuanto menos como 
un eufemismo o una garrafal inexactitud; se trata de señalar en realidad que tanto el 
derecho al medio ambiente como el derecho del medio ambiente o Derecho 
Ambiental, positivizados en textos legales que lo reconocen (Constituciones, Cartas, 
Leyes Fundamentales) o que lo constituyen como materia (legislaciones específicas 
sobre contaminación, espacios naturales, etc.) tienen una génesis similar a la de los 
llamados «Derechos Fundamentales» 35 es decir, una base ética, programática y 
declarativa que surge como Acuerdo, Manifestación o Declaración, en este caso de la 
Comunidad Internacional legalmente constituida. En este sentido cuando tratemos de 
la Conferencia de Estocolmo de 1972 de las Naciones Unidas sobre el Medio 
Humano estaremos asistiendo ya a una positivización del tema, ya que vamos a 
35 No los confundamos con la categoría de los derechos públicos fundamentales que implican 
la relación entre el Estado y el ciudadano. 
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entender como Peces-Barba 36 que los derechos fundamentales así expresados «se 
consideran a la vez como valores o paradigmas de un derecho futuro y como derecho 
vigente positivo en unas sociedades determinadas que los convierten en normas y 
principios de su ordenamiento, superando así el antagonismo que podríamos consi-
derar existe entre una visión lusnaturalista y una positivista sobre este tema». Además 
podemos entender como René Cassin, ex presidente de la Corte Europea de 
Derechos Humanos que, habría una categoría de derechos que serían absolutos (y 
que por tanto siempre han subyacido al ordenamiento) y que él cifra en «libertad de 
consciencia y el derecho a una vida digna»,37 pensemos que una vida digna requiere 
como indispensable un medio adecuado, cuanto más importante si nos referimos a 
una vida digna para nuestra especie o para la propia Vida, con mayúsculas. 
Así pues, como antecedente del nuevo derecho al medio ambiente, las postula-
ciones y declaraciones universales -al igual que ocurrió para los derechos humanos-
forman parte del proceso de positivización del mismo, bien sea definiéndolo; dando 
los caracteres de su futura transposición a las normativas y legislaciones realmente 
positivas, bien sea ilustrando el camino de las normativas existentes,38 estos papeles 
se vienen reconociendo por ejemplo en este mismo sentido por la doctrina italiana a 
la Conferencia de Estocolmo respecto de su concepto amplio del Medio Ambiente. 39 
En la obra El Hombre; una especie en peligro, 40 se reflexiona sobre la condición 
antropocéntrica que caracteriza al derecho; aunque entendamos el Derecho 
Ambiental como «el conjunto de normas que intentan asegurar las condiciones ade-
cuadas para la vida» es cierto que no debemos olvidar que tanto el responsable como 
el receptor de tales reglas sólo puede ser el ser humano y que por tanto podríamos 
deducir que simplemente nos hallamos ante un derecho implícito de los llamados 
«del hombre». La Conferencia de Estocolmo lo que hace es añadir a ese Derecho del 
Hombre (el básico derecho a la vida) la necesidad de preservar y ordenar un medio 
que lo haga posible y adecuado. A este respecto la Declaración de Río de 1992lo que 
parece es ir incluso un paso más adelante, reconociendo la naturaleza integral e ínter-
dependiente del planeta, ordenando una eficaz regulación del Medio Ambiente. 
36 CASTAN TOBEÑAS, José. Los Derechos del Hombre, Edit. Reus, S.A. 3a edición. Año 
1985. Pág. 14. Citando a PECES-BARBA en este mismo sentido. 
37 Cita de ldem. Pág. 19. 
38 PRIEUR, Michele. Prólogo a la obra del CEOTMA-CIFCA Calidad de vida, Medio 
Ambiente y Ordenación del Territorio. Vol. l. Año 1982. Dirigida por FUENTES BODELÓN, en que dice 
textualmente. «Si existe un campo en el que los principios elaborados en el plano internacional hayan ejer-
cido y aún puedan ejercer influencia directa en los derechos nacionales es precisamente el del Medio 
Ambiente». 
39 Refiriéndose al Ambiente como objeto de Derecho; su concepto amplio. Revista de la 
Asociación de Derecho Ambiental Español, no 1 (Enero de 1997). Pág. 50. 
40 MARTÍN MATEO. Ramón. El Hombre; una especie en peligro, Págs. 89 y 90. 
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Para una concepción jurídica reducida del Medio Ambiente la versión que utiliza 
la Conferencia de Estocolmo es demasiado amplia 41 aunque es la definición deno-
minada así «amplia», la que tiene mayor predicamento. 
Preocupados por definir lo que será constitutivo del Derecho Ambiental; y pen-
sando que excede a ser uno de los «derechos del hombre»; entrando en la categoría 
nueva de los derechos colectivos, de los que todos somos titulares, (tanto los Pueblos 
o Comunidades como finalmente la Humanidad en su conjunto) 42 entendemos que 
se trata de autorregular nuestra incidencia sobre el medio a fin de salvaguardar la vida 
y disponer de un ambiente adecuado para el hombre y los otros seres. 
Pero hemos dicho que la Conferencia de Río de Janeiro de 1992 ha supuesto el 
reconocimiento de la naturaleza integral de la Tierra: En la Conferencia de 
Estocolmo desde su lema «Una Sola Tierra» encontramos este mismo espíritu, y así, 
vemos, que en la misma, se manifiestan los principios del desarrollo integral como 
un problema vital al que había que abordar desde lo económico, lo social o lo 
ambiental de manera conjunta. Se apela al sentido de la solidaridad a escala interna-
cional y mundial, y finalmente un tercer concepto, también en esta línea y que resul-
tará fundamental de cara al futuro; el de los bienes comunes de la Humanidad que 
habrá que proteger colectivamente. 43 
Así pues pensamos junto con Echechuri, Faletto y otros miembros del Centro 
Internacional de Formación en Ciencias Ambientales (CIFCA), que aunque quera-
mos dotar al tema del Medio Ambiente de una especificidad, una concreción que nos 
permita tener sobre el mismo una definición disciplinar, lo importante, y por tanto lo 
que permite diferentes ópticas y concepciones, es que se trata de una cuestión ética 
sobre el modelo y el estilo de vida en que vamos a organizar nuestras sociedades para 
su mejor pervivencia. 44 
Ciertamente el Derecho lo hace el hombre y lo cumple sólo el hombre, además el 
ser humano es a la vez de sujeto, objeto de este derecho al ambiente en tanto tiene 
reconocido disfrutar del mismo, pero no es este un derecho privativo, individual, sino 
41 MARTÍN MATEO, Ramón. Tratado de Derecho Ambiental. Pág. 81. La definición amplia 
reconoce que además de la Conferencia de Estocolmo de 1972 es la que utiliza la legislación americana 
de 1969, o la de la Comisión Económica Europea, o la propia definición de la CEE (pág. 87). Así también 
la doctrina del Tribunal Constitucional español en Revista de la Asociación de Derecho Ambiental 
Español, no 1 Enero (1997). Secc. Doctrina Pág. 49. 
42 MARTÍN MATEO, Ramón. El Hombre; una especie en peligro. Pág. 128. 
43 ECHECHURRI. Héctor. FALETTO, E. y otros. Diez Años Después de Estocolmo. 
Desarrollo, Medio Ambiente y Supervivencia. Edita CIFCA Madrid 1983. Pág. 110. 
44 Idem, Pág. 18. Interpretamos lo que transcribe el párrafo 2° en el sentido de que la cuestión 
ambiental en efecto no puede especificarse sin más pues alude a una preocupación mucho más amplia, la 
del modelo mundial de organización, sostenibilidad. etc. 
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por encima de todo colectivo, de la especie humana, 45 un derecho para garantizar su 
desarrollo y adecuada supervivencia, por lo que se propone proteger la Naturaleza, el 
medio del que el hombre es elemento y parte y sin la interdependencia de la cual no 
se concibe ni como individuo ni como especie su pervivencia. 
A todo esto consideramos ¿qué es lo que afecta a este sistema, cual es la acción 
a regular? El desarrollo productivo desordenado de las sociedades humanas, por lo 
que, como acabamos de mencionar, el CIFCA entiende que se trata de instrumentar 
un modelo social que armonice y garantice la adecuada existencia del individuo, el 
colectivo social y el medio, 46 tres escalas que sólo pueden entenderse como ya defi-
nió la literatura ambientalista desde el ámbito global. Y esta misma concepción es la 
que se contiene en la Conferencia de Estocolmo de 1972. 
¿Por qué establecemos en la Conferencia de Estocolmo de 1972 sobre el Medio 
Humano el punto de inflexión en la aparición del concepto del Medio Ambiente 
desde el punto de vista mundial? 
Porque si bien el Derecho Ambiental tiene sus primeras manifestaciones como 
disciplina con objeto y preocupaciones propias, particulares respecto de la de las 
demás ramas del Derecho, principalmente dirigiéndose hacia problemas sectoriales 
concretos y desde el ámbito estatal, (y si no recordemos la National Environmental 
Policy Act de EE. UU) 47 será únicamente a partir de la cita de Estocolmo cuando se 
plasme una concepción mundialmente asumida de toda la problemática del medio y 
el desarrollo en el planeta, involucrando de manera amplia a todos los actores inter-
nacionales y a todas las problemáticas que desde la literatura ambientalista habían 
ido manifestándose como reales problemas del modelo mundial imperante. 
Realmente la primera vez que las Naciones Unidas se ocuparon del tema del 
Medio Ambiente fue en tomo a la Conferencia Científica sobre la Conservación y 
Utilización de Recursos celebrada en Lake Succes en 1949, pero aquella conferen-
cia, si bien histórica, sólo trataba de la explotación de los recursos naturales (bos-
45 Es, según VASAK, K. la naciente generación de «derechos de la solidaridad o nuevos dere-
chos humanos» de muy difícil articulación técnica y que requieren no sólo de las comunidades soberanas 
que hoy por hoy funcionan sino también o primariamente de las entidades internacionales que aspiran a 
través de pactos o recomendaciones promover las respuestas jurídicas a las nuevas necesidades de los pue-
blos y los seres humanos. «Le Droit intemational, de l'homme» en Revue des droits de l'homme. Vol. l. 
Perdone París, 1972. Siguiendo la cita de CASTAN, Ma Luisa. En Los Derechos del Hombre. 
46 El problema ecológico -dice Ricardo MORAGAS en el prólogo a la edición en castellano 
de La Conferencia de Estocolmo: Sólo una Tierra. Edit. Vicens-Vives, 1972- «no se resolverá sólo con 
leyes, disposiciones o comisiones, sino que la esencia es ética, ya que afecta a los valores de nuestra forma 
de vida occidental». 
47 MARTÍN MATEO. Ramón. Tratado de Derecho Ambiental. Vol. l. Pág. 30 dice que el 
Rubicón del Derecho Ambiental moderno cabe fijarlo cronológicamente en 1970 con la aprobación en 
EE.UU. de la National Environmental Policy Act que había sido precedida por normativas sectoriales 
como la Clean Water Act 1948, la Clean Air Act 1969 y varios eventos internacionales sobre problemáti-
cas concretas. 
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ques, caza, pesca, etc.) pero aún no trataba temas como la contaminación o la gene-
ración de residuos, que todavía no se consideraban preocupaciones apremiantes. 48 
Luego vinieron otras reuniones y acuerdos internacionales sobre problemas sectoria-
les como el Acuerdo Internacional para la Prevención de la Contaminación del Mar 
por Petróleo, Londres 1954, la creación de la Agencia Internacional de la Energía, 
1956, la Conferencia Intergubernamental de Expertos para el Uso Racional de los 
Recursos de la Biosfera, UNESCO, París 1968,49 pero no será hasta Estocolmo cuan-
do se trate a nivel mundial del problema del medio y el desarrollo como problemáti-
cas de la humanidad. 5o 
La creciente preocupación por el crecimiento, por el desarrollismo occidental, 
como en las mejores teorías de la literatura ambiental y conforme a las tesis que reco-
gían los informes del Club de Roma, no era únicamente un problema de producción y 
consumo internos de los países ricos, eran un problema global que atenazaba muy espe-
cialmente a los países en vías de desarrollo, y esto es también y sobretodo lo que refle-
ja la Conferencia de Estocolmo desde su enunciado hasta su contenido, destapando el 
arma fundamental de la solidaridad, es decir de la necesidad de corregir los desajustes 
del modelo que acertadamente estaban denunciando los informes técnicos y las cons-
ciencias humanitarias, por esto Estocolmo marcó otra diferencia fundamental. 51 
A la Conferencia de Estocolmo le precedió una resolución de la Asamblea 
General de la ONU que iniciaba los preparativos en 1968, así como unas reuniones 
previas en Praga y Ginebra el año anterior a la misma, 52 pero sobretodo será a par-
tir del que se llamó «Informe Founex sobre el Desarrollo y el Medio Ambiente 
Preparatorio de la Conferencia de Estocolmo» 53 cuando se introducen de manera 
constitutiva tanto la preocupación por parte de los países en vías de desarrollo por-
que el nuevo marco de enfriamiento desarrollista y las catástrofes de la contamina-
ción no les dificultaran aún más su derecho al crecimiento, como las ideas de políti-
ca ambiental a nivel internacional. 
48 LÓPEZ BUSTOS. Feo. Luis La Organización Administrativa del Medio Ambiente. 
Universidad de Granada. Edita Cívitas, Colee; Cuadernos. Año 1992. 
49 MARTÍN MATEO, Ramón. Tratado de Derecho Ambiental, Vol. l. Pág. 30. que los cita 
como los eventos internacionales previos a la Conferencia de Estocolmo. 
50 ECHECHURI, Héctor, FALETTO, E. y otros, citan en Diez años después de Estocolmo esto 
como lo que da auténtica novedad a la conferencia de 1972. (Pág. 16). 
51 Esta misma idea es recogida y reiterada como fundamental en el libro de Diez años después 
de Estocolmo referido en la cita anterior. 
52 Esto lo recoge el Tratado de Derecho Ambiental Vol. l. Pág. 30, varias veces citado. 
53 Este informe y la introducción por el Secretario General de la Conferencia se puede con-
sultar en la obra del CEOTMA-CIFCA «Calidad de Vida, Medio Ambiente y Ordenación del Territorio. 
Textos Internacionales» Vol. l. Edita MOPU 1983. Dirige FUENTES BODELÓN, Fernando, que ya 
hemos citado con anterioridad. 
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Las palabras del Secretario General de la Conferencia, Maurice F. Strong reve-
lan muy bíen la consideración que se hace de la problemática «hasta recientemente 
el medio ambiente no ha llegado a convertirse en un problema público a escala glo-
bal. Se presentó en primer lugar entre las sociedades altamente industrializadas en las 
que la preocupación se centró sobre las consecuencias adversas de prácticas variadas 
y tecnologías que han producido la prosperidad. ( ... )En este contexto no es de extra-
ñar que se cuestione en los países en desarrol1o la importancia de esta nueva preocu-
pación sobre el medio ambiente en relación y comparación con sus prioridades 
urgentes de desarrollo». 54 Igualmente en la carta de envío de informe de la comisión 
al secretario de la Conferencia se denuncia los efectos dañinos que el crecimiento 
descontrolado causa al ser humano, a su salud y al propio medio, al tiempo que se 
señala la pobreza como consecuencia grave de este sistema. 55 
Volviendo pues al propio texto de la Conferencia de Estocolmo de las Naciones 
Unidas sobre el Medio Humano de junio de 1972,56 se ha dicho que el mismo sirvió 
de motivación para la creación del Programa de las Naciones Unidas para el Medio 
Ambiente, la realidad es que al menos a partir de ella siguieron reuniones sobre 
temas conexos como; asentamientos humanos, Vancouver 1976, recursos hídricos, 
Mar del Plata 1977, desertificación, Nairobi 1977, y todos los posteriores informes y 
planes internacionales, e incluso regionales. 57 
Para finalizar volveremos a insistir en la positivización del tema ambiental que 
también se consolida a partir de la Conferencia, baste solamente señalar que el pro-
pio Martín Mateo considera que caracterizándose el ordenamiento ambiental por su 
vocación universalista esta rama del Derecho cobra su impulso definitivo precisa-
mente a partir de la declaración de Estocolmo y las sucesivas reuniones que la prosi-
guen, lo que suscita diferentes principios y declaraciones que aunque la mayor parte 
54 Ídem. Introducción por el Secretario General de la Conferencia. Pág. 27. 
55 Ídem. Págs. 28 y siguientes. 
56 La Conferencia se halla publicada en infinidad de textos, panfletos, libros, etc. aquí por 
comodidad personal usamos siempre de la reproducción que de la misma hace el libro de AYUS, Manuel 
A., BALLESTER, Rafael y CRESPO, Andrés, Apuntes de Derecho Ambiental, de Gráficas Díaz, s.l. Sant 
Vicent del Rasp~ig (Alicante) 1996 y que por lo demás constituye un práctico y sencillo manual. 
57 Hay regiones más sensibilizadas hacia el tema ambiental y que incluso denotan alguna 
forma de esfuerzo por programar sus economías, su equilibrio y su crecimiento, no sé si por influencia de 
la Conferencia de Estocolmo, no sé si siguiendo las directrices de regionalización del Club de Roma, ni 
siquiera sé si previendo la superación de los gobiernos estatales como modelo político del futuro. En 1977 
la Comisión de las Comunidades Europeas confecciona un informe sobre el Medio Ambiente en la CEE. 
L'État de /'environnement: Premier rapport COMMISION DES COMUNAUTÉS EUROPÉENNES. 
Luxemburgo, 1977. Edita CEE. El nivel de sensibilidad que en el mismo refleja M. Roy JENKINS, su pre-
sidente, sigue la línea del ambientalismo positivo. A pesar de todos los defectos achacables la Unión 
Europea es el bloque regional más predispuesto a seguir una política ambiental en algo comprometida. 
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de las veces no pasen del carácter intencional no dejan de ser la base de los progre-
sos que van consiguiéndose en esta disciplina. 58 
Llegados a entender la importancia de la Conferencia de Estocolmo en el proce-
so de asunción efectiva por la Comunidad Internacional de las problemáticas ambien-
tales, humanas y de desarrollo, así como su papel en la progresiva positivización de 
un ordenamiento que se basa en declaraciones universales que ilustran luego norma-
tivas estatales y nacionales, destacaremos como cierre este extracto 59 de entre los 26 
prin:::ipios de la Conferencia: 
• El hombre tiene derecho al disfrute de condiciones de vida adecuadas en un 
medio de calidad tal que le permita su bienestar y desarrollo suficientes, así 
como la obligación de conservarlo, 
• Los recursos de la Tierra y sus ecosistemas deben preservarse mediante la orde-
nación y planificación. Debe ponerse fin a la contaminación y a la agresión por 
liberación energética de los ecosistemas, 
• Es indispensable una labor de educación y conscienciación en la protección del 
ambiente y de información en cuanto a la defensa y situación del mismo. 
• Deben fomentarse en todos los países, especialmente en los países en desarro-
llo el adelanto en los avances científicos que permitan superar las problemáticas 
ambientales y debe favorecerse el equilibrio entre países ricos y pobres evitan-
do el subdesarrollo de estos últimos. 
LA CONFERENCIA DE ESTOCOLMO DE LAS NACIONES 
UNIDAS SOBRE EL MEDIO HUMANO 
Reunida en Estocolmo del 5 al 16 de junio de 1972 y atenta a la necesidad de un 
criterio y unos principios comunes que ofrezcan a los pueblos del mundo inspiración 
y guía para preservar y mejorar el medio humano. 
I 
Proclama que: 
1.- El hombre es a la vez obra y artífice del medio que lo rodea el cual le da sus-
tento material y le brinda la oportunidad de desarrollarse intelectual, moral, 
58 MARTÍN MATEO, Ramón. Tratado de Derecho Ambiental. Vol. 1 pág. 16. 
59 LAVILA RUBIRA, J.J, y MENÉNDEZ ARIAS, M" José. Coordinadores de la obra Todo 
Sobre el Medio Ambiente. Edita Praxis. Barcelona 1996 y sobre cuyo extracto de los principios de la 
Conferencia además del propio texto de la Conferencia me he basado para sintetizar los cuatro puntos 
expuestos. 
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social y espiritualmente. En la larga y tortuosa evolución de la raza humana 
en este planeta se ha llegado a una etapa en que, gracias a la rápida acelera-
ción de la ciencia y la tecnología, el hombre ha adquirido el poder de trans-
formar, de innumerables maneras y en una escala sin precedentes cuanto le 
rodea. Los dos aspectos del medio humano, el natural y el artificial, son esen-
ciales para el bienestar del hombre y para el goce de los derechos humanos 
fundamentales, incluso el derecho a la vida misma. 
2.- La protección y mejoramiento del medio humano es una cuestión fundamen-
tal que afecta al bienestar de los pueblos y al desarrollo económico del mundo 
entero, un deseo urgente de los pueblos de todo el mundo y un deber de todos 
los gobiernos. 
3.- El hombre debe hacer constante recapitulación de su experiencia y continuar 
descubriendo, inventando, creando y progresando. Hoy en día, la capacidad 
del hombre de transformar todo lo que le rodea, utilizada con discernimiento, 
puede llevar a todos los pueblos los beneficios del desarrollo y ofrecerles la 
oportunidad de ennoblecer su existencia. Aplicado errónea o imprudentemen-
te, el mismo poder puede causar daños incalculables al ser humano y a su 
medio. A nuestro alrededor vemos multiplicarse las pruebas del daño causado 
por el hombre en muchas regiones de la Tierra: niveles peligrosos de conta-
minación del agua, el aire, la tierra y los seres vivos; grandes trastornos del 
equilibrio ecológico de la biosfera; destrucción y agotamiento de recursos 
insustituibles y graves deficiencias, nocivas para la salud física, mental y 
social del hombre, en el medio por él creado, especialmente en aquel en que 
vive y trabaja. 
4.- En los países en desarrollo, la mayoría de los problemas ambientales están 
motivados por el subdesarrollo. Millones de personas siguen viviendo muy por 
debajo de los niveles mínimos necesarios para una existencia humana decoro-
sa, privadas de alimentación y vestido, de vivienda y educación, de sanidad e 
higiene adecuados. Por ello los países en desarrollo deben de dirigir sus esfuer-
zos al desarrollo, teniendo presentes sus prioridades y la necesidad de salva-
guardar y mejorar el medio. Con el mismo fin, los países industrializados 
deben esforzarse por reducir la distancia que los separa de los países en desa-
rrollo. En los países industrializados, los problemas ambientales están general-
mente relacionados con la industrialización y el desarrollo tecnológico. 
5.- El crecimiento natural de la población plantea continuamente problemas rela-
tivos a la preservación del medio, y se deben adoptar normas y medidas apro-
piadas, según proceda, para hacer frente a esos problemas. De todas las cosas 
del mundo, los seres humanos son lo más valioso. Ellos son quienes promue-
ven el progreso social, crean riqueza social, desarrollan la ciencia y la tecno-
logía y, con su duro trabajo transforman continuamente el medio humano. Con 
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el progreso social y los adelantos de la producción, la ciencia y la tecnología, 
la capacidad del hombre para mejorar el medio ambiente se acrece cada día 
que pasa. 
6.- Hemos llegado al momento de la historia en que debemos orientar nuestros 
actos en todo el mundo atendiendo con mayor solicitud a las consecuencias 
que pueden tener para el medio. Por ignorancia o indiferencia, podemos cau-
sar daños inmensos e irreparables al medio terráqueo del que dependen nues-
tra vida y nuestro bienestar. Por el contrario, con un conocimiento más pro-
fundo y una acción más prudente, podemos conseguir para nosotros y para 
nuestra posteridad unas condiciones de vida mejores en un medio más en con-
sonancia con las necesidades y aspiraciones del hombre. Las perspectivas de 
elevar la calidad del medio y de crear una vida satisfactoria son grandes. Lo 
que se necesita es entusiasmo, pero a la vez, serenidad de ánimo, trabajo afa-
noso, pero sistemático. Para llegar a la plenitud de su libertad dentro de la 
Naturaleza, el hombre debe aplicar sus conocimientos a forjar, en armonía con 
ella, un medio mejor. La defensa y el mejoramiento del medio humano para 
las generaciones presentes y futuras se ha convertido en meta imperiosa de la 
humanidad que ha de perseguirse al mismo tiempo que las metas fundamen-
tales ya establecidas de la paz y el desarrollo económico y social en todo el 
mundo, y de conformidad con ellas. 
7.- Para llegar a esa meta, será menester que ciudadanos y comunidades, empre-
sas e instituciones, en todos los planos, acepten las responsabilidades que les 
incumben y que todos ellos participen equitativamente en la labor común. 
Hombres de toda condición y organizaciones de diferente índole plasmarán, 
con la aportación de sus propios valores y la suma de sus actividades, el medio 
ambiente del futuro. Corresponderá a las administraciones locales y naciona-
les, dentro de sus respectivas jurisdicciones la mayor parte de la carga en 
cuanto al establecimiento de normas y la aplicación de medidas en gran esca-
la sobre el medio. También se requiere la cooperación internacional con obje-
to de allegar recursos que ayuden a los países en desarrollo a cumplir su come-
tido en esta esfera. Y hay un número cada vez mayor de problemas relativos 
al medio que por ser de alcance regional o mundial o por repercutir en el ámbi-
to internacional común, requerirán de una amplia colaboración entre las 
naciones y la adopción de medidas para las organizaciones internacionales en 
interés de todos. 
La Conferencia encarece a los gobiernos y a los pueblos que aúnen sus esfuerzos 
para preservar y mejorar el medio humano en beneficio del hombre y de su posteridad. 
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II 
PRINCIPIOS 
Expresa la convicción común de que: 
Principio 1.- El hombre tiene el derecho fundamental a la libertad a la igualdad y 
al disfrute de las condiciones de vida adecuadas en un medio de cali-
dad tal que le permita llevar una vida digna y gozar de bienestar y 
tiene la solemne obligación de proteger y mejorar el medio para las 
generaciones presentes y futuras. A este respecto, las políticas que 
promueven o perpetúan el apartheid, la segregación racial, la discri-
minación, la opresión colonial y otras formas de opresión y de 
dominación extranjera quedan condenadas y deben eliminarse. 
Principio 2.- Los recursos naturales de la Tierra incluidos el aire, el agua, la tie-
rra, la flora y la fauna y especialmente las muestras representativas 
de los ecosistemas naturales, deben preservarse en beneficio de las 
generaciones presentes y futuras, mediante una cuidadosa planifica-
ción u ordenación, según convenga. 
Principio 3.- Debe mantenerse y siempre que sea posible restaurarse o mejorarse 
la capacidad de la Tierra para producir recursos vitales renovables. 
Principio 4.- El hombre tiene la responsabilidad especial de preservar y adminis-
trar juiciosamente el patrimonio de la flora y fauna silvestre y su 
hábitat que se encuentran actualmente en grave peligro por una 
combinación de factores adversos. En consecuencia, al planificar el 
desarrollo económico debe atribuirse importancia a la conservación 
de la Naturaleza, inclusive la fauna y flora silvestre. 
Principio 5.- Los recursos no renovables de la Tierra deben emplearse de forma 
que se evite el peligro de su futuro agotamiento y que se asegure que 
toda la humanidad comparte los beneficios de tal empleo. 
Principio 6.- Debe ponerse fin a la descarga de sustancias tóxicas o de otras mate-
rias a la liberación de calor en cantidades o concentraciones tales 
que el medio no pueda neutralizadas, para que no se causen daños 
graves o irreparables a los ecosistemas. Debe apoyarse la justa lucha 
de los pueblos de todos los países contra la contaminación. 
Principio 7.- Los estados deberán tomar todas las medidas posibles para impedir 
la contaminación de los mares por sustancias que puedan poner en 
peligro la salud del hombre, dañar los recursos vivos y la vida mari-
na, menoscabar las posibilidades de esparcimiento o entorpecer 
otras utilizaciones legítimas del mar. 
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Principio 8.- El desarrollo económico y social es indispensable para asegurar al 
hombre un ambiente de vida y trabajo favorable y crear en la Tierra 
las condiciones necesarias para mejorar la calidad de vida. 
Principio 9.- Las deficiencias del medio originadas por las condiciones del sub-
desarrollo y los desastres naturales plantean graves problemas, y la 
mejor manera de subsanarlas es el desarrollo acelerado mediante la 
transferencia de cantidades considerables de asistencia financiera 
y tecnológica que complementen los esfuerzos internos de los paí-
ses en desarrollo y la ayuda oportuna que pueda requerirse. 
Principio 10.- Para los países en desarrollo, la estabilidad de los precios y la 
obtención de ingresos adecuados de los productos básicos y las 
materias primas son elementos esenciales para la ordenación del 
medio, ya que han de tenerse en cuenta tanto los factores econó-
micos como los procesos ecológicos. 
Principio 11.- Las políticas ambientales de todos los estados deberían de estar 
encaminadas a aumentar el potencial de crecimiento actual o futu-
ro de los países en desarrollo y no deberían coartar ese potencial ni 
obstaculizar el logro de mejores condiciones de vida para todos, y 
los estados y las organizaciones internacionales deberían tomar las 
disposiciones pertinentes con miras a llegar a un acuerdo para 
hacer frente a las consecuencias económicas que pudieran resultar, 
en los planos nacional e internacional, de la aplicación de medidas 
ambientales. 
Principio 12.- Deberían destinarse recursos a la conservación y mejoramiento del 
medio, teniendo en cuenta las circunstancias y las necesidades 
especiales de los países en desarrollo y cualesquiera gastos que 
pueda originar a estos países la inclusión de medidas de conserva-
ción del medio en sus planes de desarrollo, así como la necesidad 
de prestarles, cuando lo soliciten, más asistencia técnica y finan-
ciera internacional con ese fin. 
Principio 13.- A fin de lograr una más racional ordenación de los recursos y 
mejorar así las condiciones ambientales, los estados deberían 
adoptar un enfoque integrado y coordinado de la planificación de 
su desarrollo, de modo que quede asegurada la compatibilidad del 
desarrollo con la necesidad de proteger y mejorar el medio huma-
no en beneficio de su población. 
Principio 14.- La planificación racional constituye un instrumento indispensable 
para conciliar las diferencias que puedan surgir entre las exigencias 
del desarrollo y la necesidad de proteger y mejorar el medio. 
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Principio 15.- Debe aplicarse la planificación a los asentamientos humanos y a la 
urbanización con miras a evitar repercusiones perjudiciales sobre 
el medio y a obtener los máximos beneficios sociales, económicos 
y ambientales para todos. A este respecto deben abandonarse los 
proyectos destinados a la dominación colonialista y racista. 
Principio 16.- En las regiones en que exista el riesgo de que la tasa de crecimien-
to demográfico o las concentraciones excesivas de población per-
judiquen al medio o al desarrollo, o en que la baja densidad de 
población pueda impedir el mejoramiento del medio humano y 
obstaculizar el desarrollo, deberían aplicarse políticas demográfi-
cas que respetasen los derechos humanos fundamentales y conta-
sen con la aprobación de los gobiernos interesados. 
Principio 17.- Debe confiarse a las instituciones nacionales competentes la tarea 
de planificar, administrar o controlar la utilización de los recursos 
ambientales de los estados con el fin de mejorar la calidad del 
medio. 
Principio 18.- Como parte de su contribución al desarrollo económico y social, se 
debe utilizar la ciencia y la tecnología para descubrir, evitar y com-
batir los riesgos que amenazan al medio, para solucionar los pro-
blemas ambientales y para el bien común de la humanidad. 
Principio 19. Es indispensable una labor de educación en cuestiones ambientales, 
dirigida tanto a las generaciones jóvenes como a los adultos y que 
preste la debida atención al sector de población menos privilegiado, 
para ensanchar las bases de una opinión pública bien informada y 
de una conducta de los individuos, de las empresas y de las colecti-
vidades inspirada en el sentido de su responsabilidad en cuanto a la 
protección y mejoramiento del medio en toda su dimensión huma-
na. Es también esencial que los medios de comunicación de masas 
eviten contribuir al deterioro del medio humano y difundan, por el 
contrario, información de carácter educativo sobre la necesidad de 
protegerlo y mejorado, a fin de que el hombre pueda desarrollarse 
en todos los aspectos. 
Principio 20.- Se deben fomentar en todos los países, especialmente en los países 
en desarrollo, la investigación y el desarrollo científicos referentes 
a los problemas ambientales, tanto nacionales como multinaciona-
les. A este respecto el libre intercambio de información científica 
actualizada y de experiencia sobre la transferencia debe de ser 
objeto de apoyo y asistencia, a fin de facilitar la solución de los 
problemas ambientales; las tecnologías ambientales deben ponerse 
a disposición de los países en vías de desarrollo, en unas condicio-
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nes que favorezcan su amplia difusión sin que constituyan una 
carga económica para esos países. 
Principio 21.- De conformidad con la Carta de las Naciones Unidas y con los 
principios del derecho internacional, los estados tienen el derecho 
soberano de explotar sus propios recursos en aplicación de su pro-
pia política ambiental y la obligación de asegurarse de que las acti-
vidades que se lleven a cabo dentro de su jurisdicción o bajo su 
control no perjudiquen al medio de otros estados o de zonas situa-
das fuera de toda jurisdicción nacional. 
Principio 22.- Los estados deben cooperar para continuar desarrollando el dere-
cho internacional en lo que se refiere a la responsabilidad y a la 
indemnización de las víctimas de la contaminación y otros daños 
ambientales que las actividades realizadas dentro de la jurisdicción 
o bajo el control de tales estados causen a zonas situadas fuera de 
su jurisdicción. 
Principio 23.- Sin perjuicio de los criterios que puedan acordarse por la comuni-
dad internacional y de las normas que deberán ser definidas a nivel 
nacional, en todos los casos será indispensable considerar los sis-
temas de valores prevalecientes en cada país y la aplicabilidad de 
unas normas que si bien son válidas para los países más avanzados 
pueden ser inadecuadas y de alto costo social para los países en 
desarrollo. 
Principio 24.- Todos los países, grandes o pequeños, deben ocuparse con espíritu 
de cooperación y en pie de igualdad de las cuestiones internacio-
nales relativas a la protección y mejoramiento del medio. Es indis-
pensable cooperar, mediante acuerdos multilaterales o bilaterales o 
por otros medios apropiados, para controlar, evitar, reducir y eli-
minar eficazmente los efectos perjudiciales que las actividades que 
se realicen en cualquier esfera puedan tener para el medio, tenien-
do en cuenta debidamente la soberanía y los intereses de todos los 
estados, 
Principio 25.- Los estados se asegurarán de que las organizaciones internaciona-
les realicen una labor coordinada eficaz y dinámica en la conser-
vación y mejoramiento del medio. 
Principio 26.- Es preciso librar al hombre y a su medio de los efectos de las armas 
nucleares y de todos los demás medios de destrucción en masa. 
Los estados deben de esforzarse por llegar pronto a un acuerdo en 
los órganos internacionales pertinentes sobre la eliminación y des-
trucción completa de tales armas. 
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EL DERECHO DE RECTIFICACIÓN EN 
PERIODO ELECTORAL: COMENTARIOS A 
PROPOSITO DE UN CASO RECIENTE 
MAR ESQUEMBRE VALDÉS 
Área de Derecho Constitucional 
El que domina los medios de comunicación de masas, domina al electorado; el que 
domina al electorado, domina el proceso del poder político. 
K. LOEWENSTEIN 
l. INTRODUCCION 
No es necesario poner en evidencia la situación de indefensión en que se encuen-
tra el ciudadano ante el poder de los medios de comunicación social. La libertad de 
expresión y el derecho a la información de los que cada ciudadano es titular, que son 
garantía de la existencia de una opinión pública libre -condición necesaria para el 
recto ejercicio de todos los demás derechos en que se fundamenta el sistema político 
democrático, como ha proclamado nuestro Tribunal Constitucional en reiteradas oca-
siones-, han decaído en favor del discurso mercantil impuesto por los medios, los 
cuales, obviando los principios a que deben someterse en una sociedad plural y 
democrática, han abandonado su primigenia función de control al poder clásico para 
convertirse en otro poder más con una desmesurada influencia pública. 
El ciudadano no posee ningún cauce para decidir qué mensajes le interesan, no 
puede establecer el contenido de la comunicación, casi no influye en su posible alte-
ración y, llegado el momento en que realmente se requiere su participación en los 
asuntos públicos mediante la elección libre de sus representantes políticos, los 
medios de comunicación intentan también suplantar su voluntad mediante la creación 
de estados de opinión favorables a sus pretensiones, dadao que la comunicación 
directa entre electores y candidatos se ha sustituído por los mensajes lanzados por los 
propios medios, conformando, gracias a su capacidad de contacto con la población, 
la opinión púlica. Es obvia, pues, la necesidad de incrementar los cauces de partici-
pación del individuo en la conformación de la opinión pública. 
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El derecho de rectificación ha pretendido convertirse en uno de estos cauces de 
participación, en una posibilidad de acceso de los ciudadanos a los canales de comu-
nicación a través de los medios de los que la gran mayoría carece. Pero las condi-
ciones en que el citado derecho ha sido establecido hacen que éste sea escasamente 
efectivo y ello, unido al poco interés que ha despertado su estudio en la doctrina, lo 
ha hecho caer, tanto en la praxis como desde la perspectiva teórica, en el olvido. 
Aunque fugazmente y de forma tangencial parece asomarse tímidamente, como ha 
ocurrido recientemente con ocasión de una información publicada por un diario 
nacional en pleno periodo electoral; esta situación se ha presentado como especial-
mente idónea para reivindicar la presencia en nuestro ordenamiento jurídico del casi 
inexistente derecho de rectificación. Por ello, el objeto de este trabajo no es ofrecer 
vías de revisión del derecho de rectificación -que por otro lado lo harían demasiado 
extenso-, sino que, simplemente, se pretende recordar, al hilo de un caso reciente, en 
qué consiste este derecho, diferenciándolo de otros mecanismos que pudieran intro-
ducir confusiones en su concepción, y constatar la necesidad de un planteamiento del 
mismo más acorde con la realidad actual a fin de que contribuya a que el al proceso 
de formación de la opinión pública sea, efectivamente, libre, de acuerdo con los valo-
res superiores de nuestro ordenamiento jurídico. 
11. EL DERECHO DE RECTIFICACION DE LA LEY ORGANICA 
2/1984, DE 26 DE MARZO 
El primer párrafo del artículo 1 de la Ley Orgánica 2/84, de 26 de Marzo, regu-
ladora del Derecho de Rectificación (en adelante L.O.D.R.), fija el contenido del cita-
do derecho al establecer que «Toda persona, natural o jurídica, tiene derecho a rec-
tificar la información difundida por cualquier medio de comunicación social, de 
hechos que le aludan, que considere inexactos y cuya divulgación pueda causarle 
perjuicio». Sin embargo, no proporciona una definición del citado derecho. 
La Real Academia de la Lengua define el término «rectificar» como «contrade-
cir a otro en lo que ha dicho, por considerarlo erróneo» 1• Sobre esta base, podría-
mos definir al derecho de rectificación como la posibilidad de que goza cualquier 
persona, natural o jurídica, aludida en una información difundida por un medio 
de comunicación social de contradecir la misma por considerarla errónea o ine-
xacta y susceptible de causarle un perjuicio. 
La forma y condiciones de ejercicio de este derecho se establecen en los artícu-
los 2 al4 de la L.O.D.R .. En líneas generales, la forma de ejercicio del derecho con-
siste en la remisión de un escrito de rectificación al director del medio de comunica-
ción, en un plazo de siete días desde que se publicó o difundió la información que se 
REAL ACADEMIA ESPAÑOLA: Diccionario de la Lengua Española, 21a Edición, 
Espasa-Calpe, 1994. 
276 
desea rectificar; dicho escrito debe limitarse a los hechos de la información y su 
extensión no debe superar a la que tuvo ésta. El director del medio de comunicación 
debe publicar o difundir, de forma íntegra, la rectificación en un plazo de tres días 
desde que la recibió, sin comentarios ni apostillas y con una relevencia semejante a 
la que tuvo la información rectificada. 
En el caso de que el derecho ejercitado correctamente por su titular sea vulnera-
do, el rectificante goza de una acción de rectificación prevista en la L.O.D.R. (art.5 
y ss.), que se sustancia por el procedimiento de los juicios verbales, con algunas 
modificaciones z. 
La finalidad del derecho de rectificación de defensa de los derechos individuales 
o los intereses legítimos de la persona frente a la información difundida por los 
medios de comunicación social se ha querido interpretar por algún autor como un 
límite a la libertad de información del artículo 20.1.d) de la Constitución 3, añadido 
al límite específico que el citado precepto establece en su apartado cuarto. No se 
puede entender así y en este sentido se ha pronunciado el Tribunal Constitucional en 
los siguientes términos: « ... la rectificación( ... ) no menoscaba el derecho fundamen-
tal proclamado por el artículo 20.J.d) ( ... ), ni siquiera en el caso de que la informa-
ción que haya sido objeto de rectificación pudiera revelarse como cierta y ajustada 
a la realidad de los hechos. (. .. ) el simple disentimiento por el rectificante de los 
hechos divulgados no impide al medio de comunicación social afectado difundir 
libremente la información veraz( ... ) la simple inserción de una versión de los hechos 
distinta y contradictoria nio siquiera limita la facultad del medio de ratificarse en la 
información inicialmente suministrada o, en su caso, aportar y divulgar todos aque-
llos datos que la confirmen o avalen» 4. 
La versión apuntada del derecho de rectificación ( = límite a la libertad de infor-
mación) no es más que el reverso de aquella otra que lo presenta como manifestación 
de la libertad de información. Así, el derecho de rectificación aparece como concre-
ción del derecho a comunicar información del artículo 20.l.d) de la Constitución, ya 
que éste pertenece a toda la colectividad y no sólo a los periodistas, como así lo ha 
afirmado el Tribunal Constitucional en numerosas ocasiones 5• 
2 Los aspectos procesales de la acción de rectificación han sido estudiados por LORCA 
NAVARRETE, A.: El nuevo proceso civil de rectificación, Revista La Ley, no 3, 1984. 
3 Así lo sostiene CARRILLO SALCEDO, M.: Libertad de expresión y derecho de rectifi-
cación en la C.E. de 1978, en Revista de Derecho Político, no 23, 1986; el mismo: Derecho a la infor-
mación y veracidad informativa (comentario a las SSTC 168/86 y 6/88), en Revista Española de 
Derecho Constitucional, no 23, 1988. 
4 STC 168/86, F.J. 5. 
5 Así, la STC 168/86 niega que sólo sean sujetos del derecho a comunicar información «los 
titulares del órgano o medio difusor de la información o los profesionales del periodismo o quienes, aun 
sin serlo, comunican una información a través de tales medios, sino, primordialmente, la colectividad y 
cada uno de sus miembros» (F.J. 2). También en el mismo sentido SSTC 165/87, F.J. 10 y 6/88, F.J. 5. 
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Cabría afirmar, siguiendo a LOPEZ ULLA 6, que el derecho de rectificación, 
atendiendo a su actual configuración legal, constituye un límite a la libertad de infor-
mación del rectificante, tanto por su objeto, limitado hasta extremos que lo hacen -
como a continuación veremos- totalmente inoperante, como por el sujeto, determi-
nado por excesivos requisitos legitimadores, así como por otros aspectos estableci-
dos en la L.O.D.R. a los que no haremos referencia por no extendernos demasiado. 
Respecto del objeto de la rectificación, se presenta con claridad en la L.O.D.R., 
cuyo artículo 1 establece que se podrá rectificar «la información difundida (. .. ) de 
hechos que le aludan, que considere inexactos», lo cual reitera en el segundo apar-
tado del artículo 2: «La rectificación deberá limitarse a los hechos de la informa-
ción que se desea rectificar». Así, la Ley restringe el ámbito de aplicación de este 
derecho a la difusión de hechos considerados inexactos por el rectificante. Ello 
requiere fijar la atención en dos cuestiones básicas: La veracidad informativa y el 
concepto de información. 
En referencia a la veracidad informativa, se ha considerado por algún sector doc-
trinal que el bien jurídico protegido por el derecho de rectificación, aunque de forma 
indirecta, es el derecho constitucional a recibir una información veraz. Pero ello no 
supone que la información que se difunda haya de ser necesariamente cierta 1. 
Tampoco viene a significar -y el texto de la L.O.D.R. es bien claro al respecto- que 
el rectificante haya de probar que los hechos no son veraces, sino que basta la apre-
ciación subjetiva de la falsedad o inexactitud de los mismos s. De ello se desprende 
que el derecho de rectificación no es un derecho a hacer prevalecer una información 
sobre otra, sino algo mucho más simple: un derecho de réplica, es decir, un derecho a 
ofrecer otra versión, a contradecir una información respecto de la cual se disiente 9. 
Así, el derecho de rectificación posibilita que una misma información pueda ser 
contemplada desde dos perspectivas distintas, derivando de ello la existencia de una 
6 LO PEZ ULLA, J.M.: Libertad de informar y derecho a expresarse: la jurisprudencia 
del Tribunal Constitucional, Servicio de publicaciones de la Universidad de Cádiz, Cádiz, 1994, pg. 134. 
7 Así lo ha interpretado el TC al afirmar que «cuando la Constitución requiere que la infor-
mación sea "veraz" no está tanto privando de protección a las informaciones que puedan resultar erró-
neas -o sencillamente no probadas en juicio- cuando estableciendo un específico deber de diligencia 
sobre el informador, a quien se le puede y deb exigir que lo que transmita como "hechos" haya sido obje-
to de previo contraste con datos objetivos. ( ... ) las afirmaciones erróneas son inevitables en un debate 
libre, de tal forma que, de imponerse la "verdad" como condición para el reconocimienot del derecho, la 
única garantía de seguridad jurídica sería el silencio» (STC 6/88, F.J. 5). En el mismo sentido, más 
recientemente, STC 41194, F.J. 3. 
8 En este sentido, el TC ha señalado que «la inserción de la rectificación interesada en la 
publicación o medio de difusión no implica la exactitud de su contenido, pues ni siquiera la decisión judi-
cial que ordene dicha inserción puede acreditar, por la propia naturaleza del derecho ejercitado y los lími-
tes en que se desenvuelve la acción de rectificación, la veracidad de aquélla» (STC 168/86, F.J. 5). 
9 Así lo considera SAIZ DE MARCO, 1.: Sobre el derecho de rectificación, en Revista La 
Ley, no 1, 1992, pg. 877. 
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discusión libre entre las partes que redunda en una mejor formación de la opinión 
pública 10. Pero debido a la preponderancia de los medios -que son los habituales 
sujetos emisores- la verosimilitud de los hechos por ellos divulgados se convierte, 
para la colectividad receptora, en veracidad. Y a ello cabría añadir que, en cualquier 
caso, el medio de comunicación social siempre tiene la posibilidad de difundir, al 
mismo tiempo, cualquier comentario relativo a la rectificación efectuada, lo cual 
coloca al rectifican te en situación de desigualdad, al no poder éste replicar o contra-
argumentar dicho comentario. 
Respecto del concepto de información, hay que señalar, en primer lugar, que el 
reconocimiento progresivo por la jurisprudencia constitucional de la existencia de 
dos derechos autónomos en el artículo 20.1 de la Constitución 11 ha tenido como 
punto de partida y argumento fundamental la delimitación del objeto que a cada uno 
se le atribuye. Así, mientras que el objeto de la libertad de expresión son las opinio-
nes, creencias y juicios de valor, el objeto de la libertad de información se limita a 
los hechos. 
En esta línea, el Tribunal Constitucional ha considerado que el objeto del derecho 
a la información está constituído por el «conjunto de hechos que pueden considerar-
se como "noticiables" o "noticiosos", entendiendo por tales aquéllos que puedan 
encerrar trascendencia pública y que sean necesarios para que la participación de 
los ciudadanos en la vida colectiva sea real» ( STC 105/83, F. J. 11 ). Sin embargo, 
también ha entendido el Alto Tribunal que la narración de hechos no se puede dar 
asépticamente, de tal forma que únicamente se lleve a cabo la presentación pura de 
hechos 12. Admitiéndose, sobre esta base, que hechos no se puede entender restricti-
vamente, siendo de aplicación a los medios como emisores habituales y que el cono-
cimiento de esos hechos es necesario para la efectiva participación de la colectividad 
en los asuntos públicos, nada debiera objetarse respecto de la aplicación del mismo tra-
tamiento a los particulares que hacen uso del derecho de rectificación. Ello no obstan-
te, el Tribunal Constitucional ha interpretado restrictivamente el concepto de hechos 
cuando se trata del sujeto pasivo de la relación informativa, privilegiando, de esta 
forma, al habitual emisor o sujeto activo, esto es, a los medios de comunicación social. 
10 Vide LOPEZ ULLA, J.M.: Libertad de informar ... , op. cit., pg. 131. También BOUZAT, 
G.: Libertad de expresión y estructura social: el derecho de réplica, en Revista del Centro de Estudios 
Constitucionales, no 3, 1989, pg. 99. 
11 SSTC 105/83, F.J. 11; 168/86, F.J. 2; 6/88, F.J. 5; 51189, F.J. 2; 105/90, F.J.4; 214/91, F.J. 6; 
223/92, F.J. 1; 232/93, F.J. 1; 31/94, F.J. 7; 41/94, FF. JJ. 3 y 4; 320/94, F.J. 3. 
12 En este sentido se ha pronunciado la STC 171/90, F.J. 10 y, más recientemente, el ATC de 
27 de Marzo de 1995, que dispone que «el derecho a la información no impone al peridista la publica-
ción de noticias escuetas y rigurosamente asépticas en función de los hechos o acaecimientos noticiables» 
(F.J. 6). 
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III. ESPECIALIDADES DEL DERECHO DE RECTIFICACION. EL 
DERECHO DE RECTIFICACION EN PERIODO ELECTORAL Y 
LOS MECANISMOS ADMINISTRATIVOS DE RECTIFICACION 
Los escasos estudios existentes sobre el derecho de rectificación se limitan al ana-
lisis de la L.O.D.R., pero en ellos se observa la ausencia de toda referencia a las 
modalidades especiales que del mismo existen 13. Dichas especialidades podrímos 
reducirlas sólo a una en concreto, la establecida en la Ley Orgánica 511985, de 19 de 
junio, del Régimen Electoral General (LOREG en adelante) 14. 
El artículo 68 de la LOREG contempla el derecho de rectificación en los siguien-
tes términos: 
«Cuando por cualquier medio de comunicación social se difundan hechos 
que aludan a candidatos o dirigentes de los partidos, federaciones, coalicio-
nes o agrupaciones que concurran a la elección, que éstos consideren ine-
xactos y cuya divulgación pueda causarles perjuicio, podrán ejercitar el 
derecho de rectificación de conformidad con lo establecido en la Ley 
Orgánica 2/1984, de 23 de marzo, con las siguientes especialidades: 
a) Si la información que se pretende rectificar se hubieradifundido en una 
publicación cuya periodicidad no permita divulgar la rectificación en los 
tres días siguientes a su recepción, el director del medio de comunicación 
deberá hacerla publicar a su costa dentro del plazo indicado en otro 
medio de la misma zona y de similar difusión. 
b) El juicio verbal regulado en el párrafo segundo del artículo 5 de la men-
cionada Ley Orgánica se celebrará dentro de los cuatro días siguientes al 
de la petición». 
El derecho de rectificación contemplado en la LOREG es igual al establecido en 
la L.O.D.R., como indica expresamente el precepto citado, si bien con las especiali-
dades apuntadas, consistentes en, por un lado, una limitación de los plazos de tiem-
po, medida del todo lógica si tenemos en cuenta que el citado derecho está contem-
13 Sólo SAIZ DE MARCO, 1.: Sobre el derecho ... , op. cit., pg. 876, alude brevemente a las 
mismas. 
14 Respecto de las especialidades restantes, se trata de los preceptos reguladores del derecho 
de rectificación establecidos en las leyes creadoras de algunas entidades autónomas de radiotelevisión. 
Dado que dichas leyes fueron promulgadas con anterioridad a la L.O.D.R., deben entenderse tácitamente 
derogadas por ésta última, ya que el régimen contemplado en las mismas para el ejercicio del citado dere-
cho era similar al establecido en el Estatuto de Radiotelevisión Española, precepto expresamente deroga-
do por la Disposición Derogatoria de la L.O.D.R. 
280 
piado para su ejercicio en periodo electoral y la duración de éste es sumamente limi-
tada, y, por otro, en la reducción de la fórmula legitimadora respecto a la empleada 
en la L.O.D.R., ya que mientras que esta última hace referencia a «Toda persona, 
natural o jurídica», la LOREG alude sólo a «candidatos o dirigentes de los partidos, 
federaciones, coaliciones o agrupaciones que concurran a la elección». 
Sin embargo, en la LOREG nos encontramos, en su artículo 69, otro supuesto de 
rectificación que no parece encuadrable en los supuestos anteriores. A propósito de 
las encuestas electorales, el citado artículo establece, en su apartado cuarto, lo 
siguiente: 
«Los medios informativos que hayan publicado o difundido un sondeo, vio-
lando las disposiciones de la presente Ley, están obligados a publicar y 
difundir, en el plazo de tres días las rectificaciones requeridas por la Junta 
Electoral Central, anunciando su procedencia y el motivo de la rectificación, 
y programándose o publicándose en los mismos espacios o páginas que la 
información rectificada». 
En el apartado siguiente del mismo precepto legal se prevé la posibilidad de plan-
tear, frente a las resoluciones de la Junta Electoral Central (en adelante JEC), recur-
so ante la jurisdicción contencioso administrativa. 
En relación a lo ya expuesto sobre el derecho de rectificación, dos notas llaman 
inmediatamente la atención en esta, pudiéramos llamarla así, rectificación especial. 
En primer lugar, el sujeto activo de la rectificación, que es exclusivamente la JEC, 
esto es, un órgano de la Administración Electoral, concretando así la legitimación 
activa, que en los casos anteriores presentaba una pluralidad; y, en segundo lugar, el 
carácter marcadamente imperativo de la fórmula utilizada en el precepto al referirse 
a la obligación de publicación y difusión de la rectificación por parte del medio de 
comunicación social, puesto que mientras que en la L.O.D.R. -de aplicación también 
para el supuesto del artículo 68 de la LOREG- se establece que «el director del 
medio de comunicación social deberá publicar o difundir. .. », la LOREG dispone que 
«Los medios( ... ) están obligados a publicar y difundir. .. ». 
Ambas notas evocan la regulación dual que del -al parecer- actualmente unifica-
do derecho de rectificación existía en el dictatorial régimen anterior, puesto que la 
Ley de Prensa e Imprenta de 1966, parcialmente vigente en la actualidad, distinguía 
entre derecho de rectificación y derecho de réplica en base al criterio del sujeto acti-
vo titular del derecho. El artículo 58 de la citada Ley, desarrollado por el Decreto 
regulador 74611966, de 31 de marzo, establecía, en su primer apartado, el derecho de 
réplica para «Toda persona natural o jurídica, que se considere injustamente perju-
dicada por cualquier información escrita o gráfica que la mencione o aluda, inser-
ta en una publicación periódica». Y el artículo 62 de la misma Ley, desarrollado por 
Decreto regulador 7 45/1966, de 31 de marzo, instituía el derecho de rectificación 
para la Administración Pública, disponiendo que «Los Directores de las publicacio-
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nes periódicas están obligados a insertar gratuitamente( ... ) cuantas notas o comu-
nicados les remitan la Administración o Autoridades( ... ), rectificando o aclarando 
información publicada en aquélla sobre actos propios de su competencia o función». 
Así, podemos observar un reflejo del derecho de rectificación contemplado en la 
Ley de 1966 en lo preceptuado en los apartados 4 y 5 del artículo 69 de la LOREG, 
ya que en ambos casos concurren tres circunstancias similares: en primer lugar, la 
naturaleza pública del sujeto activo del derecho, ya que en ambos casos se trata de 
órganos de la Administración, si bien el la LOREG únicamente está legitimada la 
JEC; en segundo lugar, la utilización de la misma formula imperativa (Están obliga-
dos) en lo que respecta a la publicación y difusión de la rectificación por parte de los 
medios de comunicación, aunque el Decreto regulador del derecho de rectificacion 
de la Ley de 1966 fijaba la imposición de una sanción administrativa para el caso de 
incumplimiento de dicha obligación por parte del medio, mientras que la LOREG no 
prevé ningún tipo de sanción; y, en tercer lugar, se contempla en ambas la posibili-
dad de que el sujeto pasivo pueda recurrir la decisión de la Administración en la vía 
contencioso administrativa. 
Aunque el espacio temporal de vigencia de las leyes citadas sea completamente 
diferente, ya que el anterior régimen si por algo se caracterizaba era por una caren-
cia material de libertades, no podemos evitar el pensamiento fugaz de encontrarnos 
en este caso ante una reminiscencia de la antigua censura. Desechada esta idea, 
podemos sostener que el supuesto del artículo 69 de la LOREG no es una especiali-
dad del derecho de rectificación regulado por la L.O.D.R., sino que se trata de un 
mecanismo de que goza la Administración Electoral para cumplir con la finalidad 
general de garantizar «la transparencia y objetividad del proceso electoral y del prin-
cipio de igualdad» 1s, esencial para la protección del proceso de libre formación de 
la opinión pública. 
IV. RECTIFICACION EN PERIODO ELECTORAL: 
UN CASO RECIENTE 
El ejercicio del derecho de rectificación de la L.O.D.R. -así como su especiali-
dad del artículo 68 de la LOREG- no es muy frecuente 16, y tampoco lo es la rectifi-
cación prevista en el artículo 69 de la LOREG. Sin embargo, con ocasión de las pasa-
15 artículo 8.1 LOREG. 
16 Aunque se suele hacer uso de este derecho, su forma y condiciones de ejercicio resultan ser 
en la praxis distintas a las establecidas legalmente, ya que las rectificaciones en la mayoría de ocasiones, 
se insertan como «aclaraciones» en el apartado de «Cartas al Director» o bien constan, en un pequeño 
recuadro marginal que nunca se extiende más allá de los treinta caracteres, como «Fe de Errores». Lo 
dicho es aplicable a la prensa, que aún ofrece esa ínfima posibilidad, en los restantes medios de comuni-
cación es algo prácticamente desconocido. 
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das elecciones generales se produjo un incidente que catapultó a la actualidad, aun-
que sólo efímeramente, si no ambos supuestos, sí el mencionado en último lugar. 
El pasado 14 de febrero, esto es, dentro del periodo electoral, el diarioABC publi-
có una información sobre una macroencuesta de intención de voto realizada por el 
Centro de Investigaciones Sociológicas (CIS) a instancias del Gobierno -dicha infor-
mación ocupaba una extensión de dos páginas en un cuadernillo central dedicado a 
las elecciones generales- 11. Ese mismo día, D. Joaquín Arango, Presidente del CIS, 
realiza unas declaraciones en un medio radiofónico -concretamente, la Cadena 
SER-, manifestando que la información publicada por el citado diario es falsa pues-
to que el CIS no ha realizado ninguna encuesta. También en el curso del mismo día, 
el representante de Izquierda Unida ante la JEC solicita a este órgano que estudie la 
posible vulneración, cometida por ABC, del régimen jurídico de las encuestas elec-
torales recogido en el artículo 69 de la LOREG, puesto que no se incluía, como es 
obligatorio, la ficha técnica de la encuesta. Ante esta denuncia, la JEC acuerda otor-
gar un plazo común de cuatro días al CIS y al Diario ABC para el traslado de un 
informe y sus alegaciones, respectivamente. 
En el transcurso del plazo citado, el Diario ABC publica el texto íntegro de un 
comunicado remitido por el CIS rectificando la información sobre la macroencuesta, 
en el sentido de desmentir que dicho organismo haya realizado ningún tipo de 
encuesta ts, y seguidamente, inserta una nota de su redacción, en destacados caracte-
res tipográficos respecto del texto de rectificación del CIS, en la que formula distin-
tos tipos de acusaciones contra este organismo, susceptibles de perjudicar su presti-
gio 19. Posteriormente, todavía dentro del plazo para la presentación de sus alegacio-
nes ante la JEC, ABC publica una extensa información sobre el Presidente del CIS, 
lanzando duros ataques en un intento de demostrar su falta de fiabilidad 20. 
En su escrito de alegaciones ante la JEC, ABC solicitó que se requiriera a 
Izquierda Unida y al Partido Popular a efectos de que ambos certificaran si habian 
tenido o no conocimiento de los trabajos de campo realizados por el CIS, a lo que 
contesta en sentido afirmativo el Partido Popular, mientras que Izquierda Unida cer-
tifica desconocer la existencia de dichos trabajos. Esta circunstancia se publica por 
ABC el 23 de febrero, junto con otras informaciones relativas, todas ellas, al poco 
17 Vide Diario ABC del14/02/96, pg. 22 y 23. 
18 Vide Diario ABC del 16/02/96, pg. 24. 
19 Dichas acusaciones atentarían, probablemente, si de una persona física se tratase, contra el 
honor de la misma, del que no cabe hablar respecto de las personas jurídicas, pudiendo ser éste sustituí-
do, en este caso, por la fama, prestigio o buen nombre, como ha reiterado, en numerosas ocasiones, el 
Tribunal Constitucional. 
20 Vide Diario ABC del 18/02/96, pg. 28 y 29. El titular, en grandes caracteres tipográficos, ya 
es bastante ilustrativo: «El Presidente del CJS también mintió en las elecciones del 28-M». 
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crédito que merece el organismo ya mencionado y que colocan al Diario como único 
defensor de la verdad 21. Sin embargo, ese mismo día, la JEC instó al citado Diario a 
que publicase, en un plazo de tres días, un texto de rectificación sobre la encuesta 
atribuida al CIS, en el sentido de que la información aparecida en ese Diario el 14 de 
febrero no podía ser presentada como una encuesta en los términos del artículo 69 de 
la LOREG, debiendo figurar dicho texto de rectificación en la portada y en las pági-
nas interiores correspondientes. Transcurrido dicho plazo, la JEC acordó, el 27 de 
febrero, reiterar a ABC que debía rectificar «de inmediato» dicha información. El 
Diario ABC comunicó a la JEC la interposición de un recurso contencioso adminis-
trativo contra esta resolución, alegando que la misma era gravemente perjudicial para 
el periódico, al dejar en entredicho su fiabilidad y afectar a la libertad de expresión. 
Presumimos que el asunto está siendo resuelto ante la jurisdicción contencioso admi-
nistrativa, puesto la rectificación impuesta por la JEC no ha sido publicada, hasta la 
fecha, por ABC. 
La dinámica seguida en el caso referido es un claro e indiscutible ejemplo de apli-
cación del mecanismo administrativo de rectificación contemplado en la LOREG, sin 
embargo, a la luz de lo ocurrido, se revelaba también aplicable el derecho de rectifi-
cación regulado en la L.O.D.R., estando legitimado activamente el Presidente del 
CIS desde una doble perspectiva: como persona natural, ya que se publicó una infor-
mación que le aludía directamente y era susceptible de causarle un perjuicio, y , por 
otra parte, en calidad de representante legal de una persona jurídica, puesto que las 
informaciones publicadas ponían en entredicho el prestigio del CIS. Ambos tipos de 
rectificación -rectificación como mecanismo administrativo y como derecho subjeti-
vo-, son perfectamente compatibles, sin que el ejercicio de uno de ellos impida el del 
otro; sin embargo, el Presidente del CIS optó por el ortodoxo método de acudir a un 
medio de comunicación distinto para dar su versión de los hechos. Este hecho, unido 
al infructuoso intento de la Administración Electoral de rectificar una información 
que pudiera revelarse como falsa, que, en cualquier caso, empañó la transparencia 
que debe presidir todo proceso electoral, y a la escasísima notoriedad que el caso 
relatado alcanzó en los medios de comunicación social, constituye un gráfico ejem-
plo de la ineficacia, tanto del derecho de rectificación, como del mecanismo -que no 
derecho- rectificador de la Administración, potenciada por el interés de los medios 
de comunicación social en desterrar por completo, e incluso suprimir, cualquier atis-
bo de existencia de un cauce de participación en los mismos de otros sectores ajenos 
a ellos, en aras de enriquecer el debate de los asuntos públicos. 
Así, pues, queda patente la ineficacia, tanto de la rectificación administrativa, 
como del derecho de rectificación regulado en la L.O.D.R., para contribuir al proce-
21 Vide Diario ABC del 23/02/96, pg. 27 y 28. También en este caso el titular es significativo: 
«El PP golpea duramente a Arango al comunicar a la Junta Electoral que conocía la encuesta del CIS»: 
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so de libre formación de la opinión pública, sobre todo en los periodos en los que se 
agudiza el papel de influencia de la misma en la representación política, y ello por la 
inexistencia, por parte del poder legislativo, que bien podría obedecer a la presión de 
los grandes grupos económicos detentadores de los medios de comunicación, de una 
voluntad de revisión y actualización de los cauces de participación de los ciudadanos 
en el proceso comunicativo. 
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